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En el año 2013, durante el curso de la especialización en Derecho Constitucional y 
Parlamentario, en la catedra dirigida por la doctora Floralba Padrón Pardo 
realizamos una visita al Congreso de la República, la cual me despertó el interés 
por estudiar a profundidad el trámite de elaboración de las leyes en Colombia, el 
que creció en el último lustro con ocasión de las labores que desarrollo a diario en 
la Corte Constitucional.  
 
En la Maestría en Derechos Humanos y Democratización, pude encontrar la 
oportunidad para concretar dicho interés y el resultado se plasma en el siguiente 
trabajo de investigación, el cual versa sobre el procedimiento legislativo colombiano 
en el marco de las mutaciones del sistema normativo que se han presentado en el 
Estado Constitucional.  
 
1. Objeto del trabajo de investigación  
 
El objeto de la presente investigación es analizar y sistematizar las etapas que 
conforman el procedimiento legislativo en Colombia, a través del examen de los 
principios y de las reglas contenidas en las disposiciones constitucionales y 
orgánicas, así como del estudio de la jurisprudencia de las altas cortes en la cual se 
ha fijado el alcance de las mismas.  
 
Así pues, el propósito de la investigación se circunscribe a determinar cuáles son 
las exigencias procedimentales que deben cumplir los parlamentarios para expedir 
válidamente las leyes, esto es, para que al ser confrontado su procedimiento de 
elaboración con los requerimientos establecidos para el efecto en el ordenamiento 
superior, no sean halladas viciadas por la Corte Constitucional debido a errores en 






En este sentido, la tesis que se sostiene es que con la creación de la Corte 
Constitucional en la Carta de 1991, como un tribunal especializado para el control 
de la forma en el que se elaboran las leyes, el entendimiento de las normas que 
contemplan las exigencias para adelantar válidamente el trámite legislativo se ha 
tecnificado. En efecto, se han desarrollado interpretaciones complejas de las 
disposiciones constitucionales y orgánicas, bajo las cuales el nivel de gravedad de 
una infracción a las reglas procedimentales se determina en función del grado de 
afectación de los principios superiores que irradian la producción normativa a cargo 
del Congreso de la República.  
 
2. Marco de análisis de la problemática investigada y finalidad del trabajo 
 
Es necesario resaltar que el análisis de las etapas del trámite legislativo realizado 
en la investigación tiene como marco de estudio la mutación que ha sufrido la ley 
en su fuerza, rango y valor con ocasión de la crisis del Estado Constitucional, ya 
que si bien en la actualidad las normas legales mantienen su posición en el sistema 
jurídico como las segundas disposiciones más importante después de los mandatos 
contenidos en la Carta Política, lo cierto es que su alcance se ha visto restringido 
debido a los cambios sociales, económicos, políticos y tecnológicos producidos en 
las últimas décadas.  
 
Específicamente, el desarrollo de la comunidad internacional ha derivado en el 
establecimiento de distintos ordenamientos jurídicos paralelos al nacional que, ya 
sea con autorización de los propios Estados, como sucede con la aceptación del 
principio de prelación propio del derecho comunitario o con la suscripción de 
tratados internacionales, o sin su consentimiento, como ocurre con las normas 
técnicas expedidas por organizaciones supranacionales de carácter privado y 
especializado en ciertas materias, ha puesto en duda la soberanía normativa de los 
países y, en especial, la capacidad de sus parlamentos para ordenar ciertos asuntos 






A la par, el modelo de producción legislativa no es ajeno a la tensión existente entre 
el sistema capitalista y la democracia, puesto que, por un lado, el acceso de una 
persona a los escaños del parlamento depende ampliamente del apoyo económico 
que le puedan brindar empresas o grupos privados que se caracterizan por tener 
intereses propios que aspiran ser posteriormente defendidos por sus patrocinados; 
y, por otro lado, una vez un ciudadano es elegido como representante del pueblo 
para propender por el interés general y la igualdad material de los habitantes de su 
país, se encuentra limitado por la exigencia de que existan buenas finanzas del 
Estado, las cuales están determinadas por las directrices que sobre la materia 
expiden organismos multilaterales de desarrollo.  
 
De manera paralela a lo anterior, se ha producido un deterioro de la imagen que 
tiene la población del parlamento, como institución principal de la democracia, y de 
los partidos y movimientos políticos, como primordiales actores e instrumentos de 
acceso al mismo. En efecto, ello se evidencia en la escasa votación de la ciudadanía 
en las elecciones, la poca legitimidad que se predica de los representantes, la apatía 
de los habitantes en torno a la labor legislativa que se estima falta de planeación, 
corrupta e incapaz de ordenar los asuntos de la sociedad de manera rápida, 
eficiente y especializada, así como el reclamo permanente de los residentes en los 
distintos países de la inexistencia de mayores escenarios de participación directa.  
 
En Colombia los factores que afectan el alcance de las normas legales se han visto 
agudizados especialmente por tres factores, a saber: en primer lugar, por el 
hiperpresidencialismo que ha caracterizado la República desde su creación, el cual 
ha facilitado la invisibilización del Congreso de la República ante el protagonismo 
del Jefe de Estado en la ordenación de los principales asuntos de la sociedad a 
través de decretos con fuerza de ley y la mayor prosperidad de las iniciativas que 






En segundo lugar, por el activismo judicial, en especial, de la Corte Constitucional, 
el cual ha generado la percepción de que los debates más importantes y polémicos 
de la sociedad deben desatarse ante los estrados jurisdiccionales y no en el 
escenario político propio del Congreso de la República, en tanto que a pesar de las 
numerosas oportunidades que ha tenido este último para ordenar ciertos temas ha 
optado por no hacerlo y, en cambio, las altas cortes a través de sentencias 
estructurales han ofrecido algunas soluciones al respecto.  
 
En tercer lugar, por el conflicto armado que ha subsistido desde los años 40 del 
Siglo XX, el cual ha puesto en duda la legitimidad de todas las instituciones, 
incluidas las cámaras ante la imposibilidad de adoptar normas para superarlo y 
garantizar la paz. 
 
La crisis expuesta se correlaciona en el ámbito nacional con las estadísticas del 
informe del año 2018 de la Corporación Latinobarómetro1, las cuales muestran que 
en el país entre los años 2009 y 2018 el apoyo a la democracia irrestricto bajó del 
71% al 54%, y que en la actualidad sólo el 25% de los colombianos está satisfecho 
con dicho régimen político e incluso que el 28% considera que es igual tener un 
sistema democrático a uno autoritario. 
 
Asimismo, dicho informe pone en evidencia que la confianza de la ciudadanía en el 
Congreso de la República únicamente alcanza el 20% y en los partidos o 
movimientos políticos sólo llega al 16%, lo cual resulta concordante con: la 
percepción del 80% de los colombianos de que los gobernantes pertenecen a un 
grupo pequeño de personas poderosas que se preocupan exclusivamente por sus 
intereses; la concepción de que el principal problema del país, por encima de la 
violencia y la pobreza, es la corrupción de los poderes públicos (20%); y la 
 
1 Cfr. Corporación Latinobarómetro. Informe 2018. Santiago de Chile: Banco de datos en línea 





irrelevancia del partido político al momento de decidir por cuál candidato se va a 
votar (55%).  
 
En este contexto, en la presente investigación se comprende que constituyen un 
reflejo de la mutación de la ley producidas por la crisis del Estado Constitucional 
algunas de las reglas del procedimiento legislativo que limitan la labor de producción 
normativa de las cámaras, como lo son, por ejemplo, las disposiciones relacionadas 
con la necesidad de realizar el trámite de consulta previa de los proyectos que 
afecten directamente a comunidades étnicas, la existencia de asuntos que solo 
pueden regularse por iniciativa privativa del Gobierno Nacional, la facultad del 
mismo para presentar objeciones, la exigencia de estudiar el concepto de impacto 
fiscal como presupuesto para expedir ciertas normas con efectos económicos, las 
restricciones al alcance de las leyes de facultades extraordinarias y marco, o el 
control automático de constitucionalidad de determinadas disposiciones legales.  
 
Sobre el particular, debe indicarse que a pesar de la percepción generalizada de 
que el procedimiento legislativo no resulta determinante en el contenido de la ley, la 
verdad es que tal apreciación ignora que las diferentes exigencias del trámite de 
producción normativa tienen como finalidad última que las disposiciones expedidas 
por las cámaras reflejen la voluntad política de las mayorías parlamentarias.  
 
De igual manera, es pertinente expresar que del respeto de las reglas de 
procedimiento legislativo puede llegar a depender la validez de las normas sin 
importar que su contenido tenga un alto valor político para la sociedad, en tanto que 
su infracción puede dar lugar a que la Corte Constitucional las expulse del 
ordenamiento jurídico, como sucedió con la declaratoria de inexequibilidad por 
vicios formales de las leyes mediantes las cuales se pretendía convocar un 
referendo para modificar la Constitución y permitir que una persona pudiera ser 
elegida Presidente de la República por tres periodos consecutivos, se introducía 





infraestructura del Gobierno Nacional o se expedían códigos cuya actualización era 
imperiosa.  
 
Ahora, con el fin de llevar a buen término el objeto de la investigación señalado en 
el marco referenciado líneas atrás, en el presente trabajo se procede a: (i) examinar 
el modo de operación de la función legislativa en Colombia, por medio del estudio 
de sus antecedentes, alcance, titulares y límites; (ii) analizar la forma de 
organización de las cámaras establecida para el desarrollo de la función legislativa, 
es decir, su estructura y conformación interna; (iii) estudiar las condiciones de 
funcionamiento del Congreso de la República; (iv) definir el concepto de 
procedimiento legislativo; e (v) indagar sobre el entendimiento de las fuentes del 
trámite parlamentario, en especial, de sus principios rectores.  
 
De similar forma, la investigación se orienta a: (vii) identificar las reglas positivas y 
jurisprudencial que rigen el trámite de expedición de las normas legales ordinarias 
y especiales; y, con base en lo anterior, a (viii) elaborar una sistematización de las 
fases del procedimiento legislativo, iniciando con la etapa de elaboración del 
proyecto de ley, pasando por su presentación, puesta en consideración, debate, 
aprobación por las cámaras y sanción presidencial, para finalizar con su entrada en 
vigencia. 
  
En este orden de ideas, la finalidad de la presente investigación es contribuir con un 
insumo científico que facilite la compresión de la función legislativa que adelanta el 
Congreso de la República, mediante la presentación esquemática de las fases que 
deben seguirse para la elaboración de las leyes atendiendo a las exigencias 
establecidas en la Constitución y en el Reglamento de las cámaras para el efecto. 
En consecuencia, se pretende que las personas interesadas en el estudio de los 
aspectos del Derecho Constitucional relacionados con la labor del parlamento, 





en el análisis particular de alguna de las instituciones propias del trámite de 
producción de las normas legales.  
 
Igualmente, a través del presente trabajo se busca extraer de los precedentes de la 
Corte Constitucional, contenidos en un grupo significativo de sentencias y autos, las 
principales reglas jurisprudenciales que fijan el alcance de las disposiciones que 
gobiernan el procedimiento legislativo, a fin de que quienes están involucrados en 
su aplicación tengan la oportunidad de consultar un texto que evite que acudan a 
interpretaciones contrarias a los pronunciamientos de dicho Tribunal que deriven en 
vicios que afecten la validez de las leyes. Por ello, a lo largo de los capítulos, se 
refieren ejemplos paradigmáticos que buscan ilustrar el control que se realiza sobre 
las disposiciones expedidas por el Congreso de la República.  
 
3. Metodología de investigación y organización del trabajo  
 
El desarrollo de la investigación se basa el método descriptivo-analítico, el cual 
consiste en la disgregación de un todo, en este caso el procedimiento legislativo 
que se surte ante el Congreso de la República para la expedición de la leyes, con 
el propósito de examinar sus partes y elementos con el fin de conocer a profundidad 
y comprender mejor el objeto de estudio.  
 
Así las cosas, el trabajo se fundamenta en la sistematización y la adaptación del 
conocimiento existente en torno al procedimiento legislativo colombiano a partir del 
análisis del derecho positivo, en especial, de la Constitución Política de 1991 (CP) 
y de la Ley Orgánica No. 5 de 1992 contentiva del Reglamento del Congreso 
(LORC), el estudio de la jurisprudencia de la Corte Constitucional y del Consejo de 
Estado, el examen de la doctrina nacional referente al derecho parlamentario, la 
revisión de gacetas del Congreso, así como la realización de entrevistas a 






Para defender la tesis de que se ha especializado y tecnificado el entendimiento de 
las normas constitucionales y orgánicas que contemplan las exigencias para 
adelantar válidamente el trámite legislativo, la investigación se estructura en ocho 
capítulos.  
 
En concreto, en el capítulo primero, se analiza de la función legislativa, reseñando 
el alcance de su ejercicio por parte del Congreso, el concepto de ley y sus 
características (fuerza, rango y valor), la forma en la que se ha delegado la misma 
en favor del Presidente de la República por parte del constituyente y el legislador, 
así como los límites competenciales, sustantivos, prácticos y procedimentales que 
encuentra la producción normativa. En relación con estos últimos, se estudian, entre 
otros temas, la distribución de competencias entre los órganos del Estado, el 
principio de prelación de los ordenamientos comunitario e internacional y la 
deslegalización.  
 
Acto seguido, en los capítulos segundo y tercero, se describe la organización del 
Congreso de la República para el desarrollo de la función legislativa, examinando 
su estructura bicameral y divisiones internas, incluyendo el régimen de bancadas, 
así como las reglas de funcionamiento del parlamento como las relativas al anuncio 
de los proyectos, al quórum, a las mayorías y a las demás directrices contempladas 
para adelantar la deliberación que se suscitan dentro del mismo. 
 
Posteriormente, en el capítulo cuarto, se define el concepto y se exploran las fuentes 
del procedimiento legislativo, con especial énfasis en los principios rectores del 
mismo, a saber: democrático, publicidad, consecutividad, identidad flexible, unidad 
de materia e instrumentalidad de las formas.  
 
Después, en los capítulos quinto, sexto y séptimo, se analizan en detalle las etapas 
del procedimiento legislativo, examinándose la estructura de los proyectos, los actos 





las formalidades de presentación de las iniciativas, el reparto del trabajo entre las 
comisiones constitucionales permanentes y las plenarias de las cámaras, la 
designación de ponentes y la elaboración de informes, las características del 
debate, las modalidades de las votaciones, el trámite de urgencia, la conciliación, el 
régimen de objeciones, la sanción presidencial, la promulgación y la entrada en 
vigencia, entre otras temáticas. 
 
Luego, en el capítulo octavo, se estudian los procedimientos legislativos especiales 
permanentes, con énfasis en el iter que debe seguirse para la expedición de las 
leyes estatutarias, de planes nacionales de desarrollo, anuales de presupuesto, 
orgánicas y aprobatorias de tratados internacionales, así como se examina el 
trámite transitorio creado para facilitar la implementación del Acuerdo de Paz.  
 
Finalmente, se exponen las conclusiones del desarrollo del trabajo, que buscan 
describir los aspectos más importantes de la investigación para contribuir al 






CAPÍTULO 1: GENERALIDADES DE LA FUNCIÓN LEGISLATIVA 
 
La función legislativa es la facultad que tiene el Estado para expedir normas 
jurídicas imperativas y permanentes que regulen los temas más importantes de la 
vida en sociedad de los habitantes de su territorio denominadas “leyes”. En 
Colombia, el Constituyente de 1991 le asignó el ejercicio de dicha atribución 
primordialmente al Congreso de la República y, de manera excepcional, también 
dispuso que tal labor puede llegar a ser desempeñada por el Presidente de la 
República por medio de la figura de delegación.  
 
Asimismo, en la Carta Política se incluyó un conjunto de disposiciones referentes a 
la competencia de los órganos púbicos y la prelación que tienen ciertas 
disposiciones tanto del derecho comunitario como del derecho internacional público 
que, en conjunto con la obligación general de respetar todos los componentes del 
ordenamiento superior, constituyen límites para el ejercicio de la función legislativa.  
 
En los siguientes acápites se examinarán los referidos asuntos a modo de 
contextualización de la función legislativa, con el fin de facilitar posteriormente el 
estudio del procedimiento de producción normativa a cargo del Congreso de la 
República.  
 
1.1. Función legislativa en el ordenamiento jurídico colombiano  
 
En los Estados democráticos modernos, a partir de la concepción clásica de división 
de poderes, la función legislativa, entendida como la facultad de Estado de expedir 
normas jurídicas que regulen las temáticas más importantes de la vida en sociedad, 
ha sido asignada en las constituciones, por regla general, a los parlamentos, en 





y electiva, sin perjuicio de que, excepcionalmente, se contemple su delegación a 
otras autoridades públicas2.  
 
En Colombia, recogiendo las experiencias de Europa y Estados Unidos, desde los 
albores de la independencia, se estableció que la función legislativa estuviera a 
cargo del Congreso de la República, el cual se estableció en la primera constitución 
y se ha mantenido hasta la actualidad, pero con diferentes formas de elección y 
periodos constitucionales3.  
 
En concreto, desde los artículos 40 y 41 de la Carta Política de 1921 se contempló 
un bicameralismo perfecto, puesto que se creó el Congreso de la República 
compuesto por dos colegiaturas, a saber: (i) el Senado y (ii) la Cámara de 
Representantes, en cualquiera de las que podían “tener origen las leyes” y las 
cuales estaban facultadas para “proponer reparos, alteraciones o adiciones” a los 
proyectos. Al respecto, debe tenerse en cuenta que dicha organización del 
parlamento se replicó en las constituciones de 1830, 1832, 1843, 1853, 1858, 1863, 
1886 y 1991.  
 
Con todo, la forma de elección de los congresistas ha variado con el paso de los 
años, puesto que, inicialmente, en las constituciones de 1821, 1830, 1832 y 1843, 
se consagraba la elección de senadores y representantes por medio de las 
asambleas electorales, integradas por electores que se elegían en las respectivas 
parroquias o cantones. Luego, en las cartas políticas de 1853 y 1858 se previó la 
elección directa de los miembros de las cámaras, pero en la norma fundamental de 
carácter federal de 1863 se delegó dicha tarea en los Estados. 
 
 
2 Cfr. Aragón Reyes, Manuel. Estudios sobre el parlamento. Ciudad de México: Universidad Nacional 
Autónoma de México, 2017, págs. 75 y ss.  
3 Cfr. Restrepo Piedrahita, Carlos. Constituciones políticas nacionales de Colombia (compilación). 





En la Constitución de 1886, la elección de los representantes a la Cámara retornó 
a ser directa hasta la fecha, pero en el caso de los senadores la misma fue indirecta 
a través de las asambleas departamentales, lo cual duró hasta 1945 cuando volvió 
a ser directa como se mantuvo en la Carta Política de 1991 y ocurre en este 
momento4.  
 
En torno a los periodos constitucionales de las cámaras, cabe mencionar que en las 
constituciones de 1821 y 1830 los senadores tenían un período de ocho años, los 
cuales fueron reducidos a cuatro años en las cartas políticas de 1832 y 1843, y a 
dos años en las normas fundamentales de 1853 y 1863. Sin embargo, en la Carta 
Política de 1886 se aumentó el período a seis años, el cual se disminuyó 
nuevamente a cuatro años en la reforma de 1970, permaneciendo así hasta la 
actualidad.  
 
En el caso de los representantes a la Cámara, las constituciones de 1821, 1830 y 
1832 fijaron su periodo en cuatro años, el cual fue reducido a dos años en los textos 
superiores de 1853 y 1863, para luego ser incrementado nuevamente a cuatro años 
con la Carta Política de 1886 hasta la actualidad, salvo en el período transcurrido 
entre las reformas de los años 1910 y 1970 que fue bianual una vez más.  
 
Sobre la producción normativa, debe llamarse la atención de que a lo largo de la 
historia republicana, el Congreso se ha caracterizado por haber adelantado sus 
sesiones con regularidad, pues sus puertas sólo han estado cerradas durante la 
dictadura de Simón Bolívar en 1827, en 1888 producto de la Guerra de los Mil Días, 
entre 1949 y 1958 durante el desarrollo del Bogotazo y la dictadura del general 
Gustavo Rojas Pinilla, y en 1991 con ocasión del desarrollo de la Asamblea Nacional 
Constituyente5.  
 
4 Cfr. Vanegas Gil, Pedro Pablo. El sistema electoral en la elección del Congreso Colombiano: su 
configuración constitucional. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2018, págs. 14 a 17. 
5 Cfr. Gechem Sarmiento, Carlos Eduardo. El Congreso colombiano a partir de 1991. Bogotá: 






Sin embargo, a pesar del trabajo permanente de las cámaras a lo largo de la historia 
colombiana, lo cierto es que el ejercicio de la función legislativa ha sido compartida 
ampliamente con el Presidente de la República, ya sea por medio de legislación 
adoptada en razón de facultades excepcionales, derivadas del estado de sitio 
utilizado de manera permanente en el Siglo XX, o extraordinarias por delegación del 
propio legislador6.  
 
A ese respecto, el Constituyente de 1991 pretendió que el poder legislativo 
recuperara el monopolio de la función legislativa y, para el efecto, amplió los sujetos 
de la representación política mediante la creación de circunscripciones especiales 
y territoriales, así como optó por restringir las facultades legislativas del Jefe de 
Estado por medio de la eliminación del estado de sitio, la creación de un conjunto 
de estados de excepción con condiciones de configuración estrictas, y la limitación 
de los asuntos que pueden llegar a ser objeto de delegación legislativa.  
 
En este sentido, el Constituyente estableció entre las cámaras y el Presidente de la 
República una relación de colaboración armónica que radica en que: (i) el Congreso 
tiene la cláusula general de competencia legislativa y (ii) el Jefe de Estado tiene la 
dirección general del país, la cual (iii) es controlada por el parlamento, quien a su 
vez (iv) puede delegar la normación de ciertos asuntos al Gobierno.  
 
Específicamente, en relación con la cláusula general de competencia legislativa, 
cabe resaltar que se encuentra contenida en los artículos 114 y 150 de la 
Constitución de 1991 que expresamente señalan que le corresponde al Congreso 
de la República “hacer las leyes”, con lo cual se le reconoce un amplio margen de 
libertad de configuración para establecer las reglas de derecho que rigen el orden 
jurídico en Colombia.  
 
6 Cfr. Gómez Méndez, Alfonso. Presidencialismos y sistema presidencial en Colombia: una mirada 






El fundamento de tal asignación ha sido justificado por la Corte Constitucional bajo 
el entendido de que “el carácter democrático, participativo y pluralista que identifica 
nuestro Estado Social de Derecho (…) obliga a que sea el órgano de representación 
popular por excelencia quien, dentro de una dinámica constitucional preconcebida, 
detente la potestad general de desarrollar normativamente la Carta Política 
mediante la expedición de leyes en sus distintas categorías: orgánicas, estatutarias, 
cuadro y ordinarias”7. 
 
Al respecto, debe tenerse en cuenta que la atribución asignada al parlamento no 
sólo se limita a expedir las leyes, sino que también incluye la potestad de 
reformarlas, interpretarlas, adicionarlas, derogarlas o cualquier otra acción propia 
de la producción normativa8. Igualmente, es pertinente advertir que si bien el artículo 
150 de la Carta Política, junto con otras disposiciones superiores, enumeran una 
serie de temáticas que el Congreso de la República puede regular (legem secundum 
constitutionem), tal definición de asuntos no tiene un carácter taxativo, sino 
meramente enunciativo (legem ultra o extra constitutionem)9.  
 
En efecto, como lo ha explicado la Corte Constitucional10, la actividad legislativa, al 
regular aspectos relacionados con la conducta humana, es evolutiva y dinámica, 
con lo cual la interpretación de las normas constitucionales que regulan la función 
del parlamento de “hacer las leyes” debe realizarse desde una perspectiva amplia y 
flexible, con el propósito de que se puedan atender, en diferentes momentos 
temporales, los distintos asuntos coyunturales de la sociedad que, a pesar de no 
 
7 Sentencia C-1648 de 2000. 
8 Cfr. Sentencia C-439 de 2016. 
9 Cfr. Padrón Pardo, Floralba; Julio Estrada, Alexei; Sierra Porto, Humberto. El sistema normativo 
colombiano. En: Correa Henao, Magdalena; Osuna Patiño, Néstor Iván; Ramírez Cleves, Gonzalo 
Andrés. Lecciones de Derecho Constitucional (Tomo II). Bogotá: Universidad Externado de 
Colombia, 2018, págs. 118 y siguientes.  





haber sido contemplados expresamente por el Constituyente en 1991, deban ser 
materia de regulación.  
 
Legem ultra constitutionem 
En la Sentencia C-437 de 1997, frente a una acción pública de inconstitucionalidad 
presentada en contra del artículo 55 de la Ley 136 de 1994, bajo el argumento de que el 
Congreso de la República se había extralimitado en su competencia al legislar sobre una 
materia que no le había sido expresamente atribuida por el Constituyente, como lo es la 
posibilidad de ampliar las causales de pérdida de investidura de los concejales establecidas 
en la Carta Política, la Corte Constitucional consideró que la demanda no estaba llamada a 
prosperar, porque:  
 
“(…) el Poder Legislativo está facultado para dictar leyes en todos aquellos asuntos que 
puedan ser materia de legislación y cuya regulación no haya sido atribuida a otra rama 
u órgano independiente, incluso cuando esos temas no están comprendidos dentro de 
las funciones que han sido asignadas expresamente al Congreso en la Carta. Es la 
llamada cláusula general de competencia, la cual ha sido derivada, en el marco de la 
actual Constitución, de la interpretación de los apartes de los artículos 114 y 150 que 
expresan que al Congreso le corresponde hacer las leyes. De esta manera, se entiende 
que las funciones del Congreso que se especifican en el artículo 150 de la Constitución 
no son taxativas sino simplemente enumerativas y que a este órgano le corresponde la 
responsabilidad de dictar reglas en todas aquellas materias no confiadas a otras esferas 
estatales”.  
 
Así las cosas, puede sostenerse que la ley goza de una relación de libertad frente 
a la Constitución, toda vez que “por fuera de las restricciones que la propia Carta 
Política dispone, el Congreso de la República cuenta con la potestad genérica de 
desarrollar la Constitución, potestad que lo habilita no sólo para expedir las reglas 
de derecho que correspondan al adecuado funcionamiento del Estado Social de 





que a su vez pueden ser ejercidas en forma amplia y flexible, en relación con el 
marco de competencias legislativas previstas en el artículo 150 Superior”11.  
 
Ahora bien, en torno a la función legislativa que ejerce el Congreso de la República 
es necesario precisar que el término “ley” tiene un significado que no es unívoco, ya 
que puede variar dependiendo del contexto en el que sea utilizado12, pues incluso 
en la Constitución Política de Colombia de 1991 es referido de diferentes maneras13. 
 
En efecto, por una parte, el término “ley” es utilizado en algunas disposiciones de la 
Carta Política como sinónimo de ordenamiento jurídico, es decir, del conjunto de 
preceptos o reglas que regulan toda sociedad. Para ilustrar, el artículo 13 superior 
al establecer que “todas las personas nacen libres e iguales ante la ley”, formula el 
principio clásico de igualdad ante el derecho, según el cual en la regulación de 
cualquier tipo (consuetudinaria, positiva, etc.) no pueden existir tratos 
preferenciales, salvo que se encuentren objetivamente justificados.  
 
De otra parte, el concepto de “ley” también es mencionado en la Constitución como 
el producto normativo de la función legislativa, diferente de la regulación derivada 
del ejercicio de otras funciones como la constituyente o reglamentaria. Sin embargo, 
bajo esta noción el término en estudio es referido tanto en un sentido formal como 
en uno material14.  
 
 
11 Sentencia C-439 de 2016. 
12 Cfr. De Otto, Ignacio. Derecho Constitucional – Sistema de Fuentes. Barcelona: Ariel, 2001, págs. 
102 y ss. 
13 Cfr. Castillo Aguilar, María Carolina y Padrón Pardo, Floralba. La entidad constitucional del 
procedimiento legislativo y los vicios formales en la elaboración de la ley. Bogotá: Universidad 
Externado de Colombia, 2002, págs. 28 y ss.  
14 La distinción entre los conceptos de ley material y formal tiene sus antecedentes en el Siglo XIX 
en los Estados alemanes con ocasión de las disputas presentadas entre los monarcas y los 
parlamentos, pues estos últimos promulgaban que los actos regulatorios referentes a las libertades 
y a la propiedad privada eran únicamente de su competencia. Sobre el tema puede consultarse: 
Sierra Porto, Humberto Antonio. Concepto y tipos de ley en la Constitución colombiana. Bogotá: 





Concretamente, la Constitución acude a la ley en sentido formal, cuando hace 
referencia al producto expedido por el Congreso de la República siguiendo un 
procedimiento específico. Un ejemplo palmario de esta concepción se encuentra en 
el artículo 157 superior, el cual establece que “ningún proyecto será ley sin los 
siguientes requisitos: 1. Haber sido publicado oficialmente por el Congreso, antes 
de darle curso en la comisión respectiva. 2. Haber sido aprobado en primer debate 
en la correspondiente comisión permanente de cada cámara (…). 3. Haber sido 
aprobado en cada cámara en segundo debate. 4. Haber obtenido la sanción del 
Gobierno”. 
 
En cambio, la Carta Política se refiere a la ley en sentido material, cuando la 
entiende como las normas expedidas por el Congreso y por el Presidente de la 
República que, por ministerio de la Constitución, tienen un rango y fuerza de ley. 
Así por ejemplo, cuando en el artículo 274 superior, al establecerse el control que 
debe efectuar el Auditor General de la Nación frente a las contralorías, se estipula 
que “la ley determinará la manera de ejercer dicha vigilancia a nivel departamental, 
distrital y municipal”, si bien se está exigiendo que tales asuntos tienen que ser 
exclusivamente regulados mediante una norma con fuerza de ley (técnica de la 
reserva de ley) y no por otra clase de normas presentes en el ordenamiento jurídico, 
ello no implica que sólo se esté haciendo mención exclusiva a los actos expedidos 
por el parlamento en ejercicio de la función legislativa, pues también se están 
incluyendo los decretos con fuerza de ley del ejecutivo.  
 
Sobre el particular, en la Sentencia C-893 de 1999, el Tribunal Constitucional de 
Colombia expresó que:  
 
“(…) cuando la Carta se refiere a la ley, debe entenderse, en general, que también está 
hablando de los decretos con fuerza de ley, pues en tales casos, el Gobierno ha actuado, 
por expresa autorización constitucional, como Legislador, y los contenidos normativos que 





la Constitución señala que corresponde a la ley regular esta o determinada materia, debe 
entenderse que esa regulación también puede ser adoptada por decretos con fuerza de 
ley, salvo que la propia Constitución ordene que esa normatividad debe ser directamente 
adoptada por el Congreso, tal y como sucede, con los códigos”.  
 
De otro lado, es importante mencionar que la ley tiene unas características 
especiales que las diferencian de otro tipo de normas15, a saber, en primer lugar, 
ostenta una posición estratégica en el ordenamiento jurídico, pues si bien la norma 
superior del mismo es la Constitución, como sus disposiciones son amplias y 
tendientes a establecer de manera abstracta las reglas mínimas de organización del 
Estado y la sociedad, es a través de la ley que en la práctica se concretan tales 
mandatos con un alto grado de libertad, con lo cual se permite que por medio de 
ella se introduzcan cambios estructurales a la vida nacional. Así pues, la ley es la 
segunda norma de mayor importancia después de la Carta Política (rango de ley), 
debiéndose someter a ella, en principio, todas las demás, so pena de su nulidad16.  
 
En segundo lugar, la ley tiene un contenido diferencial, toda vez que en razón de la 
utilización de la técnica de la reserva por parte del Constituyente de 1991, existen 
materias cuya esencia sólo puede ser regulada por normas con fuerza de ley, las 
cuales incluso, en algunos casos, sólo podrán ser expedidas por el Congreso de la 
República, en tanto se prohibió la delegación legislativa para efectos de su 
ordenación (reserva de ley estricta17).  
 
 
15 Cfr. Sánchez Sánchez, Abraham. Sentencias interpretativas y control de constitucionalidad en 
Colombia. Bogotá: Ibáñez, 2014, págs.120 y ss. Asimismo. Sierra Porto, Humberto Antonio. 
Concepto y tipos de ley en la Constitución colombiana. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 
1998, págs. 151 y ss. 
16 Cfr. Artículos 238 de la CP, así como 103 y siguientes del Código de Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo.  
17 La reserva de ley estricta ha sido entendida como una técnica por medio de la cual el constituyente 
exige que una determinada materia solamente sea regulada por el Congreso de la República, bajo 
el entendido de que se trata de un órgano colegiado con carácter democrático y representativo, el 
cual se encuentra en la mejor posición para establecer las normas generales que dispongan el 
régimen jurídico de la misma. Sobre el particular puede consultarse: De Otto, Ignacio. Derecho 





En tercer lugar, la ley es una manifestación legitima del órgano de representación 
del pueblo más importante del Estado Constitucional que busca la justicia y el bien 
común (valor de ley), la cual por ello tiene una presunción de validez que sólo puede 
ser cuestionada ante la Corte Constitucional, quien luego de surtir un proceso 
estrictamente reglado, puede llegar a dejarla sin efectos18.  
 
Por lo demás, cabe llamar la atención de que el estudio de las disposiciones 
constitucionales permite elaborar distintas clasificaciones de las leyes a partir de 
diferentes criterios, tales como el nombre dado por el Constituyente a las mismas, 
el procedimiento legislativo para su expedición, la temática que regulan o, incluso, 
una mezcla de dichos ítems o cualquier otro19.  
 
Sin embargo, en la presente oportunidad teniendo en cuenta el alcance del presente 
escrito, se optará por un criterio formal de ordenación, en el que la taxonomía de las 
leyes partirá del procedimiento ordinario y se desarrolla a partir de las variaciones 
del mismo establecidas en la Constitución. En este sentido, a continuación se 
enlistarán los diferentes tipos de leyes que se pueden identificar siguiendo los 
cambios significativos en su trámite de formación, pues su estudio detallado se 
realizará a lo largo del trabajo: (i) leyes ordinarias y marco, (ii) leyes orgánicas, (iii) 
leyes estatutarias, (iv) leyes de presupuesto, (v) leyes de los plan nacionales de 
desarrollo, (vi) leyes aprobatorias de tratados internacionales, (vii) leyes especiales 
para la paz, y (x) leyes con elementos procedimentales sui generis (amnistías e 
indultos, facultades extraordinarias, circulación restringida en San Andrés, 





18 Cfr. Artículos 239 y ss. de la CP, así como Decreto Ley 2067 de 1991. 






1.2. Límites de la función legislativa 
 
En virtud de la cláusula general de competencia legislativa, el Congreso de la 
República cuenta con un amplio margen de libertad de configuración normativa, la 
cual se manifiesta en la posibilidad de ordenar, en principio, cualquier materia 
persiguiendo el bien común. Empero dicha prerrogativa del parlamento colombiano 
no es absoluta, pues se encuentra enmarcada por límites de carácter (i) 
competencial, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (iv) práctico, los cuales se derivan 
del ordenamiento superior.  
 
En concreto, en primer lugar, a pesar de que el Congreso de la República puede 
regular la mayoría de asuntos con el grado de detalle que considere pertinente en 
cada iniciativa, es necesario llamar la atención de que frente algunas materias el 
nivel de su intervención normativa debe ser superficial o incluso nulo, pues al 
ordenarlas puede llegar vaciar la competencia normativa de otros órganos a 
quienes el constituyente también les encomendó la función de producción 
normativa. 
 
Para ilustrar, en la Carta Política se señala que el Gobierno Nacional y algunos 
órganos del Estado, tienen la posibilidad de reglamentar ciertas materias 
relacionadas con sus funciones sin necesidad de una ley que fije los criterios 
generales de la regulación (reglamentos autónomos20). Así por ejemplo, la 
Constitución establece en: 
 
(i) El artículo 355 que le corresponde al Gobierno Nacional reglamentar la forma en 
la cual la administración en sus distintos niveles (nacional, departamental, distrital y 
 
20 “Los reglamentos constitucionales autónomos son disposiciones de carácter general, impersonal 
y abstracto expedidas por una pluralidad de autoridades a las cuales se les ha sido asignada una 
competencia normativa directamente por la Constitución y sin sujeción a la ley”. Padrón Pardo, 
Floralba; Julio Estrada, Alexei; Sierra Porto, Humberto. El sistema normativo colombiano. En: Correa 
Henao, Magdalena; Osuna Patiño, Néstor Iván; Ramírez Cleves, Gonzalo Andrés. Lecciones de 





municipal) podrá celebrar contratos con entidades privadas sin ánimo de lucro con 
el propósito de impulsar programas y actividades de interés público acordes con los 
planes nacionales y seccionales de desarrollo.  
  
(ii) El artículo 189.17 que el Presidente de la República es competente para distribuir 
los negocios, según su naturaleza, entre los ministerios, departamentos 
administrativos y establecimientos públicos.  
 
(iii) El inciso 3 del artículo 131 que el Gobierno está facultado para crear, suprimir y 
fusionar círculos notariales y de registro, así como para determinar su número.  
 
(iv) El artículo 268.12 que el Contralor General de la República tiene la atribución 
de dictar normas generales con el fin de armonizar los sistemas de control fiscal de 
todas las entidades públicas del orden nacional y territorial. 
 
(v) Los artículos 235.9, 237.6 y 241.12 que le corresponde respectivamente a la 
Corte Suprema de Justicia, al Consejo de Estado y a la Corte Constitucional “darse 
su propio reglamento”.  
 
(vi) El artículo 257.3 que el Consejo Superior de la Judicatura tiene la función de 
expedir los reglamentos necesarios para garantizar: (a) el eficaz funcionamiento de 
la administración de justicia, (b) la debida organización y distribución de funciones 
internas asignadas a los distintos cargos de la Rama Judicial, y (c) la adecuada 
regulación de los trámites judiciales y administrativos que se adelanten en los 
despachos judiciales.  
 
(vii) El artículo 265.10 que el Consejo Nacional Electoral tiene la atribución de 
reglamentar la participación de los partidos y movimientos políticos en los medios 






(viii) El inciso 2 del artículo 371 que el Banco de la República es competente para 
regular la moneda, los cambios y el crédito.  
 
En consecuencia, cuando el Congreso de la República pretende regular los asuntos 
los mencionados, debe velar por no agotar la competencia de los órganos 
correspondientes, pues ello implicaría atentar contra su autonomía, en tanto que 
dada la especialidad de dichas materias, la intención del Constituyente fue que su 
normación estuviera principalmente a cargo de sujetos cualificados, basada en 
estándares técnicos y por fuera de discusiones eminentemente políticas.  
 
Inconstitucionalidad de la ley por desconocer las competencias normativas 
conferidas a ciertas autoridades públicas 
En el inciso segundo del artículo 15 del proyecto de ley 58/94 Senado y 264/95 Cámara, 
relativo a las normas estatutarias de administración de justicia, se estipulaba que “el 
Presidente elegido por la Corporación [Corte Suprema de Justicia] para un período de un año 
la representará y tendrá las funciones que le señale la ley y el reglamento”. 
 
Al efectuar el control previo de constitucionalidad de dicha disposición, en la Sentencia C-
036 de 1996, la Corte Constitucional estableció que “en cuanto al inciso segundo de la 
norma bajo examen, que determina que el presidente de la Corte Suprema de Justicia será 
elegido para un período de un año, considera la Corte que ese es un asunto del resorte 
exclusivo del reglamento interno de dicha Corporación, en el cual se podrá fijar el término que 
autónomamente se considere más apropiado para que el presidente de la entidad ejerza sus 
funciones. Por tal motivo, se declarará la inexequibilidad de la expresión ‘para un período de 
un año’”. 
 
Igualmente, el artículo 150.19 de la Constitución establece que frente al crédito 
público, el comercio exterior, la actividad financiera, y los regímenes de cambio, 
aduanas y salarial de los servidores del Estado, le corresponde al Congreso de la 
República, a través de leyes generales, fijar únicamente los objetivos y criterios 





actos reglamentarios que los ordenen en detalle21. En este orden de ideas, “una ley 
marco que regule de manera detallada una materia será inconstitucional por 
vulnerar tal reparto de competencias normativas”22. 
 
En este orden de ideas, dado que los decretos que expide el Gobierno Nacional o 
las demás autoridades con potestad normativa en virtud de las leyes marco23 no 
tienen en estricto sentido un carácter ejecutivo, toda vez que en los mismos no solo 
se ponen en obra los mandatos del legislador, sino que también se complementan, 
cabe preguntarse cuál es la naturaleza de dichos actos normativos. Sobre el 
particular: 
 
(i) La Corte Constitucional considera que si bien las normas en mención gozan de 
una mayor generalidad, en comparación con los actos expedidos en función de la 
potestad reglamentaria establecida por ejemplo en el artículo 189 superior, “no 
pierden por eso su naturaleza meramente ejecutiva”, es decir, que no gozan de 
fuerza legal y, por ello, no pueden modificar ni cambiar, bajo ninguna circunstancia, 
lo que la ley establece24.  
 
(ii) El Consejo de Estado estima que las disposiciones en estudio no tienen un 
carácter ejecutivo, sino legislativo, comoquiera que, de manera excepcional, pueden 
derogar, modificar o sustituir normas preexistentes con fuerza de ley, siempre que 
 
21 En la Sentencia C-1005 de 2008, la Corte Constitucional sostuvo que “la competencia 
reglamentaria se dirige a la producción de actos administrativos por medio de los cuales lo que se 
busca es convertir en realidad el enunciado abstracto de la ley para encauzarla hacia la operatividad 
efectiva en el plano de lo real. Así, la potestad reglamentaria se conecta, con la expedición de normas 
de carácter general - sean ellas decretos, resoluciones o circulares - imprescindibles para la cumplida 
ejecución de la ley”. En este sentido, cabe resaltar que la potestad reglamentaria se encuentra 
principalmente en cabeza del Ejecutivo, quien la ejerce por medio del Presidente de la República y, 
de manera residual, por intermedio de los ministros y directores de departamentos administrativos. 
22 Padrón Pardo, Floralba; Julio Estrada, Alexei; Sierra Porto, Humberto. El sistema normativo 
colombiano. En: Correa Henao, Magdalena; Osuna Patiño, Néstor Iván; Ramírez Cleves, Gonzalo 
Andrés. Lecciones de Derecho Constitucional (Tomo II). Bogotá: Universidad Externado de 
Colombia, 2018, pág. 128.  
23 Sobre las leyes marco pueden consultarse las siguientes sentencias de la Corte Constitucional: C-
579 de 2001, C-553 de 2007, C-173 de 2009, C-402 de 2013 y C-439 de 2016. 





se refieran a materias que son objeto de tratamiento de leyes marco25. Así pues, 
cuando se presenta un conflicto entre una ley ordinaria y un acto normativo 
complementario de una ley marco el criterio para resolverlo es la competencia, 
debiéndose determinar quién invadió las facultades del otro, mas no el criterio 
meramente jerárquico de las normas26. 
 
Al respecto, es pertinente tomar nota de que la posición del Consejo de Estado 
parece ajustarse de mejor manera a las necesidades actuales propias de la 
organización del Estado, comoquiera que reconoce la dificultad que enfrenta el 
legislador para regular temas especializados que requieren de un conocimiento 
avanzado y que, por ello, un debate político en torno a su ordenación no se advierte 
recomendable. En este sentido, si bien el acto expedido por el Gobierno Nacional o 
la autoridad con facultades normativas debe someterse a la ley marco, no está 
limitada, en principio, a las normas legales anteriores de la misma materia, pues ello 
impediría la actualización normativa. 
 
Aunque pareciera que bajo la posición en comento se permite que la autoridad no 
legislativa con facultades reglamentarias pueda modificar a su albedrío la 
legislación, lo cierto es que su ámbito de acción debe entenderse restringido a 
ciertos temas técnicos y no puede ignorarse que la actuación en todo caso está 
sujeta al control de constitucionalidad de la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo, que incluso puede suspender el acto normativo correspondiente de 
manera provisional27. 
 
Naturaleza legislativa de los actos normativos expedidos en virtud de una ley marco 
En la Sentencia del 20 de mayo de 1994, la Sección Cuarta del Consejo de Estado, al 
resolver una demanda de nulidad en contra de la Resolución Externa No. 21 de 1993 
expedida por la Junta Directiva del Banco de la República referente al régimen cambiario, 
 
25 Cfr. Consejo de Estado. Sección Cuarta. Sentencia del 20 de mayo de 1994.  
26 Cfr. Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 14 de agosto de 2008.  





explicó la naturaleza de los actos normativos -reglamentos legislativos- expedidos producto 
de una ley marco de la siguiente manera: 
 
(i) La Constitución de 1991 incorpora una “nueva concepción en materia de definiciones 
relativas a la repartición de competencias legislativas y reglamentarias, entre los diferentes 
órganos que hacen parte del poder público”, que se caracteriza por “una cierta facultad 
supletoria de la ley” en favor de determinadas autoridades técnicas “como el Consejo Superior 
de la Judicatura y la Junta Directiva del Banco de la República”, quienes están facultadas 
para regular materias de su resorte “en los aspectos no previstos por el legislador”. 
 
Así pues, el acto normativo que expide la autoridad competente con el fin de regular “un 
principio de carácter general” contenido en una ley marco, determinando las condiciones, 
requisitos y demás reglamentaciones específicas necesarias para el desarrollo del mismo 
“tiene o asume la misma posición y valor de la ley”, es decir, debe entenderse como si 
“hubieran sido establecidos por el propio legislador”. 
 
(ii) La capacidad legislativa y, por tanto, el poder derogatorio de leyes preexistentes que 
puedan tener los actos normativos que desarrollan las leyes marco “no son plenos o 
completos, como los del Congreso, sino condicionados, tanto por el marco jurídico de 
principios generales trazado por la correspondiente ley, como por las reglas (…) deducidas 
por la jurisprudencia”, dentro de las cuales resaltan las siguientes:  
 
“(a) Las disposiciones de carácter legislativo contenidas en los reglamentos legislativos 
tienen la virtualidad de derogar, modificar o sustituir normas preexistentes que tengan 
fuerza de ley, siempre y cuando ellas se refieran a materias que son objeto de 
tratamiento legal mediante el sistema de leyes marco; por vía de ejemplo tenemos que 
un decreto sobre comercio exterior, expedido en desarrollo de la ley marco de comercio 
exterior podría derogar leyes comunes que se hubieran expedido con anterioridad sobre 
esta misma materia”. 
 
“(b) Las disposiciones de carácter legislativo contenidas en los reglamentos legislativos 
no pueden derogar, modificar o sustituir normas con fuerza de ley que se refieren a 
materias que no son objeto de regulación por el sistema de leyes marco. A título de 





dictado en virtud de la ley marco de aduanas (por medio del cual se pueden modificar 
las tarifas del impuesto de aduanas) se pretenda derogar normas que regulan los 
impuestos de timbre nacional”. 
 
“(c) Las disposiciones con fuerza de ley contenidas en los reglamentos legislativos no 
pueden derogar, modificar o sustituir normas con fuerza de ley contenidas en 
reglamentos legislativos que se refieran a materias distintas a las reguladas por la ley 
marco en que tienen su origen. Así por ejemplo, un reglamento legislativo sobre comercio 
exterior no puede afectar las normas del mismo carácter contenidas en un reglamento 
legislativo que regule materias aduaneras o referentes al crédito público”. 
  
De manera similar, el Congreso de la República al ordenar asuntos relacionados 
con las entidades territoriales, debe tener en cuenta que los artículos 285 a 331 de 
la Constitución les asignan cierto grado de autonomía política, en especial, a los 
departamentos, distritos y municipios, los cuales tienen la facultad de regular 
asuntos determinados dentro de su jurisdicción, como la reglamentación de los usos 
de suelo, el ordenamiento territorial, la gestión de los servicios públicos locales, 
entre otros28.  
 
En este sentido, cuando el Congreso de la República pretenda normar dichos 
asuntos debe hacerlo de manera general para no vaciar las competencias de la 
autonomía de las entidades territoriales, respetando en todo caso la distribución de 
atribuciones fijadas en las leyes orgánicas expedidas para el efecto, como lo es la 
Ley 1454 de 2011, so pena de que las normas que se expida desconociéndolas 
puedan quedar viciadas por inconstitucionalidad29.  
 
 
28 Cfr. Santaella Quintero, Héctor. Los planes de ordenamiento territorial departamental: beneficios 
y riesgos de un instrumento clave para la ordenación del territorio en Colombia. Revista digital de 
Derecho Administrativo de la Universidad Externado de Colombia, núm. 19, 2018-1, págs. 57-94; y 
Robledo Silva, Paula. La autonomía municipal en Colombia. Bogotá: Universidad Externado de 
Colombia, 2010.  
29 Cfr. Robledo Silva. Paula. El régimen territorial en la Constitución. En Correa Henao, Magdalena; 
Osuna Patiño, Néstor Iván; Ramírez Cleves, Gonzalo Andrés. Lecciones de Derecho Constitucional 





En efecto, la Corte Constitucional ha explicado que “las atribuciones del Congreso, 
respecto de los entes territoriales, se encuentran limitadas por el respeto del núcleo 
esencial del derecho a su autonomía”, el cual de conformidad con el artículo 287 
superior incluye como mínimo la posibilidad de las corporaciones públicas locales 
(concejos y asambleas) de expedir las normas necesarias para ordenar la 
administración de sus recursos, el establecimiento de tributos, así como la 
organización de sus ingresos y gastos, para cumplir con las funciones 
constitucionales y legales asignadas30. 
 
En segundo lugar, la función legislativa de las cámaras está restringida por la 
obligación de respetar los mandatos sustantivos del ordenamiento superior, los 
cuales:  
 
(i) Están contenidos en el preámbulo y en el articulado del texto de la Constitución, 
manifestados a través de normas con textura de principios y reglas, que estipulan 
derechos, valores, prohibiciones, distribuyen competencias y organizan el Estado.  
 
(ii) Se hallan en los distintos cuerpos normativos que hacen parte del bloque de 
constitucionalidad tanto en sentido estricto como lato31, por ejemplo: (a) los tratados 
y convenios internacionales sobre derechos humanos y derecho internacional 
humanitario ratificados por Colombia (art. 93 CP)32, (b) los tratados referentes a los 
 
30 Sentencias C-1112 de 2001 y C-189 de 2019. 
31 En la Sentencia C-067 de 2003, el bloque de constitucionalidad fue definido por la Corte 
Constitucional como “aquella unidad jurídica compuesta por normas y principios que, sin aparecer 
formalmente en el articulado del texto constitucional, son utilizados como parámetros del control de 
constitucionalidad de las leyes, por cuanto han sido normativamente integrados a la Constitución, 
por diversas vías y por mandato de la propia Constitución”. 
32 El desconocimiento del legislador de algunos tratados internacionales, por ejemplo, la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, puede derivar en su responsabilidad internacional. Sobre el 
particular, pueden verse los siguientes casos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos: 
Kimel Vs. Argentina, Sentencia del 2 de mayo de 2008; Artavia Murillo (Fecundación in vitro) Vs. 
Costa Rica, Sentencia del 28 de noviembre de 2012; y Personas Dominicanas y Haitianas Vs. 
República Dominicana, Sentencia del 28 de agosto de 2014. Un análisis completo en torno a la 
materia puede consultarse en: Santofimio Gamboa. Jaime Orlando. El Concepto de 





límites territoriales del país (art. 101 CP), (c) los convenios 87, 98, 138, 169 y 182 
de la Organización Internacional del Trabajo -OIT- (art. 94 CP), así como (d) las 
leyes orgánicas y estatutarias (arts. 151 y 152 CP)33.  
 
(iii) Pueden derivarse del derecho natural como propios para la protección de la 
dignidad de la persona (art. 94 CP), como ocurrió con los derechos al mínimo vital 
y a la seguridad personal, los cuales fueron develados por la jurisprudencia34. 
 
Inconstitucionalidad de la ley por desconocer los tratados internacionales de 
derechos humanos suscritos por Colombia 
En la Sentencia C-792 de 2014, la Corte Constitucional estimó que las disposiciones del 
Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004) que regulaban la distribución de 
competencias entre los jueces impedían que algunas de las sentencias condenatorias fueran 
impugnadas, lo cual se consideró inconstitucional por desconocer los mandatos superiores 
contenidos, entre otras normas, en tratados internacionales de derechos humanos suscritos 
por Colombia, en especial, en lo dispuesto en los artículos 8.2 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos y 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Por 
lo anterior, dicho Tribunal declaró la existencia de una omisión legislativa y exhortó al 
Congreso de la República para que regulara la materia de manera conforme a los 
compromisos internacionales del Estado colombiano, so pena de que trascurrido un año se 
pudieran apelar dichos fallos, incluso sin existir una ordenación legal específica sobre el tema.  
 
Además, debe tenerse en cuenta que la producción normativa del Congreso de la 
República no sólo se ve restringida por disposiciones sustantivas del ordenamiento 
superior constitucional, sino también por contenidos materiales derivados de:  
 
 
Derecho Humanos – Ideas fuerzas rectoras. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2017, 
págs. 329 y ss.  
33 Cfr. Rivas-Ramírez, Daniel. El vicio surrealista del monismo y el dualismo ante la metamorfosis del 
derecho internacional público; y Robayo Galvis, Wilfredo. El principio de seguridad jurídica como 
mecanismo de control de ingreso de las obligaciones internacionales al ordenamiento jurídico 
colombiano. En Padrón Pardo, Floralba; Correa Henao, Magdalena. ¿El Estado constitucional en 
jaque? (Tomo II). Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2018, págs. 45 y ss. 





(i) Las normas de derecho comunitario, como sucede con la regulación adoptada 
por los órganos de la Comunidad Andina, puesto que en caso de que el legislativo 
ordene una materia de manera contraria a la reglamentación supranacional, en 
atención del criterio de prelación35, los operadores jurídicos deben aplicar esta 
última de manera preferente36.  
 
(ii) Las directrices fijadas por los organismos asesores en materia económica de los 
distintos niveles de la Nación y, en especial, por el Consejo Nacional de Política 
Económica y Social –CONPES- en sus documentos, en los que se establecen los 
lineamientos generales que se propone seguir el Estado a nivel económico y social 
a mediano y largo plazo, las cuales terminan direccionando las iniciativas de 
carácter presupuestal y restringiendo el alcance de los proyectos en función de su 
viabilidad fiscal37.  
 
(iii) Los tratados internacionales de cualquier materia suscritos por el Estado 
colombiano, pues si bien se puede adoptar leyes contrarias a lo dispuesto en los 
mismos, ello genera una responsabilidad ante las demás naciones suscritoras del 
instrumento respectivo38.  
 
35 Cfr. Santos Rodríguez, Jorge Enrique. El Derecho Administrativo del Sistema Comunitario Andino. 
Revista digital de Derecho Administrativo de la Universidad Externado de Colombia, núm. 10, 2013-
2, págs. 21-44.  
36 En la Sentencia del 16 de octubre de 2014, la Sección Primera del Consejo de Estado reiteró que 
“en virtud de los principios de autonomía y primacía, las normas del ordenamiento comunitario –tanto 
las primarias como las derivadas- deben surtir la plenitud de sus efectos, de manera uniforme, en 
todos los Países Miembros. Por tanto, las normas de los ordenamientos nacionales, sean de origen 
interno o internacional, no pueden menoscabar o contrariar los imperativos comunitarios”.  
37 Cfr. Ley Orgánica 152 de 1994, en concordancia con los artículos 339 a 341 de la CP. Ver: Suárez 
Ricaute, Federico. Financialización y constitucionalismo: una perspectiva crítica acerca de cómo el 
capital financiero condicional al Estado Constitucional. En Padrón Pardo, Floralba; Correa Henao, 
Magdalena. ¿El Estado constitucional en jaque? (Tomo IV). Bogotá: Universidad Externado de 
Colombia, 2018. 
38 Cfr. Robayo Galvis, Wilfredo. El principio de seguridad jurídica como mecanismo de control de 
ingreso de las obligaciones internacionales al ordenamiento jurídico colombiano. En Padrón Pardo, 
Floralba; Correa Henao, Magdalena. ¿El Estado constitucional en jaque? (Tomo II). Bogotá: 
Universidad Externado de Colombia, 2018. Al respecto, cabe resaltar que para el Derecho 
Internacional Público la calificación del hecho del Estado como internacionalmente ilícito se rige por 






La prevalencia del derecho comunitario sobre las disposiciones de derecho interno 
El 6 de abril de 1988, la Corte Suprema de Justicia de Colombia, en el marco de un proceso 
de constitucionalidad abstracta seguido con ocasión de una demanda presentada en contra 
del artículo 454 de la Ley 9 de 1979, el cual disponía que "el Ministerio de Desarrollo no podrá 
registrar un producto farmacéutico sin informe previo permisible del Ministerio de Salud sobre 
su aceptación. Asimismo podrá cancelar todo registro que solicite éste”, le solicitó al Tribunal 
de Justicia de la Comunidad Andina que profiriera una interpretación prejudicial en la que 
respondiera “si a): el derecho interno de cada uno de los Países Miembros puede señalar, en 
tratándose de productos farmacéuticos, requisitos adicionales a los que se desprenden de los 
artículos 56 y 58 de la Decisión 85 de la Comisión del Acuerdo de Cartagena para el registro 
de una marca, y si b): el derecho interno de cada uno de los Países Miembros puede señalar, 
en tratándose de productos farmacéuticos, causales adicionales a las que se desprenden de 
los artículos 76 y 77 de la Decisión 85 para la cancelación de un registro de marca, todo ello 
en virtud del entendimiento que se dé al artículo 84 de la misma”. 
 
A través de providencia del 25 de mayo de 1988, el Tribunal de Justicia de la Comunidad 
Andina (proceso No. 2 IP 88) atendió dicho requerimiento y, para dar una respuesta a los 
interrogantes, precisó que:  
 
“En cuanto al efecto de las normas de la integración sobre las normas nacionales, 
señalan la doctrina y la jurisprudencia que, en caso de conflicto, la regla interna queda 
desplazada por la comunitaria, la cual se aplica preferentemente, ya que la competencia 
en tal caso corresponde a la comunidad (…). 
 
No se trata propiamente de que la norma comunitaria posterior derogue a la norma 
nacional preexistente, al igual que ocurre en el plano del derecho interno, puesto que 
son dos ordenamientos jurídicos distintos, autónomos y separados, que adoptan dentro 
de sus propias competencias formas peculiares de crear y extinguir el derecho, que por 
supuesto no son intercambiables. Se trata, más propiamente, del efecto directo del 
principio de aplicación inmediata y de la primacía que en todo caso ha de concederse a 
las normas comunitarias sobre las internas (…). 
 
lícito por el derecho interno. Cfr. Monroy Cabra, Marco Gerardo. Derecho Internacional Público. 






La derogación propiamente dicha de una norma interna, por ser contraria a una 
comunitaria, puede resultar indispensable para efectos prácticos, en determinados 
casos. Pero como tal derogación habría de ser decidida por el derecho interno y no por 
el comunitario, el derecho integracionista, en principio, se contenta con la aplicación 
preferente. Su efecto inmediato y directo no sería compatible con la condición de que las 
normas nacionales contrarias sean expresamente derogadas por el legislador nacional, 
ya que ello dependería de éste y no de la comunidad (…)”. 
 
En esta línea argumentativa, el Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina concluyó que: 
 
“Los productos farmacéuticos que, según la Decisión 85, no pueden ser objeto de 
patente (artículo 5, c)), sí pueden ser en cambio objeto de una marca de registro, siempre 
y cuando ésta no se preste confusión o engaño para el público consumidor, 
especialmente en cuanto a las características y la aptitud para el uso del correspondiente 
producto (artículo 58, a)). De suerte que si una norma nacional, dentro de la competencia 
que le es propia, exige la intervención del Ministerio u oficina pública a cargo de los 
problemas de salud, para la aceptación o la eventual cancelación de un registro de marca 
sobre productos farmacéuticos, ha de entenderse lógicamente que se trata de un 
procedimiento encaminado a verificar el cumplimiento de las previsiones del artículo 58 
de la Decisión 85 (…). 
 
Una ley nacional que así lo disponga no contradice la norma comunitaria ni resulta 
incompatible con ella. Por el contrario, debería entenderse que es una disposición 
reglamentaria interna, mediante la cual se busca aplicar la disposición comunitaria. 
Conviene recordar que, de acuerdo con el artículo 5 del Tratado de Creación de este 
Tribunal, los Países Miembros están obligados a adoptar las medidas necesarias para 
asegurar el cumplimiento de las normas que conforman el ordenamiento jurídico del 
Acuerdo de Cartagena. 
 
A la luz de los preceptos analizados resulta evidente que cuando un País Miembro tiene 
dispuesto por ley, así sea ésta anterior a su compromiso integracionista, que una oficina 
o agencia gubernamental a cargo de los problemas de la salud ha de intervenir para 





no está contrariando el derecho comunitario ni obstaculizando su aplicación. Por el 
contrario, una disposición en tal sentido tendería objetivamente a aplicar el ordenamiento 
andino y a asegurar su cumplimiento”. 
 
En tercer lugar, aunque, por regla general, el Congreso de la República está 
facultado para ordenar cualquier asunto a través de leyes, la expedición válida de 
las mismas está determinada por el respeto del procedimiento establecido en la 
Constitución y en LORC para el efecto, lo cual, como se estudiará en los capítulos 
siguientes en detalle, representa un límite a su potestad normativa, ya que las 
normas adjetivas restringen, por ejemplo: (i) el tiempo que debe destinarse para 
adelantar el trámite de producción normativa, (ii) la clase de iniciativas que puede 
tramitar motu proprio el parlamento, (iii) la cámara en la que debe iniciar el estudio 
de la iniciativa, así como (iv) las etapas que debe seguir el iter legislativo.  
 
En cuarto lugar, la función legislativa encuentra unos límites prácticos, pues 
aunque en teoría el Congreso de la República puede regular, en principio, cualquier 
asunto:  
 
(i) La especialización de ciertas actividades y el consecuente surgimiento de 
organizaciones internacionales técnicas que se encargan de establecer las reglas 
aplicables a las mismas, deriva en que el parlamento se límite a reproducir los 
estándares fijados por los gremios de profesionales, pues su intento de establecer 
una regulación oficial diferente puede ocasionar la pérdida de competitividad de los 
sectores nacionales frente al mercado global, o incluso en el reiterado 
incumplimiento de los estatutos públicos ante su ineficiencia y anacronía39.  
 
(ii) La dinámica de continuo cambio de la forma de prestación de ciertos servicios 
públicos imposibilita que la misma sea ordenada de manera detallada y oportuna 
 
39 Cfr. Carvajal Sánchez, Bernardo Andrés. El gobierno de lo público por medio de un derecho global 
no oficial. En Padrón Pardo, Floralba; Correa Henao, Magdalena. ¿El Estado constitucional en 





por el legislador, por lo que la normatividad sobre la materia termina siendo 
expedida por comisiones especializadas y entidades de control del ejecutivo40.  
 
La influencia de las organizaciones internacionales privadas especializadas en la 
función legislativa 
La Organización Internacional de Comisiones de Valores -IOSCO- reúne a las autoridades de 
supervisión de los mercados de valores en el mundo y, dentro de sus funciones, se encuentra 
la expedición de recomendaciones para el buen funcionamiento y desarrollo de los mercados 
de valores mundiales. En el año de 1998, se pronunció sobre los objetivos de la regulación 
para el mercado de capitales, estableciendo un conjunto de principios, dentro de los que 
incluyó el de la autorregulación.  
 
Al examinarse la Ley 964 de 2005, “por la cual se dictan normas generales y se señalan en 
ellas los objetivos y criterios a los cuales debe sujetarse el Gobierno Nacional para regular 
las actividades de manejo, aprovechamiento e inversión de recursos captados del público que 
se efectúen mediante valores y se dictan otras disposiciones”, puede advertirse que en sus 
disposiciones el Congreso de la República optó por seguir claramente las recomendaciones 
(soft law) expedidas por IOSCO, tal y como lo puso de presente la Corte Constitucional en 
la Sentencia C-692 de 2007, en la que indicó:  
 
“La Ley 964 de 2005 acoge y reitera los principios de IOSCO, en el sentido de incorporar 
a su texto los siguientes parámetros: (i) que todo ente autorregulador debe estar 
sometido a la vigilancia del regulador estatal (arts. 3º, 6º, 25, 28 y 36); (ii) que el regulador 
estatal debe exigir a los organismos de autorregulación, antes de ser autorizados, 
estándares adecuados para operar en el mercado (arts. 7º, 22, 28, 74 y 88); y (iii) que 
una vez haya sido autorizado el autorregulador y se encuentre ejerciendo sus funciones, 
el regulador estatal debe asegurarse que el desarrollo de tales funciones atiendan al 
interés público (art. 30)”. 
 
 
40 Por ejemplo, para los efectos en mención, el legislador estableció: (i) a través de las leyes 142 de 
1994 y 489 de 1998, las Comisiones de Regulación de Comunicaciones -CRC-, de Agua Potable y 
Saneamiento Básico -CRA-, así como de Energía y Gas -CREG-; (ii) por medio de la Ley 1122 de 
2007, la Comisión de Regulación en Salud -CRES-; y (iii) por mandato de la Ley 1682 de 2013, la 





Así las cosas, en la actualidad para el estudio de la función legislativa debe tenerse 
en cuenta que si bien el legislador todavía tiene un amplio margen de configuración 
legislativa, no puede ignorarse que el alcance de su competencia normativa ha 
mutado con la evolución de los ordenamientos jurídicos en las últimas décadas, lo 
cual ha puesto en crisis la idea de un legislador todopoderoso capaz de regular 
cualquier asunto de la sociedad41.  
 
Por lo demás, ya no como límite a la función legislativa, sino como un instrumento 
de racionalización del trabajo de las cámaras, es pertinente reseñar que el 
ordenamiento jurídico constitucional le permite al legislador acudir a la figura de la 
deslegalización, la cual consiste en autorizar al ejecutivo o a otra la autoridad con 
competencia reglamentaria para que, mediante un acto administrativo, decida sobre 
la ordenación de un determinado tema que, por distintas razones (técnicas, de 
conveniencia, etc.), no fue regulado en su integridad en el texto legal respectivo, a 
pesar de que ello hubiera sido posible. 
 
En torno a la procedencia de la deslegalización, cabe mencionar dos tipos de 
restricciones. En primer lugar, se hallan las restricciones derivadas de la actuación 
del propio legislador, pues entre más sea minuciosa su regulación sobre el tema en 
el texto legal correspondiente, menor será la posibilidad de reglamentación de la 
autoridad respectiva. En sentido contrario, si aquél es prolijo en su producción 
normativa, deja en cabeza del órgano competente la oportunidad de desarrollar en 
detalle los temas42.  
 
En segundo lugar, se encuentran los límites establecidos por el constituyente al 
consagrar reservas de ley sobre una materia determinada43, pues si por mandato 
 
41 Cfr. Padrón Pardo, Floralba. Presentación: ¿El Estado Constitucional en jaque? En Padrón Pardo, 
Floralba; Correa Henao, Magdalena. ¿El Estado constitucional en jaque? (Tomo I). Bogotá: 
Universidad Externado de Colombia, 2018, págs. 17 a 22.  
42 Cfr. Sentencia C-302 de 1999 y C-507 de 2014.  





de una disposición superior el legislador debe ordenar un asunto, no está facultado 
para disponer su regulación a través de una norma reglamentaria.  
 
En esta línea argumentativa, la Corte Constitucional ha sostenido que “las materias 
objeto de reserva de ley no pueden ser deslegalizadas, esto es, no puede remitirse 
a autoridades administrativas la posibilidad de regular mediante decretos 
reglamentarios, actos administrativos o resoluciones, materias reservadas a la ley 
o a normas con fuerza de ley”, y que, “por el contrario, las materias cuya regulación 
no ha sido reservada a la ley o a normas con fuerza de ley, pueden deslegalizarse 
siempre y cuando haya quedado espacio para regulación o ésta resulte 
indispensable a fin de dar cumplida y eficaz aplicación a la ley o al acto con fuerza 
de ley” 44. 
 
Exequibilidad de una deslegalización 
En el año 2009, un ciudadano demandó el último inciso del artículo 388 de la Ley 5 de 1992, 
modificado por el artículo 1 de la Ley 186 de 1995, en el cual se faculta a la Mesa Directiva 
de la Cámara de Representantes y a la Comisión de Administración del Senado de la 
República para que de manera conjunta establezcan las calidades necesarias para 
desempeñarse como asesor de las Unidades de Trabajo Legislativo, al considerar que 
desconocía lo dispuesto en los artículos 122 y 150 de la Carta Política en lo referente a la 
obligación de ordenar las funciones de los empleados públicos a través de una norma con 
fuerza de ley (técnica de reserva de ley). 
 
Mediante Sentencia C-172 de 2010, la Corte Constitucional declaró exequible la 
disposición demandada bajo la siguiente argumentación:  
 
(i) La Constitución exige que ciertas materias solo pueden ser reguladas mediante normas 
con fuerza de ley (técnica de reserva de ley).  
 
 





(ii) El Congreso de la República pueden remitir al reglamento la ordenación de un tema 
específico no regulado de manera sustancial en el texto legal, siempre que la materia no 
tenga reserva de ley (deslegalización).  
 
(iii) En la norma demandada, el Congreso de la República deslegalizó en favor de una 
autoridad administrativa -Mesa Directiva de la Cámara de Representantes y Comisión 
Administrativa del Senado- la facultad de fijar mediante reglamento las calidades que deben 
acreditarse para ser nombrado asesor de las Unidades de Trabajo Legislativo de los 
parlamentarios. 
 
(iv) La referida deslegalización es constitucional, porque: (a) la materia sobre la que recayó 
no fue objeto de reserva de ley por el Constituyente, y (b) se proyectó en favor de un órgano 
administrativo de las cámaras, resguardando así la soberanía y autonomía que la Carta 
Política le reconoce al Congreso de la República para darse su propia organización. 
 
En resumen del presente acápite, debe tomarse nota de que los limites que enfrenta 
el Congreso de la República al ejercer la función legislativa, así como la posibilidad 
que ostenta de deslegalizar ciertas materias, son una muestra de la mutación del 
conceptos decimonónicos de fuerza y rango de ley que se predicaban de las normas 
expedidas por las cámaras.  
 
En efecto, la fuerza de ley, entendida como la capacidad de una norma para 
modificar el ordenamiento jurídico legal, por ejemplo, se ha visto mutada en razón 
de que dicha alteración no solo se puede lograr mediante leyes expedidas por las 
cámaras o decretos leyes expedidos por el Presidente, sino que ahora también se 
puede generar con normas provenientes de los derechos comunitario e 
internacional.  
 
A su vez, el rango de ley, a partir del cual se suponía que la ley expedida por el 
parlamento tenía una posición especial en el ordenamiento jurídico, se ha 
empezado a relativizar debido al cambio de la concepción jerárquica del sistema 





materia mediante una norma específica no sólo se determina por la naturaleza de 
la misma, sino también por la distribución de facultades contempladas en la 
Constitución. En consecuencia, frente a ciertos temas que en algún momento fueron 
regulados por el Congreso a través de leyes, no es extraño encontrar que en la 
actualidad los mismos son ordenados en reglamentos autónomos expedidos por 
diversas autoridades.  
 
1.3. Delegación de la función legislativa 
 
El Constituyente de 1991 le asignó la titularidad principal y permanente de la función 
legislativa al Congreso de la República, pero debido a la complejidad que conlleva 
la regulación de todos los aspectos centrales del Estado colombiano y a la 
necesidad de atender determinadas circunstancias extraordinarias, así como en 
virtud de la colaboración armónica entre los órganos públicos, también contempló 
que dicha labor, de manera excepcional, pueda ser ejercida por el Presidente de la 
República45.  
 
En concreto, en la Constitución Política se estipuló la posibilidad de que el 
Presidente de la República expida decretos con fuerza y rango de ley, bajo la figura 
de delegación, a la cual puede acudirse por disposición del Congreso de la 
República o por la aplicación de los mandatos del propio Constituyente, en su faceta 
originaria o derivada. Sobre el particular, la Corte Constitucional ha tomado nota de 
que:  
 
“(…) la institución de la delegación legislativa, es una práctica democrática universalmente 
aceptada en el mundo contemporáneo. De este modo, en relación con la función legislativa, 
si bien la competencia general corresponde al órgano legislativo, las Constituciones, con 
diferentes sistemas de articulación, permiten la legislación delegada en el ejecutivo. En 
tales eventos, lo que resulta significativo desde de la perspectiva del principio de 
 
45 Cfr. Sierra Porto, Humberto Antonio. Concepto y tipos de ley en la Constitución colombiana. 





separación, no es tanto establecer a quien corresponde en un caso concreto el ejercicio de 
la función, como determinar las condiciones en las cuales la delegación legislativa resulta 
compatible con el principio de separación, condiciones que, en general, están referidas a 
aspectos tales como la precisa delimitación de la materia delegada, el carácter temporal 
de la delegación, la mutabilidad de la legislación delegada por el legislador ordinario, los 
controles de constitucionalidad o, eventualmente, la ratificación o la convalidación de la 
legislación delegada por el legislador ordinario”46.  
 
Ahora, en torno a los casos en los que está prevista la delegación legislativa, en 
primer lugar, debe mencionarse que en el artículo 150.10 de la Constitución se 
contempla la delegación por mandato legislativo, a través de la cual el Congreso de 
la República cuando lo estime necesario o la conveniencia pública lo aconseje, 
mediante una ley de iniciativa gubernamental, que requiere para su aprobación la 
mayoría absoluta de los miembros de cada una de las cámaras, reviste hasta por 
seis meses “al Presidente de la República de precisas facultades extraordinarias, 
para expedir normas con fuerza de ley”47.  
 
Al respecto, cabe resaltar que las facultades legislativas extraordinarias del 
Presidente de la República solo pueden ser solicitadas por el Gobierno Nacional, 
quien tiene la iniciativa de la ley respectiva, por lo cual no pueden provenir de la 
voluntad unilateral de las cámaras. Lo anterior con el fin de evitar que se sustraiga 
el parlamento muto proprio de su labor legislativa, sobre todo cuando deba regular 
temas controversiales para la sociedad.  
 
Ahora bien, en cuanto las normas expedidas en virtud de dicha delegación 
legislativa cabe mencionar que han sido denominadas como decretos leyes, los 
cuales se caracterizan por: (i) requerir de la firma del Presidente y del ministro o 
 
46 Sentencia C-971 de 2004, reiterada en los fallos C-335 de 2016 y C-160 de 2017. 
47 Sobre el tema puede consultarse: Lozano Villegas, Germán. El Presidente de la República. En: 
Correa Henao, Magdalena; Osuna Patiño, Néstor Iván; Ramírez Cleves, Gonzalo Andrés. Lecciones 
de Derecho Constitucional (Tomo II). Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2018, págs. 331 





director del departamento administrativo del ramo sobre el que verse la regulación 
(art. 115 CP); (ii) ser permanentes, pues su vigencia es indefinida, sin perjuicio de 
la facultad que tiene el Congreso de modificarlos en cualquier tiempo a iniciativa 
propia (art. 150.10 –inc. 2- CP); (iii) estar sometidos al control rogado de la Corte 
Constitucional (art. 241.5 CP); y (iv) poder modificar, adicionar o derogar leyes 
preexistentes que versen sobre las materias incluidas en las facultades 
extraordinarias.  
 
En relación con el último punto, debe mencionarse que los decretos leyes tienen 
que respetar las prohibiciones de: (i) alterar el contenido de leyes estatutarias, 
orgánicas, marco, tributarias y codificadoras (límites expresos) (art. 150.10 –inc. 3- 
CP), así como de (ii) delegar la materia delegada en otro órgano, reformar la ley de 
delegación y expedir normas con efectos retroactivos (límites implícitos).  
 
Ley habilitante como parámetro de constitucionalidad de los decretos leyes 
A través de la Ley 1474 de 2011, el Congreso de la República expidió una serie de normas 
con el fin de fortalecer los mecanismos de prevención, investigación y sanción de actos de 
corrupción, así como la efectividad del control de la gestión pública. En este sentido, el 
parlamento estipuló:  
 
(i) En el inciso 4 del artículo 10 que “en ningún caso las entidades objeto de esta 
reglamentación podrán patrocinar, contratar o realizar directamente publicidad oficial que no 
esté relacionada en forma directa con las funciones que legalmente debe cumplir, ni contratar 
o patrocinar la impresión de ediciones de lujo o con policromías”. 
 
(ii) En el parágrafo 1 del artículo 75 que “de conformidad con lo dispuesto en el numeral 10 
del artículo 150 de la Constitución Política, revístese al Presidente de la República de precisas 
facultades extraordinarias para que en el término de seis meses, contados a partir de la fecha 
de la publicación de la presente ley, expida normas con fuerza de ley para suprimir o reformar 







En virtud de dichas facultades extraordinarias, el Presidente de la República expidió el 
Decreto Ley 019 de 2012, el cual en su artículo 232 estableció “modifíquese el inciso 4° del 
artículo 10 de la Ley 1474, el cual quedará así: ‘en ningún caso las entidades objeto de esta 
reglamentación podrán patrocinar, contratar o realizar directamente publicidad oficial que no 
esté relacionada con las funciones que legalmente debe cumplir, ni contratar o patrocinar la 
impresión de ediciones de lujo’”. 
 
El 9 de octubre de 2015, el artículo 232 del Decreto Ley 019 de 2012 fue demandado al 
considerarse inconstitucional por desconocer el alcance de la ley habilitante, así como por 
modificarla; y la Corte Constitucional, en Sentencia C-261 de 2016, accedió a las 
pretensiones de la acción pública, al considerar que:  
 
(i) El exceso en el ejercicio de las facultades extraordinarias es un vicio de competencia que 
no está sujeto al término de caducidad de un año de la acción pública de inconstitucionalidad 
referente a las demandas que ponen de presente la configuración de vicios de procedimiento. 
 
(ii) El control de constitucionalidad de los decretos leyes expedidos por el Presidente de la 
República en virtud de facultades extraordinarias tiene como uno de sus parámetros las bases 
y principios fijados en la ley habilitante, en tanto que según el diseño constitucional “al 
Congreso le asiste la obligación ineludible de establecer en forma clara, cierta, específica y 
determinable el campo normativo sobre el cual debe actuar el Presidente de la República. Y 
al Gobierno, la obligación de ejercer la facultad legislativa transitoria dentro de los límites o 
parámetros fijados en el acto condición que otorga la delegación, debiendo restringir la 
actividad normativa estrictamente a las materias allí descritas”.  
 
(iii) El hecho de que el Presidente en virtud de las facultades extraordinarias otorgadas 
reforme un precepto de la propia ley habilitante, “resulta un contrasentido que desconoce el 
principio democrático”, toda vez que “la propia ley habilitante es un presupuesto de 
interpretación para establecer el ámbito de las facultades delegadas”. 
 
(iv) El Presidente de la República al expedir el artículo 232 del Decreto 019 de 2012 excedió 
el alcance de las facultades extraordinarias, porque la ley habilitante circunscribió la 
delegación a la supresión o reforma de regulaciones, procedimientos y trámites innecesarios 





regla con una naturaleza y alcance presupuestal, así como desconoció la teleología de la 
propia ley habilitante, pues llegó hasta el punto de modificarla parcialmente.  
 
En segundo lugar, en el ordenamiento superior se contempla la delegación 
legislativa por mandato constitucional, correspondiente aquellos casos en los cuales 
el propio constituyente, ya sea su faceta originaria o derivada, le otorga la posibilidad 
de ejercer la función legislativa al Presidente de la República bajo ciertas 
condiciones específicas.  
 
Así por ejemplo, en los artículos 212 a 215 de Carta Política se estipula la facultad 
del Presidente de la República de expedir decretos legislativos durante los estados 
de excepción48 (guerra exterior, conmoción interior y emergencia), los cuales: (i) 
tienen rango y fuerza de ley; (ii) su objeto debe estar dirigido a superar y atender las 
circunstancias que dieron origen a la declaración de la situación extraordinaria; (iii) 
no pueden suspender derechos fundamentales; (iv) tienen que ser expedidos por el 
jefe de Estado con la firma de todos los ministros; y (v) están sometidos al control 
automático de la Corte Constitucional.  
 
No obstante lo anterior, en razón de las particularidades de cada estado de 
excepción, los decretos legislativos si bien tienen los puntos en común referidos, se 
diferencian en los efectos de sus disposiciones, puesto que:  
 
(i) Los decretos expedidos bajo el amparo del estado de guerra exterior49, pueden 
tener vigencia hasta el momento en el que se declare restablecida la normalidad en 
el país, sin perjuicio de que el Congreso de la República los reforme o derogue 
 
48 Los estados de excepción hacen referencia a situaciones extraordinarias de tal entidad que pueden 
afectar la estabilidad del país y, por ello, fueron determinadas por el Constituyente con el fin de 
facultar a las autoridades públicas con poderes extraordinarios para que en caso de que lleguen a 
suceder estén en la capacidad de adoptar las medidas pertinentes para enfrentar las contingencias 
respectivas.  
49 De conformidad con el artículo 212 de la CP el estado de guerra exterior se presenta cuando el 
Estado colombiano inicia una conformación bélica con otro Estado en razón de la declaratoria 





mediante el voto favorable de dos tercios de los miembros de cada una de las 
cámaras (arts. 212 y 214 CP).  
 
(ii) Los decretos expedidos en razón del estado de conmoción interior50, pueden 
tener vigencia hasta por 90 días adicionales al momento en el cual se declare 
conjurada la situación del país, con lo cual no pueden generar efectos por más de 
360 días51. Con todo, el Congreso mediante los procedimientos legislativos 
correspondientes puede modificar los decretos legislativos en mención (arts. 213 y 
214 CP).  
 
Ejemplo de expedición de decretos legislativos con ocasión de un estado de 
conmoción interior 
En febrero de 2002, se presentó la ruptura del proceso de paz que adelantaba la 
administración nacional del Presidente Andrés Pastrana Arango con las FARC-EP y se 
retomó la zona de distensión establecida para el efecto, generando una escalada de violencia 
a nivel nacional. Sin embargo, el jefe de Estado consideró que no era necesario acudir a la 
declaratoria de estado de conmoción interior para superar dicha crisis.  
 
Empero, ante el cambio de Gobierno Nacional, el Presidente Álvaro Uribe Vélez y sus 
ministros decretaron el estado de conmoción interior a través del Decreto 1837 de 2002, el 
cual fue declarado exequible por la Corte Constitucional en la Sentencia C-802 de 2002, y 
prorrogado exitosamente por 90 días más por medio del Decreto 2255 de 2002, considerado 
también constitucional en la Sentencia C-063 de 2003. 
 
En vigencia de dicho estado de conmoción interior fueron expedidos sendos decretos 
legislativos que crearon impuestos (Decreto 1838 de 2002), modificaron la normatividad penal 
y de extinción de dominio (Decretos 1900, 1975 y 2001 de 2002), realizaron cambios 
presupuestales (Decretos 1959 y 2749 de 2002), y fijaron directrices para garantizar el orden 
 
50 El artículo 34 de la Ley 137 de 1994 define la conmoción interior como el acaecimiento de “una 
grave perturbación del orden público que atente de manera inminente contra la estabilidad 
institucional, la seguridad del Estado o la convivencia ciudadana, que no pueda ser conjurada 
mediante el uso de las atribuciones ordinarias de las autoridades de Policía”. 
51 El estado de conmoción interior tiene un término máximo de 90 días, prorrogables por dos períodos 





público (Decreto 2002 de 2002), los cuales fueron controlados por la Corte Constitucional y 
declarados exequibles en su mayoría52.  
 
Por último, debe llamarse la atención de que, mediante la Sentencia C-327 de 2003, la Corte 
Constitucional declaró inexequible el Decreto 245 de 2003, a través del cual se pretendía 
prorrogar nuevamente el estado de conmoción interior, al evidenciar irregularidades en el 
concepto favorable que debía emitir el Senado de la República para el efecto según lo 
dispuesto en el artículo 213 superior. 
 
(iii) Los decretos expedidos bajo el amparo del estado de emergencia por razones 
económicas, sociales, ecológicas o de grave calamidad pública53, tienen, en 
principio, vigencia indefinida, sin perjuicio de la facultad que ostenta el Congreso de 
la República para modificarlos o derogarlos en cualquier tiempo, salvo los 
relacionados con asuntos de iniciativa privativa del ejecutivo que sólo pueden ser 
reformados sin consentimiento de éste dentro del año siguiente al momento de su 
expedición.  
 
Igualmente, a manera de excepción, cabe resaltar que, aunque el estado de 
emergencia habilita al gobierno para establecer a través de decretos legislativos 
nuevos tributos, sus efectos sólo operaran por una vigencia fiscal, salvo que el 
Congreso posteriormente determine que los mismos deben ser permanentes (art. 





52 La mayoría de decretos expedidos en vigencia del estado de conmoción interior superaron el 
control automático de constitucionalidad. Sin embargo, la Corte Constitucional declaró inexequibles 
algunas disposiciones de los mismos, e incluso dispuso la inexequibilidad total del Decreto 1900 de 
2002, el cual modificaba el alcance de ciertos tipos penales, por falta de conexidad con las razones 
que dieron origen al estado de excepción (Sentencia C-939 de 2002).  
53 Al tenor del artículo 46 de la Ley 137 de 1994, el estado de emergencia se presenta cuando ocurre 
el acaecimiento de hechos que “perturben o amenacen perturbar en forma grave e inminente el orden 





Ejemplo de expedición de decretos legislativos con ocasión de un estado de 
emergencia social 
Por medio del Decreto 4333 de 2018, el Gobierno Nacional declaró el estado de emergencia 
social debido a la captación desbordada de dinero público por instituciones no autorizadas, 
lo cual tenía el potencial de afectar seriamente la economía y el patrimonio de los 
colombianos. A través de la Sentencia C-125 de 2009, la Corte Constitucional avaló dicha 
declaratoria al considerarla conforme a los mandatos de la Carta Política.  
 
En ejercicio de las facultades legislativas propias del estado de emergencia, el Presidente de 
la República expidió el Decreto Legislativo 4334 de 2009, declarado exequible mediante la 
Sentencia C-154 de 2009, en el cual se estableció un procedimiento de intervención de las 
instituciones captadoras de dinero ilegales, el cual sigue parcialmente vigente e incluso 
algunas de sus disposiciones sólo fueron modificadas recientemente por medio de la Ley 
1902 de 2019.  
 
En este orden de ideas, dado su carácter temporal, los decretos expedidos en razón 
de los estados de guerra exterior y conmoción interior, así como los de emergencia 
relacionados con tributos suspenden de manera transitoria las leyes contrarias a su 
contenido. Empero los decretos expedidos en virtud del estado de emergencia no 
referentes a tributos, sí derogan las leyes previas que regulan la misma materia, 
dado su carácter de permanencia.  
 
Al respecto, es relevante mencionar que la declaratoria de dichos estados de 
excepción se realiza mediante un decreto con fuerza de ley, cuya naturaleza es 
normativa pero con altos ingredientes políticos que, en todo caso, no lo eximen del 
control de la Corte Constitucional, quien debe verificar que el mismo: (i) haya sido 
expedido por el Presidente de la República y firmado por todos los ministros; (ii) 
estipule los ámbitos territoriales y temporales de la declaratoria; (iii) esté 
debidamente motivado; y (iv) respete los mandatos constitucionales, incluidos lo 
dispuesto en la Ley Estatutaria 137 de 199454.  
 






Inexequibilidad por consecuencia 
Para atender las calamidades presentadas por la ola invernal que afectó al país en los años 
2010 y 2011, a través del Decreto Legislativo 020 de 2011, el Presidente de la República 
declaró el estado de emergencia económica, social y ecológica en todo el territorio nacional 
por el término de 30 días. Empero, mediante la Sentencia C-216 de 2011, la Corte 
Constitucional determinó que dicho acto era inexequible por no cumplir con los requisitos 
materiales exigidos por las normas constitucionales y estatutarias. 
 
Durante la vigencia de dicho estado de emergencia y en virtud de las facultades otorgadas 
por la Constitución, el Gobierno Nacional expidió el Decreto Legislativo 128 de 2011, por el 
cual se adoptaban “medidas especiales en materia tributaria, aduanera y cambiaria para los 
damnificados o afectados por el fenómeno de la niña 2010-2011”. 
 
Al realizar el control automático de constitucionalidad de este último decreto, en la Sentencia 
C-255 de 2011, la Corte Constitucional estimó que:  
 
(i) Ante la declaratoria de inexequibilidad del decreto base que declara un estado de 
excepción, los decretos de desarrollo expedidos bajo su amparo pierden su fundamento y, en 
consecuencia, deben ser declarados inexequibles, sin perjuicio de que la Corte considere 
pertinente modular los efectos de tal determinación en razón de las particularidades de cada 
caso concreto. 
 
(ii) Debido a la inconstitucionalidad del Decreto Legislativo 020 de 2011, mediante el cual se 
declaró el estado de excepción que permitió la expedición del Decreto Legislativo 128 de 
2011, éste último perdió su fundamento y, por lo tanto, también debía ser declarado 
inexequible pero únicamente con efectos hacía futuro, pues al tratarse de una normatividad 
que modificaba los términos para la presentación de la declaración de impuestos y tales 
plazos ya se habían agotado, no resultaba pertinente alterar la regla general de 
consecuencias prospectivas de las sentencias de la Corte Constitucional.  
 
Asimismo, se consagra una delegación legislativa por mandato constitucional en el 





de inversiones públicas en un término de tres meses contado a partir de su 
presentación, el Presidente puede ponerlo en vigencia mediante decreto con fuerza 
de ley, el cual: (i) debe ser firmado por el Jefe de Estado, los ministros y directores 
de departamento administrativos de los ramos involucrados en la normatividad; (ii) 
es de carácter permanente; y (iii) está sujeto al control rogado de la Corte 
Constitucional (arts. 115 y 241.5 CP). De igual manera, un efecto similar se 
presenta, según lo dispuesto en el artículo 348 de la CP, cuando las cámaras no 
expiden el presupuesto anual antes de la media noche del 20 de octubre del año 
respectivo55. 
 
A la par, el Constituyente de 1991, en las disposiciones transitorias de la Carta 
Política, facultó de manera temporal al Presidente de la República para expedir una 
serie de decretos con fuerza de ley sobre temas específicos como la organización 
de la Fiscalía General de la Nación, de la Corte Constitucional y del Consejo 
Superior de la Judicatura, la regulación de la acción de tutela, el presupuesto 
general de la Nación de 1992, la operación de los nuevos departamentos, el estatuto 
orgánico de Bogotá, entre otros (arts. 4 a 11, 23, 39 y 41 transitorios CP)56.  
 
La posibilidad de expedir dichos decretos se basó en la necesidad de facilitar el 
tránsito constitucional, de ahí que algunos regulen materias propias de las leyes 
estatutarias y, por ello, en principio, indelegables (decretos estatutarios). Dentro de 
las características de dichos decretos pueden resaltarse: (i) su vocación de 
permanencia; (ii) la necesidad de surtir un trámite de aprobación previo ante una 
 
55 El artículo 348 de la CP fue desarrollado por el artículo 59 del Decreto 111 de 1996. 
56 Al respecto, cabe resaltar que en virtud de dichas disposiciones transitorias fueron expedidos 
decretos con fuerza y rango de ley que en la actualidad continúan vigentes, tales como: (i) Decreto 
2067 de 1991, “Por el cual se dicta el régimen procedimental de los juicios y actuaciones que deban 
surtirse ante la corte constitucional”; (ii) Decreto 2274 de 1991, “Por el cual se dictan normas 
tendientes a asegurar la debida organización y funcionamiento de las entidades territoriales erigidas 
como departamentos en la Constitución Política y se dictan otras disposiciones”; (iii) Decreto 2591 
de 1991, “Por el cual se reglamenta la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución 
Política”; y (iv) Decreto 1421 de 1993, “Por el cual se dicta el régimen especial para el Distrito Capital 





comisión especial creada para el efecto por el Constituyente; y (iii) su control rogado 
por parte de la Corte Constitucional57 (arts. 6 y 10 transitorios CP).  
 
De manera similar, el Congreso de la República, actuando como constituyente 
derivado, a través del Acto Legislativo 01 de 2016 (art. 2), facultó de manera 
transitoria al Presidente de la República para expedir decretos con fuerza de ley con 
el objetivo de facilitar la implementación y desarrollo normativo del Acuerdo Final 
para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera, 
el cual fue suscrito entre las FARC-EP y el Gobierno Nacional encabezado por el 
Presidente Juan Manuel Santos Calderón el 24 de noviembre de 2016.  
 
Frente a las características de la normativa expedida por el Jefe de Estado con base 
en dicha habilitación, es pertinente mencionar que estaba sujeta a: (i) la prohibición 
de regular aspectos que deben ser desarrollados por leyes estatutarias, orgánicas, 
codificadoras, tributarias o que requieren de mayorías calificadas o absolutas para 
su aprobación; y (ii) al control automático de la Corte Constitucional, el cual debía 
realizarse en el término de dos meses. 
 
Control de constitucionalidad de los decretos expedidos en virtud de las facultades 
extraordinarias para la paz 
Con ocasión de las facultades extraordinarias concedidas por el por Acto Legislativo 01 de 
2016 al Presidente de la República para expedir normas con fuerza de ley dirigidas a 
garantizar la implementación del Acuerdo de Paz, fueron incorporados al sistema normativo 
35 decretos, los cuales tuvieron control automático posterior por parte de la Corte 
Constitucional, la cual estableció los siguientes exámenes para el efecto:  
 
 
57 En torno al Decreto 1421 de 1993, “Por el cual se dicta el régimen especial para el Distrito Capital 
de Santafé de Bogotá”, debe resaltarse que su control está a cargo del Consejo de Estado, pues en 
un conflicto de competencia suscitado en el año 1994, a partir de una concepción formal de la ley y 
una interpretación literal de la Constitución, el Consejo Superior de la Judicatura estimó que el mismo 
es de aquellos actos normativos cuyo control no fue asignado a la Corte Constitucional y aplica la 





(i) Análisis formal, a partir del cual se exigía que el decreto: (a) tuviera un título que describiera 
las disposiciones normativas y guardara correspondencia con su contenido; (b) fuera suscrito 
por el Presidente de la República y los ministros de los ramos respectivos a la materia de 
regulación; (c) hiciera mención expresa a las facultades otorgadas por el Acto Legislativo 01 
de 2016; y (d) estuviera debidamente fundamentado mediante una clara y expresa exposición 
de motivos.  
 
(ii) Análisis de competencia, en el que se verificaba que el decreto: (a) hubiera sido expedido 
dentro de los 180 días que otorgaba para el efecto el Acto Legislativo 01 de 2016; (b) tuviera 
una conexidad objetiva, estricta y suficiente con el Acuerdo de Paz; (c) respetara el criterio 
de necesidad estricta, es decir, que fuera imperiosa la regulación de las materias 
desarrolladas en su contenido; y (d) no violara la prohibición de regular temas propios de 
actos legislativos, leyes estatutarias, leyes orgánicas, leyes códigos, leyes que necesitan 
mayorías calificadas o absolutas para su aprobación, o leyes tributarias. 
 
(iii) Análisis material, en el cual se estudiaba que el decreto ley fuera conforme a los mandatos 
sustantivos de la Constitución, los cuales debían ser interpretados de buena fe en 
concordancia con el Acuerdo de Paz. 
 
En virtud de los referidos criterios, la Corte Constitucional declaró la inexequibilidad de 
algunas disposiciones de los decretos expedidos por el Presidente de la República y, de 
manera excepcional, dispuso la inconstitucionalidad de todo el acto, como sucedió en la 
Sentencia C-331 de 2017, en la cual se adoptó dicha decisión al advertirse que el Decreto 
Ley 298 de 2017, “Por el cual se exceptúa a la Unidad Nacional de Protección de las 
restricciones previstas en el artículo 92 de la Ley 617 de 2000”, regulaba un asunto 
expresamente excluido por el Acto Legislativo 01 de 2016, al establecer una reforma al 
artículo 92 de la Ley 617 de 2000, que es una norma de naturaleza orgánica referente al 
control de los gastos de personal de las entidades públicas. 
  
Por lo demás, es pertinente dejar constancia de que en algunas reformas 
efectuadas por el Congreso de la República a la Constitución a lo largo de su 
vigencia, se han incorporado disposiciones que delegan en el Presidente de la 





por la Corte Constitucional dado su rango en los términos del artículo 241 superior. 
Para ilustrar:  
 
(i) En el inciso 2 del artículo 4 transitorio del Acto Legislativo 3 de 2002, se estableció 
que el Congreso de la República disponía hasta el 20 de junio de 2004 para expedir 
las leyes correspondientes para la implementación del sistema penal acusatorio, así 
como que “si no lo hiciere dentro de este plazo, se reviste al Presidente de la 
República de facultades extraordinarias, por el término de dos meses para que 
profiera las normas legales necesarias al nuevo sistema. Para este fin podrá 
expedir, modificar o adicionar los cuerpos normativos correspondientes incluidos en 
la ley estatutaria de la administración de justicia, la ley estatutaria de habeas corpus, 
los Código Penal, de Procedimiento Penal y Penitenciario y el Estatuto Orgánico de 
la Fiscalía”. 
 
(ii) En el parágrafo transitorio del artículo 3 del Acto Legislativo 01 de 2003, se 
estipuló que el Congreso debía regular lo referente a la financiación de las 
campañas políticas. Empero se aclaró que “en lo concerniente a las elecciones 
departamentales y municipales, tal reglamentación deberá estar lista a más tardar 
tres meses antes de su realización. Si no lo estuviere, el Gobierno Nacional dictará 
un decreto con fuerza de ley antes del cierre de las inscripciones correspondientes”. 
 
(iii) En el artículo 3 del Acto Legislativo 04 de 2007, el cual adicionó un inciso al 
artículo 356 de la Constitución, se dispuso que para efectos de facilitar que el 
Gobierno Nacional definiera una estrategia de monitoreo, seguimiento y control 
integral al gasto ejecutado por las entidades territoriales con recursos del Sistema 
General de Participaciones, se facultaba al Presidente de la República para que “en 
un término no mayor a seis (6) meses contados a partir de la expedición del presente 
acto legislativo, regulará, entre otros aspectos, lo pertinente para definir los eventos 





entidades territoriales, las medidas que puede adoptar para evitar tal situación y la 
determinación efectiva de los correctivos necesarios a que haya lugar”. 
 
(iv) En el parágrafo transitorio del artículo 1 del Acto Legislativo 02 de 2005, por 
medio del cual se modificó el artículo 176 de la Constitución relativo a la 
composición del Cámara de Representantes, se expresó que “el Congreso de la 
República reglamentará la circunscripción internacional a más tardar el 16 de 
diciembre de 2005, caso contrario, lo hará el Gobierno Nacional dentro de los quince 
(15) días siguientes a esa fecha”. 
 
(v) En el parágrafo transitorio del artículo 1 del Acto Legislativo 03 de 2005, por 
medio del cual se modificó nuevamente el artículo 176 de la Carta Política referente 
a la integración de la Cámara de Representantes, se indicó que “el Congreso de la 
República reglamentará la circunscripción internacional a más tardar el 15 de 
diciembre de 2005, caso contrario, lo hará el Gobierno Nacional dentro de los quince 
(15) días siguientes a esa fecha”. 
 
(vi) En el parágrafo transitorio del artículo 1 del Acto Legislativo 01 de 2013, por 
medio del cual se modificó el artículo 176 de la Constitución relacionado con la 
conformación de la Cámara de Representantes, se dispuso por tercera ocasión que 
“el Congreso de la República reglamentará la circunscripción internacional a más 
tardar el 16 de diciembre de 2013; de lo contrario, lo hará el Gobierno Nacional 
dentro de los treinta (30) días siguientes a esa fecha”. 
 
(vii) En el parágrafo 2 transitorio del artículo 361 de la Constitución, adicionado por 
el Acto Legislativo 05 de 2019 con ocasión de las reformas introducidas al régimen 
de regalías y compensaciones, se señaló que “el Gobierno nacional radicará a más 
tardar el 30 de marzo de 2020 el proyecto de ley que ajuste el Sistema General de 
Regalías”, aclarándose que “si al 30 de agosto de 2020 el Congreso de la República 





al Presidente de la República para expedir decretos con fuerza de Ley que 
garanticen la operación del Sistema según el nuevo marco constitucional, incluido 
el presupuesto para el 2021”. 
 
Control de constitucionalidad de los decretos expedidos en virtud de facultades 
extraordinarias derivadas de actos legislativos 
(i) En virtud del inciso 2 del artículo 4 transitorio del Acto Legislativo 03 de 2002, fue expedido 
el Decreto 2637 de 2004, el cual fue declarado inexequible por la Corte Constitucional, a 
través de la Sentencia C-672 de 2005, al verificarse que el Jefe de Estado al expedirlo había 
desconocido los límites impuestos por dicha reforma para el efecto, ya que el mismo “no se 
orientaba a desarrollar las normas legales requeridas para la puesta en funcionamiento de la 
nueva estructura básica de acusación y juzgamiento, sino que, lejos de ello, modificaba 
múltiples disposiciones de la ley estatutaria de la administración de justicia que nada tienen 
que ver con ese nuevo modelo de justicia penal”.  
 
(ii) A su vez, con ocasión del artículo 3 del Acto Legislativo 01 de 2003, fue expedido por el 
Presidente de la República el Decreto 2207 de 2003, el cual fue declarado inexequible por la 
Corte Constitucional, en la Sentencia C-523 de 2005, al advertirse que a pesar de que su 
contenido era estatutario no se llevó a cabo el control previo y automático de 
constitucionalidad exigido por la Constitución.  
 
(iii) En razón de artículo 3 del Acto Legislativo 04 de 2007 fue expedido el Decreto Ley 028 
de 2008, el cual se encuentra vigente en la actualidad y ha sido objeto de diversos 
pronunciamientos por parte de la Corte Constitucional, la cual ha declarado la 
constitucionalidad de algunas de sus disposiciones en las sentencias C-115 de 2008, C-539 
de 2010, C-937 de 2010 y C-109 de 2018. 
 
(iv) Con ocasión de lo dispuesto en el parágrafo transitorio del artículo 1 del Acto Legislativo 
02 de 2005, el Presidente de la República expidió el Decreto 4766 de 2005, el cual, a través 
de Sentencia C-665 de 2006, fue declarado inexequible por la Corte Constitucional al 
advertir que la habilitación otorgada por dicha reforma al Gobierno Nacional para expedir el 





que sirvió de base para el efecto había sido eliminada del ordenamiento jurídico en virtud de 
la entrada en vigencia del Acto Legislativo 03 de 2005. 
 
En este sentido, la Corte consideró inconstitucional el referido decreto y además estimó que 
el mismo debía perder sus efectos desde el momento de su expedición, ya que “de una 
habilitación inexistente no puede derivarse una norma jurídicamente eficaz, máxime si ésta 
tiene un contenido estatutario en el ámbito electoral que incide sobre el ejercicio de los 
derechos fundamentales de todos los colombianos residentes en el exterior”.  
 
(v) En virtud de lo dispuesto en el parágrafo transitorio del artículo 1 del Acto Legislativo 03 
de 2005 el Gobierno Nacional no expidió decreto alguno, lo cual se debió a la inadecuada 
redacción de dicha norma. Concretamente, las facultades del Ejecutivo dependían de que el 
Congreso de la República no regulara la circunscripción internacional para la Cámara de 
Representantes antes del 15 de diciembre de 2005, pero tal condición era imposible de 
cumplir porque la reforma solamente fue expedida hasta el 29 de diciembre siguiente, con lo 
cual tal exigencia fue entendida como invalida por la Corte Constitucional en la Sentencia C-
665 de 2006 y, en consecuencia, inaplicable para habilitar al Jefe de Estado para legislar 
sobre la materia. 
 
(vi) En razón de lo dispuesto en el parágrafo transitorio del artículo 1 del Acto Legislativo 01 
de 2013, fue expedido por el Presidente de la República el Decreto Ley 011 de 2014, el cual 
se encuentra vigente en la actualidad y regula el tema de la circunscripción internacional para 
la Cámara de Representantes, sin que a la fecha se haya demanda por inconstitucionalidad 
en su contra.  
 
De otra parte, debe llamarse la atención de que en el ordenamiento constitucional 
en dos ocasiones se ha dispuesto que el Consejo de Estado pueda ejercer la función 
legislativa, pero en ninguna de dichas oportunidades ello se ha concretado. En 
efecto, el artículo 14 transitorio de la Constitución señaló que el Congreso de la 
República debía expedir su reglamento en la primera legislatura posterior a la fecha 
de promulgación de la Carta Política, so pena de que el Consejo de Estado lo hiciera 





comoquiera que las cámaras expidieron la normatividad respectiva (Ley 5 de 1992), 
no fue necesario acudir a tal figura sui generis. 
 
A la par, en el inciso 3 del parágrafo transitorio del artículo 4 del Acto Legislativo 02 
de 2004, se facultó al Consejo de Estado para reglamentar la igualdad electoral 
entre los candidatos a la Presidencia de la República en el evento en que el 
Congreso de la República no lo hiciera antes del 20 de junio de 2005. Con todo, la 
Corte Constitucional declaró inexequible dicha reforma, conforme se sintetiza en el 
siguiente cuadro.  
 
Delegación de la función legislativa al Consejo de Estado sustituye la Constitución 
A través del Acto Legislativo 02 de 2004, se introdujeron una serie de modificaciones a la 
Constitución con el fin de permitir la reelección presidencial, estipulándose en el artículo 4 
que si el Congreso de la República no expedía la ley estatutaria que regulara la igualdad 
electoral entre los candidatos a ocupar la jefatura de Estado antes del 20 de junio de 2005 o 
la iniciativa llegare a ser declarada inexequible, el Consejo de Estado estaría en la obligación 
de reglamentar la materia en el término de dos meses. 
 
Al resolver una demanda en contra de dicho acto legislativo, mediante la Sentencia C-1040 
de 2005, la Corte Constitucional si bien declaró la exequibilidad de la reforma en lo relativo 
a la posibilidad de que operara la reelección presidencial por una vez, estimó que era contario 
a la naturaleza del ordenamiento superior permitir que el Consejo de Estado tuviera la facultad 
de expedir una norma con fuerza del ley sin control interorgánico alguno y, en consecuencia, 
expulsó del sistema normativo el artículo 4 de la referida enmienda.  
 
En concreto, en primer lugar, la Corte explicó que el Congreso de la República, en su calidad 
de constituyente derivado, sólo es competente para reformar la Carta Política mas no 
sustituirla, por lo que las enmiendas que decida introducirle a la misma no pueden suplantar 







(i) El ordenamiento superior colombiano si bien contempla y acepta la delegación legislativa 
en favor de órganos del Estado, la validez de la misma depende de que: (a) la autoridad 
destinataria de la función legislativa tenga origen popular cuando el objeto de la misma sea 
regular aspectos sensibles de la vida en sociedad, como lo son derechos fundamentales; (b) 
la habilitación sea transitoria y esté debidamente delimitada y regulada; y (c) no se supriman 
los controles interorgánicos que preservan el equilibrio entre los poderes públicos y aseguran 
la supremacía constitucional. 
 
(ii) El artículo 4 del Acto Legislativo 02 de 2004 no sólo reformaba la Constitución, sino que 
la sustituía, ya que cambiaba dichos criterios para permitir válidamente la delegación 
legislativa e insertaba otros que desconocían principalmente el eje axial del ordenamiento 
superior denominado equilibrio de poderes, en tanto que: (a) permitía que un órgano sin 
origen democrático, como lo es el Consejo de Estado, ejerciera la función legislativa sobre un 
tema de sensibilidad nacional (regulación del derecho fundamental a la participación política); 
(b) no exigía que la habilitación estuviera regulada antes de ser ejecutada, ya que para el 
momento en que se tenía previsto que fuera utilizada, debido a los plazos contemplados, no 
era posible que se expidiera una regulación que determinara el procedimiento de operación 
que debería seguirse; y (c) antes de que se aplicara la normatividad expedida con base en 
dicha facultad sui generis, dado los términos de los procesos de constitucionalidad y la fecha 
de la elección respectiva, no hubiera podido ser controlada oportunamente por la Corte 
Constitucional.  
 
Por último, es necesario tomar nota del caso excepcional del Reglamento 01 de 
2003 expedido por el Consejo Nacional Electoral en virtud del artículo 12 del Acto 
Legislativo 01 de 2003, el cual según la Corte Constitucional contiene normas de 
rango de ley estatutaria, según pasa a explicarse. 
 
Reglamento expedido por el Consejo Nacional Electoral con rango de ley estatutaria 
A través del Acto Legislativo 01 de 2003, el Congreso de la República modificó un conjunto de 
artículos de la Constitución con el fin de introducir una reforma al sistema electoral y político 
del país y, en concreto, en el artículo 12 dispuso que el legislador debía regular de manera 
detallada lo referente al umbral y al sistema de cifra repartidora para efectos de la distribución 





ejercicio de las competencias propias del Congreso de la República, para las elecciones de 
las autoridades de las entidades territoriales que sigan a la entrada en vigencia del presente 
acto legislativo, facúltese al Consejo Nacional Electoral para que dentro del mes siguiente a 
su promulgación se ocupe de regular el tema”. 
 
En razón de lo dispuesto en el referido artículo 12 del Acto Legislativo 01 de 2003, el Consejo 
Nacional Electoral expidió el Reglamento 01 de 2003, en el cual se ocupó de distintos temas 
relativos a los procedimientos electorales. Específicamente, dicho acto constó de siete 
capítulos dirigidos a reglamentar: (i) las listas y la inscripción de candidaturas, (ii) el voto 
preferente, (iii) el escrutinio, (iv) el umbral, (v) la cifra repartidora y la adjudicación de curules, 
así como (vi) las vacancias. 
 
Con ocasión de una demanda de inconstitucionalidad presentada en contra del artículo 19 del 
Reglamento 01 de 2003, relativo a las vacancias, en la Sentencia C-155 de 2005, la Corte 
Constitucional se inhibió de pronunciarse al advertir que se trataba de una normatividad con 
rango de ley estatutaria que debía ser sometida a su control oficioso, integral y definitivo. En 
consecuencia, le pidió al Consejo Nacional Electoral que procediera a remitirle el texto 
completo del referido reglamento para proceder conforme a su competencia.  
 
Una vez recibido el texto del Reglamento 01 de 2003, por medio de la Sentencia C-1081 de 
2005, la Corte Constitucional:  
 
(i) Llamó la atención de que dicho acto normativo se trataba del ejercicio de facultades 
excepcionales para proferir una reglamentación de rango legal materialmente estatutario, las 
cuales fueron otorgadas directamente por el Constituyente produciendo “una alteración 
transitoria de las competencias ordinarias del Congreso de la República como legislador 
estatutario”, debiéndose por ello interpretar de manera restringida y limitada. 
 
(ii) Evaluando “la gestión de dichas facultades en los estrictos términos con que fueron 
conferidas por el artículo 12 del Acto Legislativo 01 de 2003”, estimó que 13 de los 22 artículos 
del Reglamento 01 de 2003 se enmarcaban en el campo de regulación que le fue concedido 
al Consejo Nacional Electoral, por lo que resolvió declararlos exequibles. Sin embargo, en 
relación con los 9 artículos restantes, la Corte los consideró inconstitucionales por ordenar 





con los votos preferentes, nulos, en blanco y no marcados, el escrutinio, la reordenación de la 
lista con voto preferente, entre otros.  
 
En síntesis de este acápite, en el ordenamiento colombiano la delegación de la 
función legislativa en favor del Presidente de la República es una práctica que no 
sólo se presenta por disposición del constituyente, sino que también que puede 
generarse por disposición de las cámaras, convirtiéndose en una forma común de 
regulación de diversas materias que muta el valor de ley decimonónico.  
 
En concreto, el valor de ley entendido como la legitimidad derivada del proceso de 
formación de las normas debatidas ante el foro de la democracia que impide que 
sean declaradas invalidas salvo por decisión de la Corte Constitucional, no se 
presenta de manera integral en los textos legislativos expedidos por el Ejecutivo en 
razón de la delegación legislativa. En efecto, estos adolecen de dicha legitimidad 
popular y solo gozan de la prerrogativa de únicamente poder ser expulsados del 
ordenamiento por decisión del mencionado Tribunal, con lo cual el alcance de valor 
de ley pierde uno de sus principales elementos característicos en muchas de las 





CAPÍTULO 2: ORGANIZACIÓN DE LAS CÁMARAS PARA EL DESARROLLO 
DE LA FUNCIÓN LEGISLATIVA 
 
El desarrollo de la función legislativa por parte de las cámaras requiere de un 
componente estructural, así como del establecimiento de sus reglas básicas de 
funcionamiento58. En tal sentido, en la Carta Política se contempló que: (i) el 
Congreso de la República está conformado por las plenarias del Senado y de la 
Cámara de Representantes, (iii) puede distribuir su trabajo en comisiones, y (iii) le 
corresponde expedir su reglamento con el propósito de ordenar los aspectos 
formales para el cumplimiento de las labores que le han sido encomendadas. A 
continuación, dada la importancia de tales temas para el estudio del procedimiento 
legislativo, se procederá con su examen.  
 
2.1. Generalidades de la estructura del Congreso de la República  
 
El Congreso de la República conforma la rama legislativa del poder público, pero 
sus funciones se extienden más allá de hacer las leyes, pues, entre otras, también 
está encargado de reformar la Constitución, desplegar el control político frente al 
gobierno, juzgar a ciertos funcionarios del Estado, participar en la elección de las 
cabezas de los órganos de control y de los magistrados de algunas de las altas 
cortes, así como recibir a los jefes de Estado de otras naciones59. 
 
Para el efecto, el Congreso de la República puede: (i) actuar como sólo cuerpo, (ii) 
a través de las dos cámaras que lo componen, o (iii) por medio de sus diferentes 
comisiones parlamentarias. Con todo, cabe mencionar que para el desarrollo de la 
 
58 Cfr. Ardila Ballesteros, Carlos. Introducción al Derecho Parlamentario Colombiano. Bogotá: Ibáñez, 
2012, pág. 21 y ss.  
59 En las siguientes disposiciones de la LORC se regulan las funciones del Congreso de la República 
adicionales a las atribuciones legislativas, a saber: (i) constituyentes (artículos 218 a 232), (ii) de 
control político y público (artículos 233 a 261), (iii) judiciales (327 a 366), (iv) electorales (artículos 20 






función legislativa el parlamento nunca se reúne como un pleno, ya que su diseño 
responde a un modelo de bicameralismo perfecto, en tanto que se determinó la 
existencia de dos cuerpos colegiados -el Senado de la República y la Cámara de 
Representantes-, que cumplen las mismas labores y tienen igual importancia en el 
desarrollo de la producción normativa (arts. 113 y 114 CP, y 7 LORC).  
 
En concreto, en el proceso de elaboración de las leyes, tanto el Senado como la 
Cámara de Representantes, se rigen por iguales reglas de debate y de votaciones, 
así como están conformadas por las mismas comisiones constitucionales. 
Adicionalmente, salvo en lo referente a las iniciativas relacionadas con impuestos y 
con tratados internacionales60, los proyectos de ley pueden tener su origen en 
cualquiera de las dos cámaras.  
 
En este sentido, podría cuestionarse la existencia de dos cámaras, indicándose que 
ambas: (i) tienen el mismo origen (sufragio directo); (ii) desempeñan atribuciones 
similares, por lo que en la práctica funcionan como órganos repetidores que 
obstaculizan el desarrollo de las labores legislativas; (iii) distaren doblemente al 
ejecutivo, pues sus ministros deben acudir a las dos células parlamentarias a 
explicar e impulsar los proyectos, así como a atender sus exigencias; y (iv) resultan 
más costosas para el erario.  
 
Sin embargo, tal postura desconoce que el bicameralismo es importante para la 
democracia colombiana, puesto que: (i) la existencia de dos cámaras ha sido una 
constante desde el nacimiento de la República, lo cual ha derivado en una tradición 
que se ha enmarcado en la política nacional, teniendo así un contenido simbólico 
de la fortaleza del Poder Legislativo y de la representación tanto de los intereses 
nacionales como de los locales; (ii) el Senado, debido a su conformación por 
 
60 Los proyectos de ley relacionados con impuestos deben tener su origen en la Cámara de 





personas de mayor edad61 y elegidas a nivel nacional, se torna en una célula de 
reflexión, frente a lo que decida la Cámara de Representantes compuesta por 
individuos más jóvenes que son elegidos en circunscripciones territoriales y 
especiales; y (iii) la conformación actual del parlamento por 280 congresistas 
fortalece la representación y dificulta su manipulación por parte del Gobierno. 
 
Ahora bien, debe llamarse la atención de que el Congreso de la República 
únicamente se reúne en un cuerpo para: (i) la instalación y clausura de sus 
sesiones; (ii) dar posesión al Presidente de la República; (iii) recibir a jefes de Estado 
o de gobierno de otras naciones; y (iv) elegir al Contralor General de la República, 
al Vicepresidente de la República ante la falta absoluta del escogido por el pueblo y 
a los magistrados de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial (arts. 141 y 257A 
CP, y 8, 18 y 20 a 28 LORC).  
 
En tales eventos, el Congreso es presidido por el Presidente del Sanado de la 
República62, y la vicepresidencia es ejercida por el Presidente de la Cámara de 
Representantes, y sólo tienen voz el Presidente de la República, los jefes de Estado 
y de gobierno de otras naciones, los ministros del despacho, y los miembros del 
Senado y de la Cámara de Representantes (arts. 141 CP y 10 LORC).  
 
Aunque las cámaras no se reúnen en pleno, salvo en para los asuntos reseñados, 
el artículo 135 de la Constitución establece para las dos corporaciones unas 
atribuciones generales complementarias a las derivadas de su labor productora 
normativa, dentro de las que se encuentran: (i) elegir a sus mesas directivas, 
 
61 Según los artículos 172 y 177 de la Constitución para ser elegido senador se requiere ser mayor 
de 30 años y para aspirar a ser representante se debe tener más de 25 años.  
62 De conformidad con el artículo 19 de la LORC, le corresponde al Presidente del Congreso: (i) 
convocar, presidir y dirigir las sesiones del Congreso en pleno; (ii) llevar, con el vicepresidente del 
Congreso, la representación de la Rama Legislativa del Poder Público ante las otras Ramas, 
gobiernos, entidades públicas o privadas nacionales o extranjeras; y (iii) coordinar el trabajo y las 
buenas relaciones entre las Cámaras y sus miembros, estableciendo los vínculos de comunicación 





incluido su secretario general; (ii) solicitarle al Gobierno los informes que necesiten 
y requerir su colaboración para el mejor desempeño de sus atribuciones; (iii) 
determinar la celebración de sesiones reservadas; (iv) proveer los empleos creados 
por la ley para el cumplimiento de sus funciones; (v) organizar su política interior; 
así como (vi) citar y requerir ministros, superintendentes y directores de 
departamentos administrativos para que concurran a sus sesiones, e impulsar la 
moción de censura en su contra (art. 51 LORC).  
 
De manera similar, la Carta Política contempla unas funciones específicas para 
cada una de las cámaras, las cuales no tienen relación con la labor legislativa. En 
concreto, por un lado, el Senado de la República tiene dentro de sus atribuciones 
específicas: (i) admitir o no las renuncias que hagan de sus empleos el Presidente 
y el Vicepresidente de la República; (ii) aprobar los asensos militares de los oficiales 
de alto rango de la fuerza pública; (iii) conceder licencias y declarar las faltas 
temporales o absolutas del Presidente de la República; (iv) decidir sobre las excusas 
del Vicepresidente para no asumir la Presidencia de la República; (v) permitir el 
tránsito de tropas extranjeras por el territorio nacional; (vi) autorizar al Gobierno para 
declarar la guerra; (vii) elegir a los magistrados de la Corte Constitucional y al 
Procurador General de la Nación; (vii) conocer de las acusaciones que formule la 
Cámara de Representantes contra el Presidente de la República, los magistrados 
de las Altas Cortes y el Fiscal General de la Nación; (viii) rendir concepto previo al 
Gobierno sobre la prórroga para un segundo período del estado de conmoción 
interior; y (ix) elegir a los miembros de su comisión de administración (arts. 173 a 
175 CP, y 313 a 326 LORC).  
 
A su vez, la Cámara de Representantes tiene las siguientes funciones especiales: 
(i) elegir al Defensor del Pueblo; (ii) examinar y fenecer la cuenta general del 
presupuesto y del tesoro que presente el Contralor General de la República; e (iii) 





Presidente de la República, los magistrados de las altas cortes y el Fiscal General 
de la Nación (art. 178 CP, y 305 a 306 LORC).  
 
Por lo demás, en los artículos 136 de la Constitución y 52 de la LORC se establecen 
las prohibiciones que tienen cámaras, indicándose que no deben: (i) inmiscuirse, 
por medio de resoluciones o leyes, en asuntos privativos de otras autoridades; (ii) 
exigir al Gobierno información sobre instrucciones en materia diplomática o 
negociaciones de carácter reservado63; (iii) dar votos de aplauso a los actos 
oficiales; (iv) decretar a favor de personas o entidades, donaciones, gratificaciones, 
auxilios, indemnizaciones, pensiones u otras erogaciones que no estén destinadas 
a satisfacer créditos o derechos reconocidos con arreglo a la normatividad existente; 
(v) decretar actos de proscripción o persecución contra personas naturales o 
jurídicas; y (vi) autorizar viajes al exterior con dineros del erario, salvo en 
cumplimiento de misiones específicas, aprobadas al menos por las tres cuartas 
partes de los miembros de la respectiva corporación64. 
 
Prohibición de decretar en una ley auxilios o donaciones en favor de personas 
jurídicas 
En el año 1998, el Congreso remitió al Presidente de la República para su sanción un proyecto 
de ley por medio del cual, entre otras disposiciones, contenía una norma que permitía la 
adjudicación a título de usufructo de un inmueble de la Nación en favor de la Asociación de 
Veteranos de Servicio en Guerra Internacional. Sin embargo, conocida la iniciativa el Jefe de 
Estado decidió objetarla por desconocer las prohibiciones que tiene el parlamento al momento 
de expedir leyes al tenor del artículo 136 superior.  
 
Desestimada dicha objeción por el Congreso de la República, el proyecto de ley fue remitido 
a la Corte Constitucional, que mediante Sentencia C-923 de 2000, declaró fundado el 
reproche presentado por el Gobierno Nacional, entre otras razones, sosteniendo que: (i) el 
 
63 De conformidad con el artículo 52 de la LORC, si las cámaras objetan la calificación de reservada 
de la información dada por el Gobierno, la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado 
absolverá los interrogantes formulados.  





artículo 136.4 de la Carta Política le prohíbe al Congreso “decretar a favor de personas o 
entidades donaciones, gratificaciones, auxilios, indemnizaciones, pensiones u otras 
erogaciones que no estén destinadas a satisfacer créditos o derechos reconocidos con 
arreglo a la ley preexistente”; y (ii) la iniciativa objetada contempla sin fundamento legal previo 
un “auxilio ostensible, si se observa que el usufructo, al menos en los términos del proyecto 
objetado, es gratuito: no causa erogación alguna a favor del tesoro público y a cargo de la 
institución usufructuaria”. 
 
2.2. Conformación de las cámaras  
 
La conformación de las corporaciones que integran el Congreso de la República no 
es igual, pues el Senado es menor en número de parlamentarios y tiene una 
vocación nacional, mientras la Cámara de Representantes está compuesta por más 
miembros y su escogencia principalmente responde a factores regionales65.  
 
Concretamente, en la actualidad, el Senado de la República está integrado por 108 
miembros, de los cuales 100 son elegidos por circunscripción nacional, mediante el 
voto de los colombianos que residan en el país y en el exterior. Además, hay dos 
curules adicionales a las ya referidas, que son previstas en circunscripciones 
nacionales especiales destinadas para la representación de la población indígena 
(arts. 171 y 172 CP).  
 
A la par, en virtud de la reforma de equilibrio de poderes introducida mediante el 
Acto Legislativo 02 de 2015, el candidato presidencial que obtiene la segunda más 
alta votación, tiene derecho a ocupar una curul adicional a las mencionadas, la cual 
puede aceptar o no, tornándose relevante su determinación, ya que ella puede 
modificar el quórum y las mayorías del Senado (art. 112 CP).  
 
 
65 Un estudio detallado en torno al sistema electoral establecido para la elección del Congreso de la 
República puede verse en: Vanegas Gil, Pedro Pablo. El sistema electoral en la elección del 






Asimismo, en razón del Acuerdo de Paz y la reforma constitucional respectiva 
introducida mediante el Acto Legislativo 03 de 2017, en los períodos 
constitucionales 2018-2022 y 2022-2026, el partido político de las FARC tiene 
derecho a cinco curules adicionales a las ya reseñadas en el Senado de la 
República66.  
 
Composición del Senado de la República para el período constitucional 2018-2022 
Partido o movimiento político Curules 
Partido Centro Democrático 19 
Partido Cambio Radical 16 
Partido Conservador Colombiano 14 
Partido Liberal Colombiano 14 
Partido de la Unidad Nacional 14 
Partido Alianza Verde 9 
Partido Polo Democrático Alternativo 5 
Fuerza Alternativa Revolucionaria del Común 5 
Lista de la Decencia 3 
Partido Mira 3 
Partido Colombia Justa Libres 3 
Movimiento Alternativo Indígena y Social - MAIS 1 
Autoridades Indígenas de Colombia 1 
Colombia Humana 1 
Total de curules 108 
Fuente: Elaboración propia con datos del Consejo Nacional Electoral. 
 
De otra parte, al tenor del artículo 176 de la Constitución en este momento la 
Cámara de Representantes está compuesta por 172 miembros, que son elegidos 
en circunscripciones territoriales y especiales, siguiendo las siguientes directrices:  
 
 
66 Cfr. Artículo 2 transitorio del Acto Legislativo 03 de 2017, el cual también establece una serie de 
reglas especiales para los casos en los que el partido de las FARC logre la obtención de más de 





(i) Por cada departamento y el Distrito Capital de Bogotá, se entiende conformada 
una circunscripción territorial, la cual tiene por derecho propio dos representantes, 
y uno más por cada 365.000 habitantes o fracción mayor de 182.500 que tengan en 
exceso sobre los primeros67, existiendo en la actualidad 161 curules distribuidas así: 
Amazonas (2), Antioquia (17), Arauca (2), Atlántico (7), Bogotá (18), Bolívar (6), 
Boyacá (6), Caldas (5), Caquetá (2), Casanare (2), Cauca (4), Cesar (4), Chocó (2), 
Córdoba (5), Cundinamarca (7), Guainía (2), Guaviare (2), Huila (4), La Guajira (2), 
Magdalena (5), Meta (3), Nariño (5), Norte de Santander (5), Putumayo (2), Quindío 
(3), Risaralda (4), San Andrés y Providencia (2), Santander (7), Sucre (3), Tolima 
(6), Valle del Cauca (13), Vaupés (2) y Vichada (2). 
 
(ii) La circunscripción territorial conformada por el departamento de San Andrés, 
Providencia y Santa Catalina, elegirá adicionalmente un representante por la 
comunidad raizal de dicho departamento. Sin embargo, cabe resaltar que para el 
periodo constitucional 2018-2022 no fue posible elegir al representante respectivo, 
ya que no fue expedida la ley que desarrollara dicha curul ante la dificultad de 
adelantar el proceso de consulta previa respectivo para determinar qué calidades 
debe cumplir el candidato, cuál será la tarjeta electoral, el sistema de asignación de 
la curul, quién otorgará los avales, entre otros temas68. 
 
(iii) Por circunscripciones especiales se asegura la participación en la Cámara de 
Representantes de los grupos étnicos y de los colombianos residentes en el exterior, 
mediante la elección de cuatro Representantes, distribuidos así: (a) dos por la 
circunscripción de las comunidades afrodescendientes, (b) uno por la 
 
67 A partir de 2014, la base para la asignación de las curules adicionales se ajusta en la misma 
proporción del crecimiento de la población nacional, de acuerdo con lo que determine el censo. En 
este sentido, le corresponderá a la organización electoral ajustar la cifra para la asignación de 
curules. Con todo, si como resultado de la aplicación de la fórmula referida, una circunscripción 
territorial pierde una o más curules, mantendrá las mismas que le correspondían al 20 de julio de 
2002. 
68 Cfr. Decreto 420 de 2018, “Por el cual se sustituye el capítulo 3 del título 1, de la parte 3, del libro 






circunscripción de las comunidades indígenas, y (c) uno por la circunscripción 
internacional69. 
 
De manera similar que en el Senado, en virtud de la reforma de equilibrio de poderes 
introducida mediante el Acto Legislativo 02 de 2015, el candidato vicepresidencial 
que obtiene la segunda más alta votación, tiene derecho a ocupar una curul 
adicional a las referidas, la cual puede aceptar o no (art. 112 CP). Igualmente, por 
el Acuerdo de Paz y la reforma constitucional introducida mediante el Acto 
Legislativo 03 de 2017, en los períodos constitucionales 2018-2022 y 2022-2026, el 
partido político de las FARC tiene derecho a cinco curules en la Cámara de 
Representantes70.  
 
Al respecto, cabe resaltar que en el Acuerdo Final de Paz se estableció que se 
crearían una circunscripción especial para otorgarle representación a las víctimas, 
la cual estará conformada por 16 curules y tendrá vigencia en los períodos 2018-
2022 y 2022-2026, pero la regulación respectiva que habilite su funcionamiento no 
ha sido implementada. 
 
Composición de la Cámara de Representantes para el período constitucional  
2018-2022 
Partido o movimiento político Curules 
Partido Liberal Colombiano 35 
Partido Centro Democrático 32 
Partido Cambio Radical 30 
Partido de la Unidad Nacional 25 
Partido Conservador Colombiano 21 
Partido Alianza Verde 9 
 
69 En esta última, solo se contabilizarán los votos depositados fuera del territorio nacional por 
ciudadanos residentes en el exterior. 
70 Cfr. Artículo 3 transitorio del Acto Legislativo 03 de 2017, el cual también establece una serie de 
reglas especiales para los casos en los que el partido de las FARC logre la obtención de más de 





Fuerza Alternativa Revolucionaria del Común 5 
Lista de la Decencia 2 
Movimiento Alternativo Indígena y Social - MAIS 2 
Partido Opción Ciudadana 2 
Partido Polo Democrático Alternativo 2 
Partido Mira 1 
Partido Colombia Justa Libres 1 
Colombia Humana 1 
Coalición Alternativa Santandereana 1 
Consejo Comunitario Ancestral de Comunidades Negras Playa Renaciente 1 
Consejo Comunitario La Mamuncia 1 
Total de curules 17171 
Fuente: Elaboración propia con datos del Consejo Nacional Electoral. 
 
Sobre dicha integración de las cámaras, debe resaltarse que el Constituyente de 
1991 amplió los sujetos de la representación política mediante la creación de 
circunscripciones especiales y territoriales, bajo el entendido de que la 
representación política de los congresistas es más amplia si se compara con la que 
ostenta el Presidente de la República, pues dado el número de parlamentarios y el 
sistema de distribución de curules, se permite la presencia de múltiples sectores de 
la sociedad en las cámaras, lo cual resulta importante y valioso en una sociedad 
pluralista como la colombiana72.  
 
Ahora, en relación con los requisitos para ser elegido congresista, cabe mencionar 
que los mismos varían dependiendo de la cámara a la que el candidato aspire, así 
para ser escogido:  
 
71 Si bien la Cámara de Representantes cuenta por disposición constitucional con 172 curules, lo 
cierto es que para el período 2018-2022, debe descontarse la curul correspondiente a la 
circunscripción raizal de San Andrés, ya que la misma, por falta de regulación, no fue provista en las 
elecciones respectivas.  
72 Cfr. Padrón Pardo, Floralba. Organización y funcionamiento del Congreso de la República. En: 
Correa Henao, Magdalena; Osuna Patiño, Néstor Iván; Ramírez Cleves, Gonzalo Andrés. Lecciones 






(i) Senador, el artículo 172 de la Constitución señala que se requiere ser: (a) 
colombiano de nacimiento, (b) ciudadano en ejercicio y (c) tener más de 30 años de 
edad. 
 
(ii) Representante a la Cámara, el artículo 177 de la Carta Política establece que se 
requiere ser: (a) ciudadano en ejercicio y (b) tener más de 25 años de edad. 
 
Asimismo, es pertinente mencionar que los artículos 258 a 266 de la Constitución 
establecen que los congresistas son elegidos de forma directa, mediante voto 
popular y previa inscripción en una lista perteneciente a un partido político, 
movimiento político, organización social, movimiento social o grupo significativo de 
ciudadanos73, en elecciones que no pueden coincidir con las de los alcaldes, los 
gobernadores o el Presidente de la República, las cuales son organizadas y 
supervisadas por el Consejo Nacional Electoral con el apoyo de la Registraduría 
Nacional del Estado Civil. 
 
A ese respecto, cabe mencionar que la Constitución consagra un sistema electoral 
en su título IX, el cual ha sido modificado en los años 2003 y 2009, y se encuentra 
desarrollado por el Código Electoral (Decreto 2241 de 1987). En este sentido, debe 
señalarse que para la elección del Congreso de la República dichas normas 
establecen un modelo proporcional que tiene listas abiertas y cerradas con 
posibilidad de voto preferente, umbrales para entrar en el reparto de curules74 y 
 
73 El artículo 262 de la CP señala que los partidos, movimientos políticos y grupos significativos de 
ciudadanos que quieran aspirar a curules en el Congreso de la República deben inscribirse mediante 
listas únicas, cuyo número de integrantes no puede superar el número de cargos a proveer y en las 
que pueden incluir el denominado voto preferente, con el cual el ciudadano elector no sólo puede 
apoyar a la organización política de su preferencia sino también directamente a un candidato 
específico. Sobre el particular, puede consultarse: Vanegas Gil, Pedro Pablo. Las candidaturas en 
el derecho electoral colombiano. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2009. 
74 El umbral fue fijado en el 3% de votos para el Senado o el 50% del cociente electoral en el caso 





obtener personería jurídica, así como la utilización de la cifra repartidora y el 
residuo75.  
 
Finalmente, en torno al sistema electoral vigente, siguiendo a la profesora Carolina 
Rico Marulanda, es útil tomar nota de que las candidaturas para acceder a las 
curules del Congreso pueden tener su origen en los partidos o movimientos políticos 
existentes o ser de carácter independiente, pues la Constitución permitió la 
coexistencia de variadas agrupaciones políticas, a saber76:  
 
(i) Los partidos y movimientos con personería jurídica, los cuales se “caracterizan 
por su vocación de permanencia, interés de acceder al poder público, con estructura 
definida y la posibilidad de postular candidatos sin más requisitos que el aval”.  
 
(ii) Los partidos y movimientos políticos sin personería jurídica, que “comparten las 
mismas características mencionadas, excepto que para la postulación, la misma ha 
de estar soportada por firmas y póliza”. 
 
(iii) Los grupos significativos de ciudadanos, los que caracterizan por “su 
transitoriedad y la inexistencia de estructura con la posibilidad de postular 
candidatos a través de firmas”.  
 
En tratándose de elecciones para el Congreso de la República, la existencia de 
candidaturas independientes se ha constituido en una alternativa para que los 
ciudadanos que no se identifican con ninguna organización política o no puedan 
lograr un aval de un partido, tengan la opción de acceder a los cargos de 
 
75 En torno al sistema electoral colombiano, puede consultarse: Vanegas Gil, Pedro Pablo. Estudios 
de Derecho Electoral. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2008. 
76 Rico Marulanda. Carolina. Las candidaturas independientes en Colombia ¿Realidad o ficción? En 
Padrón Pardo, Floralba; Correa Henao, Magdalena. ¿El Estado constitucional en jaque? (Tomo I). 





representación democrática, como sucedió con la Lista de los Decentes o el 
movimiento Colombia Justa Libres en las elecciones del año 2018.  
 
2.3. Comisiones parlamentarias 
 
Ante la diversidad de asuntos que son de conocimiento de las cámaras en razón de 
sus distintas funciones, se ha optado por la creación de células internas 
denominadas “comisiones”, las cuales se componen de un número plural de 
parlamentarios. En este sentido, se ha sostenido por la doctrina que su 
conformación obedece principalmente a dos finalidades77, a saber:  
 
(i) Constituir un nivel intermedio de decisión entre los congresistas individualmente 
considerados y las plenarias de las cámaras. 
 
(ii) Permitir la especialización del trabajo por temáticas determinadas, generando un 
debate técnico de los proyectos y cuestiones analizadas con el fin de que, 
posteriormente, en las plenarias se desate una discusión más política ligada a la 
conveniencia de la iniciativa.  
 
En torno a esta última finalidad, en Colombia no es claro que se cumpla, pues es 
común que en las plenarias se desaten debates técnicos que dificultan la labor 
legislativa dado el gran número de parlamentarios que participan en los mismos, así 
como ocurre que en las comisiones se aprueban las iniciativas por conveniencia sin 
un examen profundo, especializado y riguroso de las materias.  
 
Los artículos 1 de la Ley 3 de 1992, así como 34 y 53 de la LORC, en consonancia 
con el artículo 142 de la Carta Política, estipulan que las cámaras durante los 
períodos cuatrienales tendrán comisiones: (a) constitucionales permanentes, (b) 
 
77 Berlín Valenzuela, Francisco. Derecho Parlamentario. Ciudad de México: Fondo de Cultura 





legales, (c) especiales, y (d) accidentales. A continuación, se reseñarán las 
comisiones existentes.  
 
- Comisiones constitucionales permanentes 
 
Los artículos 142 de la Carta Política, así como 34 y 54 de la LORC, establecen que 
en cada una de las cámaras, con el fin de darle tramite en primer debate a los 
proyectos de acto legislativo y a las iniciativas de ley, existirán comisiones 
permanentes, cuyo número, asuntos de su conocimiento e integrantes serán 
determinados por el legislador.  
 
En desarrollo de dicho mandato superior, se expidió la Ley 3 de 199278, la cual ha 
sido modificada por las leyes 754 de 2002 y 1921 de 2018, bajo las cuales en la 
actualidad existen siete comisiones constitucionales permanentes homologas en 




Primera Integrantes: 19 o 20 senadores y 35 o 36 representantes. La variación en 
el número de integrantes depende de la aceptación o no de las curules que 
en las cámaras se les asignan a los candidatos que sigan en votos a quien 
la autoridad electoral declare elegidos presidente y vicepresidente de la 
República. 
 
En los cuatrienios legislativos 2018-2022 y 2022-2026, las comisiones 
primeras de ambas cámaras tendrán 2 miembros adicionales, debido a lo 
dispuesto en las normas de implementación del Acuerdo de Paz. 
Asuntos de su competencia: (i) reforma constitucional, (ii) leyes estatutarias, (iii) 
organización territorial, (iv) reglamentos de los organismos de control, (v) normas generales 
 






sobre contratación administrativa, (vi) notariado y registro, (vii) estructura y organización de 
la administración nacional central, (viii) derechos, garantías y deberes, (ix) rama legislativa, 
(x) estrategias y políticas para la paz, (xi) propiedad intelectual, (xii) variación de la residencia 
de los altos poderes nacionales, y (xiii) asuntos étnicos. 
Segunda Integrantes: 13 senadores y 19 representantes. 
Asuntos de su competencia: (i) política internacional, (ii) defensa nacional y fuerza pública, 
(iii) tratados públicos, (iv) carrera diplomática y consular, (v) comercio exterior e integración 
económica, (vi) política portuaria, (vii) relaciones parlamentarias, internacionales y 
supranacionales, (viii) asuntos diplomáticos no reservados constitucionalmente al Gobierno, 
(ix) fronteras, (x) nacionalidad, (xi) extranjeros, (xii) migración, (xiii) honores y monumentos 
públicos, (xiv) servicio militar, (xv) zonas francas y de libre comercio, y (xvi) contratación 
internacional. 
Tercera Integrantes: 15 senadores y 29 representantes. En los cuatrienios 
legislativos 2018-2022 y 2022-2026, las comisiones terceras de ambas 
cámaras tendrán 2 miembros adicionales, debido a lo dispuesto en las 
normas de implementación del Acuerdo de Paz. 
Asuntos de su competencia: (i) hacienda y crédito público, (ii) impuestos y contribuciones, 
(iii) exenciones tributarias, (iv) régimen monetario, (v) leyes sobre el Banco de la República, 
(vi) sistema de banca central, (vii) leyes sobre monopolios, (viii) autorización de empréstitos, 
(ix) mercado de valores, (x) regulación económica, (xi) Planeación Nacional, y (xii) régimen 
de cambios, actividad financiera, bursátil, aseguradora y de captación de ahorro. 
Cuarta Integrantes: 15 senadores y 27 representantes. 
Asuntos de su competencia: (i) leyes orgánicas de presupuesto, (ii) sistema de control fiscal 
y financiero, (iii) enajenación y destinación de bienes nacionales, (iv) regulación del régimen 
de propiedad industrial, patentes y marcas, (v) creación, supresión, reforma u organización 
de establecimientos públicos nacionales, (vi) control de calidad y precios, y (vii) contratación 
administrativa. 
Quinta Integrantes: 13 senadores y 19 representantes. En los cuatrienios 
legislativos 2018-2022 y 2022-2026, las comisiones quintas de ambas 
cámaras tendrán un miembro adicional, debido a lo dispuesto en las normas 
de implementación del Acuerdo de Paz. 
Asuntos de su competencia: (i) régimen agropecuario, (ii) ecología, (iii) medio ambiente y 
recursos naturales, (iv) adjudicación y recuperación de tierras, (v) recursos ictiológicos y 





Sexta Integrantes: 13 senadores y 18 representantes. 
Asuntos de su competencia: (i) comunicaciones, (ii) tarifas, (iii) calamidades públicas, (iv) 
funciones públicas y prestación de los servicios públicos, (v) medios de comunicación, (vi) 
investigación científica y tecnológica, (vii) espectro electromagnético, (viii) órbita 
geoestacionaria, (ix) sistemas digitales de comunicación e informática, (x) espacio aéreo, (xi) 
obras públicas y transporte, (xii) turismo, y (xiii) educación y cultura. 
Séptima Integrantes: 14 senadores y 19 representantes. 
Asuntos de su competencia: (i) estatuto del servidor público y trabajador particular, (ii) 
régimen salarial y prestacional del servidor público, (iii) organizaciones sindicales, (iv) 
sociedades de auxilio mutuo, (v) seguridad social, (vi) cajas de previsión social, (vii) fondos 
de prestaciones, (viii) carrera administrativa, (ix) servicio civil, (x) recreación, (xi) deportes, 
(xii) salud, (xiii) organizaciones comunitarias, (xiv) vivienda, (xv) economía solidaria, y (xvi) 
asuntos de la mujer y de la familia. 
 
La elección de los miembros de las comisiones constitucionales debe realizarse por 
las plenarias dentro de la semana siguiente a la instalación de las cámaras y, para 
el efecto, se tendrá como sistema de repartición de los escaños el modelo de 
cociente electoral y residuo, previa inscripción de listas. Con todo, el artículo 6 de la 
Ley 3 de 1992 estipula que “si los partidos y movimientos políticos representados 
en la respectiva Cámara se ponen de acuerdo en una lista total de las Comisiones, 
o de algunas de ellas, éstas se votarán en bloque”.  
 
Sobre el particular, es pertinente mencionar que es común que los partidos y 
movimientos políticos realicen acuerdos para la distribución de sus miembros en las 
comisiones constitucionales permanentes, así como para la conformación de las 
mesas directivas de las mismas y de las plenarias durante el cuatrienio 
constitucional, para lo cual nombran compromisarios que adelantan las 







Con tal propósito, los partidos deben tener en cuenta que todos los congresistas 
están en la obligación de formar parte de alguna de las comisiones, estando 
prohibido que integren varias79, sin perjuicio de la posibilidad de permutar, por una 
sola vez y bajo la autorización de la plenaria, su puesto con otro miembro de la 
misma cámara para empezar a asistir a otra comisión por el resto del cuatrienio (art. 
54 LORC).  
 
Una vez elegidas las comisiones constitucionales, las mismas serán instaladas por 
las mesas directivas de las cámaras en el recinto dispuesto para su funcionamiento, 
las cuales deberán empezar a sesionar como mínimo tres veces por semana 
durante dos horas, siempre que hubiese temas por analizar, así como teniendo en 
cuenta la programación de las plenarias (arts. 7 y 8 Ley 3/92).  
 
De otra parte, cabe resaltar cuando se realice el reparto de los proyectos de ley 
entre las comisiones y no exista claridad en torno a la comisión a la cual deba ser 
asignado el mismo, el presidente de la cámara lo enviará a aquella que considere 
competente en atención al principio de especialidad y al criterio de razonabilidad, 
so pena de que su determinación pueda originar un vicio en la futura ley controlable 
por la Corte Constitucional80. 
 
Con todo, debe mencionarse que se podrán plantear conflictos de competencia en 
razón de la materia entre las comisiones constitucionales permanentes únicamente 
cuando se traten de proyectos que versen sobre: (i) facultades extraordinarias 
legislativas, (ii) expedición o reforma de códigos, (iii) régimen de propiedad, o (iv) 
creación o modificación de contribuciones parafiscales, los cuales deberán ser 
 
79 Asimismo, para la correcta distribución de los escaños debe tenerse en cuenta que en los 
cuatrienios constitucionales 2018-2022 y 2022-2026, los miembros del partido político de las FARC 
que entren al Congreso de la República en virtud de las curules asignadas como consecuencia del 
Acuerdo Final, no podrán ser parte de las comisiones segundas constitucionales permanentes, 
según lo normado en el artículo 1 de la Ley 1921 de 2018. 





resueltos por una comisión accidental integrada por los presidentes de las 
comisiones constitucionales de la respectiva corporación81.  
 
Inexequibilidad por inadecuado reparto de un proyecto de ley 
En el año 2001, el Congreso de la República expidió la Ley 719, por medio de la cual modificó 
una serie de disposiciones relativas a los derechos de autor contenidas en leyes previas. La 
iniciativa fue tramitada en primer debate por las comisiones sextas de Cámara y Senado.  
 
Durante el año siguiente a su expedición, dicha ley fue demandada por dos ciudadanos que 
sostuvieron que el procedimiento legislativo llevado a cabo para su adopción fue contrario al 
ordenamiento superior, puesto que teniendo en cuenta el tema que reguló, su trámite en primer 
debate debió surtirse a instancias de las comisiones primeras de Cámara y Senado, mas no 
ante las comisiones sextas.  
 
En Sentencia C-975 de 2002, la Corte Constitucional consideró válidas las razones 
presentadas en la demanda y, en consecuencia, declaró la inexequibilidad de la Ley 719 de 
2001. En efecto, dicho tribunal advirtió que:  
 
(i) “La exigencia de conformar comisiones permanentes para llevar a cabo el proceso 
deliberatorio que antecede a la aprobación de los proyectos de ley en sesiones plenarias, 
encuentra un claro fundamento de principio en los artículos 142 y 157 de la Constitución 
Política”, los cuales fueron desarrollados por la Ley Orgánica 3 de 1994, que estipuló “el 
número de comisiones existentes y las materias que deben conocer cada una de ellas”.  
 
(ii) “La necesidad de cumplir con la distribución de trabajo en el seno del Congreso de la 
República, a través de la conformación de las comisiones permanentes en cada una de sus 
cámaras y de la asignación de competencias temáticas, tiene, desde una perspectiva 
estrictamente constitucional, profundas connotaciones democráticas y de eficiencia en el 
cumplimiento de la función legislativa”, comoquiera que:  
 
(a) “La especialización del trabajo legislativo se justifica en cuanto ofrece la oportunidad 
para que los proyectos de ley inicien su trámite de fondo en un grupo de congresistas 
 





preestablecido, quienes pueden ser seleccionados para las comisiones permanentes de 
acuerdo con su área de formación, de experiencia laboral o de interés, con lo cual se 
establece un vínculo importante entre el perfil de los congresistas y la competencia de la 
comisión permanente a la que pertenezcan”. 
 
(b) “La distribución racional del trabajo legislativo permite equilibrar la asignación de 
actividades entre Senadores y Representantes a la Cámara; agilizar el desarrollo de las 
funciones del Congreso; organizar la actividad legislativa, y facilitar la asignación de 
responsabilidades políticas a los congresistas durante el proceso legislativo, en aras de 
la eficiencia y modernización de la función legislativa”. 
 
(iii) Las comisiones sextas a las cuales les fue repartido el proyecto, que a la postre se convirtió 
en la Ley 719 de 2001, carecían de competencia para darle trámite, toda vez que “por expreso 
mandato del artículo 2° de la Ley 3ª de 1992, a la Comisión Primera de Senado y Cámara le 
corresponde conocer, entre otras materias, la relacionada con la propiedad intelectual, 
mientras que a la Comisión Sexta de las mencionadas células legislativas le compete estudiar 
proyectos de ley relacionados con: comunicaciones; tarifas; calamidades públicas; funciones 
públicas y prestación de los servicios públicos; medios de comunicación; investigación 
científica y tecnológica; espectros electromagnéticos; órbita geoestacionaria; sistemas 
digitales de comunicación e informática; espacio aéreo; obras públicas y transporte; turismo y 
desarrollo turístico; educación y cultura”. 
 
Por lo demás, resulta necesario recordar que las comisiones constitucionales 
permanentes de cada una de las cámaras, por regla general, sesionan de manera 
independiente, pero excepcionalmente pueden hacerlo de manera conjunta: (i) por 
solicitud del Presidente de la República mediante la presentación del mensaje de 
urgencia frente al trámite de una iniciativa determinada, o (ii) por disposición 
constitucional para el debate de los proyectos de ley contentivos de los planes de 
desarrollo y anules de presupuesto82. 
 
 
82 El trámite del mensaje de urgencia, la solicitud de insistencia y la deliberación en comisiones 





En este sentido, es necesario llamar la atención de que cuando en la Carta Política 
se hace mención a las comisiones de asuntos económicos como ocurre en los 
artículos 342 y 346, al regular la expedición de las leyes de los planes de desarrollo 
y anules de presupuesto, se entiende que se refiere a las comisiones terceras y 
cuartas constitucionales permanentes, quienes para tales efectos pueden sesionar 
conjuntamente (art. 5 Ley 3/92). 
 
En cuanto a la carga de trabajo de las comisiones, hay que resaltar que la más 
congestionada es la primera y la que menos es la cuarta, tal y como se refleja en 
las siguientes estadísticas del período constitucional 2014-2018: 
 
Número de proyectos de ley y actos legislativos repartidos a las comisiones 
constitucionales permanentes durante el período constitucional 2014-2018 
Comisión Constitucional Permanente Senado Cámara 
Comisión Primera  239 267 
Comisión Segunda 112 67 
Comisión Tercera 34 106 
Comisión Cuarta 4 51 
Comisión Quinta 55 89 
Comisión Sexta 95 130 
Comisión Séptima 156 148 
Proyectos sin repartir 104 
Comisiones Primeras Conjuntas  18 
Comisiones Segundas Conjuntas  1 
Comisiones Terceras Conjuntas  5 
Comisiones Conjuntas Económicas (Terceras y Cuartas) 9 
Fuente: Elaboración propia con datos de Congreso Visible. 
 
Finalmente, debe mencionarse que el artículo 137 de la Carta Política estipula que 
cualquier comisión permanente podrá emplazar a toda persona natural o jurídica, 
para que en sesión especial rinda declaraciones orales o escritas, que podrán 





que adelante, así como que ante la renuencia del convocado de acudir ante las 
cámaras, la Corte Constitucional resolverá sobre la validez de las excusas 
presentadas (arts. 233 y ss. LORC).  
 
- Comisiones legales 
 
Las comisiones legales son aquellas células creadas mediante una ley de la 
República para cumplir una misión determinada con vocación de permanencia, 
pueden ser comunes a ambas cámaras o solo existir en alguna de ellas, 
caracterizándose en todo caso por su especialización en ciertas temáticas. En la 
actualidad en la legislación vigente se pueden identificar las siguientes:  
 
(i) Comisiones legales comunes a las dos cámaras83 
(a) Comisión de los derechos humanos y audiencias (arts. 56 y 57 LORC)84. 
(b) Comisión de ética y estatuto del congresista (arts. 58 y 59 LORC)85. 
(c) Comisión de acreditación documental (arts. 60 y 61 LORC)86. 
 
83 Cfr. Artículo 55 de la LORC. Los miembros de estas comisiones son elegidos teniendo en cuenta 
el cociente electoral por períodos constitucionales, y deben reunirse, en principio, por lo menos una 
vez al mes. Al respecto, cabe resaltar que de conformidad con el artículo 2 de la Ley 1921 de 2018 
“durante los cuatrienios 2018-2022 y 2022-2026, la Comisión de Derechos Humanos y Audiencias, 
la Comisión de Ética y Estatuto del Congresista, la Comisión para la Equidad de la Mujer, tanto del 
Senado como de la Cámara de Representantes, la Comisión Legal de Cuentas y de Investigación y 
Acusación de la Cámara de Representantes, estarán compuestas por un (1) miembro adicional a lo 
establecido en la Ley 5 de 1992”. 
84 Encargada de realizar la vigilancia y control de las autoridades públicas que tienen como misión 
la protección de los derechos humanos, remitir informes sobre el particular a las células legislativas 
para que determinen si hay lugar a presentar proyectos de ley para fomentar la protección de los 
mismos, así como servir de enlace entre las cámaras y las organizaciones sociales dedicadas a la 
promoción de dichas prerrogativas. Está conformada en el Senado por 10 miembros y en la Cámara 
por 15 integrantes, quienes si lo desean pueden sesionar conjuntamente. 
85 Conoce de las violaciones al régimen de inhabilidades e incompatibilidades, los conflictos de 
intereses, así como de las infracciones a los deberes de los parlamentarios de conformidad con el 
Código de Ética y Disciplinario del Congresista. Está integrada en el Senado por 11 miembros y en 
la Cámara por 15 integrantes. 
86 En cada corporación está compuesta por cinco miembros, quienes deben revisar los documentos 
presentados por los congresistas, así como por los aspirantes a cargos de elección por las cámaras, 
con el fin de determinar que cumplan los requisitos exigidos por la Constitución y la ley. También 
verifican la validez de las excusas presentadas por los parlamentarios para no asistir a las reuniones 





(d) Comisión legal para la equidad de la mujer (Ley 1434/11)87. 
(e) Comisión legal para el seguimiento a las actividades de inteligencia y contrainteligencia 
(Ley 1621/13)88. 
(f) Comisión legal para la protección de los derechos de las comunidades negras o población 
afrodescendiente (Ley 1833/17)89. 
(ii) Comisiones legales propias del Senado de la República 
(a) Comisión de administración (arts. 373 y 374 LORC)90. 
(b) Comisión de instrucción (arts. 327 y 328 LORC)91. 
(iii) Comisiones legales propias de la Cámara de Representantes 
(a) Comisión legal de cuentas (art. 310 LORC)92. 
(b) Comisión de Investigación y Acusación (art. 311 LORC)93. 
 
 
87 Tiene por objeto fomentar y promover las acciones necesarias para la consolidación de una política 
de Estado que repercuta en el mejoramiento de las circunstancias materiales e inmateriales de la 
mujer en la sociedad, propendiendo por la eliminación de cualquier situación de desigualdad y 
discriminación que se presente en el ejercicio de la ciudadanía por parte de las mujeres. Está 
conformada por 10 representantes y 9 senadores.  
88 Cumple funciones de control y seguimiento político, verificando la eficiencia en el uso de los 
recursos, el respeto de las garantías constitucionales y el cumplimiento de los principios, límites y 
fines establecidos en la Ley estatutaria que regula las actividades de inteligencia y contrainteligencia. 
Está conformada por 4 congresistas de cada una de las comisiones segundas constitucionales 
permanentes de las cámaras. 
89 Tiene por objeto trabajar conjunta y coordinadamente para la generación de propuestas normativas 
y políticas que contribuyan a la superación de las grandes desigualdades que separan a los 
afrocolombianos del resto de la sociedad. Está integrada por los representantes a la Cámara por 
Circunscripción Especial de Comunidades Negras y por aquellos congresistas que por sus afinidades 
quieran pertenecer a la misma. 
90 Es el órgano superior administrativo del Senado, estará integrada por el Presidente de la Mesa 
Directiva de la plenaria y 4 senadores elegidos por el sistema de cociente electoral para períodos de 
2 años. Entre otras funciones, aprueba los planes y programas que, para la buena prestación de los 
servicios administrativos y técnicos, presente el Director General, así como evalúa la gestión 
administrativa del mismo. 
91 Está encargada de presentar un informe motivado con el proyecto de resolución que deba 
adoptarse cuando la Cámara formule acusación ante el Senado en uso de las atribuciones 
consagradas en el artículo 178 de la Constitución Política, así como instruir el proceso 
correspondiente, si fuere el caso. Se conforma por 7 miembros elegidos por el sistema del cociente 
electoral, quienes deberán acreditar la calidad de abogados. 
92 Es la célula encargada de examinar y proponer a consideración de la Cámara el fenecimiento de 
la cuenta general del presupuesto y del tesoro que le presente el Contralor General de la República. 
Está conformada por 9 miembros elegidos por el sistema de cociente electoral para un período de 2 
años. 
93 Su función es adelantar las investigaciones correspondientes contra aforados constitucionales con 
el propósito de determinar si hay lugar a preparar un proyecto de acusación para que la plenaria lo 





- Comisiones especiales 
 
Las comisiones especiales son células parlamentarias que pueden estar 
conformadas por miembros de una o de las dos cámaras, las cuales cumplirán el 
propósito específico determinado en el acto que disponga su creación. En la 
actualidad pueden identificarse las siguientes: (i) las comisiones adscritas a 
organismos nacionales o internacionales (art. 62 LORC)94, (ii) las comisiones 
especiales de seguimiento (art. 63 LORC)95, (iii) la comisión de crédito público (arts. 
64 y 64 LORC)96, (iv) la comisión de delegados para el Parlamento Andino (Ley 
1729/14)97; (v) la comisión de relaciones internacionales (art. 225 CP, y leyes 68/93 
y 955/05)98, y (vi) la comisión especial de modernización del Congreso (arts. 1 y 2 




94 Tienen como propósito facilitar la participación del Congreso de la República en instituciones 
nacionales o internacionales de cooperación, permitiendo que sus miembros lleven la vocería y 
representación de las cámaras ante ellos. El acto que disponga su creación deberá indicar la forma 
de composición de las mismas. 
95 Pretenden vigilar y hacer seguimiento al cumplimiento de los mandatos legales y constitucionales 
por parte de ciertos órganos autónomos o en el desarrollo de determinados procesos. En la LORC 
se contemplan las siguientes: (a) comisión de vigilancia de los organismos de control público, (b) 
comisión de vigilancia del organismo electoral, y (c) comisión de vigilancia del proceso de 
descentralización y ordenamiento territorial. En cada una de las cámaras existirá una de dichas 
células, las cuales en el Senado estarán conformadas por 11 congresistas y en la Cámara por 15 
parlamentarios, elegidos teniendo en cuenta el cociente electoral. 
96 Encargada de rendir informes al Congreso sobre las operaciones de crédito y deuda externa del 
país. Está conformada por seis miembros elegidos mediante el sistema de cociente electoral, 
quienes deben pertenecer en igual número a las comisiones terceras constitucionales de cada una 
de las cámaras. 
97 Esta comisión está integrada por 2 representantes elegidos por el Senado de la República, y 3 
representantes elegidos por la Cámara de Representantes, de los cuales uno, corresponderá a uno 
de los partidos que se declaren en oposición al Gobierno. 
98 Es el cuerpo consultivo del Presidente de la República en temas referentes a las relaciones 
exteriores, tales como la política internacional de Colombia, las negociaciones diplomáticas, la 
celebración de tratados públicos y la seguridad exterior de la República. Está conformada por 12 
miembros elegidos de los integrantes de las comisiones segundas constitucionales así: 3 por el 
Senado con sus respectivos suplentes y 3 por la Cámara de Representantes con sus respectivos 
suplentes. Su elección es realizada por las plenarias.  
99 Busca contribuir a la trasformación integral y progresiva del parlamento en una institución moderna 
y altamente técnica para responder a las exigencias de la democracia actual. Está conformada por 





- Comisiones accidentales 
 
Las mesas directivas de las plenarias o de las comisiones constitucionales 
permanentes pueden establecer comisiones accidentales para que cumplan 
funciones específicas (arts. 66 y 67 LORC). Así por ejemplo: (i) para la labor 
legislativa pueden conformarse con el fin de superar las discrepancias de los textos 
de un proyecto de ley aprobado por las cámaras (comisiones accidentales de 
conciliación) o para elaborar la ponencia sobre las objeciones gubernamentales 
presentadas frente a una iniciativa; (ii) para el desarrollo de ciertas tareas 
administrativas, como ocurre con las designadas para atender ciertos 
requerimientos o invitaciones; o (iii) para examinar determinados asuntos de 
relevancia nacional, como superar el conflicto armado (comisiones accidentales de 
paz del Senado y de la Cámara de Representantes) o atender los asuntos de una 
zona del país (Comisión accidental sobre asuntos de la Costa Caribe).  
 
2.4. Mesas directivas 
 
Para facilitar las labores, en especial las funciones legislativa y de control político, 
que cumplen las cámaras, la LORC en los artículos 40 a 42 indica que sus células 
tendrán una mesa directiva, la cual deberá reunirse por lo menos una vez a la 
semana y se compondrá por congresistas, quienes ocuparan: (i) uno el cargo de 
presidente, y (ii) dos la dignidad de vicepresidente en el caso de las plenarias o uno 
en tratándose de las comisiones (art. 10 Ley 3/92), cuyo período será de una 
legislatura, es decir, de un año que inicia cada 20 de julio, sin que se encuentre 
permitida la reelección dentro del mismo cuatrienio constitucional o que los 
miembros que concurran pertenezcan al mismo partido político (art. 147 CP). 
 
En cuanto a la elección de los referidos dignatarios, la LORC establece que serán 
dispuestos de manera separada los cargos por votación, por lo que los 





en las distintas células, generándose en la práctica negociaciones para repartir los 
mismos, a través de compromisarios que fijan el orden de distribución de las 
dignidades, quienes, en todo caso, tienen que tener en cuenta que las minorías y 
los grupos de oposición tienen la prerrogativa de participar en las vicepresidencias 
(arts. 40 y 51.1 LORC, 10 Ley 3/92 y 18 Ley 1909/18). 
 
Ahora bien, la importancia del presidente radica en que es el encargado de dirigir la 
célula legislativa respectiva, lo cual implica, entre otras funciones propias de la 
dignidad, decretar el inicio, presidir y cerrar las sesiones, hacer cumplir el 
reglamento, realizar el reparto de las iniciativas, representar a la colegiatura ante 
los demás órganos del Estado y elaborar, en conjunto con los otros miembros de la 
mesa directiva, el orden del día (art. 43 LORC). Con todo, cabe resaltar que las 
decisiones que adopte el presidente son apelables inmediatamente ante la 
corporación respectiva (art. 44 LORC). 
 
Control de las decisiones de las mesas directivas 
En principio, el control de las decisiones de las mesas directivas de las diferentes células 
legislativas se encuentra a cargo de las plenarias respectivas, por medio de la apelación de 
la decisión correspondiente. Sin embargo, la Corte Constitucional ha señalado que dicho 
mecanismo de impugnación en algunos casos se torna insuficiente y, por ello, resulta 
procedente el control judicial de las determinaciones de los dignatarios de las cámaras. En 
concreto, dicho Tribunal, en la Sentencia C-816 de 2004, sostuvo que:  
 
“(…) frente a abusos por parte de las Mesas Directivas, el mecanismo de control interno 
resulta insuficiente; por ejemplo, si una decisión de la Mesa Directiva ha vulnerado 
derechos de las minorías, el mecanismo interno de control de las cámaras puede resultar 
inadecuado, precisamente porque se funda en el principio mayoritario pues depende de 
la decisión de la Plenaria. Por ello, como la discrecionalidad de las Mesas Directivas no 
es absoluta, ni los mecanismos internos de control de las cámaras son suficientes en 
todos los casos, las decisiones de dichas Mesas Directivas pueden tener relevancia en 
el control constitucional de la formación de las leyes y de los actos legislativos. Esas 





corporis acta), excluidos de todo control judicial, por cuanto ellas pueden tener una 
incidencia decisiva en la formación de la voluntad democrática de las cámaras”. 
 
Un caso paradigmático en el que la actuación de una mesa directiva derivó en la 
inconstitucionalidad de la norma expedida por el Congreso de la República, puede 
evidenciarse en la Sentencia C-668 de 2004, en la cual la Corte Constitucional declaró 
inexequible el artículo 16 del Acto Legislativo 01 de 2003, debido a que las determinaciones 
de los dignatarios implicaron que dicha disposición no hubiera sido debatida efectivamente 
por la Plenaria de la Cámara de Representantes.  
 
Ante las ausencias temporales del presidente, su lugar será asumido por los 
vicepresidentes o, en su defecto, por el congresista siguiente por orden alfabético. 
Empero ante su falta absoluta, se debe efectuar una nueva elección para que el 
miembro electo termine el período correspondiente (art. 45 LORC).  
 
Adicionalmente, las mesas directivas de las plenarias y de las comisiones contarán 
con un secretario elegido por votación, el cual no podrá ser congresista, pero para 
poder posesionarse deberá demostrar que cumple los mismos requisitos para ser 
miembro de la cámara de la que hará parte. Entre las funciones de los secretarios 
se encuentran: elaborar las actas, dar lectura en las sesiones de los proyectos, 
proposiciones y demás documentos, informar los resultados de las votaciones, 
etcétera (arts. 46 a 49 LORC).  
 
Es pertinente resaltar que los secretarios de las plenarias de las cámaras son 
elegidos por un período de dos años que inicia el 20 de julio, y que las mismas 
también eligen a los subsecretarios respectivos que reemplazarán al titular en sus 
ausencias temporales, pues en caso de presentarse una vacancia permanente 
deberá procederse a una nueva elección para suplir el cargo. 
 
Asimismo, cabe mencionar que los secretarios de las comisiones son elegidos para 





temporal, la misma será suplida por los oficiales mayores de la comisión 
(subsecretarios), ya que ante faltas absolutas se procederá a elegir a un nuevo 
funcionario para suplir la vacante por el término restante (art. 11 Ley 3/92).  
 
Por lo demás, resulta necesario indicar que de conformidad con los artículos 367 y 
siguientes de la LORC, el artículo 150.20 de la Constitución, así como lo dispuesto 
en las leyes 1147 de 2007100 y 1318 de 2009101, las mesas directivas de las 
plenarias de Senado y Cámara fijan las directrices y controlan la debida ejecución 
de los servicios administrativos y técnicos que requieren las distintas células de las 
corporaciones102, que se encuentra a cargo de los directores generales elegidos 
para el efecto, quienes son ordenadores del gasto y cuentan con un equipo de 
apoyo para cumplir tal misión103.  
 
2.5. Estatuto del Congresista  
 
Los miembros del Congreso de la República son elegidos para un período 
institucional de cuatro años (art. 125 CP), que inicia el 20 de julio siguiente a la 
elección (arts. 132 CP y 262 LORC), representan al pueblo y en sus actuaciones 
deben actuar en bancadas, consultando la justicia, el bien común y respetando lo 
dispuesto en los estatutos de su partido o movimiento político o ciudadano (art. 263 
LORC). En este sentido, los parlamentarios son responsables ante la sociedad y 
sus electores del cumplimiento de las obligaciones propias de su investidura (arts. 
133 CP y 7 LORC).  
 
100 “Por la cual se adiciona la Ley 5ª de 1992 y se crean la Comisión Especial de Modernización y 
las Unidades Coordinadoras de Asistencia Técnica Legislativa y Atención Ciudadana del Congreso 
de la República”. 
101 “Por la cual se modifica la Ley 5 de 1992”. 
102 Estos son aquellos que se requieren para atender las necesidades de las cámaras, como lo son 
los servicios de vigilancia, pagaduría, aseo, información, prensa, protocolo, correspondencia, 
sistemas, archivo, etc.  
103 En el caso del Senado de la República, en los artículos 364 a 380 de la LORC, se contempla la 
existencia de una comisión de administración de la que hace parte el Presidente del mismo y cuatro 
senadores más, la cual se encargará de la gestión administrativa general, con lo cual la mesa 






En su calidad de servidores públicos, los senadores y representantes, en la forma 
prevista en la Constitución, la ley y el reglamento, no tendrán suplentes, y sólo son 
reemplazados en los casos de faltas absolutas o temporales por los candidatos no 
elegidos que según el orden de inscripción o votación obtenida le sigan en forma 
sucesiva y descendente en la misma lista electoral104.  
 
Además, como todos los empleados del Estado, los Congresistas están sometidos 
al régimen de105:  
 
(i) Inhabilidades: entendidas como todo acto o situación que invalida la elección del 
congresista o impide serlo, como sucede, por ejemplo, por haber sido condenado 
penalmente, perdido la investidura o celebrado contratos con el Estado dentro de 
los 6 meses anteriores a la fecha de la elección (arts. 179 CP y 279 a 280 LORC);  
 
(ii) Incompatibilidades: consistentes en los actos que no pueden realizar o ejecutar 
los parlamentarios durante el ejercicio de sus funciones, tales como desempeñar 
otro cargo público o celebrar contratos con la administración (artículos 180 y 181 
CP, y 282 a 284 LORC)106; y  
 
(iii) Conflictos de interés: en virtud de los cuales los congresistas están obligados a 
declararse impedidos, so pena de poder ser recusados, para decidir sobre un asunto 
 
104 Al respecto, el artículo 134 de la CP establece que: “i) Constituyen faltas absolutas que dan lugar 
a reemplazo la muerte; la incapacidad física absoluta para el ejercicio del cargo; la declaración de 
nulidad de la elección; la renuncia justificada y aceptada por la respectiva corporación; la sanción 
disciplinaria consistente en destitución, y la pérdida de investidura; ii) Constituyen faltas temporales 
que dan lugar a reemplazo, la licencia de maternidad y la medida de aseguramiento privativa de la 
libertad (…)”. Sobre el particular, pueden consultarse los artículos 274 a 278 de la LORC.  
105 Cfr. Artículos 123 a 129 de la CP. Estos regímenes también son aplicables a quienes fueren 
llamados a ocupar el cargo de congresista en reemplazo de otro, pero empezarán sus efectos a 
partir de la posesión respectiva (artículo 235 de la LORC).  
106 En torno a la vigencia de las incompatibilidades, el artículo 284 de la LORC señala que las mismas 
tendrán vigencia durante el período constitucional respectivo y que en caso de renuncia se 
mantendrán durante el año siguiente a la misma, si el lapso que faltare para el vencimiento del 





cuya resolución lo pueda afectar de alguna manera directa, lo cual incluso se 
entiende si perjudica o beneficia a alguno de sus familiares cercanos o socios (art. 
182 CP y 286 a 295 LORC)107.  
 
Ahora bien, en cuanto a los deberes de los parlamentarios, al tenor del artículo 268 
de la LORC, así como de las Leyes 1828 de 2017 y 2003 de 2019, cabe mencionar, 
entre otros, los siguientes: (i) asistir a las sesiones del Congreso en Pleno, de las 
cámaras legislativas y de las comisiones de las cuales hagan parte, (ii) respetar el 
ordenamiento jurídico, la organización interna, la disciplina y la cortesía propia de la 
investidura; (iii) guardar la confidencialidad de los asuntos reservados que 
conozcan, (iv) abstenerse de invocar su condición de congresista para beneficio 
personal, (v) cumplir las determinaciones adoptadas por la bancada respectiva, (vi) 
rendir cuentas a la ciudadanía de su labor, (vii) poner de presente los conflictos de 
intereses en los que puedan estar inmiscuidos; y (viii) presentar las declaraciones 
exigidas por la ley dentro de los plazos correspondientes, como la referente a su 
patrimonio o la atinente a sus intereses privados.  
 
A su vez, debe tenerse en cuenta que constituyen faltas de los congresistas, entre 
otras: (i) el desconocimiento a los deberes que impone la normatividad, en especial, 
la Constitución y el Reglamento del Congreso, (ii) la comisión de actos de desorden 
e irrespeto en las sesiones de las cámaras, y (iii) no presentar las ponencias en los 
plazos indicados (art. 268 LORC). Sobre el particular, debe mencionarse que a 
través de la Ley 1828 de 2017 se adoptó el “Código de Ética y Disciplinario del 
Congresista”, el cual sistematizó los deberes, faltas y sanciones a las que se 
enfrentan los parlamentarios108, así como contempló los procedimientos a seguir 
 
107 Al respecto, cabe mencionar que el régimen de conflictos de intereses de los parlamentarios se 
encuentra regulado en la Ley 2003 de 2019. 
108 Las sanciones que se pueden imponer a los congresistas, de conformidad con el artículo 13 de 
la Ley 1828 de 2017, son: “a) Amonestación escrita y privada ante la Comisión de Ética de la 
respectiva Cámara, cuando la falta sea leve. b) Amonestación escrita y pública ante la Plenaria de 
la respectiva Cámara legislativa, cuando la falta sea grave. c) Suspensión del ejercicio congresual, 





para el efecto que, en la mayoría de ocasiones, se encuentra en cabeza de las 
comisiones de ética de cada una de las colegiaturas.  
 
No obstante lo anterior, en ejercicio de sus facultades constitucionales, la 
Procuraduría General de la Nación tiene la competencia preferente para conocer de 
los actos o conductas que realicen los congresistas que constituyan una infracción 
al Código Disciplinario109, así como para adelantar la vigilancia administrativa 
correspondiente110.  
 
De otra parte, frente a los derechos de los parlamentarios en el artículo 264 de la 
LORC, se resaltan los siguientes: (i) asistir con voz y voto a las sesiones de la 
respectiva cámara y comisiones de las que forman parte, así como con voz en las 
demás comisiones, (ii) formar parte de una comisión permanente, (iii) citar a los 
funcionarios para ejercer el control de sus funciones, (iv) celebrar las audiencias 
necesarias para el ejercicio de sus labores, y (v) los demás que les otorguen la 
Constitución y la ley.  
 
Adicionalmente, los congresistas gozan de unos privilegios como: (i) ser inviolables 
por las opiniones y los votos que emitan en ejercicio del cargo, los que deben ser 
emitidos con responsabilidad y conciencia crítica, sin perjuicio de la responsabilidad 
disciplinaria contenida en el reglamento respectivo y las normas de las bancadas 
(arts. 185 CP y 265 LORC); y (ii) recibir una alta remuneración que se reajusta cada 






109 Ley 734 de 2002, la cual tendrá vigencia hasta el 1 de julio de 2021, cuando entrará en vigencia 
la Ley 1952 de 2019.  
110 Cfr. Artículos 227 de la Constitución y 266 de la LORC. Sobre el tema puede consultarse la 





Características de la inviolabilidad parlamentaria 
La inviolabilidad parlamentaria en Colombia se encuentra contemplada en el artículo 185 de la 
Carta Política y en torno a su alcance, en la Sentencia C-017 de 2018, la Corte Constitucional 
explicó que:  
 
(i) “Implica que un congresista no puede ser investigado, detenido, juzgado ni condenado por 
los votos u opiniones que haya formulado en el ejercicio de sus funciones”.  
 
(ii) “Su finalidad esencial radica en asegurar la independencia del Congreso de la República, por 
cuanto evita injerencias de otras ramas del poder público cuando los senadores y 
representantes se hallen en el legítimo ejercicio de sus cargos”.  
  
(iii) “No se trata de un privilegio o prerrogativa personal, sino de una salvaguarda de carácter 
institucional, en la medida en que está destinada a proteger la independencia del Congreso y 
de la democracia constitucional”.  
 
En virtud de la naturaleza institucional de la inviolabilidad de los congresistas, en la mencionada 
providencia, la Corte explicó que la misma se caracteriza por ser: 
 
(i) Específica, porque “se trata de una garantía que cubre exclusivamente los votos y opiniones 
emitidos por los congresistas y siempre que sean expresados en ejercicio de sus cargos”, con 
lo cual “no están amparadas actuaciones distintas (…) incluso si las desarrollan dentro del propio 
recinto del Congreso”, ni “tampoco están cubiertos (…) actos desarrollados fuera del ámbito 
propio del ejercicio de las funciones legales de los congresistas, cuando se comportan solo en 
calidad de particulares”. 
 
(ii) Absoluta, toda vez que “abarca, sin excepción, todas las funciones legales y 
constitucionales de los congresistas”.  
 
(iii) Perpetua o permanente, pues “el parlamentario escapa a cualquier persecución judicial, 
incluso después de que ha cesado en sus funciones”.  
 
(iv) General, ya que “la protección derivada de la inviolabilidad implica una irresponsabilidad 






Asimismo, los congresistas gozan de fuero penal, pues en caso de llegar a ser 
imputados de algún delito, el juez natural para conocer de la causa será la Corte 
Suprema de Justicia, la cual es la única autoridad que puede disponer de su captura 
y que para el efecto, de conformidad con el Acto Legislativo 01 de 2018111, cuenta 
con distintas salas para garantizar el derecho a la impugnación de la sentencia 
condenatoria y la doble instancia112.  
 
Igualmente, los parlamentarios están sujetos a perder su investidura por decisión 
del Consejo de Estado, en un proceso de dos instancias regulado en la Ley 1881 
de 2018113, por las siguientes causales: (i) violación del régimen de inhabilidades, 
incompatibilidades y conflictos de intereses, (ii) inasistencia a seis reuniones 
plenarias en un mismo período de sesiones en las que se voten proyectos de acto 
legislativo, ley o mociones de censura, (iii) por no tomar posesión del cargo dentro 
de los ocho días siguientes a la fecha de instalación de las cámaras, o a la fecha en 
que fueren llamados a posesionarse, (iv) indebida destinación de dineros públicos, 
y (v) tráfico de influencias comprobado (arts. 182 CP y 296 ss. LORC). 
 
Por lo demás, ante la posibilidad de que el legislador sea responsable por los daños 
causados por la expedición de una norma114, en concordancia con el artículo 90 de 
la Constitución, en los casos en los que medie dolo o culpa grave, eventualmente 
podrá proceder la acción de repetición en contra de los parlamentarios 
 
111 “Por medio del cual se modifican los artículos 186, 234 y 235 de la Constitución Política y se 
implementan el derecho a la doble instancia y a impugnar la primera sentencia condenatoria”. 
112 Cfr. Artículos 186 de la CP, y 267 de la LORC. En dicha disposición constitucional también se 
establece que “corresponderá a la Sala Especial de Instrucción de la Sala Penal de la Corte Suprema 
de Justicia investigar y acusar ante la Sala Especial de Primera Instancia de la misma Sala Penal a 
los miembros del Congreso por los delitos cometidos. Contra las sentencias que profiera la Sala 
Especial de Primera Instancia de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia procederá el recurso 
de apelación. Su conocimiento corresponderá a la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de 
Justicia. La primera condena podrá ser impugnada”. 
113 “Por la cual se establece el procedimiento de pérdida de la investidura de los Congresistas, se 
consagra la doble instancia, el término de caducidad, entre otras disposiciones”. 





correspondientes, siempre y cuando ello no implique el desconocimiento de la 
inviolabilidad de sus votos y opiniones.  
 
2.6. Régimen de bancadas y estatuto de la oposición 
 
En la redacción original de la Carta Política de 1991, los congresistas tenían un rol 
central en el desarrollo de las funciones del Congreso de la República en detrimento 
de los partidos y movimientos políticos a los que pertenecían. Empero, tal escenario 
se ha trasformado poco a poco dada la implementación de las reformas 
constitucionales de los años 2003 y 2009, cuya principal innovación fue la 
introducción del régimen de bancadas115.  
 
En efecto, la Constitución aprobada en 1991 establecía como principal relación 
entre los partidos políticos y el Congreso de la República, la intervención de los 
primeros en la elección de los parlamentarios, sin que en la práctica existieran más 
interconexiones relevantes116. Lo anterior, más allá de la afinidad ideológica que 
podría presuponerse de los miembros de una misma colectividad que en algunos 
casos hacía que apoyaran o rechazaran las mismas iniciativas117.  
 
Sin embargo, tal contexto fue modificado con ocasión de las reformas 
constitucionales de los años 2003 y 2009118, las cuales fueron desarrolladas por las 
 
115 Gechem Sarmiento, Carlos Eduardo. Los partidos políticos en Colombia: entre la realidad y 
ficción. En: Correa Henao, Magdalena; Osuna Patiño, Néstor Iván; Ramírez Cleves, Gonzalo Andrés. 
Lecciones de Derecho Constitucional (Tomo II). Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2018, 
págs. 167 y ss. 
116 A este respecto, puede consultarse: Gechem Sarmiento, Carlos Eduardo. El Congreso 
colombiano a partir de 1991. Bogotá: Externado de Colombia, 2015. 
117 Cabe resaltar que desde el texto original de la Constitución de 1991 (artículos 103 a 111): (i) se 
garantiza la libertad de fundar y organizar partidos y movimientos políticos, así como la prerrogativa 
de asociarse o retirarse de ellos; (ii) se estipula la competencia del Consejo Nacional Electoral para 
reconocer la personería jurídica de dichas organizaciones; (iii) se estipula un régimen de financiación 
estatal de los partidos y movimiento políticos, así como los topes de gastos y aportes privados para 
las campañas; (iv) se contempla la prohibición de los funcionarios públicos de intervenir en política; 
y (v) se consagra el derecho de los grupos políticos de utilizar los medios de comunicación.  





leyes 974 de 2005, 1431 y 1475 de 2011, así como 1909 de 2018119, en las que se 
introdujeron los siguientes cambios al ordenamiento positivo:  
 
(i) Se estableció un modelo proporcional de lista única por partido o movimiento 
político a efectos de la inscripción de candidatos, de la realización de las elecciones 
y de la distribución de las curules del Senado y de la Cámara de Representantes. 
 
(ii) Se estipuló que los partidos y movimientos políticos si bien son autónomos, están 
en la obligación de organizarse democráticamente, adoptar estatutos y reglamentos 
internos, tener como principios rectores la trasparencia, la objetividad, la moralidad 
y la equidad de género, así como presentar y divulgar su ideología y programas a 
la comunidad y a sus electores. 
 
(iii) Se determinó que los partidos y movimientos políticos son responsables por la 
idoneidad moral de los candidatos que presentan, pues en caso de que permitan la 
elección de parlamentarios que con posterioridad sean relacionados con grupos al 
margen de la ley o con conductas delictivas graves (Ej. delitos de lesa humanidad, 
contra la democracia o tráfico de narcóticos), pueden llegar a perder la curul 
respectiva.  
 
(iv) Se contempló la facultad del Consejo Nacional Electoral de imponer sanciones 
a los partidos y movimientos políticos que infrinjan las reglas legales y 
constitucionales, las cuales pueden ir desde multas hasta la pérdida de la 
personería jurídica y la disolución administrativa de la colectividad correspondiente.  
 
 
119 Ley 974 de 2005, “Por la cual se reglamenta la actuación en bancadas de los miembros de las 
corporaciones públicas y se adecua el Reglamento del Congreso al Régimen de Bancadas”. Ley 
1431 de 2011, “Por la cual se establecen las excepciones a que se refiere el artículo 133 de la 
Constitución Política”. Ley 1475 de 2011, “Por la cual se adoptan reglas de organización y 
funcionamiento de los partidos y movimientos políticos, de los procesos electorales y se dictan otras 
disposiciones”. Ley 1909 de 2018, “Por medio de la cual se adoptan el Estatuto de la Oposición 





(v) Se consagró la prohibición de que una persona milite en dos partidos o 
movimientos políticos al mismo tiempo, determinándose que si un parlamentario 
desea cambiar de colectividad entre períodos constitucionales, debe renunciar 
como mínimo un año antes del inicio de las inscripciones de candidatos. 
 
(vi) Se implementó la regla de bancadas, según la cual los miembros de un partido 
o movimiento político deben actuar de manera mancomunada en el Congreso de la 
República, respetando los acuerdos previos, salvo en los asuntos de conciencia, so 
pena de ser amonestados con sanciones que pueden ir desde la suspensión del 
voto hasta su expulsión de la colectividad120.  
 
(vii) Se incorporó la institución del voto nominal y público como regla general, con el 
objetivo de identificar el sentido del voto de cada parlamentario y evitar la violación 
de la disciplina de bancada.  
 
En torno a los cambios generados con ocasión de los referidos actos legislativos y 
leyes, la Corte Constitucional explicó que:  
 
“El nuevo régimen de bancadas convierte a los partidos y movimientos – y no simplemente 
a las personas elegidas – en protagonistas del acontecer legislativo. Adicionalmente, los 
partidos y movimientos quedan constitucionalmente habilitados para establecer una férrea 
disciplina interna y para obligar a sus miembros a votar, en todos los casos – salvo en los 
“asuntos de conciencia”-, de conformidad con las decisiones democráticas adoptadas. En 
este sentido, cabe indicar que la obligación de adoptar todas las decisiones de manera 
democrática dentro de la bancada, tiende a fomentar la discusión colectiva y a consolidar 
y dotar de cohesión y consistencia las actuaciones del partido o movimiento en la 
respectiva corporación. Esto adicionalmente, promueve el control ciudadano y la rendición 
de cuentas del partido respecto de sus electores”121. 
 
 
120 Cfr. Sentencia C-141 de 2010. 





Al respecto, en el libro “el concepto y función de las bancadas”, la doctora Floralba 
Padrón Pardo presentó una investigación profunda en torno a las trasformaciones 
de la representación política originada con la expedición de la Constitución de 1991 
y sus reformas políticas, resaltando, entre otros aspectos, que122:  
 
(i) Desde los inicios de la República hasta la Constitución de 1991, el modelo político 
nacional se caracterizó por estar “enmarcado en un esquema de representación 
liberal: Congreso bicameral, inexistencia de regulación de partidos políticos, sistema 
electoral que privilegia los protagonismos individuales”. Así, “el Congreso se 
organizaba y funcionaba con las reglas que privilegiaban la actuación individual de 
los congresistas, con un amplio margen de actuación del Presidente y del Gobierno 
en el detrimento de las cámaras”. 
 
(ii) En 1991, la nueva Carta Política “transforma el marco normativo del Congreso 
de la República e introduce elementos democráticos a la representación: la 
soberanía popular, la constitucionalización del principio de pluralismo político y el 
reconocimiento de las organizaciones políticas como manifestación del derecho 
político que tienen todos los ciudadanos”, así como incorpora “medidas que 
persiguen un equilibrio en las relaciones del Gobierno y el Congreso”, tales como la 
moción de censura, las citaciones a funcionarios del Estado y particulares, las 
comisiones de investigación, la aprobación de presupuestos por las cámaras, los 
controles a los estados de excepción, entre otros.  
 
(iii) A partir del año 2003, con las reformas a la Constitución, se pretendió fortalecer 
la “integración de las organizaciones políticas y el establecimiento de mecanismos 
más eficaces que permitan la acción colectiva, por ejemplo, la actuación en 
bancadas dentro de las corporaciones de elección popular, la prohibición de doble 
 
122 Padrón Pardo, Floralba. El concepto y función de las bancadas – las transformaciones de la 





militancia y el reconocimiento de amplios poderes disciplinarios a las 
organizaciones”. 
 
En relación con la introducción del régimen de bancadas, en el mismo libro, la 
profesora Floralba Padrón Pardo explicó que:  
 
(i) Por un lado, supuso “un giro en el concepto de mandato parlamentario, puesto 
que representó el paso de la libertad individual de ejercicio del mandato al 
sometimiento a la disciplina de bancadas, es decir, al régimen de un mandato de 
partido”; y 
 
(ii) Por otro lado, implicó la modificación de las normas referentes al trabajo 
legislativo con el fin de que las bancadas: (a) estén facultadas para presentar 
iniciativas; (b) tengan derecho a intervenir en los debates por medio de sus voceros; 
(c) puedan proponer debates y candidatos; (d) gocen de las prerrogativa de incluir 
en el orden del día al menos un proyecto de su interés, de designar un ponente para 
cada iniciativa y de tener un asiento en las comisiones de conciliación; y (e) estén 
facultadas para pedir que la votación de un proyecto sea artículo por artículo. 
 
Sobre el particular, es pertinente precisar que en Colombia existe una simbiosis 
entre las bancadas del Congreso de la República y los partidos políticos, que impide 
que sean diferenciables como ocurre en otros ordenamientos, ya que la 
conformación de las primeras depende de los parlamentarios que son elegidos con 
los avales de los segundos y, en la práctica, los congresistas electos terminan 
fijando el reglamento interno y el régimen disciplinario de bancadas que componen 
siguiendo los lineamientos de su partido. 
 
Asimismo, debe anotarse que a pesar de que se modificaron algunas de las normas 
procedimentales para otorgarle mayor importancia a las bancadas, lo cierto es que 





congresistas no existe una diferencia práctica entre presentar una iniciativa de 
manera individual o con el apoyo de sus colegas de colectividad. Específicamente: 
 
(i) Tanto un congresista como una bancada tienen la legitimidad por activa para 
presentar iniciativas legislativas, e intervenir en los debates de la misma.  
 
(ii) La práctica parlamentaria ha permitido que el congresista que desee ser el 
ponente de una iniciativa pueda solicitarle al presidente de la comisión que sea 
nombrado como tal, con lo que el derecho que tienen las bancadas de designar un 
ponente no resulta un privilegio especial.  
 
(iii) La práctica parlamentaria ha llevado a que todos los proyectos con ponencia 
sean incluidos en el orden del día, por lo que la prerrogativa de las bancadas de 
incluir sus iniciativas en los planes de trabajo no suele ser relevante.  
 
Las anteriores circunstancias han generado que los proyectos de ley presentados 
en nombre de las bancadas sean escasos y que la mayoría sean radicados 
solamente por uno o algunos de sus miembros. En este sentido, los registros de la 
oficina de leyes del Senado de la República dan cuenta con claridad de dicha 
situación, pues de los mismos se puede advertir que:  
 
(i) En el período constitucional 2010-2014 ante dicha cámara se radicaron 1.034 
proyectos de ley, pero de ellos sólo 11 fueron presentados por bancadas, así: (a) 
Partido de Integración Nacional: 1, (b) Polo Democrático Alternativo: 1, (c) Partido 
Mira: 7, y (d) Partido Liberal Colombiano: 2.  
 
(ii) En el período constitucional 2014-2018 ante el Senado de la República se 
presentaron 901 proyectos de ley, pero únicamente 10 fueron radicados por 
bancadas, así: (a) Partido Liberal Colombiano: 1, (b) Partido Centro Democrático: 






En torno a dichas cifras, debe explicarse que muchas iniciativas fueron presentadas 
por varios congresistas de una misma colectividad, pero no en nombre de la 
bancada. Así por ejemplo, en el período constitucional 2014-2018, fueron radicados 
32 proyectos de manera conjunta por cinco o más miembros del Partido Centro 
Democrático, pero debido a que las iniciativas no fueron suscritas por todos los 
congresistas de la colectividad, no se entienden presentados por la bancada.  
 
No obstante el anterior contexto, las actuaciones que adelanten las cámaras deben 
adecuarse a la regla de bancadas, porque esta constituye el actual espíritu de la 
Constitución, como lo han venido sosteniendo las altas cortes en sus providencias. 
Para ilustrar, el Consejo de Estado ha señalado que cuando en las elecciones que 
efectúa el Congreso de la República no respetan las reglas propias del régimen de 
bancadas, las mismas pueden llegar a ser anuladas, como ocurrió con las 
elecciones de los miembros del Consejo Nacional Electoral en el año 2010, en las 
cuales no se efectuó la votación nominal y pública y, por ello, no fue posible verificar 
si se actuó en respeto de la disciplina de partido conforme lo exige la Carta 
Política123.  
  
A la par, la Corte Constitucional ha estimado que el desconocimiento de la regla de 
bancadas puede derivar en la inconstitucionalidad de las leyes, como ocurrió con la 
ley que pretendía convocar a un referendo para permitir la reelección presidencial 
por segunda vez, la cual fue declarada inexequible como se explica en el siguiente 
cuadro. 
 
Desconocimiento del régimen de bancadas puede derivar en inexequibilidad  
Mediante la Ley 1354 de 2009, el Congreso de la República pretendió convocar un referendo 
constitucional para permitir la permanencia en el cargo del Presidente de la República hasta 
por tres períodos constitucionales consecutivos.  
 






Al efectuar el control de constitucionalidad automático de dicha ley, entre otras de las 
irregularidades puestas de presente, en la Sentencia C-141 de 2010, la Corte 
Constitucional llamó la atención de la necesidad de respetar el régimen de bancadas, así 
como la obligación de las cámaras de atender las sanciones impuestas por los partidos a sus 
congresistas. En concreto, dicho Tribunal resaltó que:  
 
(i) El 26 de agosto de 2009, cinco congresistas integrantes del Partido Cambio Radical 
participaron en la votación que se llevó a cabo en la plenaria de la Cámara de Representantes 
y rechazaron los impedimentos presentados por distintos miembros de esa Corporación para 
votar un informe de conciliación de una iniciativa, haciendo caso omiso del acuerdo alcanzado 
por su bancada sobre el particular. 
 
(ii) En atención a dicha falta, el Consejo de Control Ético de Cambio Radical tomó la decisión 
de suspenderles temporalmente el derecho al voto a los cinco representantes y tal decisión 
fue radicada el 1 de septiembre de 2009 ante la mesa directiva de la Cámara de 
Representantes para lo de su competencia. 
 
(iii) Posteriormente, el mismo 1 de septiembre de 2009, la plenaria de la Cámara de 
Representantes aprobó, con el apoyo de los cinco congresistas sancionados, el informe de 
conciliación correspondiente al proyecto que derivó en la expedición de la Ley 1354 de 2009. 
 
(iv) La mesa directiva de la Cámara de Representantes no debió permitir que los congresistas 
afectados por la sanción impuesta por el partido Cambio Radical participaran en la referida 
votación, puesto que “con el objetivo de dar fortaleza a las bancadas en el camino por que 
sus miembros acaten la disciplina propia de su funcionamiento, el artículo 108 constitucional 
estableció un régimen disciplinario que permite a los partidos y movimientos políticos 
sancionar a los miembros de su bancada en los casos en que no se actúe de conformidad 
con lo acordado por ésta, permitiendo que se impongan aquellas medidas previstas en los 
estatuto del partido, las que, no obstante ser impuestas por el partido, pueden afectar el 
ejercicio de las funciones que como congresista ejerza el miembro de la bancada”. 
  
(v) Los votos depositados por congresistas sancionados por su partido con la suspensión de 





mismos, una decisión adoptada por una célula legislativa no tiene las mayorías respetivas, la 
iniciativa correspondiente se torna inexequible.  
 
(vi) En tratándose de informes de conciliación de proyectos de ley, el número de votos 
requerido para aprobarlos, según la conformación de la Cámara de Representantes para el 
año 2009, era de 84 a favor. 
 
(vii) La Ley 1354 de 2009 era inexequible por un vicio de procedimiento, porque sin contar el 
voto de los cinco congresistas sancionados, el informe de conciliación fue respaldado por un 
total de 80 representantes y, por consiguiente, no se alcanzó la mayoría mínima que la 
Constitución y el Reglamento del Congreso exigían para su aprobación.  
 
Por lo demás, debe mencionarse que en el escenario político colombiano es común 
que se conformen coaliciones entre los partidos y movimiento políticos para 
asegurar la elección de determinados candidatos124 o para gestionar sus intereses 
en las diferentes corporaciones públicas de elección popular. En torno a las últimas 
coaliciones, dependiendo la manera en la que se producen, pueden considerarse 
de facto o de iure.  
 
Sobre las coaliciones de facto, las mismas se configuran cuando se realizan 
alianzas con la finalidad de obtener un objetivo determinado, el cual, en la mayoría 
de las veces, se circunscribe al apoyo o rechazo de una iniciativa. En tal sentido, 
dichos compromisos se caracterizan por su naturaleza temporal y por su falta de 
vinculatoriedad jurídica, toda vez que ante su incumplimiento, en principio, no se 
genera alguna repercusión a la luz del derecho.  
 
En contraste, las coaliciones de iure, se presentan a partir de la manifestación 
política que, según el Estatuto de la Oposición (Ley 1909 de 2018), deben hacer los 
partidos y movimientos con asiento en el Congreso de la República al inicio de cada 
 
124 Para el efecto, los partidos y movimientos políticos pueden realizar consultas para escoger sus 
candidatos, resultando obligatorio el resultado y generándose el deber de presentarse a las 





período constitucional ante la autoridad electoral, la cual consiste en la declaración 
de su estatus frente al ejecutivo, indicando si conformaran la coalición de oposición, 
una independiente o hacen parte de la del gobierno. Sobre el particular, en la 
Sentencia C-018 de 2018, la Corte Constitucional señaló que:  
 
“ (…) elevar la declaración de oposición, independencia o gobierno a un deber de las 
organizaciones políticas se encuentra ajustado a la Constitución en la medida en que es 
un desarrollo de los artículos 107 y 112 de la Carta que establecen como presupuesto de 
un adecuado funcionamiento de los agentes del sistema político, la exposición de los 
programas de cada organización, de modo que puedan, según su decisión, ejercer con 
libertad una función crítica, independiente o de apoyo frente al gobierno, lo que redunda 
en ofrecer al ciudadano alternativas políticas serias y viables en las cuales pueda confiar 
para que lo representen. Resulta evidente que la expresión de la voluntad de las 
organizaciones políticas es de vital importancia para la ciudadanía, que al conocer la 
posición política de las organizaciones políticas, estará en mejor posición para expresar 
sus ideas en un entorno democrático, pues al ser transparentes las opciones que ofrecen 
las organizaciones políticas, tendrá certeza en la escogencia de la alternativa que mejor 
represente sus visiones políticas”. 
 
A este respecto, es pertinente tener en cuenta que, la conformación de dichas 
coaliciones es de carácter permanente y tiene efectos jurídicos. En concreto, los 
partidos sólo podrán variar su estatus una vez durante el período constitucional, y 
las bancadas en oposición tendrán un conjunto de prerrogativas especiales para 
desarrollar sus labores en el Congreso de la República.  
 
En concreto, en concordancia con el artículo 112 de la Constitución, en la Ley 1909 
de 2018, se contempla que las bancadas que se declaren en oposición al Gobierno 
Nacional deberán tener: (i) una financiación adicional a la ordinaria; (ii) acceso a los 





presidencial; (iii) acceso a la información y a la documentación oficial; y (iv) 
participación en la comisión de relaciones exteriores125. 
 
Asimismo, en el Estatuto de la Oposición se contempla que las referidas bancadas 
tendrán las siguientes prerrogativas que pueden influir en el desarrollo del 
procedimiento legislativo: 
 
(i) Participación en las mesas directivas de las cámaras, con lo que se precisó lo 
dispuesto en el artículo 112 de la Constitución que señala expresamente que “los 
partidos y movimientos minoritarios con personería jurídica tendrán derecho a 
participar en las mesas directivas de los cuerpos colegiados, según su 
representación en ellos”. Específicamente, en la mencionada Sentencia C-018 de 
2018, la Corte Constitucional explicó que “aunque el artículo 112 de la Constitución 
se refiere a organizaciones políticas minoritarias, por el contexto de la norma es 
dado concluir que se hace referencia a organizaciones políticas en oposición, por lo 
que no se aprecia una limitación o un desconocimiento del mandato previsto en la 
mencionada norma constitucional”. 
 
(ii) Injerencia en la conformación del orden de día de las plenarias y de las 
comisiones permanentes, a través de la posibilidad de fijarlo, por lo menos, tres 
veces en cada legislatura, lo cual “constituye una herramienta que permite 
diversificar los asuntos debatidos en las corporaciones públicas, pues da a las 
organizaciones políticas en oposición la posibilidad de elegir en ciertas 
oportunidades los asuntos que deberán ocupar la atención de la respectiva 
corporación. Con el derecho analizado, se da una facilidad para que el rol de las 
organizaciones políticas en oposición no se limite al de presentar posturas críticas 
frente a las iniciativas de promovidas por el Gobierno, pues se les presenta la 
 
125 Cfr. Padrón Pardo, Floralba. Organización y funcionamiento del Congreso de la República. En: 
Correa Henao, Magdalena; Osuna Patiño, Néstor Iván; Ramírez Cleves, Gonzalo Andrés. Lecciones 






alternativa de poner en la agenda los temas que ellas mismas consideren –lo cual 
puede incluir debates de control político– para que la respectiva corporación se 
encargue de su estudio y discusión”126. 
 
(iii) Derecho a una sesión exclusiva para deliberar sobre los proyectos de ley 
correspondientes a los planes de desarrollo y de prepuesto a la cual será obligatoria 
la asistencia del Gobierno, lo que, según la Corte Constitucional, se constituye en 
“medidas adecuadas para garantizar la transparencia y control de la gestión pública, 
como mecanismos estrechamente relacionados con el ejercicio de la oposición 
política, las cuales se encuentran acorde con la Constitución, enmarcándose en los 
mecanismos de control político regulados por la Carta Política y conforme a las 
herramientas de control social reguladas por la Ley 1757 de 2015” (Sentencia C-
018 de 2018). 
 
De lo anterior, cabe resaltar que el modelo de coaliciones implementado por el 
Estatuto de la Oposición refuerza el régimen de bancadas, puesto que:  
 
(i) Obliga a las bancadas del Congreso de la República, desde el inicio del período 
constitucional, a adoptar una postura frente al Gobierno Nacional y, con ello, 
fortalece su naturaleza de grupo, comoquiera que es una decisión que debe ser 
tomada en conjunto por sus miembros y que, en razón de las obligaciones y 
privilegios derivadas de la misma, marca los lineamientos que deberán seguir los 
parlamentarios durante el cuatrienio constitucional, así como les otorga una 
identidad pública que restringe su actuar político individual. 
 
(ii) Les permite a las bancadas minoritarias hacer parte de un grupo interno de las 
cámaras más fuerte, como lo son una de las tres coaliciones que existirán en cada 
período constitucional en virtud de las posibles opciones de declaración (oposición, 
 





gobierno o independiente), y, por lo tanto, podrán llegar a mejorar su poder de 






CAPÍTULO 3: FUNCIONAMIENTO DEL CONGRESO 
 
Para el desarrollo legítimo de las tareas que le son encomendadas al Congreso de 
la República y, en especial, para el ejercicio de la función legislativa, es necesario 
que concurran una serie de presupuestos y formalidades que se encuentran 
determinados en la Constitución y en el reglamento de las cámaras, pues ante su 
ausencia las determinaciones que se adopten carecerán de validez y quienes 
participen de las mismas podrán ser sancionados (art. 149 CP).  
 
En este sentido, en el derecho positivo se han regulado múltiples aspectos propios 
del funcionamiento del Congreso, tales como su sede, el quórum requerido para 
adelantar las sesiones, las mayorías para adoptar las decisiones, las actas que 
deben elaborarse de las reuniones, entre otros, que debido a su importancia para el 
estudio del procedimiento legislativo serán examinados en los siguientes acápites, 
salvo los referentes a los debates y a las votaciones que serán estudiados en el 
capítulo sexto.  
 
3.1. Sede de las cámaras legislativas 
 
Los artículos 140 y 150.6 de la CP, así como 9 y 33 de la LORC, establecen que 
tanto el Senado como la Cámara de Representantes tendrán su sede en la capital 
de la República, esta es, la ciudad de Bogotá según lo disponen el artículo 322 
superior. Con todo, las referidas disposiciones consagran la posibilidad de que la 
sede de las cámaras sea otra distinta a la capital: (i) por acuerdo entre ellas 
plasmado en una ley, o (ii) por disposición del Presidente del Congreso, quien en 
caso de perturbación al orden público, está facultado para designar el lugar 
correspondiente para adelantar las sesiones127.  
 
127 En la historia colombiana ha existido una intención uniforme de los constituyentes en fijar la capital 
de la República como sede del Congreso, como puede evidenciarse de la revisión de los artículos 
19 de la Constitución de 1853, 18 de la Constitución de 1858, 41 de la Constitución de 1863, 68 de 






Inconstitucionalidad de una sede alterna del Congreso de la República 
En la Sentencia C-063 de 2002, la Corte Constitucional encontró fundadas las objeciones 
gubernamentales presentadas en contra de un proyecto de ley que buscaba establecer a la 
ciudad de Santa Marta como sede alterna del Congreso de la República, al considerar que 
de conformidad con el artículo 140 de la Carta Política el órgano legislativo “tendrá una sola 
sede, que bien puede estar en la capital de la República o en el lugar que acuerden las 
cámaras legislativas, lo cual es diferente a entender que pueda existir más de una sede 
institucional”, con lo que se “excluye la posibilidad de organizar sedes alternas o paralelas 
permanentes”, sin perjuicio de la atribución de las comisiones para adelantar sesiones sobre 
temas específicos en diferente lugares del país para facilitar la participación de las 
comunidades. 
 
No obstante lo anterior, independientemente del lugar donde se determine la sede 
de las cámaras, en el recinto legislativo tendrán sillas determinadas los senadores 
y los representantes a la cámara, quienes se distribuirán por bancadas. Asimismo, 
deberán tener asiento los ministros del despacho (art. 68 LORC).  
 
3.2. Instalación y régimen de las sesiones  
 
En razón de la operación continua del Congreso de la República a lo largo de su 
existencia, en el ámbito latinoamericano se ha resaltado a Colombia como una 
muestra de la existencia de un Estado de Derecho fuerte, al menos formalmente, 
donde la ley es elaborada por los representantes del pueblo y los altos funcionarios 
del Gobierno Nacional están sujetos a control128.  
 
 
24 del Acto Legislativo No. 1 de 1936 y 1º del Acto Legislativo No. 1 de 1938. Cfr. Restrepo 
Piedrahita, Carlos. Constituciones Políticas Nacionales de Colombia – cuarta edición. Bogotá: 
Universidad Externado de Colombia, 2009.  
128 Cfr. Hernández Becerra, Augusto. Crisis de los partidos políticos y presidencialismo en Colombia. 
En: Vanegas Gil, Pedro Pablo. La democracia en América Latina y las evoluciones recientes del 





En este contexto, la instalación de las sesiones del Congreso de la República 
representa el respeto del orden constitucional y la fortaleza de la institucionalidad, 
así como marca el inicio de las facultades de los representantes del pueblo. Sobre 
el particular, cabe tomar nota de que a partir de las 3:00 pm del 20 de julio de cada 
año, en el Salón Elíptico del Capitolio Nacional o en el lugar que se disponga para 
el efecto, los congresistas deben reunirse para proceder a la instalación conjunta de 
las sesiones del Senado de la República y de la Cámara de Representantes (arts. 
139 CP y 12 LORC). 
 
Con el fin de organizar la instalación del Congreso, se debe constituir una junta 
preparatoria conformada por los dignatarios de las cámaras de la última legislatura 
o, ante la ausencia de estos, por los primeros congresistas electos según el orden 
alfabético. Dicho cuerpo colegiado debe encargarse de verificar el quórum, apremiar 
a los ausentes y nombrar una comisión para convocar al Presidente de la República 
para que oficie la instalación de las sesiones del parlamento (arts. 13 y 14 LORC). 
 
En efecto, le corresponde al Jefe de Estado instalar y clausurar las sesiones del 
Congreso de la República129. En relación con el primer acto, el mismo se concreta 
con la respuesta afirmativa de los congresistas a la siguiente pregunta: “¿Declaran 
los senadores y representantes presentes, constitucionalmente instalado el 
Congreso de la República y abiertas sus sesiones?”130. Acto seguido, en el evento 
de ser la primera reunión del cuatrienio, se procede con la toma de juramento de 
rigor a los parlamentarios electos, el cual se entiende prestado para todo el período 




129 Cfr. Artículo 139 de la CP. Cabe resaltar que la ausencia del Presidente de la República no impide 
el inicio de la labor legislativa, pues su inasistencia da lugar a que su intervención sea suplida por 
quien preside la junta preparatoria. 
130 De conformidad con el artículo 145 de la CP y el parágrafo del artículo 15 de la LORC, el Pleno 
del Congreso no podrá abrir sus sesiones ni deliberar, si no están presentes al menos una cuarta 





Una vez finalizada la instalación de las sesiones del Congreso de la República, cada 
una de las cámaras se debe reunir para elegir a sus mesas directivas y mientras 
son designadas las mismas, su rol es cumplido por los dignatarios de la legislatura 
anterior o, ante su ausencia, por los primeros congresistas por orden alfabético (arts. 
37 y 38 LORC).  
 
Al día siguiente, según lo indica el artículo 87 de la LORC, las cámaras se deben 
reunir por separado en el recinto legislativo destinado para el efecto, a fin de dar 
comienzo al ejercicio de la facultad de producción normativa, que podrá ser 
adelantada en lo sucesivo durante todos los días del período a las horas que 
establezcan las mesas directivas en las citaciones correspondientes131.  
 
Ahora bien, los artículos 89 a 93 de la LORC señalan la ritualidad a seguir para el 
inicio de cada una de las sesiones, estipulando que:  
 
(i) Llegada la hora para la cual fue convocada la sesión132, el presidente de la célula 
respectiva debe ordenar que se llame a lista para verificar que exista el quórum 
constitucional para proseguir con la reunión, para lo cual el secretario 
correspondiente está facultado para emplear medios electrónicos.  
 
(ii) Debe dejarse constancia de las inasistencias y de las excusas que las justifiquen, 
siendo únicamente aceptables, además del caso fortuito y la fuerza mayor, las 
incapacidades físicas debidamente acreditadas, el cumplimiento de una comisión y 
la autorización expresa de la mesa directiva para ausentarse133.  
 
131 Cfr. Artículo 83 de la LORC. Con todo, si bien las votaciones de los proyectos pueden efectuarse 
cualquier día si media citación previa y oportuna, en el artículo 83 de la LORC se fijó la siguiente 
regla especial: “los días miércoles de cada semana se procederá a la votación de los respectivos 
proyectos de ley o de acto legislativo cuya discusión estuviere cerrada y sometida a consideración 
de las plenarias”.  
132 Las citaciones de los congresistas para las plenarias y las comisiones, a voces del artículo 84 de 
la LORC, deben ser expresas, oportunas y realizarse por intermedio de las secretarías respectivas. 
133 Cfr. Artículo 90 de la LORC. En esta disposición también se expresa que las excusas serán 






(iii) Verificado el quórum, el presidente de la célula legislativa procede a declarar 
abierta la sesión, empleando la siguiente fórmula: “Ábrase la sesión y proceda el 
secretario a dar lectura al orden del día para la presente reunión”.  
 
(iv) Si llegada la hora acordada para iniciar la sesión no hubiere quórum, el 
presidente de la célula legislativa debe apremiar a los ausentes para que concurran, 
pues si trascurre una hora sin que el mismo se configure, los asistentes podrán 
retirarse hasta nueva convocatoria.  
 
(v) Las sesiones de las comisiones permanentes no pueden adelantarse de manera 
simultánea a las reuniones de las plenarias respectivas.  
 
Prohibición de sesiones simultaneas de las comisiones y la plenaria de una misma 
cámara 
Mediante la Sentencia C-740 de 2013, la Corte Constitucional declaró inexequible el Acto 
Legislativo 02 de 2012, mediante el cual se reformaban los artículos 116, 162 y 221 de la 
Carta Política que regulan el denominado fuero penal militar, al advertir que en su trámite ante 
las cámaras se infringieron los mandatos constitucionales y reglamentarios, comoquiera que 
se desconoció la prohibición de sesiones simultaneas, la cual tiene como finalidad que “los 
legisladores puedan atender sus funciones sin incumplir simultáneamente otras obligaciones 
de similar naturaleza, como lo es el hecho de estar faltando a una citación de la misma o 
mayor importancia que aquella a la que asisten”.  
 
En concreto, la Corte evidenció que el 26 de septiembre de 2012 mientras se adelantaba el 
quinto debate de la reforma a instancias de la Comisión Primera Constitucional de la Cámara 
de Representantes de manera simultánea se llevaba a cabo una sesión de la Plenaria de la 
misma corporación irrespetando lo dispuesto en el artículo 93 de la LORC, lo cual derivó en 
que la deliberación del proyecto de acto legislativo se desarrollara “bajo condiciones de 
anomalía y urgencia”, lo que, a su vez, generó el desconocimiento de: 
 
concepto sobre las mismas, el cual es remitido a la mesa directiva que debe adoptar la decisión 






(i) El principio de pluralismo, porque “no fue posible escuchar con suficiencia las diversas 
posiciones en torno a tan complejo asunto, coartándose al mismo tiempo el control 
ciudadano”. 
 
(ii) El principio de participación de las minorías, ya que la “coincidencia del debate de la 
Comisión Primera con la convocatoria a plenaria obligó a una deliberación acelerada (…) sin 
que las voces disidentes tuviesen una posibilidad real y efectiva de exponer sus argumentos 
a plenitud, ante el concomitante deber de atender el llamado a plenaria”.  
 
(iii) El principio democrático, toda vez que “el carácter reposado que por su naturaleza exigen 
las deliberaciones cuando está de por medio la reforma al estatuto básico de la sociedad, fue 
soslayado por la urgencia y la premura”. 
 
De otra parte, los artículos 139 y 144 de la Constitución señalan que las sesiones 
de las cámaras deben ser públicas y que podrá existir el cabildeo, así como la LORC 
contempla un conjunto mayor de reglas para ordenar las reuniones que adelanten 
los parlamentarios. Específicamente, en esta se indica que:  
 
(i) A las reuniones tienen derecho a asistir los congresistas, los ministros de 
despacho, las personas que por disposición legal tengan derecho a voz en las 
deliberaciones respectivas, así como el personal administrativo y de seguridad que 
se disponga para el efecto. Con todo, el presidente de la célula correspondiente 
puede autorizar el ingreso de otras autoridades o de particulares, siempre que no 
se afecte el desarrollo de las sesiones (art. 69 LORC).  
 
(ii) Los periodistas podrán ingresar a las sesiones siempre que las mismas no sean 
reservadas, para lo cual se debe disponer de un espacio especial que facilite su 






(iii) A las barras de los recintos donde se desarrollan sesiones públicas de las 
cámaras pueden entrar cualquier persona, sin perjuicio de los controles respectivos 
o las exigencias que el presidente de la célula legislativa estime pertinentes (art. 71 
LORC). Con todo, los asistentes están en la obligación de guardar la compostura y 
el silencio, estando prohibidos los aplausos y las vociferaciones. El congresista que 
presida la plenaria o la comisión correspondiente, ante los actos que alteren el 
desarrollo de la reunión, podrá ordenar que: (a) se guarde silencio, (b) el retiro de 
los perturbadores, o (c) el despeje total de las barras (art. 76 LORC).  
 
(iv) Las sesiones de las cámaras deben ser publicitadas y difundidas por las oficinas 
de comunicaciones del Congreso, así como se debe garantizar la divulgación de las 
reuniones y proyectos debatidos más relevantes a través de los medios escritos y, 
en especial, de los distintos canales de televisión (art. 88 LORC).  
 
(v) Los congresistas y los ministros del despacho deberán guardar el debido respeto 
a los demás asistentes, y ante la falta a dicho deber, el presidente de la célula 
legislativa podrá, según la gravedad, imponer las siguientes sanciones: (a) 
llamamiento al orden, (b) declaración pública de haber faltado al orden y al debido 
respeto, (c) suspensión del ejercicio de la palabra, (d) suspensión del derecho a 
intervenir en el resto del debate o sesión, y (e) suspensión del derecho a intervenir 
en los debates de la corporación entre un día y un mes, previo concepto favorable 
de la mesa directiva (arts. 73 y 75 LORC).  
 
(vi) Las personas que sean citadas o convocadas por las cámaras tienen derecho a 
ser tratadas con el mismo respeto debido a los congresistas (art. 74 LORC).  
 
(vii) En caso de que la tranquilidad de las cámaras se vea turbado con ocasión de 
la consideración de un asunto y a juicio del presidente sea conveniente diferir el 
debate, se aplazará su estudio hasta la siguiente sesión y se continuará con los 





por: (a) el mismo presidente o, ante la apelación de la misma por cualquier 
congresista, por (b) la comisión o plenaria correspondiente (art. 77 LORC).  
 
3.3. Clases de sesiones  
 
En los artículos 85 y 169 de la LORC se enlistan las distintas tipologías de sesiones 
que adelantan las cámaras según lo prevé la Constitución, identificándose las 
siguientes: (a) ordinarias, (b) extraordinarias, (c) conjuntas, (d) especiales, (e) 
permanentes, y (f) reservadas, las cuales se explican a continuación134.  
 
Para empezar, al tenor del artículo 138 de la CP, las reuniones del Congreso de la 
República pueden ser de dos clases135:  
 
(i) Sesiones ordinarias: correspondientes a aquellas que, por derecho propio, 
adelantan las cámaras dentro de los dos períodos que conforman una legislatura, 
es decir, entre el 20 de julio y el 16 de diciembre, y el 16 de marzo y el 20 de junio136. 
 
(ii) Sesiones extraordinarias: son las reuniones que se realizan por fuera de los 
períodos reseñados, es decir, estando en receso las cámaras. Se desarrollan por 
convocatoria del Gobierno Nacional, mediante decreto137 publicado en el Diario 
Oficial, en el cual debe constar: (a) el tiempo por el que se extenderán las sesiones, 
 
134 Cfr. Padrón Pardo, Floralba. Organización y funcionamiento del Congreso de la República. En: 
Correa Henao, Magdalena; Osuna Patiño, Néstor Iván; Ramírez Cleves, Gonzalo Andrés. Lecciones 
de Derecho Constitucional (Tomo II). Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2018, págs. 257 
y ss. 
135 Sobre el tema puede consultarse la Sentencia C-565 de 1997. 
136 Al respecto, cabe resaltar que, si por cualquier motivo, las cámaras no pudiesen iniciar su labor 
en las fechas indicadas, lo harán tan pronto fuere posible dentro de los respectivos períodos (Art. 
132 CP). 
137 Cfr. Artículos 138 y 200.2 de la CP, así como 85 de la LORC. El decreto mediante el que se 
convocan sesiones extraordinarias tiene una doble naturaleza, pues si bien es un acto administrativo, 
lo cierto es que también ha sido considerado como un acto político. Sobre el particular pueden 
consultarse la sentencia del 16 de septiembre de 2014 proferida por la Sala Plena de lo Contencioso 
Administrativo del Consejo de Estado, el cual es el tribunal encargado de efectuar el control de dichos 
decretos, salvo que sean inescindibles del acto normativo de carácter legislativo respectivo, caso en 





así como (b) los temas que se estudiaran en las mismas, toda vez que durante dicho 
lapso los congresistas, en principio, no ejercen su labor legislativa138.  
 
¿Sesiones extraordinarias entre el 21 de junio y el 19 de julio? 
Es evidente que las sesiones extraordinarias se pueden desarrollar entre el 17 de diciembre y 
el 15 de marzo, pues dicho lapso se encuentra dentro de una legislatura. Empero, no es claro 
que las mismas se puedan desarrollar entre el 21 de junio y el 19 de julio, ya que en estricto 
sentido no habría una legislatura en desarrollo.  
 
Al respecto, considero que acertadamente, la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo 
de Estado, en los conceptos números 2018 del 22 de junio de 2010 y 2360 del 27 de 
noviembre de 2017, sostuvo que comoquiera que las disposiciones constitucionales y 
legales139 sólo se limitan a señalar que el Gobierno Nacional puede citar a sesiones 
extraordinarias a las cámaras cuando se encuentren en receso, no hay lugar a descartar la 
posibilidad de que su convocatoria se realice entre el 21 de junio y el 19 de julio, pues el 
Congreso se encontrarían en la situación de vacancia exigida por la normatividad, máxime 
cuando ello no implica un desajuste institucional incluso en el último año del período cuatrienal, 
ya que los parlamentarios ocupan su curul hasta esta última fecha y, por lo tanto, cuentan con 
la vocación de ejercer sus funciones durante todos los años para los cuales fueron electos. 
 
Sin embargo, cabe poner de presente que en la Sentencia del 16 de septiembre de 2014, la 
Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado declaró la 
inconstitucionalidad de un decreto que convocó a sesiones extraordinarias al Congreso de la 
República entre el lapso comprendido entre el 21 de junio y el 19 de julio, al considerar que ya 
había finalizado la legislatura respectiva, con lo cual, podría llegarse a concluir que están 
prohibidas las sesiones extraordinarias en dicho período entre legislaturas. Con todo, debe 
llamarse la atención de que tal posición sólo fue un dicho de paso de la providencia, pues la 
ratio decidendi de la misma estuvo orientada a la imposibilidad del Gobierno Nacional de citar 
al parlamento a sesiones extraordinarias para deliberar sobre objeciones de proyectos de acto 
legislativo. 
 
138 Cabe resaltar que durante el receso de las cámaras el ejercicio de la función legislativa es 
restringido, pero el desarrollo de otras funciones, como el control político, no lo está. 
139 Cfr. Artículos 132 (período de los Congresistas), 138 (reuniones del Congreso) y 200.2 (Funciones 






A la par, las sesiones conjuntas son otra tipología de las reuniones que adelantan 
las cámaras, las cuales consisten en la deliberación de un proyecto de ley, en primer 
debate, por parte de los miembros de las comisiones constitucionales homologas 
de Senado y Cámara de Representantes. En consecuencia, cuando se realizan esta 
clase de sesiones, las iniciativas legislativas respectivas no surten cuatro debates, 
como es la regla general, sino únicamente tres140. Al tenor del artículo 169 de la 
LORC, esta clase de reuniones pueden desarrollarse: (i) por ministerio de la 
Constitución, o (ii) por solicitud del Presidente de la República.  
 
En efecto, por un lado, los artículos 341 y 346 superiores estipulan que las 
comisiones terceras y cuartas constitucionales permanentes de las dos cámaras 
deliberarán de forma conjunta para dar primer debate a la iniciativa contentiva del 
plan nacional de desarrollo, así como al proyecto de ley anual de presupuesto141.  
 
Por otro lado, según lo estipula el artículo 163 de la Carta Política, en el marco del 
trámite de urgencia de un proyecto de ley y siempre que el mismo se encuentre al 
estudio de una comisión permanente, el Gobierno Nacional podrá pedir que el 
primer debate de la iniciativa sea surtido en sesión conjunta de las comisiones de 
ambas cámaras.  
 
Imposibilidad de sesiones conjuntas por proposición de los congresistas 
En cuanto a la posibilidad de que la sesión conjunta se adelante por proposición de los 
congresistas de las comisiones respectivas, la Corte Constitucional, en la Sentencia C-365 
de 1996, al pronunciarse en torno a la conformidad con la Carta Política de una norma que 
facultaba a las mesas directivas para autorizar dicha clase de reuniones, descartó que tal 
evento pudiera considerarse acorde con los mandatos superiores, ya que implicaría que los 
 
140 Sobre el tema pueden consultarse las sentencias C-1147 de 2003 y C-637 de 2015. 
141 Sobre la regulación detallada de las iniciativas en mención puede consultarse la Ley 152 de 1994 






parlamentarios pudieran modificar la regla constitucional de cuatro debates a las iniciativas de 
ley cuando lo estimen conveniente, con lo cual estrían definiendo el procedimiento legislativo 
de manera ex-post, cuando su obligación en el desarrollo del trámite es cumplir con las reglas 
establecidas ex-ante para el efecto. 
 
Sin embargo, debe tenerse en cuenta que el Congreso de la República sí está facultado para 
definir por medio de una ley orgánica los casos específicos en los cuales será procedente 
adelantar sesiones conjuntas, pero ello no debe entenderse como la posibilidad de permitir que 
los parlamentarios decidan caso a caso cuando es procedente las reuniones de dicha clase 
para tramitar las iniciativas legislativas (arts. 157.2 CP).  
 
Ahora bien, en la Constitución y en la LORC se indica que cuando se adelanten 
sesiones conjuntas de las comisiones constitucionales permanentes se seguirán las 
siguientes reglas:  
 
(i) La reunión será dirigida por el presidente de la comisión constitucional 
permanente del Senado y como vicepresidente actuará su homólogo de la Cámara. 
Sin embargo, si el proyecto se refiere a tributos o al presupuesto de rentas y gastos, 
por ser asuntos que tienen origen en esta última corporación, se procederá de 
manera contraria, es decir, que la sesión respectiva será presidida por el presidente 
de la célula respectiva de la Cámara de Representantes (arts. 170 LORC y 3 Ley 
3/92). 
 
(ii) La ponencia frente al proyecto de ley será encomendada de manera conjunta a 
congresistas de ambas cámaras, la cual en todo caso deberá ser presentada dentro 
de los términos respectivos. En el evento de que ello no fuere posible, el primer 
informe radicado será la base del debate y, ante la existencia de dudas sobre el 
momento en el que fueron allegados los mismos, el presidente resolverá según 






(iii) El quórum decisorio requerido será el mismo para cada una de las comisiones 
individualmente consideradas, pues concluido el debate en cada una se efectuará 
la votación por separado (arts. 172 y 173 LORC).  
 
(iv) Desarrollada la sesión conjunta de las comisiones, surtidas las votaciones de 
manera favorable y luego de trascurridos ocho días (arts. 160 CP y 168 LORC), el 
proyecto podrá ser estudiado por las plenarias de las cámaras, las cuales, aunque 
no podrán reunirse conjuntamente, sí podrán debatir la iniciativa de manera 
simultánea (art. 183 LORC)142.  
 
De otra parte, de conformidad con el artículo 85 de la LORC, cuando el Congreso 
de la República esté en receso y el Gobierno Nacional decrete la ocurrencia de 
alguno de los estados de excepción (guerra exterior, conmoción interior o 
emergencia) o se presente una falta absoluta del vicepresidente, las cámaras, por 
derecho propio, pueden realizar sesiones especiales para los fines constitucionales 
pertinentes, es decir, para:  
 
(i) Analizar los informes que les remita el Presidente de la República en relación con 
los prepuestos de existencia del estado de excepción y el desarrollo de las 
contingencias que dieron origen al mismo, así como para adoptar las decisiones 
correspondientes y desarrollar los controles que resulten necesarios (arts. 212 a 
215 CP).  
 
(ii) Elegir a quien ha de ocupar el cargo de Vicepresidente de la República, ante la 
configuración de una falta absoluta por parte del titular (muerte, renuncia o 
incapacidad física permanente) (art. 205 CP).  
 
 





A su vez, en el artículo 143 de la CP, se estipula que las cámaras podrán disponer 
que cualquiera de las comisiones permanentes adelante sesiones durante el 
receso, para: (a) debatir asuntos pendientes del período anterior, (b) realizar los 
estudios que la corporación determine, y (c) preparar proyectos de ley.  
 
Adicionalmente, teniendo en cuenta que, por regla general, las reuniones de las 
cámaras tienen una duración de cuatro horas (art. 84 LORC), las cuales pueden 
resultar insuficientes para llevar a cabo el trabajo legislativo propuesto, en el artículo 
85 de la LORC se establece que durante la última media hora de estas, a petición 
de cualquiera de sus miembros, la respectiva célula legislativa podrá decretar que 
entra en sesión permanente, lo cual implica que las deliberaciones continuarán 
hasta que se finalice el estudio de los asuntos del orden del día, pudiéndose 
prorrogar las mismas, de ser necesario, hasta las 11:59 pm del mismo día143.  
 
Finalmente, cabe resaltar que en los artículos 85 y 86 de la LORC, se contempla la 
posibilidad de que se desarrollen sesiones reservadas del pleno de las cámaras o 
de sus comisiones, las cuales se caracterizan por adelantarse a puerta cerrada sin 
presencia de público en las barras. Para el desarrollo de esta clase de reuniones se 
requiere la aprobación de la proposición correspondiente por parte de la célula 
respectiva, previa propuesta en tal sentido presentada por: (a) su mesa directiva, 
(b) la quinta parte de sus miembros, o (c) un ministro del Gobierno Nacional.  
 
Por lo demás, en relación con la clausura de las sesiones de las cámaras, cabe 
mencionar que el Presidente del Congreso designará una comisión para que 
convoque al Jefe de Estado para que acuda al acto de cierre, el cual consistirá en 
la declaración solemne de la finalización de las reuniones de los parlamentarios (art. 
39 LORC). En cuanto a la fecha de la última sesión, ello depende de la convocatoria 
 





o no de sesiones extraordinarias, por lo que puede desarrollarse entre el 20 de junio 
y el 19 de julio de la respectiva legislatura. 
 
3.4. Orden del día  
 
El orden del día es definido por el artículo 78 de la LORC como la serie de asuntos 
que se someten en cada sesión de una célula legislativa para su información, 
discusión y/o debate. Al respecto, debe resaltarse que de la inclusión de un negocio 
en el orden del día se sigue la posibilidad de que pueda ser estudiado o no por los 
parlamentarios. 
 
Contenido del orden del día 
El artículo 79 de la LORC establece algunas pautas para la elaboración del orden del día, 
estipulando la siguiente enumeración de prelaciones:  
 
(i) Llamado a lista;  
(ii) Aprobación del acta de la sesión anterior;  
(iii) Votación de proyectos y de mociones de censura;  
(iv) Examen de objeciones presidenciales;  
(v) Corrección de vicios subsanables advertidos por la Corte Constitucional (arts. 202 y 203 
LORC);  
(vi) Consideración de proyectos que están para debate, teniendo en cuenta que: (a) tienen 
prelación aquellos con mensaje de urgencia y preferencia, de origen popular, aprobatorios de 
tratados internacionales de derechos humanos y de leyes estatutarias, así como que (b) 
después se examinan los provenientes de la otra cámara, y finalmente (c) los radicados en la 
misma célula, siguiendo el orden de presentación de las ponencias, salvo acuerdo en 
contrario;  
(vii) Citaciones o audiencias previamente programadas;  
(viii) Lectura de asuntos sustanciados por la presidencia y la mesa directiva;  





(x) Asuntos varios144.  
 
El orden del día es elaborado, por regla general, por las mesas directivas de la 
respectiva célula legislativa, teniendo en cuenta que: (i) cada bancada tiene derecho 
a que se incluya un proyecto de su interés (art. 80 LORC), y que (ii) la oposición 
puede definirlo en tres ocasiones en una legislatura.  
 
En relación con esta última prerrogativa, cabe resaltar que fue una modificación al 
reglamento de las cámaras incluida en el Estatuto de la Oposición (art. 19 Ley 
1909/18), la cual fue utilizada de por primera vez por las bancadas de oposición al 
fijar el orden del día del lunes 29 de abril de 2019, con el fin de que la plenaria del 
Senado de la República se centrara en estudiar el informe sobre las objeciones por 
inconveniencia presentadas por el Gobierno Nacional al proyecto de ley estatutaria 
de administración de justicia de la Jurisdicción Especial para la Paz.  
 
El orden del día de las sesiones de las plenarias y de las comisiones debe ser 
publicado por el presidente respectivo, lo cual puede efectuarse mediante su fijación 
en un espacio visible de la secretaría correspondiente o por cualquier otro medio 
idóneo para el efecto (art. 82 LORC).  
 
Por lo demás, cabe mencionar que al inicio de la reunión respectiva se aprueba el 
orden del día por votación ordinaria, y que a propuesta de alguno de los miembros 
de la célula parlamentaria el mismo puede modificarse, siempre que se respeten los 
mandatos constitucionales, como los mensajes de urgencia (art. 81 LORC)145. 
Adicionalmente hay que tener en cuenta que si finalizada una sesión no se ha 
 
144 En el parágrafo del artículo 79 de la LORC se establece que “en el evento de celebrarse sesiones 
para escuchar informes o mensajes, o adelantarse debates sobre asuntos específicos de interés 
nacional, no rigen las reglas indicadas para el orden del día. Si se trata de un debate a un Ministro, 
encabezará el orden del día de la sesión”. 
145 El artículo 19 de la Ley 1909 de 2018 establece sobre el particular que “el orden del día que por 
derecho propio determinan los voceros de las bancadas de las organizaciones políticas declaradas 





agotado el orden del día, en la siguiente se debe continuar con el mismo hasta su 
conclusión (art. 80 LORC).  
 
3.5. Anuncio previo 
 
El artículo 160 de la Constitución estipula que “ningún proyecto de ley será sometido 
a votación en sesión diferente a aquella que previamente se haya anunciado”, así 
como aclara que “el aviso de que un proyecto será sometido a votación lo dará la 
presidencia de cada cámara o comisión en sesión distinta a aquella en la cual se 
realizará la votación”.  
 
Al respecto, la Corte Constitucional ha sostenido que el anuncio previo tiene como 
objetivo que los miembros de las cámaras estén al tanto de los proyectos que se 
van a votar en cada sesión y puedan estar preparados para la misma. En este 
sentido, dicha corporación ha explicado que se trata de un requisito constitucional 
de procedimiento cuyo desconocimiento implica la inexequibilidad de la ley146. 
 
Reglas jurisprudenciales sobre el anuncio previo de los proyectos de ley 
En varias oportunidades se han presentado acciones públicas de inconstitucionalidad 
cuestionando el indebido cumplimiento del requisito constitucional de anuncio previo, 
permitiéndole a la Corte Constitucional establecer las siguientes reglas sobre el particular147:  
 
(i) Es válido que el presidente de la célula legislativa delegue en el secretario de la misma la 
labor de realizar el anuncio de un proyecto de ley. 
 
 
146 Cfr. Sentencias C-309 de 2007, C-502 de 2007, C-224 de 2014 y C-214 de 2017.  
147 Cfr. Sentencias C-533 de 2004, C-644 de 2004, C-780 de 2004, C-473 de 2005, C-930 de 2005, 
C-1151 de 2005, C-337 de 2006, C-576 de 2006, C-309 de 2007, C-502 de 2007, C-721 de 2007, C-






(ii) El anuncio previo se refiere a las votaciones relacionadas con el articulado del proyecto, 
lo cual incluye informes de conciliación u objeciones gubernamentales, pero no es requerido, 
por ejemplo, para la decisión de impedimentos.  
 
(iii) El anuncio previo debe ser expreso, inequívoco y determinado, es decir, que debe fijar 
con claridad la fecha, sesión u oportunidad en la que se votarán los proyectos anunciados, 
los cuales deben identificarse claramente con su número y nombre correspondiente. 
 
(iv) Para efectos de anunciar la votación de un proyecto no se requiere una fórmula 
sacramental y, por ello, en razón de la práctica parlamentaria es válida la referencia genérica 
a “la próxima semana”, en el entendido que en las comisiones ello se refiere a la sesión que 
se llevará a cabo en ocho días. Asimismo, se ha reconocido que con la expresión “para 
considerar el proyecto”, se debe entender que el aviso en tal sentido no sólo hace alusión a 
la citación para debatir la iniciativa sino también a votarla.  
 
(v) No es necesario que se realice el anuncio previo de un proyecto que únicamente se va 
discutir, pues constitucionalmente el mismo sólo se requiere cuando se va a votar la iniciativa.  
 
(vi) No se puede votar un proyecto que no ha sido anunciado en la sesión previa, a pesar de 
que en reuniones precedentes a ésta se haya anunciado e incluido en el orden del día, sin 
ser discutido y votado. En efecto, cuando una iniciativa es anunciada para votación, pero la 
misma no se realiza, el anuncio debe renovarse cuantas veces sea necesario. Lo anterior, ha 
sido denominado “cadena de anuncios” y ha sido justificado por la Corte en la necesidad de 
que los proyectos sean votados en una sesión específica que previamente haya sido 
determinada.  
 
(vii) Las células legislativas pueden votar un proyecto en una sesión diferente a aquella en la 
cual se había programado, siempre que entre la sesión en la que se hizo el anuncio y en la 
que se votó, no medie una sesión intermedia que permita renovar el anuncio, por ejemplo, 
cuando no se realiza la sesión respectiva por falta de quórum.  
 
(viii) El anuncio previo de un proyecto sin que la ponencia del mismo se haya publicado no 







En relación con la posibilidad de subsanar el vicio originado por no haberse 
efectuado el anuncio previo, la Corte Constitucional ha señalado que el mismo 
puede superarse si se repite el trámite adelantado con posterioridad a dicha 
irregularidad, realizando el anuncio previo respectivo y la votación por segunda vez. 
Con todo, siendo aprobada la ley y advirtiéndose el vicio en sede jurisdiccional, se 
ha estimado que es procedente devolver el proyecto a la cámara de cierre para 
subsanar la falta, con lo cual dicho yerro sólo es subsanable cuando la ausencia del 
anuncio se presentó en cualquiera de los últimos dos debates de los cuatro que se 
deben surtir148.  
 
3.6. Quórum y mayorías 
 
El quórum es el número mínimo de miembros asistentes que se requieren en una 
plenaria o comisión para deliberar o decidir. Al tenor del artículo 116 de la LORC, 
puede ser de dos clases, a saber:  
 
(i) Deliberatorio, exigido para abrir la discusión sobre un asunto. Para su 
configuración se requiere de la presencia de por los menos la cuarta parte de los 
miembros de la respectiva célula parlamentaria (arts. 145 CP y 95 LORC). Para 
garantizar su satisfacción, la asistencia de los parlamentarios deberá ser verificada 
una vez llegada la hora de la convocatoria por el presidente respectivo mediante el 
llamado a lista149, de cuyo resultado dependerá que:  
 
(a) Se declare abierta la sesión, empleándose la siguiente fórmula sacramental: 
“abrase la sesión y proceda el secretario a dar lectura al orden del día para la 
presente reunión” (art. 91 LORC); o 
 
148 Cfr. Sentencia C-576 de 2006 y C-087 de 2016. 
149 Cfr. Artículo 89 de la LORC. Para el llamado a lista se pueden utilizar sistemas electrónicos y el 






(b) Se proceda a apremiar a los ausentes para que concurran, so pena de que, 
si dentro de la hora siguiente no se conforma el quórum respectivo, la reunión 
se aplace hasta nueva convocatoria y los asistentes puedan retirarse (art. 92 
LORC), sin perjuicio de las constancias de las ausencias de los congresistas no 
presentes y de las excusas allegadas150.  
 
(ii) Decisorio, exigido para poder iniciar una votación frente a un asunto específico. 
Para su configuración se requiere de la presencia de cierto número de congresistas, 
el cual varía dependiendo las exigencias constitucionales, pudiendo ser de tres 
tipos, según se sintetiza en el siguiente cuadro: 
 
Tipología Definición 
(a) Ordinario Exige la asistencia de la mayoría de los integrantes de la respectiva 
célula legislativa. Constituye la regla general y es aplicable en todos los 
asuntos, salvo que la Constitución refiera un quórum diferente (art. 145 
CP). 
(b) Calificado Exige la asistencia, al menos, de las dos terceras partes de los 
miembros de la corporación o célula legislativa. 
(c) Especial Exige la asistencia de las tres cuartas partes de los integrantes de la 
corporación o célula legislativa. 
 
Ahora bien, cuando se desarrollen sesiones conjuntas de las comisiones 
constitucionales permanentes el quórum decisorio, de conformidad con los artículos 
116 de la LORC y 9 de la Ley 3 de 1992, será el que se requiera para cada una de 
las comisiones individualmente consideradas.  
 
 
150 Las ausencias no justificadas pueden dar lugar a la pérdida de investidura de los congresistas, 






Para efectos de la conformación de quórum es importante tener en cuenta que el 
mismo puede verse alterado por las faltas en las que incurran los congresistas de 
la célula respectiva y que dada su naturaleza no puedan ser suplidas por los 
siguientes candidatos del mismo partido en la lista final de resultados de las 
elecciones correspondientes, como ocurre en las hipótesis contempladas en el 
artículo 134 de la Carta Política cuando el parlamentario es condenado por delitos 
graves (silla vacía)151. En lo pertinente, dicha disposición superior establece: 
 
“(…) en ningún caso podrán ser reemplazados quienes sean condenados por delitos 
comunes relacionados con pertenencia, promoción o financiación a grupos armados 
ilegales o actividades de narcotráfico; dolosos contra la administración pública; contra los 
mecanismos de participación democrática, ni por Delitos de Lesa Humanidad. Tampoco 
quienes renuncien habiendo sido vinculados formalmente en Colombia a procesos penales 
por la comisión de tales delitos, ni las faltas temporales de aquellos contra quienes se 
profiera orden de captura dentro de los respectivos procesos”. 
 
En efecto, cuando falte un congresista por las referidas circunstancias, para el 
quórum se tendrá como número total de miembros de la cámara o comisión la 
totalidad de curules menos aquellas que no pueden ser reemplazadas152. Esta 
 
151 Cfr. Sentencia C-080 de 2018, en la cual se explicó que “el quórum y la mayoría se configuran en 
relación con la misma composición de la corporación de que se trate, integrada por congresistas con 
capacidad jurídica para participar en las deliberaciones y en las votaciones, capacidad de la que 
carecen los congresistas respecto de los cuales se configuran las faltas absolutas o temporales a 
que se refiere el inciso segundo del artículo 134, esto es la condena por delitos comunes 
relacionados con la pertenencia, promoción o financiación a grupos armados ilegales o con 
actividades de narcotráfico; por delitos dolosos contra la administración pública, contra los 
mecanismos de participación democrática, o de lesa humanidad; igualmente quienes renuncien 
habiendo sido vinculados formalmente a procesos penales por la comisión de tales delitos, o se 
profiera contra ellos orden de captura dentro de los respectivos procesos; causales que dan lugar a 
vacancias absolutas o temporales que no pueden ser reemplazadas, como ocurre también con los 
congresistas a quienes se les acepten los impedimentos o las recusaciones contra ellos formuladas”. 
152 Si producto de las faltas absolutas que no permiten reemplazo, una corporación queda reducida 
a la mitad o menos, y faltan más de 24 meses para que sus miembros finalicen su período 
constitucional, se deben convocar a nuevas elecciones para llenar las vacantes hasta la finalización 





misma regla se aplica cuando se aceptan impedimentos o resultan procedentes 
recusaciones153.  
 
Una vez establecido el quórum decisorio correspondiente, de conformidad con el 
artículo 146 de la CP, las decisiones que adopten las plenarias o las comisiones 
requerirán del voto de la mayoría de los asistentes, salvo que el Constituyente haya 
establecido lo contrario expresamente. En este sentido, los artículos 117 a 121 de 
la LORC contemplan la siguiente clasificación de las mayorías:  
 
Tipología Definición 
(a) Simple La decisión se toma por la mayoría de los votos de los asistentes (art. 146 
CP). 
Aplicación: cualquier decisión que adopten las células de las cámaras, salvo que las 
disposiciones constitucionales hayan dispuesto otro tipo de mayoría. 
(b) Absoluta La decisión es adoptada por la mayoría de los votos de los integrantes154.  
Aplicación: (i) segunda vuelta de las reformas constitucionales (art. 375 CP); (ii) leyes de 
facultades extraordinarias al Presidente de la República (art. 150.10 CP); (iii) leyes orgánicas 
(arts.151, 288, 297, 307, 342, 349, 350 y 352 CP); (iv) leyes estatutarias (art. 153 CP); (v) leyes 
que dispongan que el pueblo en votación popular decida si convoca a una asamblea 
constituyente (art. 376 CP); (vi) leyes que sometan a referendo un proyecto de reforma 
constitucional (art. 378 CP); (vii) leyes que reservan al Estado determinadas actividades 
estratégicas o servicios públicos (art. 365 CP); (viii) leyes que controlen la densidad 
poblacional y protejan el ambiente del Departamento de San Andrés (art. 310 CP); (ix) la 
 
153 Al respecto, cabe resaltar que el parágrafo 2 del artículo 129 de la LORC estipula que “aceptado 
o negado un impedimento a un congresista en el trámite de un proyecto de ley en comisión, no será 
necesario volver a considerarse en la Plenaria de la corporación a menos que se presenten 
circunstancias nuevas que varíen los fundamentos del mismo”. 
154 Para efectos de determinar si se configura o no la mayoría absoluta debe tenerse en cuenta que 
en la Sentencia C-080 de 2018 se indicó que “la regla contenida en el inciso tercero del artículo 134 
de la Constitución –relativa a la forma de determinar el número de miembros de la corporación en 
los casos de vacancias que no puedan ser reemplazadas por las causales previstas en su inciso 
segundo y/o por impedimentos y recusaciones aceptadas–, es la de entender que dicha regla se 
aplica tanto para efectos de establecer el quórum como para efectos de establecer las mayorías, 






reconsideración por las cámaras de un proyecto objetado por inconveniencia (art. 167 CP); y 
(x) la moción de censura (art. 135 CP). 
(c) Calificada La decisión se toma por los dos tercios de los votos de los miembros o de 
los asistentes.  
Aplicación: (a) con dos tercios de los miembros: (i) leyes que reformen o deroguen los 
decretos legislativos dictados por el gobierno durante el estado de guerra (art. 212 CP), y (ii) 
leyes que conceden amnistías o indultos generales por delitos políticos (art. 150.17 CP); y (b) 
con dos tercios de los asistentes: se requiere para adoptar la sentencia definitiva pronunciada 
por el Senado de la República en un juicio adelantado contra un aforado constitucional (art. 
175 CP). 
(d) Especial  La decisión es adoptada por las tres cuartas partes de los votos de los 
miembros.  
Aplicación: Es exigida para la aprobación o autorización de viajes al exterior de los miembros 
del Congreso con dineros del erario. 
  
Al respecto, es necesario llamar la atención de que la Corte Constitucional ha 
explicado que “para determinar cómo se calcula el porcentaje de la mayoría, (…) 
basta con aproximar la mitad aritmética al siguiente número entero (…)”, es decir, 
“lo relevante para constatar el porcentaje de la mayoría es que ésta agrupe más de 
la mitad de los votos. En consecuencia, cuando la mitad aritmética es un número 
con decimal, la mayoría la constituye el número entero superior”155. En 
consecuencia, “no importa si los integrantes constituyen un número par o impar, 
pues la mayoría absoluta se conforma por la concurrencia de la mayoría de votos 
de integrantes exactamente, sin aproximaciones por exceso o por defecto”156.  
 
Así por ejemplo, “cuando el número de integrantes es de 19, la mayoría de ellos es 
cualquier número igual o superior a 10. Cuando 10 de los integrantes de la Comisión 
votan en un sentido, y los miembros restantes en otro, es evidente que estos últimos 
–que serían 9 a lo sumo- están en minoría. Después de que 10 miembros de una 
 
155 Sentencia SU-221 de 2015. 





Comisión con 19 integrantes votan en un sentido, en esa comisión no existe ninguna 
otra agrupación humana que pueda obtener igual o mayor votación, y es a esto a lo 
que llamamos mayoría absoluta”157.  
 
La capacidad jurídica como criterio para determinar el número de congresistas que 
deben estar presentes para la configuración del quórum y acreditar las mayorías 
Con ocasión del control automático adelantado frente al proyecto de ley estatutaria de 
administración de justicia de la Jurisdicción Especial para la Paz y, en concreto, del efectuado 
en razón de las objeciones gubernamentales por inconveniencia radicadas luego de la 
expedición de la Sentencia C-080 de 2018 en la que se había verificado la constitucionalidad 
de la iniciativa, a través del Auto 282 de 2019, la Corte Constitucional tuvo que determinar 
el alcance de la expresión “curules que no puedan ser reemplazadas” contenida en el artículo 
134 de la Constitución para constatar el cumplimiento del quórum y de las mayorías 
requeridas a efectos de determinar la validez de la insistencia en el articulado por parte de 
las cámaras.  
 
Específicamente, frente a la hermenéutica correcta de dicha expresión, la Corte 
Constitucional:  
 
(i) Determinó que “las curules que no pueden ser reemplazadas, para efectos de quórum y 
mayorías, son aquellas que corresponden a integrantes de la Corporación que carecen, en 
relación con una decisión, de capacidad jurídica para participar en su adopción por 
encontrase impedidos para el ejercicio de las funciones o separados del cargo, como 
consecuencia de encontrarse incursos en faltas temporales o absolutas que la ley no ha 
determinado que puedan ser reemplazadas”. 
 
(ii) Explicó que “la capacidad jurídica se refiere a la facultad o atribución de la que disponen 
los miembros de las corporaciones públicas de elección popular para participar en las 
deliberaciones y, por consiguiente, para votar en los asuntos de competencia de la 
Corporación a la que pertenecen. Dicha capacidad es un atributo de la investidura o 
representación democrática que el pueblo le ha conferido al elegido, cuyo ejercicio, conforme 
al artículo 3 de la Constitución, se encuentra sometido a las reglas que la misma Carta 
 





establece, entre las cuales cabe destacar: (i) haber sido elegido popularmente o llamado a 
ocupar una vacante en la respectiva corporación; (ii) haber tomado posesión del cargo; (iii) 
no encontrarse incurso en una causal de vacancia temporal o absoluta que implique la 
suspensión o la separación en el ejercicio del cargo; y (iv) no encontrarse en situación de 
impedimento o recusación aceptada”. 
 
(iii) Señaló que “los congresistas no posesionados no cuentan con capacidad jurídica para 
deliberar ni para votar, y sus cargos permanecen vacantes en forma temporal mientras no 
cumplan con tal requisito, sin que tales vacantes puedan ser reemplazadas”. 
 
(iv) Llamó la atención de que “para efectos de la votación de las objeciones gubernamentales, 
se tendrá como número de miembros del Senado 92 Senadores”, toda vez que “la totalidad 
de los integrantes del Senado de la República, esto es 108 Senadores, deben excluirse las 
catorce (14) curules de los Senadores a quienes se les habían aceptado los impedimentos 
presentado por ellos, más las dos (2) curules de los Senadores electos que no habían tomado 
posesión de sus cargos, Iván Márquez Marín y Aida Merlano Rebolledo”.  
 
(v) Sostuvo que teniendo en cuenta que “para el rechazo de las objeciones se requería el 
voto de la mitad más uno de los miembros del Senado, y que el informe de ponencia 
rechazándolas e insistiendo en el Proyecto de Ley obtuvo 47 votos, cabría concluir que fueron 
rechazadas. En efecto, la mitad de 92 Senadores es 46, más uno, 47, igual al número de 
votos que obtuvo el informe de ponencia y de los requeridos para rechazar las objeciones”. 
 
(vi) Puso de presente que “la Cámara de Representantes está integrada por 171 
Representantes, pero a cinco (5) de ellos se les habían aceptado los impedimentos para 
participar en la votación de las objeciones. En consecuencia, en los términos del artículo 134 
de la Constitución, para efectos de establecer la votación requerida para la insistencia en el 
proyecto o el rechazo de las objeciones, a la totalidad de los integrantes de dicha Cámara, 
esto es 171, se han de restar los 5 miembros a los que se les habían aceptado los 
impedimentos, para un total de 166 miembros. Como para la insistencia o el rechazo se 
requiere la aprobación por la mitad más uno de los miembros de la Cámara, según lo 
establece el artículo 167 de la Constitución, se requería entonces el voto favorable de al 






(vii) Resaltó que “en la Cámara de Representantes, al aprobar el informe negativo a 
objeciones presentado (…) con el voto favorable de 110 de sus miembros, rechazó las 
objeciones gubernamentales e insistió en el Proyecto de Ley Estatutaria”. 
 
(vi) Concluyó que en razón de que “en el trámite y decisión de las objeciones 
gubernamentales al Proyecto de Ley no se presentaron discrepancias entre la Cámara de 
Representantes y el Senado de la República que hubieren podido dar lugar al archivo parcial 
del proyecto y, por el contrario, fueron rechazadas en ambas Cámaras”, lo procedente era 
optar por remitir la iniciativa al Presidente de la República para que continuara con el trámite 
de sanción y promulgación, comoquiera que los demás aspectos procedimentales y 
sustanciales de la misma ya habían sido examinados previamente por la Corte en la 
Sentencia C-080 de 2018. 
 
En torno al sistema de mayorías adoptado en el ordenamiento colombiano, cabe 
resaltar que recompensa la labor de los congresistas que asisten a las sesiones, 
pues el número de votos requeridos para tomar una decisión puede ser muy 
pequeño. Para ilustrar, una decisión ordinaria de la Comisión Cuarta de Senado de 
la República puede ser adoptada con el voto favorable de 5 parlamentarios, cuando 
dicha célula está conformada por 15 parlamentarios. En efecto, conforme a lo 
expuesto el quórum decisorio es 8 senadores y, si el asunto en cuestión requiere 
una mayoría simple, únicamente bastara para aprobar la proposición el apoyo de 5 
de ellos.  
 
3.7. Actas de las sesiones 
 
Los artículos 11, 35, 89 y 95 de la LORC estipulan que de las sesiones de las 
cámaras se deben levantar actas, las cuales tienen que contener una relación 
sucinta de: (i) los temas debatidos, (ii) los intervinientes y las excusas de los 
ausentes, (iii) los mensajes leídos, (iv) las proposiciones presentadas, (v) las 






La elaboración de las actas es una tarea que les corresponde a los secretarios de 
las plenarias y de las comisiones158, y de dicha labor, debido al gran valor probatorio 
de las actas para el control de constitucionalidad del trámite legislativo, puede 
depender la exequibilidad o no de una norma159. En este sentido la Corte 
Constitucional ha llamado la atención de que en ellas se debe dejar de manera 
“expresa, clara y concreta la información acerca del transcurso de las sesiones y en 
torno al quórum y a las votaciones, con el fin de permitir que se ejerza a cabalidad 
por esta Corporación el control de constitucionalidad que le corresponde en los 
términos de las disposiciones fundamentales pertinentes”160.  
 
Actas de las sesiones como prueba reina del control procedimental de las leyes 
A través de la Sentencia C-337 de 2015, la Corte Constitucional efectuó el control 
automático de constitucionalidad de la Ley 1734 de 2014, “por medio de la cual se aprueba 
el ‘Acuerdo entre la República de Colombia y la Organización del Tratado del Atlántico Norte 
sobre Cooperación y Seguridad de Información’, suscrito en la ciudad de Bruselas, Reino de 
Bélgica, el 25 de junio de 2013”.  
 
En concreto, al revisar el procedimiento legislativo adelantado en las cámaras, dicho Tribunal 
advirtió que el acto examinado era inexequible, porque:  
 
(i) “En los casos en que un proyecto de ley sea aprobado haciendo uso de la votación 
ordinaria por unanimidad (…), resulta indispensable que tanto las actas de sesión, como las 
certificaciones que emitan los secretarios de las comisiones y plenarias, señalen con claridad, 
certeza y precisión el número de congresistas presentes en el recinto al momento de 
realizarse la votación ordinaria y el número de votos emitidos para tener por aprobada la 
iniciativa legislativa, toda vez que ante la variación del quórum en el transcurso de una sesión 
como práctica parlamentaria, esos datos permiten inferir razonablemente el cumplimiento de 
 
158 La elaboración de las actas sin el seguimiento de los parámetros establecidos en la LORC 
constituye para el secretario una causal de mala conducta (Art. 89 LOCR).  
159 Adicionalmente al examen de las actas, la Corte Constitucional también puede acudir a otros 
medios probatorios al momento de efectuar el control de constitucionalidad, como pueden ser los 
videos de las sesiones, que, por ejemplo, fueron utilizados como elementos de juicio en el proceso 
que terminó con la Sentencia C-816 de 2004. 





las exigencias de quórum decisorio y de mayorías que la Carta Política impone para que un 
proyecto se convierta en ley de la República”.  
 
(ii) Cuando de las actas e informes remitidos por las cámaras a la Corte para adelantar el 
control de constitucionalidad “resulte imposible verificar el cumplimiento del quórum decisorio 
y de la regla de mayorías”, es presumible la inobservancia de dichas exigencias y la 
consecuente configuración de un vicio procedimental. 
 
(iii) En relación con “la votación de la iniciativa legislativa 086 de 2013 (posteriormente Ley 
1734 de 2014) ante la Plenaria del Senado de la República (segundo debate), ni del acta de 
sesión ni de la certificación respectiva” puede inferirse como acreditadas “las exigencias 
constitucionales de quórum decisorio y de la aprobación por la mayoría simple”.  
 
(iv) En consecuencia, “como la irregularidad que se evidencia tuvo lugar en una etapa 
estructural del proceso legislativo y afecta la conformación democrática de la voluntad 
parlamentaria del Senado de la República, la Ley 1734 de 2014 (…) resulta inexequible”. 
 
Por otro lado, en relación con el trámite de aprobación de las actas, el artículo 35 
de la LORC estipula el siguiente procedimiento:  
 
(i) El proyecto de acta debe ser publicado en la Gaceta del Congreso o en su defecto 
ser entregada una reproducción del mismo a los miembros de la corporación 
respectiva antes de la siguiente sesión a la que se refiere el documento.  
 
(ii) Abierta la sesión, el presidente someterá a consideración y aprobación el 
proyecto de acta de la reunión anterior, sin que sea necesaria su lectura. Para el 
efecto, cada congresista tendrá la palabra por una sola vez para poner de presente 
las omisiones e inexactitudes, así como la oportunidad de réplica frente a las 
opiniones de los demás miembros de la corporación. El parlamentario que quiera 
dejar constancias sobre el proyecto de acta, debe presentarlas por escrito para que 






(iii) Una vez aprobada el acta de una sesión, su texto deberá ser publicado en la 
Gaceta del Congreso y constituirá plena prueba judicial sobre lo sucedido en la 
comisión o plenaria correspondiente.  
 
En el evento de que el proyecto de acta no estuviere totalmente elaborado en la 
sesión siguiente a la que consta en el mismo, el respectivo secretario deberá 
redactar un acta resumida que tendrá que presentar y leer ante la plenaria o 
comisión, la cual servirá para el conocimiento y aprobación por parte de la 
corporación o célula correspondiente. 
 
En tratándose de la última sesión de la legislatura, el acta será considerada y 
aprobada antes de cerrarse la reunión, o podrá delegarse dicha aprobación a la 
mesa directiva (art. 35 LORC). La importancia de dicho documento, en la práctica, 
radica en que en las últimas audiencias del Congreso es común que se adopten 
decisiones de gran envergadura legislativa, como lo son las votaciones 
correspondientes a segundos debates surtidos ante las plenarias de las cámaras o 
a las determinaciones de comisiones de conciliación. 
 
3.8. Gaceta del Congreso 
 
Las cámaras cuentan con un medio oficial escrito de publicidad de sus actos 
denominado Gaceta del Congreso, que es un periódico en el cual se divulgan las 
iniciativas legislativas y las actuaciones adelantadas en razón de su trámite, con el 
fin de dar cumplimiento, entre otras, a la exigencia contemplada en el artículo 157.1 
de la CP, el cual establece que “ningún proyecto será ley sin (…) haber sido 
publicado oficialmente por el Congreso, antes de darle curso en la comisión 
respectiva”.  
 
La inserción de los documentos relacionados con el trámite legislativo en la Gaceta 





a los congresistas y a los ciudadanos de sus contenidos, para que los primeros 
ejerzan sus funciones y para que los segundos se enteren de ellos” 161.  
 
La Gaceta del Congreso como medio de prueba idóneo para determinar la 
configuración de un vicio en el trámite legislativo 
En la Sentencia C-786 de 2012, la Corte Constitucional estudió una demanda en contra de 
la Ley 1425 de 2010, la cual, entre otros cuestionamientos, reprochaba que el informe de 
conciliación no había sido publicado el día anterior a su aprobación (14 de diciembre de 2010), 
pues si bien el mismo fue incluido en las Gacetas del Congreso No. 1081 y 1082 de 2010, 
ambas con fecha del 13 de diciembre de 2010, el Subgerente de Producción de la Imprenta 
Nacional aclaró que las mismas fueron impresas el día 14 de diciembre de 2010 a las 07:20 
am y a las 11:15 am respectivamente. 
 
La Corte Constitucional no accedió a dicho cargo de la demanda argumentando que:  
 
(i) “El medio de prueba idóneo para determinar la configuración de un vicio de trámite, es la 
Gaceta del Congreso, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 5ª de 1992, específicamente 
en los artículos 36 y el artículo 47 que trata sobre los deberes del Secretario General de cada 
Cámara numerales 2, 4 y 11. De esta manera, es el Secretario de cada Cámara quien da fe 
de todo lo que ocurre en el debate y votación de los Proyectos de Ley. Por tanto, la Gaceta 
del Congreso es el medio oficial, adecuado e idóneo para materializar el principio de 
publicidad, y se debe respetar, por cuanto en él se consigna todo lo que sucede en el trámite 
legislativo, lo cual lo convierte en prueba válida para evidenciar cada uno de las fases y 
actuaciones dentro del proceso legislativo”. 
 
(ii) “Al plantearse la falta de certeza respecto de que la fecha de publicación del informe de 
conciliación sea diferente a la que figura en las Gacetas del Congreso referidas, la Corte debe 
hacer prevalecer la información consignada en las Gacetas del Congreso, ya que otro tipo de 
pruebas, tales como escritos, aclaraciones o certificaciones aportadas dentro del proceso, 
son posteriores al trámite legislativo mismo y no tienen la fuerza probatoria necesaria para 
desvirtuar la información consignada en la Gaceta del Congreso, que constituye la publicación 
 
161 Ardila Ballesteros, Carlos. Introducción al Derecho Parlamentario Colombiano. Bogotá: Ibáñez, 





oficial de ese órgano legislativo. Por esta razón, la Corte debe atenerse a la fecha de 
publicación que aparece en las Gacetas del Congreso, que es el mecanismo oficial de 
comunicación e información de esa Corporación”. 
 
En relación con la administración de la Gaceta del Congreso, los artículos 36 y 130 
de la LORC expresa que los secretarios de las cámaras serán los directores de las 
unidades internas respectivas, las cuales se encargan de la coordinación de las 
impresiones de los periódicos con la Imprenta Nacional162, así como de la 
distribución de los ejemplares entre los miembros del parlamento, la publicación de 





162 De conformidad con el artículo 4.6. de la Ley 109 de 1994, le corresponde a la Imprenta Nacional 





CAPÍTULO 4: GENERALIDADES DEL PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO 
 
El procedimiento legislativo puede definirse como el conjunto de etapas que se 
deben adelantar, principalmente ante el parlamento, para la expedición de una ley, 
las cuales están determinadas en diferentes normas de distintos niveles del 
ordenamiento jurídico. En este sentido, a continuación, se estudiará el concepto del 
procedimiento legislativo y sus fuentes, explicando con mayor profundidad los 
principios constitucionales que rigen el mismo.  
 
4.1. Concepto y fuentes del procedimiento legislativo 
 
El procedimiento legislativo es descrito por Francisco Rubio Llorente como “la 
secuencia de actos que conducen a la promulgación y entrada en vigor de la ley”163, 
y por Alfonso Palacios Torres como “el conjunto de actuaciones que, realizadas por 
los sujetos autorizados por el ordenamiento, ponen en marcha y desarrollan el iter 
legis por parte del órgano legislativo”164. En este sentido, en Colombia, puede 
entenderse como el trámite que debe seguirse para la elaboración de las leyes a 
instancias del Congreso de la República.  
 
La relevancia del procedimiento legislativo radica en la legitimidad que adquieren 
las normas que son expedidas al final del mismo. En efecto, el carácter relevante 
que ostentan las leyes en el ordenamiento jurídico, como segunda fuente del 
derecho en jerarquía después de la Constitución, se debe al trámite que tiene que 
surtirse para su elaboración, el cual incluye el debate de propuestas por parte de 
diferentes representantes de la sociedad, así como la publicidad de las sesiones 
correspondientes165.  
 
163 Cfr. Rubio Llorente, Francisco. “Parlamento y Ley”. Anuario Jurídico de La Rioja de 1995, núm. 1, 
pág. 20.  
164 Cfr. Palacios Torres, Alfonso. Concepto y control del procedimiento legislativo. Bogotá: 
Universidad Externado de Colombia, 2005, pág. 90. 
165 Cfr. García Martínez, María Asunción. El Procedimiento Legislativo. Madrid: Publicaciones del 






No obstante lo anterior, no puede perderse de vista que el procedimiento legislativo 
es un medio mediante el cual se garantiza que la producción de las leyes tenga un 
orden y se asegure la participación efectiva de los diferentes representantes del 
pueblo, pero no puede llegar a considerarse como un fin en sí mismo. En razón de 
ello, el trámite legislativo no debe llegar a convertirse en un obstáculo insalvable 
para que la expresión de la voluntad de la asamblea se manifieste de la forma más 
democrática posible.  
 
Por lo anterior, debido a la importancia del procedimiento legislativo para la 
organización del Estado, es común que sus principales etapas se encuentren 
determinadas por diferentes fuentes166, a saber: 
 
(i) Fuentes de carácter normativo, como la Constitución, las leyes, los reglamentos 
de las cámaras, las resoluciones internas del Congreso de la República, los 
estatutos de los partidos políticos y la jurisprudencia de las Altas Cortes (art. 230 
CP).  
 
(ii) Fuentes de carácter sociológico, como los usos, prácticas, convenciones y 
costumbres parlamentarias, así como los acuerdos políticos, la jurisprudencia 
intraparlamentaria y la doctrina.  
 
(iii) Fuentes de carácter axiológico, como los valores y principios que irradian el 
sistema político, las normas de derecho internacional, los principios generales del 
derecho y el derecho extranjero parlamentario.  
  
En Colombia históricamente el trámite para la producción legislativa ha sido definido 
principalmente por normas de rango superior. En efecto, en las cartas políticas de 
 
166 Cfr. Pascua Mateo, Fabio. Fuentes y Control del Derecho Parlamentario y de la Administración 





1821 (artículos 40 a 104), 1830 (artículos 30 a 74), 1832 (artículos 39 a 92), 1843 
(artículos 39 a 85), 1853 (artículos 16 a 25 y 37 a 40), 1858 (artículos 16 a 40), 1863 
(artículos 37 a 63) y 1886 (artículos 68 a 113), se estipularon las principales etapas 
del trámite de formación de las leyes, indicándose los debates que tenían que 
surtirse para la aprobación de las iniciativas, así como las formalidades de 
publicación y promulgación del texto acordado por las cámaras.  
 
Sin embargo, teniendo en cuenta que en los referidos textos constitucionales se 
establecían únicamente las generalidades del procedimiento legislativo, en los 
mismos se contempló la facultad de las cámaras para expedir las normas internas 
a observar en sus sesiones, lo que efectuaron a través de reglamentos contenidos, 
entre otras, en las leyes 89 de 1931, 7, 15 y 70 de 1945, 46 y 71 de 1946, 141 de 
1948, 12 de 1958, 3, 12 y 50 de 1958167, 100 de 1960, 20 de 1966, 65 de 1967, 17 
de 1970, 65 de 1982 y 35 de 1990. 
  
En la actualidad el procedimiento legislativo se encuentra definido principalmente 
en los artículos 132 a 187 de la Constitución y en el Reglamento del Congreso, 
contenido en la Ley Orgánica 5 de 1992 (LORC), cuyo alcance ha sido desarrollado 
principalmente en la jurisprudencia de la Corte Constitucional, la cual, además de 
fijar la hermenéutica de varias de sus disposiciones, ha sostenido que se entiende 
como parte del bloque de constitucionalidad, en tanto que debe tenerse como 
parámetro para efectuar los juicios de compatibilidad de las leyes con el 
ordenamiento superior, en especial, para establecer si se respetaron o no las reglas 
que determinan el trámite de producción normativa168.  
 
Sobre el particular, cabe resaltar que la mera infracción de una regla contenida en 
el Reglamento de Congreso no torna inconstitucional la actuación de las cámaras, 
 
167 En este mismo año se expidió el Decreto Legislativo 212 de 1958, el cual regulaba algunos 
aspectos del funcionamiento de las cámaras.  
168 Sobre el tema pueden consultarse las sentencias C-423 de 1995, C-750 de 2008, C-238 de 2010 





puesto que para efectos del control de constitucionalidad el mismo es un simple 
parámetro, lo que implica que “el juez constitucional debe confrontar primero los 
antecedentes de la ley con las normas de las leyes orgánicas (en este caso las leyes 
3 y 5 de 1992) y luego, si encuentra que efectivamente se vulneraron aspectos 
procedimentales o exigencias previstas en la ley orgánica, debe estudiar si estas 
infracciones tienen la entidad suficiente como para llegar a la conclusión de que se 
infringieron los postulados constitucionales”. En otro modo, “la infracción del 
parámetro de constitucionalidad es un indicio que puede dar lugar a la 
inconstitucionalidad en caso de que además de la infracción legal exista una 
infracción de normas o principios constitucionales”169.  
 
Ahora, cuando en el trámite legislativo se presenten dudas en torno al entendimiento 
de las normas que lo rigen, se deberán seguir los criterios establecidos en los 
artículos 2 a 5 de la LORC, que se sintetizan en el siguiente cuadro:  
 
Criterios para la interpretación de las normas relativas al trámite legislativo 
(i) Celeridad de los procedimientos, según el cual, guardada la corrección formal de los 
procedimientos, las normas que rigen el procedimiento legislativo deben servir para impulsar 
eficazmente el desarrollo de las labores del Congreso (Auto 086 de 2012 y Sentencia C-313 
de 2014).  
 
(ii) Corrección formal de los procedimientos, a partir del cual debe propenderse por subsanar 
los vicios de procedimiento cuando ello no desnaturalice el trámite legislativo, con el fin de 
garantizar la constitucionalidad del proyecto, los derechos de las mayorías y de las minorías, 
así como el adecuado orden de los debates y las votaciones (Sentencias C-168 de 2012 y C-
044 de 2017).  
 
(iii) Regla de mayorías, según la cual las normas referentes al trámite legislativo deben 
aplicarse de tal forma que toda decisión refleje la voluntad de las mayorías presente en la 
 
169 Castillo Aguilar, María Carolina; Padrón Pardo, Floralba; Sierra Porto, Humberto Antonio. Vicios 
formales de la ley. Análisis desde la jurisprudencia constitucional colombiana. En Revista del Estado, 





respectiva sesión, siempre que se consulte la justicia y el bien común (Sentencias C-473 de 
2004 y C-015 de 2016).  
 
(iv) Regla de minorías, según la cual debe presuponerse que las normas de procedimiento 
buscan garantizar la efectiva representación y participación de las minorías durante las labores 
legislativas (Sentencias C-473 de 2004 y C-087 de 2016).  
 
(v) Jerarquía normativa, a partir de cual en caso de antinomias se tienen que aplicar de manera 
preferentes las normas constitucionales sobre las demás y, ante la ausencia de ellas, lo 
dispuesto en las leyes orgánicas, como el Reglamento del Congreso (Sentencias C-228 de 
2009 y C-644 de 2016).  
 
(vi) Analogía, según el cual cuando no se encuentre una disposición aplicable, se acudirá a 
las normas que regulan casos, materias o procedimientos similares, así como a la 
jurisprudencia, la doctrina y los principios generales del derecho (plenitud del sistema 
normativo) (Sentencia C-168 de 2012).  
 
(vii) Orden, a partir del cual debe entenderse que las sesiones deben ceñirse en primer lugar, 
a lo consagrado en las normas reglamentarias y, en segundo lugar, a lo dispuesto por las 
mesas directivas (Sentencia C-1040 de 2005).  
 
De otra parte, cabe resaltar que si bien el conjunto de actuaciones que adelantan 
las cámaras para la producción normativa está definido en su mayoría por normas 
constitucionales con textura cerrada propia de las reglas, también está determinado 
por normas superiores con textura abierta consustancial a los axiomas, tales como 
los son: (i) el principio general democrático, y (ii) los principios especializados de 
publicidad, (iii) consecutividad e identidad flexible, (iv) unidad de materia, e (v) 









4.2. Principio democrático 
 
El Estado colombiano está fundado en el principio democrático, lo cual implica que 
el pueblo tiene influencia directa en la toma de las decisiones más relevantes para 
la nación y en la elección de los gobernantes170. Específicamente, el Constituyente 
de 1991 consagró dicho axioma:  
 
“En el artículo 1º de la Constitución, que define a Colombia como ‘un Estado social de 
derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de 
sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista’. En este mismo sentido, 
el artículo 2º establece como un fin esencial del Estado ‘facilitar la participación de todos 
en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural 
de la Nación’. Además el artículo 3º dispone que ‘la soberanía reside exclusivamente en el 
pueblo, del cual emana el poder público. El pueblo la ejerce en forma directa o por medio 
de sus representantes, en los términos que la Constitución establece’. Finalmente, el 
artículo 40 consagra el derecho fundamental de participación de los ciudadanos en ‘la 
conformación, ejercicio y control del poder político’”171. 
 
A ese respecto, en la Sentencia C-375 de 2016, la Corte Constitucional sostuvo que 
el principio democrático se caracteriza por ser: (i) esencial, porque es una “condición 
necesaria para la vigencia del Estado Constitucional”; (ii) transversal, en la medida 
en que está “incorporado como un imperativo de la Constitución en su conjunto, 
cobijando distintas instancias regulativas de la misma”; (iii) universal, ya que 
“compromete variados escenarios, procesos y lugares tanto públicos como privados 
y también porque la noción de política que lo sustenta se nutre de todo lo que 
vitalmente pueda interesar a la persona, a la comunidad y al Estado y sea por tanto 
susceptible de afectar la distribución, control y asignación del poder social”; y (iv) 
expansivo, pues “su dinámica lejos de ignorar el conflicto social, lo encauza a partir 
 
170 Cfr. Castillo Aguilar, María Carolina y Padrón Pardo, Floralba. La entidad constitucional del 
procedimiento legislativo y los vicios formales en la elaboración de la ley. Bogotá: Universidad 
Externado de Colombia, 2002, págs. 55 y ss.  





del respeto y constante reivindicación de un mínimo de democracia política y social 
que, de conformidad con su ideario, ha de ampliarse progresivamente conquistando 
nuevos ámbitos y profundizando permanentemente su vigencia”. 
 
En Colombia una de las manifestaciones más claras del principio democrático la 
constituye el hecho de que los ciudadanos influyen directamente en la designación 
de las personas que los representarán en el trámite de producción de las leyes que 
regirán la sociedad, mediante el ejercicio de su derecho al voto en las elecciones 
que se realizan cada cuatro años para escoger a los senadores y a los 
representantes que conformarán las dos cámaras del Congreso de la República 
(arts. 40.1, 107 y 132 CP).  
 
Sin embargo, la proyección del principio democrático no sólo se limita a la forma de 
elección y conformación de las cámaras, sino que irradia todo el procedimiento que 
debe adelantarse para la elaboración de las leyes, lo cual puede evidenciarse con 
el estudio de sus manifestaciones en el trámite legislativo, en especial, del 
pluralismo político, la regla mayoritaria, la participación y la autonomía172.  
 
En concreto, la Constitución como manifestación del principio democrático reconoce 
el pluralismo político, el cual no sólo se evidencia en la forma de conformación del 
Congreso de la República que debido al sistema electoral permite que sean 
designados parlamentarios de diferentes ideologías y sectores de la sociedad, sino 
también en la posibilidad que tienen los representantes del pueblo de presentar 
proyectos y de intervenir en los debates de los mismos, con voz y voto para 
apoyarlos o rechazarlos. En efecto, en el seno del parlamento se genera una 
dialéctica que busca que las propuestas que se pongan a su consideración sean 
analizadas y decididas mediante el producto de un ejercicio racional de deliberación 
 
172 Cfr. Palacios Torres, Alfonso. Aspectos constitucionales del procedimiento legislativo ordinario en 
el ordenamiento jurídico colombiano. En: Correa Henao, Magdalena; Osuna Patiño, Néstor Iván; 
Ramírez Cleves, Gonzalo Andrés. Lecciones de Derecho Constitucional (Tomo II). Bogotá: 





que tenga en cuenta los diferentes puntos de vista de los miembros de la 
comunidad. 
 
Con todo, a pesar del derecho de expresar sus puntos de vista que tienen los 
parlamentarios de los diferentes grupos políticos y de realizar las propuestas que 
consideren pertinentes, las decisiones que se adopten deben ser tomadas por 
votación según la regla de mayorías (art. 146 CP). En este orden de ideas, cualquier 
determinación que adopten las cámaras, ya sea en sus plenarias o en sus 
comisiones, deberá corresponder con aquella que tenga el mayor número de 
apoyos.  
 
Sobre el particular, es pertinente mencionar que la regla de mayorías pretende 
honrar la igualdad, porque el voto de cada uno de los parlamentarios tiene el mismo 
valor y la decisión que se adopta es la que mayor consenso entre pares haya 
alcanzado. En efecto, en el Congreso de la República de Colombia no existe el 
poder de veto en cabeza de ningún parlamentario, no se requiere el apoyo de un 
determinado miembro para aprobar o rechazar una proposición, y en casos de 
empate el voto de las mesas directivas no tiene un valor adicional al de los demás, 
como sucede en otros parlamentos.  
 
Asimismo, la decisión por mayorías respeta la libertad, puesto que la determinación 
que se acoge es el resultado de la suma de los votos expresados por los 
parlamentarios que de manera libre optaron por respaldar o no una determinada 
iniciativa. Al respecto, debe llamarse la atención de que en el ordenamiento nacional 
no se consagra un mandato imperativo para los congresistas, pues de conformidad 
con el artículo 133 de la Carta Política representan en general al pueblo y, por lo 
tanto, no están obligados a seguir las instrucciones de personas o instituciones 
ajenas al Congreso de la República, como sería el caso de los grupos económicos 





explicado previamente, el cual tiene la posibilidad influir en la decisión de senador 
o representante, salvo en los asuntos que se declaren como de conciencia. 
 
Ahora bien, la adopción de determinaciones dentro del Congreso de la República 
puede llegar a verse alterada en función de la importancia del asunto a decidir, pues, 
como se indicó paginas atrás, la Constitución establece diferentes clases de 
mayorías para la aprobación de ciertas iniciativas, es decir, exige más consenso en 
determinadas deliberaciones. Así las cosas, en algunos casos serán necesarios los 
votos de las minorías para evitar que un proyecto sea rechazado, permitiendo con 
ello que puedan hacer valer sus intereses mediante la negociación y la celebración 
acuerdos que les adjudiquen un grado maniobra política a pesar de su menguado 
poder representativo.  
 
A la par, el principio de democrático se manifiesta en la garantía de la participación 
ciudadana, consagrada expresamente en el preámbulo y en los artículos 1 a 3 y 103 
de la Constitución, como la prerrogativa que tienen las personas para intervenir en 
las decisiones que los afectan y, en general, en la vida política, económica, 
administrativa y cultural de la nación173. 
 
En este sentido, es pertinente tomar nota de que la participación se manifiesta con 
la posibilidad que tienen los ciudadanos de influir directamente en el trámite 
legislativo por medio de:  
 
(i) La presentación de proyectos de ley o de reforma constitucional, a través de la 
denominada iniciativa popular (art. 155 CP). 
 
 
173 Criado de Diego, Marcos; Delgado Gaitán, Johana A. La democracia participativa. En: Correa 
Henao, Magdalena; Osuna Patiño, Néstor Iván; Ramírez Cleves, Gonzalo Andrés. Lecciones de 






(ii) La intervención en las audiencias especiales que convoquen las cámaras, con el 
objetivo de “exponer temas de interés para la sociedad y el conocimiento del 
Congreso (…) a fin de trasmitir las iniciativas de carácter popular” (art. 57.3 LORC).  
 
(iii) La remisión por escrito de observaciones de los proyectos de ley, las cuales, en 
todo caso, deben ser tramitadas por la comisión de derechos humanos y audiencias 
(art. 57.4 LORC). 
 
(iv) La asistencia a las sesiones de las cámaras con el fin de vigilar desde las barras 
el debate legislativo (art. 71 LORC).  
 
(v) La interposición de demandas de inconstitucionalidad cuando se haya infringido 
las reglas de procedimiento consagradas en la Constitución y en el Reglamento del 
Congreso (arts. 40.6 y 241 CP). 
 
Asimismo, se debe llamar la atención de que la participación irradia la producción 
normativa con la posibilidad que tienen los ciudadanos de intervenir en el desarrollo 
de los referendos, plebiscitos, consultas populares y cabildos abiertos (art. 103 CP). 
 
Adicionalmente, la participación se manifiesta con las prerrogativas de voz y voto 
que tienen los congresistas en igualdad de condiciones en el parlamento para velar 
por los intereses de los colombianos (art. 264 LORC), así como en la facultad de 
intervención que ostenta el Gobierno (art. 200 CP) y algunos funcionarios públicos 
en el trámite legislativo con el objetivo de que la regulación que sea expedida resulte 
la más adecuada para el cumplimiento de los fines del Estado (art. 96 LORC).  
 
En concordancia con lo expuesto, y con base en la separación de poderes 
consagrada en el artículo 133 de la Constitución, se ha sostenido que para la 
satisfacción del principio democrático es fundamental que el Congreso de la 





de decisiones, lo cual se logra garantizando que tanto los parlamentarios como las 
cámaras puedan ejercer sus prerrogativas sin presiones indebidas de otros poderes 
públicos, en especial del Ejecutivo, y de cualquier sector de la sociedad, como los 
medios de comunicación o las empresas.  
 
Con el propósito de preservar la autonomía, en el ordenamiento superior se 
consagra, por ejemplo, de una parte, la prerrogativa de inviolabilidad de las 
opiniones y de los votos de los parlamentarios (art. 185 CP), y la prohibición de que 
los congresistas puedan desempeñar algún cargo público o privado (art. 180.1 CP); 
y, de otra parte, la cláusula general de competencia legislativa (arts. 150 y 154 CP), 
a parir de la cual las cámaras tienen plena libertad de configuración normativa, salvo 
las restricciones derivadas de la iniciativa privativa gubernamental, que en todo caso 
deben ser interpretadas de manera restrictiva.  
 
En la misma línea, en la Constitución se establece que el Congreso de la República 
tendrá autonomía reglamentaria, al estipularse que a través de una ley orgánica 
podrá dictar normas para su propio funcionamiento (art. 151 CP), lo cual ha de 
realizar, en principio, “sin la intromisión ni la interferencia de ningún otro órgano y 
sin que el gobierno tenga iniciativa en estas materias”174.  
 
Igualmente, se contempla en la Carta Política que las cámaras están facultadas 
para regular todos aquellos presupuestos que, desde el punto de vista 
administrativo y técnico, sean necesarios para su propio manejo y administración 
interna, y que resulten pertinentes para cumplir con eficiencia y eficacia las 
funciones que le corresponde ejercer (art. 150.20 CP)175.  
 
174 Sentencia C-830 de 2001 y C-332 de 2017. 
175 A ese respecto, el tratadista Manuel Gaona Cruz, en su libro Control y Reforma de la Constitución 
en Colombia (Tomo II, Bogotá: Ministerio de Justicia, Superintendencia de Notariado y Registro, 
1988), indicó que el Congreso de la República “es una rama del poder autónomo, cuya potestad de 
legislación lo legitima como representante fundamental del ejercicio de la soberanía nacional y lo 
instituye como órgano separado ontológicamente de la administración y, por lo tanto, no sólo con las 






En razón de lo expuesto, cabe indicar que si bien el procedimiento legislativo se 
define como un conjunto de etapas para la producción de las leyes, lo cierto es que 
lleva implícito la satisfacción del principio democrático, con lo cual el desarrollo del 
mismo sin el respeto de las reglas más importantes fijadas para su ejecución, 
conlleva de contera el desconocimiento de dicho axioma. En este sentido, se ha 
reseñado que resulta relevante el control del procedimiento legislativo a través de 
la acción pública de inconstitucionalidad, pues permite no solo que se verifique el 
cumplimiento de unas reglas formales, sino el respeto del principio en estudio que 
irradia el iter legis y que es de gran valía para el mantenimiento del orden del Estado 
Social de Derecho176. 
  
Sustitución de la Constitución por afectación del principio democrático con ocasión 
de algunas de las reglas del trámite legislativo especial para la paz 
A través del Acto Legislativo 01 de 2016, se estableció un procedimiento legislativo especial 
con el fin de incorporar al ordenamiento jurídico nacional lo estipulado en el Acuerdo Final 
para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera, 
disponiéndose, entre otras reglas extraordinarias, que (i) “los proyectos de ley y de acto 
legislativo sólo podrán tener modificaciones siempre que se ajusten al contenido del Acuerdo 
Final y que cuenten con el aval previo del Gobierno nacional”, así como que (ii) “en la comisión 
y en las plenarias se decidirá sobre la totalidad de cada proyecto, con las modificaciones 
avaladas por el Gobierno nacional, en una sola votación” (artículo 1, literales h y j). 
 
Ante una demanda presentada en contra de dichas disposiciones, mediante la Sentencia C-
332 de 2017, la Corte Constitucional declaró inexequible los referidos literales h y j del 
 
con la potestad democrática de administrar sus propios servicios, requeridos para hacer posible el 
cumplimiento de la función fundamental del Estado, sin condicionarle esa tarea a tener que depender 
de la antesala presupuestal de funcionarios administrativos o del corretaje de ruego al otorgamiento 
del apoyo financiero a su función soberana. Cercenar al Congreso sus obvias funciones de 
administrar sus propios asuntos, de ejecutar su propio presupuesto y de disponer contractualmente 
de su erario, es convertirlo en un apéndice no sólo administrativo sino político del poder ejecutivo del 
Estado, ahí sí, en clamorosa contradicción con el principio incólume de la separación orgánica de 
los poderes”. 
176 Palacios Torres, Alfonso. Concepto y control del procedimiento legislativo. Bogotá: Universidad 





artículo 1 del Acto Legislativo 01 de 2016, al considerar que en la medida en que contenían 
serias limitaciones a la capacidad deliberativa y decisoria del Congreso de la República en 
materias que pueden conducir a reformas estructurales del ordenamiento jurídico, las mismas 
resultaban incompatibles con los principios axiales de la Carta Política denominados 
democrático y de separación de poderes y, por ello, tales modificaciones escapaban a la 
competencia del constituyente derivado, presentándose así una sustitución parcial la 
Constitución que derivaba en la inconstitucionalidad de las referidas normas.  
 
En concreto, la decisión de inexequibilidad de la Corte Constitucional se basó en que “la 
producción de actos legislativos y de leyes se desnaturaliza y se hace irreconocible si la 
capacidad de las comisiones y de las plenarias de Senado y Cámara para introducir 
modificaciones a los proyectos de ley presentados por el Gobierno Nacional se sujeta al aval 
previo del Gobierno y si tanto las comisiones como las plenarias solo pueden decidir sobre la 
totalidad de cada proyecto en una sola votación”, toda vez que: 
 
(i) “Si bien es cierto que por vía de una reforma constitucional pueden introducirse 
modificaciones al procedimiento ordinario para el ejercicio de las referidas funciones por el 
Congreso, para permitir una más expedita implementación del Acuerdo Final, tales 
modificaciones no pueden vaciar de contenido la función del Congreso, al privarla de los 
espacios esenciales de deliberación y de decisión que le son propios”.  
 
(ii) “Someter la actuación del Congreso en el trámite de implementación del acuerdo, en 
relación con proyectos normativos que tienen iniciativa privativa del gobierno, a un límite 
conforme al cual el Congreso solo puede introducirle modificaciones siempre que se ajusten 
al contenido del acuerdo final y que cuenten con el aval previo del gobierno nacional y que, 
además, solo pueda decidirse sobre la totalidad de cada proyecto, en una sola votación, 
implica una limitación que desnaturaliza las competencias del Congreso, lo subordina 
desproporcionadamente a la actuación de otra de las ramas del poder público y reduce a 
niveles inadmisibles las posibilidades de deliberación política y los espacios de participación 
de las minorías”.  
 
(iii) “Si bien es cierto que en el orden constitucional ordinario existen previsiones conforme a 
las cuales, la competencia del Congreso se limita a aprobar o improbar los textos que se 





tanto la iniciativa del Congreso, como su capacidad de introducir modificaciones a los 
proyectos que le sean propuestos por el gobierno, como ocurre en materia de gasto público, 
no puede desconocerse que existen diferencias significativas entre ellas y el caso que ahora 
ocupa la atención. Aquellas limitaciones, previstas originariamente por la Constitución, se 
refieren a materias claramente circunscritas y que no implican la alteración de elementos 
estructurales del ordenamiento jurídico. Por el contrario, las restricciones que examinadas 
desnaturalizan las competencias deliberativas y decisorias del Congreso en relación con la 
forma de implementar todos los ejes temáticos del acuerdo final, que versan sobre un conjunto 
extenso y complejo de materias, que en muchos casos están previstos en el propio acuerdo 
con un grado relativamente amplio de indeterminación, circunstancia que se traduce en una 
correspondiente ampliación de las capacidades decisorias del Presidente, en detrimento de 
las propias del Congreso”. 
 
4.3. Principio de publicidad  
 
La función pública en Colombia se fundamenta, entre otros axiomas, en el principio 
de publicidad (art. 209 CP), el cual exige que los actos de los órganos y autoridades 
del Estado, especialmente en lo concerniente a la adopción de decisiones, sean 
accesibles a los ciudadanos, toda vez que de ello depende, en la mayoría de casos, 
su vigencia y oponibilidad. Así pues, el mencionado principio pretende facilitar la 
participación de los habitantes del país en las determinaciones que los afectan, así 
como el control de las actividades de los gobernantes177.  
 
En este sentido, la Corte Constitucional ha resaltado que la publicidad de la 
actividad estatal y, en especial, de la función legislativa, desempeña un rol esencial 
en la sociedad moderna, toda vez que al ser el Congreso de la República el lugar 
en donde se lleva a cabo de manera privilegiada la discusión de las distintas 
opiniones y opciones políticas, la publicidad de su trabajo:  
 
 





(i) “Racionaliza la propia discusión parlamentaria y la hace más receptiva a los 
distintos intereses de la sociedad, con lo cual las deliberaciones producen 
resultados más justos. En efecto, existen determinados argumentos y motivos que 
pueden invocarse a puerta cerrada pero que no son admisibles al hacerse públicos, 
pues su injusticia se vuelve manifiesta”.  
 
(ii) “Articula la actividad del parlamento con la ciudadanía”. 
 
(iii) “Es una condición necesaria para que el público esté mejor informado sobre los 
temas de trascendencia nacional, con lo cual se estrechan además las relaciones 
entre electores y elegidos, valor esencial en una democracia participativa como la 
colombiana (CP art. 1)”.  
 
(iv) “Es una condición de legitimidad de la discusión parlamentaria, pues es la única 
manera de que el Congreso cumpla una de sus funciones esenciales, esto es, la de 
traducir políticamente la opinión de los distintos grupos y sectores de la sociedad y, 
a su vez, la de contribuir a la preservación de una sociedad abierta en la cual las 
distintas opiniones puedan circular libremente”178.  
 
De lo anterior, puede afirmarse que el principio de publicidad en la actividad 
parlamentaria tiene dos facetas de actuación, a saber: (i) la primera dirigida a 
racionalizar el desarrollo de las labores del Congreso, y (ii) la segunda orientada a 
establecer las condiciones requeridas para garantizar la participación y el control 
del trabajo parlamentario.  
 
En relación con la primera faceta, la Corte Constitucional ha dejado constancia de 
que es relevante para la racionalización del debate parlamentario que se garantice 
que las mayorías y las minorías del Congreso de la República tengan la posibilidad 
 





de conocer los textos sometidos a su consideración179, por lo que se torna imperioso 
a la luz del principio de publicidad para efectos de garantizar la validez de las normas 
que “los congresistas tengan la oportunidad de saber cuál es el contenido de una 
iniciativa y de las proposiciones que se someten a su aprobación, pues de ello 
depende la capacidad material para intervenir en una discusión y, por lo tanto, para 
que pueda existir válidamente una democracia deliberativa, en donde se torne 
efectiva la garantía institucional de representación de los asociados”180.  
 
En este sentido, debe tenerse en cuenta que el artículo 94 de la LORC define al 
debate como “el sometimiento a discusión de cualquier proposición o proyecto sobre 
cuya adopción deba resolver la respectiva Corporación (…)”, con lo que puede 
llegarse a inferir que si el elemento esencial del mismo es la discusión, es razonable 
sostener que el presupuesto sine qua non para que ello pueda adelantarse es que 
los parlamentarios tengan acceso de manera previa a las iniciativas y proposiciones 
que se ponen a su consideración. En consecuencia, resulta razonable que la Corte 
Constitucional haya reiterado desde sus inicios que la deliberación de una propuesta 
desconocida por los congresistas, no puede convalidarse como un debate en los 
términos constitucionales181.  
 
Ahora bien, la satisfacción del principio de publicidad de los proyectos de ley se 
cumple entonces con la inserción en la Gaceta del Congreso: (i) del texto de la 
iniciativa, (ii) de su exposición de motivos, y (iii) de las ponencias que se elaboren 
frente al mismo, antes de darle curso en las comisiones o en las plenarias 
correspondientes (arts. 157.1 CP, y 130, 144 y 156 LORC)182.  
 
Con todo, es pertinente mencionar que respecto de las ponencias que se presenten 
ante las comisiones constitucionales permanentes, el artículo 156 de la LORC 
 
179 Sentencias C-087 de 2016 y C-298 de 2016. 
180 Sentencia C-084 de 2018. 
181 Cfr. Sentencias C-557 de 2000, C-760 de 2001 y C-168 de 2012. 





estipula que “para agilizar el trámite del proyecto, el presidente podrá autorizar la 
reproducción del documento por cualquier medio mecánico, para distribuirlo entre 
los miembros de la comisión, ello sin perjuicio de su posterior y oportuna 
reproducción en la Gaceta del Congreso”. 
 
De manera similar, es relevante indicar que el diseño que de los debates 
contemplado en el ordenamiento jurídico implica que en la práctica no toda la 
información referente al proceso de adopción de una ley pueda ser objeto de 
publicación previa en la Gaceta del Congreso, como ocurre, para ilustrar, con las 
proposiciones de sustitución o modificación de una iniciativa cuya presentación y 
estudio por parte de los parlamentarios se adelanta una vez se inicia el debate (arts. 
114 y 115 LORC). Al respecto, para garantizar la publicidad en tal evento el artículo 
125 del Reglamento de las cámaras establece como remedido que una vez sea 
“cerrada la discusión se dará lectura nuevamente a la proposición que haya de 
votarse”, con lo cual se asegura que los congresistas tengan certeza de lo que van 
a decidir.  
 
De otra parte, en torno a la segunda faceta de actuación del principio de publicidad, 
cabe llamar la atención de que se encuentra vinculada a la posibilidad de que la 
ciudadanía pueda ejercer una adecuada vigilancia y control sobre sus 
representantes, bajo la premisa de que la soberanía reside en el pueblo183, es por 
ello, que el artículo 144 de la Constitución consagra que “las sesiones de las 
cámaras y de sus comisiones permanentes serán públicas, con las limitaciones a 
 
183 Al respecto, la doctrina especializada ha insistido en el hecho de que “la discusión parlamentaria 
deba ser pública se traduce en que ha de someterse a la observación crítica de los ciudadanos, cuya 
opinión seguirá siendo la única base reconocida del dominio público. Como sostiene Habermas, la 
opinión pública encarna en la soberanía popular y ésta, a su vez, presupone un principio de la propia 
verdad del Estado moderno. Todo ello en el bien entendido de que la opinión pública, mediada por 
la notoriedad pública crítica en una democracia de masas, debe relacionar los ámbitos comunicativos 
formados por las opiniones de las personas privadas, no organizadas, sin público, y por las opiniones 
formadas de las instituciones (asociaciones, administración y sobre todo partidos políticos), 
públicamente manifestadas”. Abellán, Ángel Manuel. El estatuto de los parlamentarios y los derechos 





que haya lugar conforme a su reglamento”, así como la LORC contempla distintos 
medios de publicidad, “siendo la posibilidad de consultar las Gacetas del Congreso 
el principal de ellos, aunado a otras alternativas que se brindan, como ocurre con la 
facultad de asistir a las barras, la de seguir las sesiones mediante su trasmisión en 
radio o en televisión, y la de conocer la difusión sobre lo ocurrido cuando las 
sesiones se cubren por los medios masivos de comunicación”184. 
 
Inexequibilidad por error en la publicación del proyecto de ley 
A través de la Sentencia C-258 de 2014, la Corte Constitucional declaró la inexequibilidad 
de la Ley 1628 de 2013, por medio de la cual se aprobó el “Acuerdo Marco de la Alianza del 
Pacífico entre la República de Colombia, la República de Chile, los Estados Unidos Mexicanos 
y la República del Perú”, con base en la siguiente línea argumentativa:  
 
(i) “El principio de publicidad persigue que los congresistas conozcan plenamente las iniciativas 
que serán discutidas y, con base en esa información, efectúen un debate serio, abierto y 
vigoroso de las mismas para conformar la voluntad democrática”.  
 
(ii) “En el caso de las leyes aprobatorias de tratados internacionales, el Congreso debe conocer 
la integridad del texto para así decidir sobre la conveniencia política de su incorporación al 
orden interno”. 
 
(iii) Un tratado internacional “debe concebirse como una unidad de sentido que incorpora la 
voluntad de los distintos países que lo suscriben, de manera que no resulta legítimo efectuar 
una discusión del mismo por partes”. 
 
(iv) “El texto auténtico del Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico se compone de 17 
artículos. Sin embargo, el trámite legislativo se basó en una publicación incompleta del 
Instrumento, en la que solo aparecen 15 artículos y el numeral 1º del artículo 16, pero hacen 
falta los incisos 2º y 3º del artículo 16, el artículo 17 y las firmas de los Jefes de Estado 
correspondientes (…). El texto del Acuerdo fue publicado de esa manera desde el inicio del 
trámite en el Congreso de la República, en la Gaceta del Congreso 625 de 2012, al parecer 
 





por un error involuntario, y en ninguna etapa del procedimiento legislativo se corrigió esa 
irregularidad, de manera que incluso en la publicación de la Ley 1628 de 2013, en el Diario 
Oficial 48.798 de 23 de mayo de 2013, se presenta una versión incompleta del Acuerdo”.  
 
(v) “El vicio que se constató tiene efectos constitucionales de notable trascendencia”, porque: 
(a) “puede viciar la voluntad del Congreso que cree estar discutiendo un instrumento en su 
integridad, sin que sea así”; (b) “obstaculiza el control previo e integral de constitucionalidad 
que corresponde realizar a la Corte, en aplicación del artículo 241, numeral 10º de la Carta 
Política”; y (c) “podría generar obligaciones internacionales a partir de normas que no habrían 
ingresado al orden jurídico interno, por los procedimientos previstos en la Constitución 
Política”. 
 
(vi) “En atención a la naturaleza del vicio (…) no resulta razonable devolver el trámite a la 
autoridad competente para subsanarlo, pues ello implicaría la repetición de todas las etapas 
del procedimiento legislativo”. 
 
4.4. Principios de consecutividad e identidad flexible  
 
El artículo 157 de la Constitución estipula que para que un proyecto sea ley tiene 
que debatirse y aprobarse por las comisiones y las plenarias de ambas cámaras, 
por lo que, en principio, el contenido de la iniciativa debe ser discutido y votado 
cuatro veces. Adicionalmente, los artículos 158 y 160 superiores establecen que 
“durante el segundo debate cada cámara podrá introducir las modificaciones, 
adiciones y supresiones que juzgue necesarias”, siempre que las enmiendas se 
relacionen con la materia de la iniciativa.  
 
La Corte Constitucional ha sostenido que de las referidas disposiciones de la Carta 
Política se derivan los principios de consecutividad e identidad flexible del 
procedimiento legislativo, los cuales deben ser respetados so pena de la 
configuración de un vicio formal que puede generar la inexequibilidad de la ley185.  
 






En torno al principio de consecutividad, cabe resaltar que se deriva principalmente 
de lo dispuesto en el artículo 157 de la Constitución y se concreta en la exigencia 
de que las iniciativas sean tramitadas en cuatro debates (tres en los casos de 
comisiones conjuntas), asegurándose así que la función legislativa esté basada en 
la concertación del contenido del proyecto, mediante el examen y discusión de los 
temas propuestos por ambas cámaras, siguiendo el siguiente modelo: comisión 
cámara 1 – plenaria cámara 1 – comisión cámara 2 – plenaria cámara 2186.  
 
En este sentido, la Corte Constitucional ha expresado que en razón del principio de 
consecutividad187:  
 
(i) Las comisiones y las plenarias están en la obligación de estudiar y debatir todos 
los temas que ante las mismas se planteen durante el trámite legislativo, pues con 
ello se garantiza el cumplimiento del requisito de que el contenido de la ley haya 
sido discutido en cuatro debates.  
 
(ii) Ninguna de las células de las cámaras puede abstenerse de discutir y votar las 
proposiciones planteadas en su seno, bajo el argumento de que las mismas serán 
estudiadas por otra con posterioridad en el trámite legislativo.  
 
Ahora bien, en relación con el principio de identidad flexible o relativa, cabe resaltar 
que el mismo tiene su fundamento en los artículos 160 de la Constitución y 178 del 
Reglamento del Congreso, y permite que durante el trámite legislativo las 
comisiones y plenarias puedan incorporar enmiendas a las iniciativas siempre que 
 
186 Cfr. Lacheros Gámez, Juan Carlos; Mantilla Calderón, María José; Pulido, Fabio; Rincón 
Montaño, Rocío; Suárez Osma, Ingrid. Trámite Legislativo Ordinario. Bogotá: Derecho Justo – 
Konrad Adenauer Stiftung, 2013, págs. 110 y ss.  





exista una conexidad entre la modificación, adición o supresión y lo debatido 
previamente188.  
 
En este sentido, bajo el principio de identidad flexible se pretende, por una parte, 
salvaguardar la exigencia de que el contenido de los proyectos de ley sea 
examinado durante cuatro debates, al requerirse que durante el trámite legislativo 
se guarde la esencia del mismo, pero, por otra parte, busca garantizar que se 
puedan introducir modificaciones a las iniciativas y, con ello, facilitar su 
perfeccionamiento derivado de la deliberación democrática189.  
 
Así pues, la Corte Constitucional ha determinado que las reglas que orientan y guían 
el principio de identidad flexible son: “(i) que los cambios introducidos deben 
referirse a temas tratados y aprobados en el primer debate; y, (ii) que dichos asuntos 
guarden estrecha relación con el contenido del proyecto”190. 
 
En este orden de ideas, de conformidad con los principios en estudio puede 
afirmarse que en segundo debate no pueden incorporarse como enmiendas asuntos 
que fueron presentados en primer debate pero retirados antes de votarse, aunque 
si pueden radicarse modificaciones que fueron votadas negativamente en las 
comisiones, pues las plenarias en razón de la regla de mayorías pueden retomarlas 
y aprobarlas, en tanto la exigencia constitucional es que las iniciativas sean 
discutidas en cuatro debates.  
 
Sobre el particular, en la Sentencia C-839 de 2003, la Corte Constitucional explicó 
que la presunta incompatibilidad que surge de lo expuesto hasta el momento “es 
aparente, ello debido a la mayor ascendencia y legitimidad democrática que 
 
188 Ver las sentencias C-208 de 2005 y C-105 de 2016.  
189 Castillo Aguilar, María Carolina y Padrón Pardo, Floralba. La entidad constitucional del 
procedimiento legislativo y los vicios formales en la elaboración de la ley. Bogotá: Universidad 
Externado de Colombia, 2002, págs. 78 y ss.  





adquieren las plenarias respecto a las comisiones. Es evidente que una instancia 
legislativa que agrupa, no sólo a los parlamentarios que se ocuparon del primer 
debate, sino a los demás miembros de cada cámara, pueda realizar, válidamente, 
cambios al proyecto aprobado. Sostener lo contrario equivale a supeditar el trabajo 
legislativo del pleno de cada cámara a lo decidido por sólo una parte de sus 
miembros, lo que es totalmente contrario al principio de mayoría que inspira la 
formación de las leyes”. 
 
Con todo, debe tenerse en cuenta que es posible en las plenarias introducir 
enmiendas al texto aprobado por las comisiones a pesar de no haber sido 
presentadas en primer debate, siempre que estén relacionadas con la materia 
discutida previamente de manera clara, específica, estrecha, necesaria y evidente. 
Así pues, para determinar la existencia o no de una relación directa que se 
enmarque en las exigencias constitucionales (criterio de conexidad), es necesario 
tener en cuenta en cada caso concreto variables como el tipo de iniciativa, la clase 
de proyecto o su extensión, así como de guía el principio democrático que permite 
el perfeccionamiento de labor legislativa mediante la incorporación de 
modificaciones a los textos inicialmente presentados ante las cámaras191.  
 
Inexequibilidad por desconocimiento de los principios de consecutividad e identidad 
flexible 
(i) A través de la Ley 788 de 2002, el Congreso de la República expidió un conjunto de 
disposiciones en materia tributaria y penal dirigidas a evitar la evasión de impuestos.  
 
En el artículo 112 de dicha ley, el legislador dispuso la creación de la Cuenta Única Notarial 
entendida “como cuenta matriz de recaudo de los derechos que por todo concepto deban 
recibir o recaudar los notarios del país en desarrollo de las funciones que les son asignadas 
por las leyes y reglamentos (…)”. 
 
 





En marzo de 2003, un ciudadano presentó una acción pública de inconstitucionalidad en 
contra del referido artículo 112, al considerar que era inexequible por desconocer los 
principios de consecutividad e identidad flexible, porque “no hizo parte ni del proyecto inicial 
presentado por el Gobierno al Congreso de la República, ni del pliego de modificaciones 
presentado en relación con el mismo, ni de los debates en las Comisiones constitucionales 
de cada Cámara, ni en las plenarias de dichas Corporaciones en segundo debate”. 
 
Mediante Sentencia C-1113 de 2003, la Corte Constitucional declaró inexequible el artículo 
112 de la Ley 788 de 2002, al verificar que en su trámite legislativo: 
 
(a) No fue respetado el principio de consecutividad, por cuanto “el tema de la cuenta única 
notarial no tuvo sino un debate durante todo el trámite legislativo, el cual se llevó a cabo en 
la Plenaria de la Cámara de Representantes”, así como que “el hecho de haberse aprobado 
por parte de las plenarias tanto de la Cámara de Representantes, como del Senado de la 
República, el informe de conciliación en el que se introdujo el texto acusado proveniente de 
la Cámara (…) no convalida el vicio”, porque “las comisiones de conciliación solo pueden 
adelantar su actuación respecto de textos válidamente aprobados por ambas cámaras 
legislativas, aunque diferentes en su redacción”. 
 
(b) Se desconoció el principio de identidad, pues “si bien un proyecto de ley puede ser objeto 
de modificaciones y adiciones en el transcurso de las diversas etapas del trámite legislativo, 
dichas modificaciones deben referirse a temas discutidos desde el primer debate en las 
comisiones constitucionales, lo que no ocurrió en el presente caso”, comoquiera que la cuenta 
única notarial es un tema específico, autónomo y separable del objeto central de la ley 
referente a instrumentos tributarios y penales para controlar la evasión de impuestos, por lo 
que no puede entenderse como consustancial al mismo y, por ello, debió “ser objeto expreso 
de debate por las comisiones constitucionales, así como por las plenarias de cada Cámara”. 
 
(ii) A través de la Ley 1819 de 2016, el Congreso de la República expidió una reforma 
tributaria estructural, con la cual modificó un amplio número de normas relacionadas con 
impuestos, contribuciones y tasas, así como con su forma de recaudo. En este sentido en 
artículo 364, el legislador estableció una contribución especial para laudos arbitrales de 







En contra de dicho artículo 364 fue presentada una demanda de inconstitucionalidad por 
desconocer los principios de consecutividad e identidad flexible, ya que, según el 
demandante, la proposición mediante la cual se adicionó al proyecto dicha contribución para 
la justicia en primer debate no fue discutida ni votada por las comisiones conjuntas de Senado 
y Cámara.  
 
Mediante la Sentencia C-084 de 2019, la Corte Constitucional declaró inexequible el 
artículo 364 de la Ley 1819 de 2016, al estimar que:  
 
(a) “En materia tributaria, los principios de consecutividad e identidad flexible (arts. 157 y 160 
de la C.P.) implican que es posible introducir proposiciones nuevas o sustitutivas en plenaria 
a los textos aprobados en las comisiones, siempre que estén relacionadas con los temas 
discutidos y votados en primer debate”. 
 
(b) “Se presenta elusión del debate cuando las comisiones constitucionales permanentes 
dejan de pronunciar su voluntad, de aprobar o negar una iniciativa que, si bien guarda cierta 
relación con una materia del proyecto, su temática le brinda autonomía al punto que podría 
plasmarse en un proyecto independiente”. En efecto, “en estos últimos casos, (…) la 
propuesta debe ser acogida o negada respecto de su contenido en ambos debates, pues de 
lo contrario se desconoce los referidos mandatos constitucionales”. 
 
(c) “El tema vinculado a la contribución especial para laudos arbitrales de contenido 
económico no había sido sometido a deliberación y votación en primer debate, como lo exige 
el artículo 157 de la Constitución Política. Esto, por cuanto el tributo acusado, pese a guardar 
relación con una de las materias discutidas, relativa a la obtención de recursos para el Sector 
Justicia y la Rama Judicial, (…) constituía una exacción relacionada con la imposición de 
cargas fiscales a usuarios de la justicia arbitral”, con lo con lo cual era “un tema separable y 
autónomo que, por consiguiente, debió ser objeto de discusión y votación específicamente 
en su contenido”. En otro modo, “la regla sobre la contribución especial para laudos arbitrales 
de contenido económico, como lo exige el artículo 157 de la C.P, no había sido objeto de 
deliberación y votación en primer debate y, si bien guarda relación con las materias discutidas 
y votadas en esa instancia legislativa, es una materia de regulación autónoma y separable, 






Por lo demás, es pertinente mencionar que el irrespeto de los principios de 
consecutividad e identidad flexible constituye un vicio de procedimiento de carácter 
formal que puede derivar en la inexequibilidad de la ley si se presenta la demanda 
respectiva ante la Corte Constitucional dentro del año siguiente a la fecha de 
expedición de la misma, pues la acción pública de inconstitucionalidad para tales 
efectos caduca luego de trascurrido dicho término de conformidad con el artículo 
242.3 de la Constitución192. 
 
4.5. Principio de unidad de materia 
 
El principio de unidad de materia tiene su fundamento en el artículo 158 de la 
Constitución, el cual establece que “todo proyecto debe referirse a la misma materia” 
y que “serán inadmisibles las disposiciones o modificaciones que no se relacionen 
con ella”. En consecuencia, el concepto de unidad de materia se entiende como una 
norma de técnica legislativa que busca racionalizar el procedimiento de producción 
normativa mediante la búsqueda de la prevención de inconsistencias en la 
redacción de los proyectos de ley al prohibirse la incorporación de disposiciones 
que no guarden relación con el tema principal de la iniciativa193.  
 
Así las cosas, el principio de unidad de materia tiene como finalidad que el 
procedimiento legislativo se desarrolle con transparencia, toda vez que su respeto 
implica que la discusión y votación de las iniciativas en las comisiones y plenarias 
esté centrado en un tema específico, en tanto bajo su imperio queda prohibido la 
introducción de asuntos extraños al mismo194.  
 
 
192 Cfr. Sentencia C-726 de 2015.  
193 Cfr. Sentencias C-501 de 2001, C-786 de 2004, C-147 de 2015 y C-084 de 2019.  
194 Cfr. Lacheros Gámez, Juan Carlos; Mantilla Calderón, María José; Pulido, Fabio; Rincón 
Montaño, Rocío; Suárez Osma, Ingrid. Trámite Legislativo Ordinario. Bogotá: Derecho Justo – 





Sobre el particular, en la Sentencia C-1185 de 2000, la Corte Constitucional explicó 
que el principio de unidad de materia se respeta cuando en un proyecto de ley puede 
identificarse: (i) un núcleo temático rector, y (ii) una relación de conexidad (a) causal, 
(b) teleológica, (c) temática y (d) sistémica entre este y las disposiciones de la 
iniciativa. En el mismo sentido, la mencionada Corporación sostuvo, en la Sentencia 
C-214 de 2007, que un contenido normativo es contrario al axioma en estudio 
“solamente en los casos en que al revisarse dentro del contexto general del debate 
del proyecto y de la ley en referencia, se constate que el mismo constituye una 
especie de cuerpo extraño o de elemento totalmente ajeno que invade sin 
explicación su contenido, es decir, el asunto específico de la regulación”. 
 
Ahora bien, para la identificación del núcleo temático de una ley para efectos de 
verificar el respeto o no del principio de unidad de materia frente a una disposición 
en un eventual control de constitucionalidad, es necesario realizar una valoración 
conjunta de los siguientes documentos: (i) la exposición de motivos, (ii) las 
ponencias y (iii) las actas de los debates. Igualmente, es relevante efectuar una 
comparación de los textos aprobados por las células legislativas, así como un 
análisis de la relación entre el título de la ley y su contenido, e incluso puede ser útil 
examinar los efectos jurídicos de las disposiciones en punto de verificar la existencia 
de conexidad a partir de los mismos195.  
 
Lo anterior, no implica que no puedan existir leyes multitemáticas, pues la propia 
Corte Constitucional ha aceptado que una iniciativa sea conforme a la Carta Política 
a pesar de tener diferentes materias centrales, bajo la condición de que entre ellas 
exista una relación de conexidad objetiva y razonable, como ocurre con las leyes 
que aprueban los planes nacionales de desarrollo196. 
 
 
195 Cfr. Sentencias C-501 de 2001, C-214 de 2007 y C-015 de 2013. 





Ahora bien, en relación con la naturaleza del vicio derivado del irrespeto del principio 
de unidad de materia, la misma ha sido determinada por la Corte Constitucional 
como material, en el entendido de que para determinar su configuración se requiere 
examinar el contenido normativo de la disposición acusada con el fin de determinar 
si tiene una relación coherente con el tema principal de la ley. Por lo anterior, las 
acciones públicas de inconstitucionalidad que pongan de presente la infracción del 
axioma en examen pueden ser presentadas en cualquier tiempo, pues no están 
limitadas por el término de caducidad de un año aplicable a los vicios de carácter 
procedimental197.  
 
Inexequibilidad por desconocimiento del principio de unidad de materia 
Por medio de la Ley 1527 de 2012, el Congreso de la República estableció un marco general 
para la libranza o descuento directo, como se desprende de: (i) su título: “por medio de la cual 
se establece un marco general para la libranza o descuento directo y se dictan otras 
disposiciones”, así como de su (ii) articulado en el que se contempla: “el objeto de la libranza 
(art 1); las definiciones aplicables a los productos y servicios financieros o bienes y servicios 
que pueden adquirirse a través de ella (art. 2); las condiciones del crédito a través de libranza 
o descuento directo (Art 3); los derechos de los beneficiarios (Art. 4 y 12); las obligaciones de 
las entidades operadora y pagadora (Arts. 5 y 6); las reglas relativas a los descuentos y el 
régimen tributario de los trabajadores independientes (Arts. 7 y 13); las entidades encargadas 
de su vigilancia y control (Art. 10); las reglas relativas al manejo de información y divulgación 
(Arts. 9, 11 y 14), y su vigencia y derogatorias (Art. 15)”. 
 
El artículo 15 de la referida ley específicamente establecía que con su expedición se “derogan 
las disposiciones que le sean contrarias, el artículo 8° numeral 2 del Decreto - Ley 1172 de 
1980, el parágrafo 4° del artículo 127-1 del Estatuto Tributario, el parágrafo del artículo 89 de 
la Ley 223 de 1995 y el artículo 173 de la Ley 1450 de 2011”. 
 
En contra del citado artículo, un ciudadano interpuso una demanda de inconstitucionalidad 
alegando la vulneración del principio de unidad de materia consagrado en el artículo 158 de la 
Constitución, argumentando que dicha disposición reguló materias ajenas al contenido 
 





temático de la referida ley, como lo era: “la derogatoria expresa de: i) el artículo 8, numeral 2, 
del decreto Ley 1172/80, que dispone unas prohibiciones a las sociedades comisionistas de 
bolsa y a sus administradores; (ii) el parágrafo 4 del artículo 127.1 del Estatuto Tributario que 
prescribe el tratamiento contable y tributario al que deben someterse los contratos de leasing 
con opción de compra, y (iii) el parágrafo del artículo 89 de la ley 223/95 que establece que los 
contratos de arrendamiento financiero o leasing en proyectos de infraestructura no podrán 
celebrarse sino hasta el 1o de enero de 2012 y a partir de esa fecha se regirán por los términos 
y condiciones previstos en el artículo 127-1 de dicho estatuto”. 
 
Mediante la Sentencia C-015 de 2013, la Corte Constitucional declaró inexequible el artículo 
15 de la Ley 1527 de 2012, al considerar que no satisfacía el principio de la unidad de materia, 
porque se trataba de una disposición que carencia de conexidad con el núcleo temático de 
dicha ley, toda vez que a pesar de estar contenida en un estatuto sobre el régimen general de 
la libranza o descuento, incorporaba normas que nada tenían que ver con dicho marco 
regulatorio relativas a las sociedades comisionistas de bolsa, y al régimen tributario y contable 
de los contratos de leasing.  
 
En concreto, la Corte Constitucional sostuvo que las disposiciones demandadas: “(i) carecen 
de conexidad temática con la Ley 1527 de 2012, al consistir en regulaciones sobre temáticas 
-prohibición a los comisionistas bolsa y régimen tributario y contable del contrato de leasing 
con opción de compra y del leasing para proyectos de infraestructura-, bien distintas a los 
asuntos regulados por ella -el establecimiento de un marco general de la libranza o descuento 
directo-; (ii) adolecen de conexidad causal y teleológica, por cuanto los motivos y los fines para 
los cuales fue expedida la ley -regular la libranza, dinamizar la economía y masificar esa 
modalidad de crédito- no guarda relación con los fines perseguidos con las derogatorias de las 
normas sobre entidades comisionistas de bolsa y leasing; (iii) no existen razones que 
justifiquen que por necesidades de técnica legislativa fuese necesaria la inclusión de las 
derogatorias acusadas; y (iv) no se encuentra que las disposiciones acusadas sean parte de 
un cuerpo racional y ordenado de normas, dándose de esta manera una ausencia de 
conexidad sistemática”.  
 
Por lo demás, cabe resaltar que pese a la cercanía conceptual que pueda existir 





como lo manifestó la Corte Constitucional en la Sentencia C-084 de 2019, al explicar 
que:  
 
“El principio de unidad de materia persigue que los artículos que conforman la ley o el 
proyecto correspondiente estén directamente relacionados con el tema general que les 
provee cohesión. En cambio, el mandato de identidad relativa busca que los cambios 
introducidos en las plenarias de las cámaras guarden relación con los diversos temas o 
asuntos tratados y aprobados en primer debate. De esta forma, los dos mandatos buscan 
garantizar el principio democrático y el régimen jurídico de formación de las leyes diseñado 
por el Constituyente. Sin embargo, mientras que la unidad de materia impide que en 
cualquier instancia legislativa se incorporen contenidos normativos ajenos al sentido 
general de la iniciativa, incluso si se ha insistido en ellos a través de los diversos debates, 
el principio de identidad obliga a que las modificaciones o adiciones que surjan en plenarias 
se refieran a los distintos asuntos o temas que se discutieron y votaron en primer debate”. 
 
4.6. Principio de instrumentalidad de las formas 
 
El principio de instrumentalidad de las formas: (i) tiene origen en los artículos 228 y 
241 de la Constitución, (ii) constituye un desarrollo del mandato de prevalencia del 
derecho sustancial sobre el formal, y (iii) bajo su amparo solamente pueden llegarse 
a configurar vicios en el procedimiento legislativo cuando las irregularidades 
verificadas tengan el potencial de afectar la materialización de los elementos 
esenciales de la democracia, comoquiera que las formas no tienen un valor por sí 
mismas, sino que lo adquieren por la finalidad sustantiva que persiguen198. 
 
En este sentido, la Corte Constitucional ha explicado que “el desconocimiento de un 
requisito de procedimiento para la formación de las normas, puede no acarrear 
necesariamente su inconstitucionalidad, cuando a pesar de ello se advierte que los 
valores y principios que con aquél se quieren salvaguardar no sufrieron menoscabo 
 
198 Cfr. Sentencia C-093 de 2018. A nivel doctrinal puede consultarse: Biglino Campos, Paloma. Los 





alguno”199. En consecuencia, para efectos del control de constitucionalidad del 
trámite de legislativo es necesario examinar:  
 
(i) “Si el defecto es de entidad suficiente como para constituir un vicio susceptible 
de afectar la validez de ley, a partir de la satisfacción o no del fin sustantivo que lo 
justifica”.  
 
(ii) “Si existió o no una corrección formal del procedimiento en el trámite de la 
iniciativa” 
 
(iii) “Si es posible devolver la ley al Congreso de la República para que corrija el 
defecto observado”200. 
 
Así, con el objetivo de determinar si un vicio tiene o no la entidad suficiente para 
llegar a afectar la validez de la ley, resulta pertinente constar: “(i) la preservación de 
la voluntad de las mayorías, cuando se trata de reglas vinculadas con la 
consolidación del quórum o la realización del principio de consecutividad; (ii) la 
protección del principio de publicidad, cuando se está en presencia de aspectos 
referentes al sistema de votación adoptado por las cámaras o al cumplimiento de 
las reglas sobre el anuncio previo; y (iii) la salvaguarda de los derechos de las 
minorías, en casos vinculados con las reglas que conducen a garantizar la 
transparencia del debate” 201.  
 
Ahora bien, el principio de instrumentalidad de las formas lleva implícita la premisa 
de que en caso de duda en torno al cumplimiento o no de una regla formal del 
procedimiento legislativo, el asunto debe resolverse a favor de la decisión 
 
199 Sentencia C-1039 de 2009. 
200 Sentencia C-225 de 2014. 





mayoritaria adoptada por el Congreso de la República, como cuerpo deliberante202. 
En palabras de la Corte Constitucional “cuando falta certeza respecto de algún 
hecho debe privilegiarse la validez de la ley elaborada por el Congreso de la 
República –indubio pro legislatoris-, pues es la que resulta acorde con la presunción 
de constitucionalidad que se predica de la misma” 203.  
 
Ejemplo de aplicación del principio de instrumentalidad de las formas 
En la Sentencia C-788 de 2011, la Corte Constitucional, en ejercicio del control previo y 
automático de constitucionalidad, analizó la constitucionalidad del “Acuerdo de Cooperación y 
Régimen de Privilegios e Inmunidades entre la Organización Internacional para las 
Migraciones y el Gobierno de la República de Colombia”, y de la Ley 1441 de 2011, por medio 
de la cual fue aprobado dicho instrumento.  
 
Al hacer el estudio del trámite surtido en el Congreso, la Corte encontró que en la gaceta en la 
que se debía publicar el texto definitivo aprobado por la Plenaria del Senado luego del segundo 
debate, por error, se incluyó el texto correspondiente a otra iniciativa. 
 
Al respecto, la Corte consideró que el referido error no daba lugar a la invalidez de la ley, por 
cuanto este no tuvo la entidad suficiente para comprometer el principio de publicidad que se 
pretende proteger a través de la exigencia de la publicación del texto en la gaceta, por cuanto 
con anterioridad al tercer debate los representantes a la Cámara habían conocido el texto del 
instrumento internacional y este no había tenido modificaciones.  
 
Así, la Corte concluyó que “en este caso, y en virtud del principio de instrumentalidad de las 
formas, la indicada omisión no afectó el principio de publicidad que rige el procedimiento 
legislativo, ni comprometió la conformación de la voluntad del legislador, en la medida que el 
conocimiento previo del proyecto a debatir que debía garantizarse a los congresistas, se hizo 
efectivo a través de la publicación del informe de ponencia (Gaceta No. 679 de 2010), en la 
cual se incluyó el texto del proyecto de ley aprobatoria del Acuerdo bajo examen, al que no se 
le había introducido ninguna modificación por parte del ponente”. 
 
202 Cfr. Caamaño Domínguez, Francisco M. Los vértices de la desconfianza: Constitución, Ley y juez 
(Releyendo “Justicia constitucional y democracia”, de Víctor Ferreres Comella). Revista española de 
derecho constitucional, Núm. 65, 2002, p. 395.  






La aplicación del principio de instrumentalidad de las formas, según la Corte 
Constitucional, debe efectuarse teniendo claro que:  
 
(i) El debate parlamentario “es el escenario deliberativo propio, en donde deben 
plantearse las irregularidades de trámite, ya que este escenario exige de los 
participantes una actitud activa en el ejercicio de sus derechos y de sus 
obligaciones”204.  
 
(ii) Le “corresponde a los congresistas poner de presente aquellas circunstancias 
que tengan la virtualidad de afectar el trámite o lesionar su derecho de participación, 
y emplear con diligencia aquellas herramientas que el ordenamiento jurídico pone a 
su alcance”, por lo que “resulta inadmisible la actitud deliberadamente pasiva 
orientada a configurar un vicio”205.  
 
(iii) “Es en el propio debate, empleando la mecánica que la Constitución y la Ley 
han previsto para ello, en donde deben tramitarse las discrepancias y hacerse valer 
las garantías que el procedimiento legislativo ha previsto. Solo aquellas 
irregularidades que trasciendan ese ámbito, o, porque habiendo sido planteadas, no 
fueron atendidas, o porque fueron inadvertidas, o porque no tuvieron ocasión de 
expresarse, tendrían la virtualidad de plantearse como eventuales vicios de 
procedimiento” 206. 
 
Por último, cabe tomar nota de que el principio de instrumentalidad de las formas 
propende por la conservación del derecho, entendiendo este como un producto 
elaborado por el parlamento. En consecuencia, siguiendo lo dispuesto en los 
artículos 241 de la Constitución y 202 de la LORC, la Corte Constitucional ha 
 
204 Sentencia C-786 de 2012.  
205 Sentencia C-168 de 2012. 





reconocido la posibilidad de subsanar algunos vicios ocurridos en el devenir de 
procedimiento legislativo.  
 
En concreto, dicho Tribunal ha establecido como criterio básico para no proceder al 
saneamiento de un vicio de trámite legislativo, la necesidad de rehacer una etapa 
estructural del procedimiento, puesto que “ello difiere del concepto de subsanar o 
corregir la irregularidad y supone la repetición integral del trámite”207. Por lo anterior, 
la Corte ha indicado que “no es la gravedad del vicio la que determina su carácter 
de subsanable o insubsanable, sino la posibilidad real de corregirlo realizando un 
análisis sobre la razonabilidad de la corrección”208.  
 
En este sentido, con el fin de analizar la razonabilidad de la corrección, la Corte 
Constitucional ha establecido los siguientes parámetros de evaluación judicial: “(i) 
el cumplimiento de las etapas básicas y estructurales del proceso legislativo, 
establecidas en el artículo 157 de la Carta; (ii) el contexto dentro del cual se presentó 
el vicio; (iii) la garantía de los derechos de las minorías a lo largo del debate 
parlamentario y del principio democrático en la votación del proyecto de ley; y (iv) el 
tipo de ley de que se trata y su evolución a lo largo del debate parlamentario”209.  
 
Bajo tales criterios, por ejemplo, en el Auto 086 de 2012, la Corte considero que “el 
vicio de procedimiento identificado en el debate sobre el informe de objeciones 
gubernamentales es subsanable, a través de la devolución al Senado para que se 
rehaga la votación del informe de ponencia, en los términos del artículo 133 
superior. En efecto, se encuentra que esta Cámara sí tuvo la intención de aprobar 
dicho informe pero no utilizó el mecanismo adecuado para manifestar su voluntad 
ya que en lugar de votar de manera nominal y pública, como lo exige en estos casos 
la Constitución y la Ley 5ª de 1992, realizó una votación ordinaria”.  
 
207 Sentencia C-047 de 2017. 
208 Sentencia C-337 de 2015. 






Empero, en la sentencia C-337 de 2015, la Corte declaró “la existencia de un vicio 
de procedimiento legislativo en el segundo debate de una ley aprobatoria de tratado, 
porque no logró acreditarse el cumplimiento de su aprobación con el quórum 
decisorio y las mayorías requeridas. Como tal vicio se presentó en la fase inicial del 
trámite, antes de que se conformara la voluntad del Senado de la República, se 
indicó que su naturaleza era insubsanable”.  
 
Subsanación de los vicios de procedimiento 
De conformidad con las reglas fijadas por la Corte Constitucional en la Sentencia C-087 de 
2016 y en el Auto 505 de 2018, cuando se presente un yerro en el desarrollo del procedimiento 
legislativo puede ocurrir que:  
 
(i) El defecto no tenga la entidad de afectar principios sustanciales y, por ello, no exista vicio 
alguno de inconstitucionalidad. 
 
(ii) A pesar de haberse configurado el error, el mismo haya sido superado dentro del trámite 
legislativo, en la medida de que la irregularidad haya sido subsanada por las mismas cámaras. 
 
(iii) El defecto atente contra principios superiores y, por lo tanto, se trate de un auténtico vicio 
de procedimiento, el cual puede ser de carácter:  
 
(a) Subsanable, cuando “se puede corregir sin que ello implique rehacer integralmente el 
trámite legislativo”, “mediante la devolución del trámite a la autoridad competente para 
subsanarlo (artículo 241, parágrafo, CP) o por la misma Corte Constitucional, cuando ello 
sea posible210”211. 
 
210 Por ejemplo, “cuando a una ley ordinaria se le ha impartido el trámite legislativo propio de una ley 
orgánica: en casos así, la Corte ha considerado que existe, efectivamente, un vicio, por cuanto, tal y 
como se expresó en la sentencia C-025/93, ‘el principio democrático obliga a interpretar 
restrictivamente los procedimientos especiales que aparejan mayorías calificadas y que, en cierta 
medida, petrifican el ordenamiento jurídico e impiden el desarrollo de un proceso político librado al 
predominio de la mayoría simple, que garantiza cabalmente su libertad y apertura’. En estas 
situaciones, la Corte cuenta con la posibilidad de subsanar directamente el vicio detectado, 
constatando que se trata materialmente de una ley de naturaleza ordinaria, y declarando su 
constitucionalidad bajo tal entendido”. 






(b) Insubsanable, cuando no es “posible realizar la corrección sin desconocer los 
requisitos mínimos de formación del acto, o sin que ello implique la reconstrucción integral 
de etapas estructurales del trámite”212. 
 
Finalizado el estudio de los principios que regulan el procedimiento legislativo, para 
su estudio detallado se desintegrará en tres etapas, a saber: (i) pre-parlamentaria, 
que contempla todas la acciones que deben realizarse antes de radicar el proyecto 
de ley ante el Congreso; (ii) parlamentaria, que se refiere a todas las actuaciones 
de la iniciativa ante las cámaras; y (iii) post-parlamentaria, que se centra en las 
operaciones que se siguen después de aprobado el articulado por las plenarias del 






























CAPÍTULO 5: ETAPA PRE-PARLAMENTARIA DEL PROCEDIMIENTO 
LEGISLATIVO ORDINARIO 
 
El ejercicio de la función legislativa por parte del Congreso de la República está 
sujeto a la presentación de una iniciativa, para lo cual deben asumirse una serie de 
cargas y cumplirse unos requisitos formales, que para efectos de su estudio se 
denominarán como la etapa pre-parlamentaria del procedimiento legislativo 
ordinario, en tanto que los sujetos encargados de satisfacer tales exigencias no 
necesariamente deben ser miembros adscritos a las cámaras213.  
 
En este sentido, para empezar, se examinará la estructura que debe tener un 
proyecto de ley, luego se hará referencia a los sujetos legitimados para presentar 
iniciativas y, por último, se mencionará el trámite que debe seguirse para el efecto.  
 
5.1. Estructura de un proyecto de ley 
 
El derecho positivo no establece requisitos especiales para la redacción de los 
proyectos de ley, pero si contempla que la iniciativa debe tener, como mínimo, el 
siguiente contenido (art. 145 LORC): (i) título, (ii) encabezamiento, (iii) parte 
dispositiva, y (iv) exposición de motivos.  
 
El título busca: (i) delimitar y restringir la materia tratada en el articulado con el fin 
de evitar incertidumbres y facilitar que la ciudadanía desde el inicio de la ley pueda 
conocer su objeto, así como (ii) servir de criterio interpretativo y determinar cuál 
debió ser su procedimiento legislativo según las exigencias constitucionales214. En 
ese sentido, en el título se deben señalar los asuntos generales de que tratan las 
 
213 Una metodología similar de estudio se siguió en: Lacheros Gámez, Juan Carlos; Mantilla 
Calderón, María José; Pulido, Fabio; Rincón Montaño, Rocío; Suárez Osma, Ingrid. Trámite 
Legislativo Ordinario y Especial. Bogotá: Derecho Justo – Konrad Adenauer Stiftung, 2013, págs. 19 
a 31.  





disposiciones normativas de la iniciativa, y ante la imposibilidad de sintetizar los 
mismos en una extensión razonable, se puede utilizar la frase “y se dictan otras 
disposiciones”215.  
 
Al respecto, cabe resaltar que el Congreso puede incluir en el título nombres propios 
o expresiones reconocidas para identificar la ley, así como para promover su 
difusión y cumplimiento, como ocurrió, por ejemplo, con la Ley María (Ley 755 de 
2002), la Ley Sandra Ceballos (Ley 1384 de 2010) o la Ley Pepe Sánchez (Ley 1835 
de 2017). Con todo, la Corte Constitucional ha explicado que el nombre de una ley 
debe cumplir los siguientes presupuestos216:  
 
(i) No puede ser discriminatorio, es decir, utilizar criterios sospechosos para 
diferenciar personas, como la raza, la religión, el sexo, el origen, etc.  
 
(ii) No puede sustituir el número217, ni omitir la descripción general del contenido de 
la iniciativa, pues dichos requisitos están establecidos en la ley y son parámetro de 
constitucionalidad (arts. 193 y 194 LORC).  
 
(iii) En virtud del principio constitucional de unidad de materia, el título debe guardar 
conexidad con el contenido de la ley (arts. 169 CP y 193 LORC).  
 
(iv) A menos de ser una ley de honores, no debe conceder reconocimientos, 
privilegios u distinciones a una persona específica (art. 150.15 CP).  
 
De otro lado, teniendo en cuenta que el título de la ley sirve como criterio de 
interpretación de las normas que contiene, en caso de no guardar conexidad con 
 
215 Cfr. Sentencias C-026 de 1993 y C-360 de 2016.  
216 Cfr. Sentencias C-152 de 2003 y C-752 de 2015.  






las mismas, puede ser declarado inexequible, en tanto puede generar 
hermenéuticas erróneas218. 
 
Control de constitucionalidad del lenguaje utilizado en los títulos de las leyes 
En el año 2016, un ciudadano demandó el título de la Ley 89 de 1890, el cual disponía: “por la 
cual se determina la manera como deben ser gobernados los salvajes que vayan reduciéndose 
a la vida civilizada”, al considerar que desconocía la dignidad humana, el principio de 
diversidad étnica y cultural, el derecho a la igualdad y la prohibición de tratos crueles, 
inhumanos o degradantes, así como el derecho a la igualdad, contenidos en los artículos 1, 7, 
12 y 13 de la Carta Política. 
 
A través de la Sentencia C-135 de 2017, la Corte Constitucional declaró la 
inconstitucionalidad del título de la Ley 89 de 1890, al estimar que:  
 
(i) “Aunque los títulos de las leyes carecen de valor normativo autónomo, eventualmente 
pueden producir efectos jurídicos de manera indirecta debido a su valor interpretativo de las 
leyes, de modo que su inconstitucionalidad se puede llegar a proyectar en el articulado de la 
ley”. 
 
(ii) “Algunas expresiones lingüísticas con una connotación peyorativa en contra de ciertos 
colectivos históricamente discriminados, pueden resultar contrarias a la dignidad humana y a 
la prohibición de discriminación, por lo cual, en estas hipótesis es viable el control judicial de 
la terminología empleada en una norma jurídica”. En efecto, “el uso de léxico no resulta ajeno 
al análisis constitucional y los enunciados legales no solo pueden ser examinados y valorados 
a la luz de los efectos jurídicos que allí se establecen, sino también a la luz de los imaginarios 
y de las representaciones sociales, económicas, políticas e ideológicas que encarnan”, 
comoquiera que “los signos lingüísticos cumplen no solo una función referencial o denotativa, 
sino también connotativa y muchas veces, tienen una carga emotiva e ideológica”. 
 
(iii) “Aunque en el contexto histórico en que se expidió la Ley 89 de 1890, el legislador no hizo 
un uso discriminatorio de las expresiones lingüísticas demandadas, ni con el objeto ni con el 
propósito de transmitir mensajes vejatorios en contra de los grupos y comunidades indígenas, 
 





sino para designar el universo de destinatarios de las medidas legislativas, a través de la 
terminología dominante en el lenguaje ordinario, actualmente, en la comunidad lingüística los 
vocablos cuestionados tienen en cualquier contexto y escenario posible, una connotación 
peyorativa”.  
 
(iv) “El legislador hizo un uso discriminatorio de la expresión ‘salvajes que vayan reduciéndose 
a la vida civilizada’, no solo porque el vocablo ‘salvaje’ alude según el contexto, a lo primitivo 
y no civilizado, a lo falto de educación o ajeno a las normas y convenciones sociales e incluso 
a lo cruel e inhumano, sino también porque se enmarca en una ley inspirada en concepciones 
que conciben la diferencia cultural en términos valorativos, como manifestaciones de 
inferioridad”. 
 
(v) “Las expresiones lingüísticas empleadas en el título de la Ley 89 de 1890 para referirse a 
ciertos grupos étnicos y al señalar que los mismos deben reducirse a la cultura occidental 
como ‘vida civilizada’, denotan un juicio de disvalor hacia aquellos grupos sociales minoritarios 
o que se han constituido y sobrevivido al margen de los valores y principios culturales 
dominantes de la cultura occidental, el cual envuelve un trato inhumano y degradante en contra 
de esos pueblos y comunidades lesivo de su dignidad y de evidente contraposición con el 
pluralismo, la preservación de la diversidad étnica y cultural de nuestra nación y el respeto de 
la autonomía de pueblos ancestrales”. 
  
Por su parte, el encabezamiento de la iniciativa es una proposición que debe seguir 
al título de la ley, consistente en la siguiente fórmula sacramental (arts. 169 CP y 
193 LORC):  
 




A su vez, en torno a la parte dispositiva del proyecto debe mencionarse que la 
Constitución y la ley no establecen la forma como debe redactarse y organizarse el 





la producción normativa es recomendable que: (i) se siga una técnica dirigida a que 
las normas de una ley sean coherentes entre sí y con el ordenamiento superior, (ii) 
plasmen la voluntad política de los congresistas, y (iii) el texto sea entendido por los 
ciudadanos en general sin prestarse para confusiones. Para el efecto, los 
parlamentarios tienen a su disposición una unidad de trabajo legislativo, cuya 
principal función es asesorarlos con el propósito de que sus decisiones políticas 
sean retratadas en la regulación que expiden (arts. 388 y ss. LORC).  
 
Ante dicha ausencia de regulación técnica, por fuerza de la costumbre heredada de 
los textos codificados franceses, se ha seguido la siguiente estructura: libro, título, 
capítulo, artículo, parágrafo e inciso. Sin embargo, también pueden adoptarse otra 
organización que incluya, por ejemplo, partes, secciones, subsecciones, etc.  
 
No obstante lo anterior, como se explicó páginas atrás, la Constitución en los 
artículos 158 y 169 exige que el articulado se refiera a la misma materia, esto es, 
que la iniciativa tenga un tema principal y cada disposición estar relacionada con el 
mismo, incluido su título, so pena de la inconstitucionalidad de la norma por no 
guardar una conexidad clara y suficiente, es decir, por no respetar el principio de 
unidad de materia219.  
 
Por último, la iniciativa debe contar con una exposición de motivos, en la cual se 
debe indicar la justificación del proyecto, en especial, la necesidad, pertinencia y 
utilidad de modificar la regulación existente o normar un aspecto no contemplado 
en el derecho positivo vigente. Así pues, en este acápite es importante ilustrar la 
problemática que se espera solucionar con la iniciativa, para lo cual cabe presentar 
un diagnóstico de la misma, las políticas públicas existentes, y la articulación que 
con estas tendría el proyecto de ley. Lo anterior, con el propósito de facilitar el 
debate en las comisiones y en las plenarias.  
 






En la exposición de motivos se deben relacionar los actos preparatorios que se 
adelantaron para la elaboración del proyecto cuando los mismos sean relevantes 
jurídicamente220, por ejemplo, si el proyecto de ley:  
 
(i) Se socializó con las comunidades indígenas en atención a la posible afectación 
de sus intereses (Convenio 169 OIT – Ley 21/91);  
 
(ii) Contó con un análisis de factibilidad fiscal en caso de pretenderse ordenar gastos 
u otorgar beneficios tributarios (art. 7 Ley 819/03)221;  
 
(iii) Fue consultado popularmente en el evento de procurar crear un nuevo 
departamento (arts. 297 CP y 23 Ley 1454/11);  
 
(iv) Tuvo la participación institucional de las entidades territoriales, del Consejo 
Superior de la Judicatura y del Consejo Nacional de Planeación en tratándose del 
proyecto de ley del Plan Nacional de Desarrollo (art. 341 CP);  
 
(v) Fue presentado por el número de ciudadanos requeridos para el efecto por la 
legislación vigente (iniciativa popular), para lo cual resulta relevante la mención y el 
anexo de la certificación respectiva expedida por la Registraduría Nacional del 
Estado Civil (art. 15 Ley 1757/15);  
 
(vi) Obtuvo concepto favorable o no del Consejo Superior de Política Criminal por 
tener incidencia en la formulación y diseño de la política criminal de Estado, en el 
funcionamiento del sistema de justicia penal o en el ejercicio del sistema 
penitenciario y carcelario (art. 91 Ley 1709/14); o 
 
220 Cfr. Palacios Torres, Alfonso. Concepto y control del procedimiento legislativo. Bogotá: 
Universidad Externado de Colombia, 2005, págs. 78 y ss.  







(vii) Fue analizado por la Oficina de Asistencia Técnica Presupuestal del Congreso 
de la República, con el fin de facilitar el entendimiento de su impacto económico, 
fiscal y presupuestario (Ley 1985/19).  
 
De otra parte, para evitar posibles vicios de inconstitucionalidad, es recomendable 
que en la exposición de motivos se indique la comisión constitucional permanente 
en la cual se debe tramitar el proyecto, así como si debe surtirse un procedimiento 
especial, pues ello facilita el reparto y otorga claridad a los miembros de la cámara.  
 
Por lo demás, es pertinente llamar la atención de que según el artículo 145 de la 
LORC, la carencia de alguno de los ítems reseñados (título, encabezamiento, parte 
dispositiva y exposición de motivos) permite que el presidente de la cámara donde 
se radicó el proyecto lo devuelva al interesado para su corrección.  
 
5.2. Consulta previa222  
 
De conformidad con el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, 
introducido al ordenamiento interno por la Ley 21 de 1991 y concordante con el 
artículo 7 superior, los proyectos de ley que pretendan afectar positiva o 
negativamente a los pueblos tribuales e indígenas deben estar precedidos por la 
realización de una consulta previa. Sobre el particular, cabe resaltar que la 
afectación debe ser mayor a la general que se deriva de la adopción de una ley para 
todas las personas, con lo cual la necesidad de consulta está determinada por la 
demostración de que el proyecto tenga la vocación de alterar de manera relevante 
sus costumbres culturales.  
 
 
222 En el presente acápite se estudiará detalladamente el acto preparatorio de la consulta previa, 






En este sentido, la afectación debe analizarse en cada caso particular y no es 
procedente fijar parámetros abstractos. En esta línea argumentativa, la Corte 
Constitucional en la Sentencia C-018 de 2018 indicó:  
 
“La consulta previa frente a iniciativas legislativas procede cuando estas puedan afectarles 
de manera directa, lo cual sucede en cualquiera de estas dos circunstancias: cuando una 
iniciativa se relaciona con una comunidad diferenciada o cuando tal iniciativa sea de 
contenido general pero tenga una incidencia específica y verificable en determinada 
comunidad. Si se presenta alguna de estas dos circunstancias y en todo caso la iniciativa 
legislativa no fue sometida a consulta deberá, por regla general, ser declarada 
inexequible223. Por el contrario, (…) aquellas medidas legislativas de carácter general, que 
afectan de forma igualmente uniforme a todos los ciudadanos, entre ellos los miembros de 
las comunidades tradicionales, no están sujetas al deber de consulta (…)”. 
 
En cuanto la forma en que debe realizarse la consulta previa en tratándose de 
iniciativas legislativas, es pertinente mencionar que hasta la fecha no se ha 
expedido la ley orgánica correspondiente que regule el tema, pero la Corte 
Constitucional ha establecido un conjunto de parámetros aplicables, que se 
sintetizan en el siguiente cuadro:  
 
Parámetros para realizar la consulta previa de iniciativas legislativas224 
(i) Se deben generar espacios de participación suficientemente representativos, que sean 
oportunos y que permitan la intervención útil de las comunidades frente al articulado del 
proyecto que los puede afectar.  
 
(ii) Es necesario que las partes interesadas procedan de buena fe con el fin de buscar 
consensos, así como para lograr el consentimiento de las comunidades tribales sin engaños.  
 
 
223 La única excepción admitida por la Corte a dicha regla, se presenta cuando la medida que afecta 
directamente a una comunidad étnica promueve su participación real y efectiva en la vida política. 
Ver, la Sentencia C-290 de 2017. 





(iii) El procedimiento de consulta previa debe ser debidamente publicitado e informado con 
anterioridad a los interesados.  
 
(iv) En el desarrollo del trámite de consulta previa se deben respetar los métodos de decisión 
de cada comunidad, así como los espacios para que puedan desarrollarse las deliberaciones 
sin presiones externas.  
 
(v) Se deben generar espacios de pedagogía para que la comunidad entienda el objeto del 
proyecto de ley, lo cual incluye la necesidad de garantizar las traducciones correspondientes.  
 
Ahora bien, en los casos de que a pesar de realizarse el procedimiento 
correspondiente a la consulta previa, no sea posible llegar un consenso, la Corte 
Constitucional ha considerado que la última decisión la tiene la administración, la 
cual debe ponderar los principios en tensión y adoptar la determinación que mejor 
garantice los postulados superiores, teniendo en cuenta los criterios de 
proporcionalidad y razonabilidad225. Con todo, la misma corporación ha aclarado 
que dicha regla no es aplicable cuando el proyecto afecta directamente un territorio 
indígena, pues en tal evento se torna imperioso el consentimiento libre, informado y 
previo de la comunidad226. 
 
La ausencia de la consulta previa cuando la misma sea necesaria, puede originar 
un vicio formal de inconstitucionalidad de la ley que se proyecta sobre el contenido 
normativo, el cual puede alegarse ante la Corte Constitucional a través de la acción 
pública de inconstitucionalidad. Adicionalmente, cuando se pretenda hacer efectiva 
una medida contemplada en una ley que debió ser consultada pero no lo fue, puede 
acudirse a la acción de tutela para que por medio de una excepción de 
inconstitucionalidad no se acate lo dispuesto por el legislador227.  
 
 
225 Cfr. Sentencia C-018 de 2018. 
226 Cfr. Sentencia C-366 de 2011. 





Inexequibilidad derivada de ausencia injustificada de consulta previa 
En el año 2010, un grupo de ciudadanos demandó en su integridad la Ley 1382 de 2010, “por 
la cual se modifica la Ley 685 de 2001 - Código de Minas”, al considerar que era inexequible 
comoquiera que violaba, entre otras disposiciones superiores, el artículo 6 del Convenio 169 
de la OIT, porque no fue consultada a las comunidades indígenas y afrodescendientes antes 
de su expedición, a pesar de que tenía el potencial de afectar: (i) su derecho a la tierra, en 
tanto “la prospección y extracción de recursos mineros implica en todos sus casos la 
alteración del territorio”, así como (ii) sus costumbres, pues regulaba la minería tradicional.  
 
Mediante la Sentencia C-366 del 2011, la Corte Constitucional declaró inexequible la Ley 
1382 de 2010, entre otras razones, porque a pesar de la afectación de las comunidades 
étnicas del país con ocasión de las disposiciones introducidas por el estatuto demandado, no 
se efectuó la consulta previa respectiva según lo exige el Convenio 169 de la OIT. En 
concreto, dicho Tribunal sostuvo que:  
 
(i) El derecho a la consulta previa contenido en el Convenio 169 de la OIT es un parámetro 
de control de conformidad de la ley con la Carta Política, comoquiera que hace parte del 
bloque de constitucionalidad:  
 
“(…) en virtud de lo dispuesto por los artículos 93 y 94 del ordenamiento constitucional, 
no sólo porque el instrumento que la contiene proviene de la Organización Internacional 
del Trabajo y estipula los derechos laborales de dichos pueblos -artículo 53 C.P.-, sino 
i) en virtud de que la participación de las comunidades indígenas en las decisiones que 
se adopten respecto de la explotación de recursos naturales en sus territorios, prevista 
en el artículo 330 de la Carta, no puede ser entendida como la negación del derecho de 
éstos pueblos a ser consultados en otros aspectos inherentes a su subsistencia como 
comunidades reconocibles –artículo 94 C.P.-, ii) dado que el Convenio en cita es el 
instrumento de mayor reconocimiento contra las discriminaciones que sufren los pueblos 
indígenas y tribales, iii) debido a que el derecho de los pueblos indígenas a ser 
consultados previamente sobre las decisiones administrativas y legislativas que los 
afecten directamente es la medida de acción positiva que la comunidad internacional 
prohíja y recomienda para combatir los orígenes, las causas, las formas y las 
manifestaciones contemporáneas de racismo, discriminación racial, xenofobia y las 





y Programa de Acción de Durban- y iv) debido a que el artículo 27 del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos dispone que no se negará a las minorías étnicas el 
derecho a su identidad.  
 
Asuntos que no pueden suspenderse ni aún en situaciones excepcionales, i) por estar 
ligado a la existencia de Colombia como Estado social de derecho, en cuanto representa 
la protección misma de la nacionalidad colombiana –artículos 1° y 7° C.P.-, ii) en razón 
de que el derecho a la integridad física y moral integra el “núcleo duro” de los derechos 
humanos, y iii) dado que la protección contra el etnocidio constituye un mandato 
imperativo del derecho internacional de los derechos humanos”. 
  
(ii) Los contenidos de la Ley 1382 de 2010 tenían por objeto modificar o adicionar reglas del 
Código de Minas que son aplicables a las actividades de exploración y explotación minera en 
los territorios de las comunidades indígenas y afrodescendientes, por lo que “las 
disposiciones de esa normatividad logran su incidencia directa en los pueblos étnicos, puesto 
que tratan sobre aspectos regulatorios del aprovechamiento de los recursos naturales no 
renovables en las zonas en que se asientan, asuntos que tienen una especial relación con la 
salvaguarda y la definición de la identidad diferenciada de dichos pueblos”. 
 
De otra parte, cabe resaltar que una argumentación similar a la expuesta fue utilizada por la 
Corte Constitucional para declarar la inexequibilidad de la Ley 1021 de 2006 (Ley forestal), 
mediante la Sentencia C-030 de 2008, y de la Ley 1152 de 2007 (Estatuto de Desarrollo 
Rural), a través de la Sentencia C-175 de 2009, por no haberse adelantado el procedimiento 
de consulta previa respectivo.  
 
5.3. Iniciativa legislativa 
 
La iniciativa legislativa es la atribución que tienen algunas personas, grupo de ellas 
u órganos del Estado para presentar proyectos de ley con el fin de que sean 





democrático del Estado Constitucional228. En este sentido, la Corte Constitucional, 
en la Sentencia C-393 de 2000, expresó que se trata de “la facultad, confiada por la 
Constitución a ciertos órganos o reconocida al pueblo, de presentar proyectos de 
ley o de acto legislativo”.  
 
En la actualidad en Colombia, de conformidad con los artículos 154 a 156 y 237 de 
la Carta Política, así como 140 a 142 de la LORC, pueden presentar proyectos de 
ley: (i) los congresistas (individualmente o por bancadas), (ii) el Gobierno Nacional 
a través de sus ministros, (iii) un grupo equivalente al 30% de los diputados o 
concejales del país, (iv) un número plural de ciudadanos equivalente al 5% del 
censo electoral, y (v) los órganos de control público y las corporaciones de cierre de 
la Rama Judicial.  
 
En relación con la naturaleza de la iniciativa legislativa reconocida a las referidas 
personas y autoridades, cabe resaltar que es: (i) una prerrogativa derivada de la 
representación política que ostentan los parlamentarios y, excepcionalmente, los 
diputados y los concejales; (ii) un derecho fundamental de los ciudadanos que tiene 
su origen en la soberanía popular; (iii) una atribución de las corporaciones de cierre 
de la Rama Judicial y de los órganos de control público para el mejor ejercicio de 
sus funciones; así como (iv) una facultad y una obligación del Gobierno Nacional, 
pues puede ejercerla, optativamente, para implementar sus planes de acción, y 
tiene que utilizarla, de manera obligatoria, por mandato constitucional para 
presentar los planes anuales de presupuesto y nacionales de desarrollo.  
 
En torno a las principales funciones de la iniciativa legislativa en un Estado 
Constitucional, se puede afirmar que229:  
 
228 Cfr. Castillo Aguilar, María Carolina y Padrón Pardo, Floralba. La entidad constitucional del 
procedimiento legislativo y los vicios formales en la elaboración de la ley. Bogotá: Universidad 
Externado de Colombia, 2002, pág. 106. 
229 Cfr. Palacios Torres, Alfonso. Concepto y control del procedimiento legislativo. Bogotá: 






(i) Es el medio por el cual el Gobierno Nacional puede materializar sus proyectos 
políticos y otorgarle a los mismos legitimación, gracias al principio democrático que 
irradia el procedimiento legislativo;  
 
(ii) Sirve para que las minorías políticas sometan al debate parlamentario y, con ello, 
a la agenda pública ciertas materias de poco interés de las mayorías pero relevancia 
para su grupo; y  
 
(iii) Permite que lleguen a un foro con representación de amplios sectores de la 
sociedad las discusiones sobre determinados temas controversiales de la 
actualidad social y que, de ser el caso, se adopten las medidas normativas que 
resulten convenientes para tratar de superar la polarización e impedir que la 
confrontación derive en conflictos. 
 
Ahora, sobre el ejercicio de la iniciativa legislativa, un análisis de las estadísticas de 
la legislatura 2017-2018, permite afirmar que de cada cuatro leyes aprobadas por 
las cámaras, en promedio, tres provienen de la iniciativa gubernamental y sólo una 
de la iniciativa parlamentaria, pues la mayoría de proyectos radicados por los 
congresistas terminan siendo archivados. Asimismo, facilita evidenciar la poca o 
nula utilización de las iniciativas por parte de los órganos institucionales que gozan 
de tal prerrogativa, así como de la inexistencia de iniciativas de carácter popular230.  
 
Para mayor ilustración sobre particular, en la siguiente tabla se muestran el número 
de iniciativas radicadas en el período constitucional 2014-2018 en contraste con las 
leyes y actos legislativos expedidos:  
 
230 Un análisis en torno al escaso uso de la iniciativa popular en Colombia puede consultarse en: 
Suárez Antón, Orestes y Welp, Yanina. (2019). ¿Papel mojado? Análisis de la Iniciativa Legislativa 
Popular en Colombia. Estudios Políticos (Universidad de Antioquia), 54, pp. 106–126. En dicho 
artículo se pone de presente que: “el diseño colombiano de la ILP (iniciativa legislativa popular) previo 
y posterior a la reforma de 2015 sigue presentando limitaciones que explican su bajo desempeño y 






Período Constitucional 2014-2018 
Tipo de iniciativa Iniciativas 
presentadas231 
Leyes expedidas Actos legislativos 
expedidos 
Gubernamental 156 74 7 
Parlamentaria 1525 66 2 
Popular 3 0 0 
Otros órganos 
públicos 
15 4 0 
Mixta232 3 0 0 
Total 1702 144 9 
Fuente: Elaboración del autor con datos del Senado de la República y de la Cámara de 
Representantes. 
 
- Iniciativa gubernamental 
 
La tridivisión de poderes en el Estado moderno no es rígida y, en Colombia, prueba 
de ello es el artículo 113 de la Constitución que contempla el principio de 
colaboración armónica de las ramas del poder público, bajo el cual, entre otras 
prerrogativas233, se le atribuye al Gobierno Nacional la posibilidad de participar del 
desarrollo de la función legislativa a través de la incitativa para presentar proyectos 
de ley, sin que ello implique que pueda ser considerado como un colegislador, pues 
en últimas el Congreso de la República tiene la última palabra sobre el apoyo o no 
a un articulado puesto a su consideración.  
 
En este sentido, cabe resaltar que esta clase de incitativa tiene un rol relevante en 
la actualidad, pues por medio de ella el ejecutivo puede pretender la realización de 
 
231 Incluye tanto proyectos de ley como de actos legislativos.  
232 La iniciativa mixta se refiere a aquellos casos en los que el proyecto fue presentado conjuntamente 
por un órgano de control y el Ejecutivo (2 proyectos) o por un órgano de control y parlamentarios (1 
proyecto).  
233 Tales como la posibilidad de solicitar el trámite de urgencia, objetar los proyectos, u obtener 





su programa político y el cumplimiento de sus competencias constitucionales. 
Asimismo, la incitativa gubernativa permite que se puedan presentar proyectos de 
ley que regulen ciertos temas que, debido a su complejidad técnica, los congresistas 
no tienen los instrumentos para formular, pero que la administración sí puede 
elaborar a través de los expertos de sus entidades especializadas.  
 
Frente al alcance de la incitativa legislativa en estudio, según los artículos 154 de la 
Carta Política, así como 140 y 142 de la LORC, el Gobierno Nacional tiene la 
posibilidad de presentar proyectos de ley sobre cualquier materia (iniciativa 
universal), y, adicionalmente, es el único facultado para radicar proyectos sobre los 
siguientes asuntos (iniciativa privativa y exclusiva234): (i) planes nacionales de 
desarrollo; (ii) estructura de la administración nacional (ministerios, departamentos 
administrativos, superintendencias, establecimientos públicos, empresas 
industriales y comerciales del Estado, sociedades de economía mixta, etc.); (iii) 
reglamentación de la creación y funcionamiento de las corporaciones autónomas 
regionales; (iv) autorizaciones al Gobierno Nacional para celebrar contratos, 
negocios, empréstitos y enajenar bienes nacionales; (v) presupuesto nacional; (vi) 
Banco de la República; (vii) organización del crédito público; (viii) comercio exterior 
y fijación del régimen de cambio internacional; (ix) fijación del régimen salarial de 
los empleados públicos; (x) exenciones de impuestos, contribuciones y tasas; (xi) 
fijación de los servicios a cargo de la nación y de los entes territoriales; (xii) 
organización, administración, control y explotación de los monopolios rentísticos, 
así como de las actividades estratégicas o servicios públicos que se reserva para si 
el Estado; (xiii) tratados y convenios internacionales; y (xiv) referendo sobre un 
proyecto de reforma constitucional235.  
 
234 En la Sentencia C-031 de 2017, se sostuvo que “se trata de una atribución exclusiva, en la medida 
en que se prescinde de la intervención de cualquier otra autoridad para su ejercicio; y es privativa, 
pues tan sólo admite que su regulación se produzca con el consentimiento o aquiescencia del 
ejecutivo”. 
235 En relación con la iniciativa privativa del Gobierno Nacional para presentar un proyecto de ley que 
convoque a un referendo reformatorio de la Constitución, en la Sentencia C-643 de 2000, la Corte 






Al respecto, la Corte Constitucional ha explicado que la principal finalidad 
perseguida con la iniciativa legislativa privativa del Gobierno Nacional es que no 
puedan tramitarse sin su consentimiento proyectos de ley de asuntos que influyen 
de manera importante en sus competencias y, con ello, se pueda impedir su plan 
político, el cual también tiene respaldo popular debido a la elección directa del 
Presidente de la República236. Con todo, la misma Corporación ha llamado la 
atención de que sin perjuicio de dicho propósito, tal prerrogativa del ejecutivo debe 
interpretarse de manera restrictiva y encontrar sustento expreso en una norma 
constitucional, en tanto se erige como una limitación a la libertad de configuración 
del legislador237.  
 
En cuanto a la titularidad de la iniciativa gubernamental, debe señalarse que, 
además de la posibilidad que tiene el Presidente de la República de presentar 
proyectos de ley en los términos del artículo 115 de la Constitución, esta se 
encuentra en cabeza de los ministros de despacho de conformidad con el artículo 
208 superior238. Sobre el particular, la Corte Constitucional ha aclarado que tal 
prerrogativa no puede ser objeto de delegación, comoquiera que se trata de una 
responsabilidad típicamente ministerial que compromete la política general del 
Gobierno en la materia y, por ello, sólo puede ser ejercida por el titular de la cartera 
correspondiente239.  
  
Prohibición a los ministros de delegar la presentación de proyectos de ley 
A través de la Sentencia C-582 de 1997, la Corte Constitucional efectuó el control de 
constitucionalidad automático de la Ley 357 de 1997, por medio de la cual se aprobó la 
“Convención relativa a los humedales de importancia internacional especialmente como 
hábitat de aves acuáticas”.  
 
236 Cfr. Sentencias C-1707 de 2000 y C-332 de 2017.  
237 Cfr. Sentencias C-1250 de 2001 y C-031 de 2017. 
238 Ver la Directiva Presidencial 06 de 2018. 






Al examinar el trámite legislativo que derivó en la expedición de la referida ley, la Corte llamó 
la atención de que dada la materia del proyecto, la iniciativa legislativa requerida para la 
presentación del mismo estaba restringida al Gobierno Nacional a través de los Ministros de 
Medio Ambiente y de Relaciones Exteriores.  
 
En este sentido, al advertir que el proyecto fue suscrito por el Ministro de Medio Ambiente 
pero no por el Ministro de Relaciones Exteriores, pues fue firmado por el Viceministro de la 
cartera, la Corte estimó pertinente realizar las siguientes precisiones sobre el particular:  
 
(i) En primer lugar, explicó que, de conformidad con el artículo 200.1 de la Constitución, 
“corresponde a los ministros exclusivamente desarrollar la función de gobierno consistente 
en concurrir a la formación de las leyes mediante la presentación de proyectos de ley, 
obviamente en asuntos que correspondan a sus respectivas competencias”. 
 
(ii) En segundo lugar, llamó la atención de que “tal atribución no es delegable en los 
viceministros ni en otros funcionarios, ni puede ser desempeñada por los directores de 
departamentos administrativos en cuanto se trata de una responsabilidad típicamente 
ministerial que compromete la política general del Gobierno en la materia respectiva”. 
 
(iii) En tercer lugar, determinó que en el asunto en examen “la iniciativa gubernamental se 
concretó sin violar la regla del artículo 200, numeral 1, de la Constitución Política”, ya que si 
bien “en el presente caso se observa que uno de los firmantes de la exposición de motivos 
fue el Viceministro de Relaciones Exteriores”, lo cierto es que el mismo “estaba facultado para 
obrar al respecto, participando en la presentación del proyecto de ley, pues se hallaba 
encargado de las funciones del Despacho del Ministro”, es decir, no actuaba como delegado 
sino como encargado de la cartera.  
 
El carácter privativo de la iniciativa gubernamental en las materias que establece la 
Carta Política implica que su desconocimiento en el trámite de un proyecto de ley 
derive en su posterior inexequibilidad, la cual puede ser declarada por la Corte 
Constitucional con ocasión de: (i) una acción pública de inconstitucionalidad 





trata de un vicio de forma240; o (ii) la formulación de una objeción gubernamental 
dentro del término establecido para la sanción presidencial de las iniciativas 
legislativas241.  
 
Sin embargo, en consonancia con el parágrafo del artículo 142 de la LORC242, la 
Corte Constitucional ha explicado que la inconstitucionalidad derivada de la falta de 
legitimación legislativa puede ser superada dentro del trámite legislativo si antes de 
la aprobación del proyecto por las plenarias, el Gobierno Nacional decide 
coadyuvarla. En efecto, dicho Tribunal ha indicado que:  
 
“(…) la iniciativa legislativa gubernamental no se circunscribe al acto de la mera 
presentación del proyecto de ley como en principio pareciera indicarlo el artículo 154 
Superior. En realidad, teniendo en cuenta el fundamento de su consagración constitucional, 
cual es el de evitar que se legisle sin el conocimiento y consentimiento del Ejecutivo sobre 
materias que comprometen aspectos propios de su competencia, dicha atribución debe 
entenderse como aquella función pública que busca impulsar el proceso de formación de 
las leyes, no sólo a partir de su iniciación sino también en instancias posteriores del trámite 
parlamentario. Entonces, podría sostenerse, sin lugar a equívocos, que la intervención y 
coadyuvancia del Gobierno Nacional durante la discusión, trámite y aprobación de un 
proyecto de ley de iniciativa reservada, constituye una manifestación tácita de la voluntad 
legislativa gubernamental y, desde esa perspectiva, tal proceder se entiende inscrito en la 
exigencia consagrada en el inciso 2° del artículo 154 de la Constitución Política”243. 
 
Al respecto, cabe resaltar que no ha sido regulada la forma como se debe constatar 
la aquiescencia del Gobierno Nacional frente a un proyecto de ley de su iniciativa 
reservada que es presentado por miembros del Congreso de la República, ante lo 
cual se ha desarrollado un precedente por la Corte Constitucional que ha 
 
240 Un ejemplo de la inconstitucionalidad de una ley por no haberse respetado la iniciativa 
gubernamental exclusiva fue sintetizado en el acápite 1.3. de este trabajo. 
241 Cfr. Sentencias C-177 de 2007 y C-031 de 2017.  
242 La disposición en comento establece que “el Gobierno Nacional podrá coadyuvar cualquier 
proyecto de su iniciativa que curse en el Congreso cuando la circunstancia lo justifique. La 
coadyuvancia podrá efectuarse antes de la aprobación en las plenarias”. 





denominado a este fenómeno con el nombre de “aval gubernamental”, indicando 
que el mismo puede ser244:  
 
(i) Expreso, lo cual ocurre cuando el ministro del ramo de que trata el proyecto de 
ley se dirige a las secretarías de las comisiones constitucionales permanentes 
respectivas o a la Plenaria donde el proyecto tuvo su origen, e indica de manera 
clara su apoyo, lo cual para efectos del control de constitucionalidad debe constar 
en las actas y ponencias que dan fe del trámite legislativo. 
 
(ii) Tácito, lo que se presenta cuando a pesar de no mediar una manifestación 
expresa, los titulares de las carteras ministeriales despliegan actos inequívocos de 
su complacencia con el contenido de la materia sometida a aprobación, como puede 
inferirse de la presencia de dichos funcionarios en la sesión correspondiente sin 
oponerse a la iniciativa sometida a discusión, a pesar de que los parlamentarios 
señalan que cuenta con su aval.  
 
Ahora bien, teniendo en cuenta que la iniciativa gubernamental se encuentra en 
cabeza de los ministros, se ha establecido la coadyuvancia sólo puede entenderse 
generada cuando medie el aval de los ministros que dentro de sus funciones se 
encuentre alguna relacionada con la temática del proyecto de ley245. En este 
sentido, el aval puede ser:  
 




244 Cfr. Sentencias C-987 de 2004, C-889 de 2006, C-714 de 2008, C-838 de 2008, C-617 de 2012, 
C-031 de 2017, C-332 de 2017 y C-066 de 2018. 





(ii) Complejo, cuando las temáticas de la iniciativa están relacionadas con las 
funciones de dos o más carteras, requiriéndose la coadyuvancia de los ministros 
respectivos. 
 
Características del aval gubernamental 
En la Sentencia C-066 de 2018, la Corte Constitucional se pronunció en torno la controversia 
generada por la insistencia de las cámaras en un proyecto de ley que disminuía el monto de 
cotización mensual al régimen contributivo de salud de los pensionados al 4% del ingreso de 
la respectiva mesada, el cual había sido objetado por inconstitucionalidad por el Gobierno 
Nacional, entre otras razones, por tratarse de un proyecto de iniciativa exclusiva del Ejecutivo. 
 
Sobre el particular, en primer lugar, la Corte llamó la atención de que el proyecto de ley 
examinado es de aquellos de iniciativa exclusiva del Gobierno Nacional, toda vez que los 
aportes para la salud son contribuciones parafiscales y la disminución del porcentaje de los 
mismos, constituye una exención de una contribución que se encuentra dentro de los asuntos 
cuya iniciativa está reservada al Ejecutivo conforme al artículo 154 superior. 
 
En segundo lugar, la Corte entró a examinar si pese a que el proyecto de ley no fue de iniciativa 
gubernamental, puede inferirse un aval tácito o expreso dentro del procedimiento legislativo, 
frente a lo cual puso de presente que:  
 
(i) “Como requisitos de dicho aval ha dicho la Corporación que (a) el consentimiento expresado 
para dar el aval gubernamental debe necesariamente haber sido expresado dentro del trámite 
legislativo, (b) puede ser expreso o tácito (c) no requiere ser presentado por escrito ni mediante 
fórmulas sacramentales, (d) el aval no tiene que ser dado directamente por el Presidente de la 
República, pudiendo ser otorgado por el ministro titular de la cartera que tiene relación con los 
temas materia del proyecto, incluso la sola presencia en el debate parlamentario del ministro 
del ramo correspondiente, sin que conste su oposición a la iniciativa congresual en trámite, 
permite inferir el aval ejecutivo; y (e) en cuanto a la oportunidad en la que debe manifestarse 







(ii) La iniciativa en examen no contó con “un aval gubernamental (…), pues por el contrario se 
presentó una oposición permanente de los ministerios de Salud, Trabajo y Hacienda y Crédito 
Público”. 
 
(iii) El hecho de que el Presidente de la República en un evento con pensionados sostuviera 
que: “sé que un anhelo de todos los pensionados es que se reduzca la contribución a la salud, 
hay un proyecto de ley en el Congreso de la República y yo voy a apoyar ese proyecto”, no 
podía entenderse como un aval, porque “(a) se realizó fuera del debate parlamentario, (b) se 
refería a un proyecto de ley distinto finalmente archivado en el Congreso, (c) se produjo con 
anterioridad a la existencia del proyecto de ley objetado, y (d) se demostró un cambio en las 
condiciones económicas que permitían inferir la imposibilidad de hacer frente al impacto fiscal 
de la medida”. 
 
Así las cosas, la Corte encontró que “las objeciones gubernamentales presentadas eran 
fundadas, por cuanto el Proyecto de ley no contó con la iniciativa o el aval gubernamental 
exigido por el artículo 154 superior”. 
 
En torno a la posibilidad que tienen las cámaras de modificar los proyectos de ley 
presentados por el Gobierno Nacional en ejercicio de su iniciativa privativa, la Corte 
Constitucional ha explicado que el Congreso de la República puede introducir las 
reformas que estime pertinentes, pero ha aclarado que para ello requiere el aval del 
Ejecutivo, siempre que las enmiendas alteren aspectos sustanciales del proyecto. 
En consecuencia, no resulta necesario el aval en el evento de que las adiciones, 
reformas o supresiones no tengan tal entidad246.  
 
Sin embargo, debe tenerse en cuenta que el parlamento en todo momento tiene la 
posibilidad de archivar las iniciativas a su consideración, por lo que las enmiendas 
a los proyectos de iniciativa privativa del Gobierno Nacional propuestas por los 
congresistas, suelen estudiarse y atenderse con diligencia por el Ejecutivo con el fin 
de buscar alternativas que eviten una votación desfavorable a sus intereses.  
 






En esta línea argumentativa, por ejemplo, la profesora Paola Montilla Niño explica 
que en temas presupuestales “para formar mayorías el gobierno transa algunos 
beneficios puntales para las zonas que interesan a los congresistas. Evidentemente, 
la concesión de estas asignaciones presupuestales está supeditada al balance de 
poder que exista para ese momento en el Congreso, al liderazgo del legislador y del 
partido”247.  
 
- Iniciativa parlamentaria 
 
En Colombia cualquier miembro del Senado o de la Cámara de Representantes está 
legitimado para presentar proyectos de ley o de reforma constitucional. En efecto, 
tanto la Constitución, en el artículo 154, como el Reglamento del Congreso, en el 
artículo 140.1, establecen que los parlamentarios pueden radicar iniciativas 
normativas para su estudio por las cámaras:  
 
(i) A título individual; 
 
(ii) A través de la bancada a la que pertenecen, la cual está conformada por los 
demás congresistas de su mismo partido, movimiento social o grupo significativo de 
ciudadanos (art. 1 Ley 974/2005); o 
 
(iii) En conjunto con congresistas de otras agrupaciones políticas, conformando lo 
que la doctrina constitucional ha denominado una “coalición de facto”.  
 
La regulación actual de la iniciativa parlamentaria permite que los partidos 
minoritarios puedan presentar proyectos de ley. Empero, no garantiza que dichas 
 
247 Montilla Niño, Paola. La gestión parlamentaria: ¿una forma de representación política? Los casos 
de Colombia, Chile y Uruguay. En Padrón Pardo, Floralba; Correa Henao, Magdalena. ¿El Estado 





iniciativas sean aprobadas, pero si discutidas, comoquiera que conforme al artículo 
1 de la Ley 974 de 2005, las bancadas tienen la prerrogativa de que, al menos, uno 
de los proyectos de su interés sea incluido en el orden del día de las sesiones.  
 
En torno al alcance de la iniciativa legislativa de los parlamentarios, teniendo en 
cuenta que el Congreso de la República es el titular de la “cláusula general de 
competencia legislativa”, se puede afirmar que están facultados para presentar 
proyectos sobre cualquier temática, siempre que a través de los mismos no se 
busque ordenar asuntos reservados exclusivamente al Ejecutivo por la Constitución, 
salvo que se cuente con el aval gubernamental para el efecto. 
 
Inconstitucionalidad por desconocer la iniciativa legislativa privativa del Ejecutivo 
En el año 2000, el Gobierno Nacional objetó un proyecto que exoneraba a los pensionados 
que recibían mesadas de hasta 2 salarios mínimos del pago de las cuotas moderadoras y 
copagos para acceder al sistema de salud, por desconocer el inciso 2° del artículo 154 de la 
Constitución que le otorga al Ejecutivo en forma privativa la iniciativa legislativa para presentar 
proyectos de ley que decreten exenciones de impuestos, contribuciones o tasas nacionales, 
en tanto que los aportes a la seguridad social, representados en cuotas moderadoras y 
copagos, constituyen contribuciones parafiscales.  
 
Ante la insistencia en dicha iniciativa por parte de las cámaras, en la Sentencia C-1707 de 
2000, la Corte Constitucional declaró fundada dicha objeción, al encontrar que en el trámite 
impartido al referido proyecto de ley, el Congreso había incurrido en un vicio de procedimiento, 
toda vez que teniendo en cuenta el contenido material de sus normas, relativas a la creación 
de una exención tributaria en beneficio de cierto sector de la población pensionada, debió 
tramitarse por iniciativa del Gobierno Nacional o, en su defecto, con su previa autorización o 
coadyuvancia, circunstancias que no se presentaron.  
 
En concreto, la Corte señaló que “si de acuerdo con la jurisprudencia constitucional, las cuotas 
moderadoras, los copagos y, en general, todos los aportes y recursos que se allegan al 
Sistema de Seguridad Social Integral, revisten el carácter de contribuciones parafiscales de 





soberanía fiscal, fuerza es concluir que el proyecto de ley objetado (…) desconoció el artículo 
154 de la Constitución Nacional en lo que toca con la reserva gubernamental para iniciar el 
trámite de las leyes que decreten exenciones de impuestos, contribuciones o tasas 
nacionales”. 
 
Adicionalmente, es necesario mencionar que no puede confundirse el requisito 
relativo a que los proyectos de iniciativa parlamentaria que regulan aspectos propios 
de la iniciativa del Gobierno cuenten con su aval, con la exigencia de que los 
proyectos de origen congresional que tengan impactos fiscales cuenten con el 
concepto del Ministerio de Hacienda y Crédito Público sobre sus costos reales y la 
fuente de ingreso adicional generada para el financiamiento de los mismos. En 
efecto, el primero se trata de un requisito constitucional cuya ausencia genera la 
inexequibilidad de la ley, mientras el segundo se trata de una exigencia de rango 
legal contemplada en el artículo 7 de la Ley 819 de 2003, cuya falta no afecta la 
validez del procedimiento legislativo.  
 
Sobre este último punto, en la Sentencia C-502 de 2007, la Corte Constitucional 
explicó que el artículo 7 de la Ley 819 de 2003:  
 
“(…) debe interpretarse en el sentido de que su fin es obtener que las leyes que se dicten 
tengan en cuenta las realidades macroeconómicas, pero sin crear barreras insalvables en 
el ejercicio de la función legislativa ni crear un poder de veto legislativo en cabeza del 
Ministro de Hacienda”, por lo que “si el Ministerio de Hacienda no participa en el curso del 
proyecto durante su formación en el Congreso de la República, mal puede ello significar 
que el proceso legislativo se encuentra viciado por no haber tenido en cuenta las 
condiciones establecidas en el art. 7° de la Ley 819 de 2003 (…), puesto que la carga 
principal en la presentación de las consecuencias fiscales de los proyectos reside en el 
Ministerio de Hacienda, la omisión del Ministerio en informar a los congresistas acerca de 
los problemas que presenta el proyecto no afecta la validez del proceso legislativo ni vicia 






A ese respecto, debe resaltarse que mediante la Ley 1985 de 2019, con el propósito 
de no depender del concepto del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, dentro 
del Congreso de la República se creó la Oficina de Asistencia Técnica Presupuestal 
(OATP), como un organismo de carácter técnico y especializado destinado a 
suministrarle a las cámaras “información independiente, no vinculante y basada en 
criterios técnicos que facilite la toma de decisiones en materia económica, fiscal y 
presupuestal”. 
 
Por lo demás, es importante indicar que el ejercicio de la iniciativa legislativa por 
parte de los congresistas ha sido utilizado como un parámetro para calificar su 
gestión, por lo que es común que los parlamentarios presenten múltiples proyectos 
de interés para sus electores, a pesar de que los mismos no tengan vocación de 
prosperidad, ya que más allá de la adopción de una normatividad que consulte la 
justicia y el bien común, lo que se pretende con tales actuaciones es mantener el 
capital político y garantizar la reelección. 
 
Igualmente, se ha generado la práctica de que los congresistas presentan proyectos 
de ley de iniciativa privativa del Ejecutivo, presumiendo que en caso de prosperar 
serán avalados por Gobierno Nacional. Para ilustrar, la iniciativa 092 de 2019 
Senado radicada por algunos parlamentarios del partido Cambio Radical pretendía 
restructurar “el sector de inclusión social y reconciliación”, y transformar “el 
Departamento de Prosperidad Social en Ministerio de la Familia y Social”, así como 
la iniciativa 077 de 2019 Senado presentada por congresistas del partido Liberal 
Colombiano buscaba crear “la Superintendencia de Educación para el ejercicio de 
funciones de inspección, vigilancia y control del sistema educativo colombiano”, a 
pesar de que dichos asuntos, por estar relacionados con la estructura de la 
administración nacional, son de exclusiva iniciativa del Gobierno de conformidad 






El referido fenómeno ha sido reseñado por la profesora Paola Montilla Niño de la 
siguiente manera: “en muchos casos los congresistas inician leyes que se 
convierten en actos simbólicos, porque aunque el objetivo no es que sean 
aprobadas, el proyecto le permite al legislador demostrar a sus electores que está 
atento a sus problemas”248.  
 
Asimismo, la mencionada docente ha explicado que otra faceta del denominado 
populismo legislativo se presenta con la radicación por parte de los congresistas de 
iniciativas que buscan rendir homenajes a municipios o personajes locales 
fallecidos, así como conmemorar fiestas regionales, pues a través de ellos logran 
gestionar algunos recursos, inversiones u obras que beneficien a las comunidades 
que los apoyaron en las urnas. Al respecto, la profesora Montilla puso de presente 
que “entre 1998 y 2014, el 12% de los proyectos de ley se refería a temas regionales 
y un 7% afectaban directamente la circunscripción del representante o el 
departamento en que el senador había concentrado su votación”249. 
 
- Iniciativa popular 
 
En concordancia con los principios de soberanía popular y democracia participativa 
(art. 3 CP), así como con los derechos políticos y los mecanismos de participación 
(arts. 40 y 103 CP), el Constituyente de 1991 incluyó la iniciativa legislativa de 
carácter popular, permitiendo que un grupo significativo de ciudadanos o de sus 
representantes territoriales puedan poner en marcha el procedimiento de 
producción normativa a cargo del Congreso de la República.  
 
 
248 Montilla Niño, Paola. La gestión parlamentaria: ¿una forma de representación política? Los casos 
de Colombia, Chile y Uruguay. En Padrón Pardo, Floralba; Correa Henao, Magdalena. ¿El Estado 
constitucional en jaque? (Tomo I). Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2018, págs. 205 a 
206. 





En concreto, los artículos 154 y 155 de la Constitución, así como 141 de la LORC 
señalan que podrán presentar proyectos de acto legislativo e iniciativas de ley:  
 
(i) Un número de ciudadanos igual o superior al cinco por ciento (5%) del censo 
electoral vigente, es decir, del número de ciudadanos colombianos, residentes en el 
país o en el exterior, que estén habilitados para votar (iniciativa legislativa popular 
directa)250; 
 
(ii) Un treinta por ciento (30%) de los diputados de las asambleas del país (iniciativa 
legislativa popular indirecta por representación departamental); o  
 
(iii) Un treinta por ciento (30%) de los concejales del país (iniciativa legislativa 
popular indirecta por representación municipal)251.  
 
Al respecto, cabe resaltar que los referidos porcentajes pretenden que la iniciativa 
impulsada: (a) tenga seriedad, evitando la congestión legislativa injustificada, (b) 
esté respaldada por un grupo de individuos que ostenten un capital político 
significativo, y (c) no derive en la afectación de la representación en cabeza de los 
miembros del Congreso. Igualmente, es necesario llamar la atención de que la 
recolección de los apoyos a la iniciativa debe cumplir con una serie de formalidades 
establecidas en las leyes 134 de 1994 y 1757 de 2015, cuyo cumplimiento es 
verificado por la Registraduría Nacional del Estado Civil.  
 
Ahora, frente al alcance de la iniciativa popular es pertinente resaltar que se 
encuentra limitada a aquellas materias que son de la competencia de las cámaras, 
 
250 Sobre el concepto de censo electoral puede consultarse la Sentencia C-1121 de 2004. 
251 Si bien en el artículo 375 de la Constitución, en contradicción del artículo 115 de la misma, se 
indica que el porcentaje de los concejales y diputados requerido para la presentación de proyectos 
de acto legislativo será del veinte por ciento (20%), lo cierto es que se ha entendido que prima lo 
dispuesto en la segunda norma referida, es decir, la exigencia del 30%. Sobre este punto puede 
consultarse la obra “Límites a la reforma constitucional en Colombia” del profesor Gonzalo Ramírez 





con lo cual quedan incluidos proyectos de ley ordinarios, estatutarios y orgánicos, 
pero excluidos los asuntos que son de iniciativa privativa del Gobierno Nacional al 
tenor del artículo 142 de la LORC estudiado previamente. Con todo, en virtud del 
condicionamiento realizado al numeral 18 de dicha disposición por la Corte 
Constitucional en la Sentencia C-643 de 2000, los ciudadanos también están 
legitimados para presentar iniciativas de ley dirigidas a la convocatoria de 
referendos en los términos del artículo 378 de la Constitución.  
 
Adicionalmente, en consonancia con lo anterior y los ejes axiales de la Carta 
Política252, en el artículo 18 de la Ley 1757 de 2015, se excluyeron expresamente 
del alcance de la iniciativa popular los proyectos relacionados con las siguientes 
temáticas: (i) presupuestales, fiscales o tributarias; (ii) relaciones internacionales; 
(iii) concesión de amnistías o indultos; y (iv) preservación y restablecimiento del 
orden público. 
 
De otra parte, en la normatividad vigente se contemplan una serie de reglas 
especiales para fortalecer la iniciativa popular y lograr que los proyectos 
presentados a las cámaras bajo esta figura sean, al menos, debatidos por los 
congresistas. Concretamente, se estipula que:  
 
(i) La cámara ante la cual se presente la iniciativa popular debe decidir sobre la 
misma dentro del plazo de 30 días, comoquiera que tiene el mismo trato que un 
proyecto con mensaje de urgencia del Gobierno Nacional (arts. 155 y 163 CP, 191 
LORC y 20 Ley 1757/15).  
 
(ii) La iniciativa popular será de estudio prioritario en el orden del día y los términos 
para su trámite serán improrrogables (art. 20 Ley 1757/15).  
 
 





(iii) El comité promotor de la iniciativa nombrará un vocero, el cual: (a) deberá ser 
convocado a todas las sesiones en que se tramite el proyecto, y (b) tendrá en ellas 
los mismos derechos, salvo el del voto, que la ley confiere a los congresistas, lo que 
incluye la posibilidad de apelar la decisión negativa de la comisión constitucional 
permanente ante la plenaria respectiva (arts. 155 y 159 CP, 166 y 230 LORC, y 20 
Ley 1757/15).  
 
(iv) El Congreso de la República no podrá introducir modificaciones al proyecto de 
ley que sustituyan el sentido original del mismo o alteren su esencia, y, en caso de 
presentarse cambios de forma, en cada uno de los respectivos debates, el vocero 
tendrá que manifestar que los mismos no implican modificaciones sustanciales a la 
iniciativa (art. 20 Ley 1757/15).  
 
(v) Previa inscripción y bajo las directrices de la mesa directiva de la comisión 
correspondiente, los ciudadanos interesados pueden presentar las observaciones 
al proyecto de ley que estimen convenientes (art. 230 LORC).  
 
(vi) Cuando la iniciativa no surta el primer debate durante la legislatura en que fue 
radicada y deba ser retirada, se podrá volver a presentar en la siguiente sin que sea 
necesario recolectar de nuevo los apoyos correspondientes (art. 31 Ley 134/94). 
 
Ejemplos de iniciativa popular 
Los proyectos de ley originados en iniciativas populares son escasos. El primer ejemplo 
exitoso en el marco de la Constitución de 1991 fue la Ley 40 de 1993, por medio de la cual 
se adoptó el estatuto nacional contra el secuestro. En efecto, dicha ley tuvo su origen en una 
iniciativa que fue presentada ante el Congreso de la República con el respaldo de las firmas 
de más de un millón de ciudadanos, es decir, por un número superior al cinco por ciento (5%) 
del censo electoral existente para la fecha correspondiente, de conformidad con lo dispuesto 






Al respecto, es pertinente mencionar que con ocasión de una demanda de 
inconstitucionalidad presentada en contra de dicho estatuto, en la Sentencia C-542 de 1993, 
la Corte Constitucional tomó nota de que: “las leyes de iniciativa popular no tienen una 
jerarquía superior a la de aquellas que ordinariamente aprueba el Congreso. Y no la tienen, 
porque no la consagra la Constitución. Por lo mismo, el examen de constitucionalidad, que 
es función propia e irrenunciable de la Corte Constitucional, se hace en relación con ellas en 
igual forma que con todas las demás leyes”. 
 
En este orden de ideas, en dicha providencia la Corte Constitucional declaró inexequibles una 
serie de artículos de la Ley 40 de 1993 que prohibían el pago de rescates para facilitar la 
liberación de personas secuestradas, al estimar que tales disposiciones desconocían, entre 
otros, la dignidad humana, el derecho a la libertad y el principio de solidaridad.  
 
Otro ejemplo de iniciativa popular, puede evidenciarse en el proyecto que derivó en la 
expedición de la Ley 1354 de 2009, la cual buscaba convocar un referendo con el fin de 
modificar la Constitución y permitir que una persona pudiera ser elegida Presidente de la 
República hasta por tres períodos consecutivos. Empero, debe mencionarse que 
posteriormente dicha ley fue declarada inexequible por la Corte Constitucional en la Sentencia 
C-141 de 2010 al advertirse, entre otros vicios, que se irrespetaron los topes de financiación 
y se modificó irregularmente el sentido de la iniciativa de los ciudadanos en el Congreso de 
la República.  
 
Adicionalmente, cabe resaltar que al Congreso de la República han alcanzado a llegar 
algunas iniciativas populares directas, la cuales no han superado el trámite parlamentario, por 
ejemplo:  
 
(i) El proyecto de ley 171/2008 Cámara, el cual buscaba convocar un “referendo 
Constitucional para consagrar el derecho al agua potable como fundamental”, que fue 
archivado el 2 de junio de 2010 en segundo debate surtido ante la Plenaria de la Cámara de 
Representantes.  
 
(ii) El proyecto de ley 206/2010 Senado - 260/2011 Cámara, por medio del cual se pretendía 
convocar a un Referendo Constitucional y someter a consideración del pueblo un proyecto 





que fue archivado el 13 de septiembre de 2011 en su tercer debate ante la Comisión Primera 
de la Cámara de Representantes.  
 
(iii) El proyecto de ley 01/2016 Senado – 220/2017 Cámara, a través del que se buscaba 
convocar “a un referendo constitucional y someter a consideración del pueblo un proyecto de 
reforma constitucional para consagrar que la adopción de menores solo por parte de parejas 
conformadas entre hombre y mujer”, que fue archivado el 9 de junio de 2017 al rechazarse la 
apelación presentada en contra de la decisión de la Comisión Primera de la Cámara de 
Representantes de no aprobar la iniciativa en tercer debate.  
 
(iv) El proyecto de ley 198/2016 Cámara, por medio de la cual se pretendía crear “el servicio 
privado de transporte y su intermediación a través de plataformas tecnológicas. [Servicio de 
transporte privado, Uber]”, pero que fue archivado por la Comisión Sexta de la Cámara de 
Representantes en el primer debate llevado a cabo el 18 de abril de 2017. 
 
Por lo demás, cabe resaltar que en una sola oportunidad una iniciativa popular indirecta 
originada en los concejos municipales ha llegado al Congreso de la República253, como lo fue 
el proyecto de ley 45/2005 Cámara – 178/2005 Senado, que pretendía establecer un sistema 
de planificación que permitiera la participación de la ciudadanía en la aprobación de los planes 
de desarrollo en los niveles territoriales (municipio, distrito y departamento), el cual luego de 
haberse publicado las ponencias respectivas para ser tramitado en sesiones conjuntas de las 
comisiones primeras de ambas cámaras, fue retirado el 13 de junio de 2006 por el vocero de 
los concejos ante su inminente rechazo.  
 
Asimismo, debe advertirse que la iniciativa legislativa, desde una óptica negativa, 
también se encuentra consagrada el artículo 170 superior, el cual señala que un 
número de ciudadanos equivalente a la décima parte del censo electoral, puede 
solicitar ante la Registraduría Nacional del Estado Civil la convocatoria de un 
 
253 En el año 2017 algunos miembros del Concejo Municipal de Manizales decidieron comenzar a 
recolectar firmas para impulsar un proyecto de ley para eliminar las empresas promotoras de salud 
-EPS- del Sistema de Seguridad Social y crear unidades administrativas especiales (UAE) que 
asumieran sus funciones a nivel regional. Empero, si bien la iniciativa tuvo el apoyo de algunos 






referendo para derogar una ley, y que la misma saldrá del ordenamiento jurídico si 
así lo determina la mitad más uno de los votantes, siempre que participe una cuarta 
parte de individuos que componen el censo electoral. Con todo, en la disposición 
constitucional se aclara que “no procede el referendo respecto de las leyes 
aprobatorias de tratados internacionales, ni de la Ley de Presupuesto, ni de las 
referentes a materias fiscales o tributarias”254.  
 
Por lo demás, cabe resaltar que toda persona natural o jurídica puede presentar 
observaciones sobre cualquier proyecto de ley que se encuentre en estudio de las 
comisiones constitucionales permanentes, lo cual puede derivar en la oportunidad 
de intervenir ante la célula respectiva, la publicación de las mismas en la gaceta del 
Congreso e, incluso, en la modificación de la ponencia rendida por los 
parlamentarios (arts. 230 a 232 LORC). 
 
- Iniciativa de los miembros de las altas cortes y de los órganos de control 
 
Los artículos 156 de la Constitución y 140 de la LORC establecen una iniciativa 
legislativa restringida en favor de ciertos órganos estatales, señalando que están 
legitimados para presentar proyectos de ley relacionados con sus funciones: (i) la 
Corte Constitucional, (ii) el Consejo Superior de la Judicatura, (iii) la Corte Suprema 
de Justicia, (iv) el Consejo de Estado, (v) el Consejo Nacional Electoral, (vi) el 
Procurador General de la Nación, (vii) el Contralor General de la República, (viii) el 
Fiscal General de la Nación, y (ix) el Defensor del Pueblo255. 
 
 
254 Al respecto, es pertinente llamar la atención de que existe una regulación similar para derogar 
reformas constitucionales que involucren derechos fundamentales, la cual está consagrada en el 
artículo 377 de la Carta Política.  
255 En relación con la iniciativa del Fiscal General de la Nación y del Defensor del Pueblo es pertinente 
aclarar que su legitimación para presentar proyectos de ley si bien está incluida en el artículo 140 de 
la LORC, no está contemplada en el artículo 156 superior, pero encuentra respaldo en los artículos 





Al respecto, cabe resaltar que en la Carta Política se precisa el alcance de dicha 
legitimación frente a algunos órganos estatales. En concreto, en la Constitución se 
indica que:  
 
(i) El Consejo Superior de la Judicatura tiene la función “proponer proyectos de ley 
relativos a la administración de la justicia y a los códigos sustantivos y 
procedimentales” (art. 257.4 CP). 
 
(ii) El Consejo de Estado está facultado para “preparar y presentar proyectos de 
actos reformatorios de la Constitución y proyectos de ley” (art. 237.4 CP).  
 
(iii) El Consejo Nacional Electoral tiene la atribución de “presentar proyectos de acto 
legislativo y de ley, y recomendar proyectos de decreto” (art. 265.5 CP).  
 
(iv) El Procurador General de la Nación tiene las funciones de “presentar proyectos 
de ley sobre materias relativas a su competencia”, así como de “exhortar al 
Congreso de la República para que expida las leyes que aseguren la promoción, el 
ejercicio y la protección de los derechos humanos” (arts. 278.3 y 278.4 CP). 
 
(v) El Contralor General de la República está facultado para “presentar proyectos 
de ley relativos al régimen del control fiscal y a la organización y funcionamiento de 
la Contraloría General” (art. 268.9 CP) 
 
(vi) El Fiscal General de la Nación tiene la función de “participar en el diseño de la 
política del Estado en materia criminal y presentar proyectos de ley al respecto” (art. 
251.4 CP). 
 
(vii) El Defensor del Pueblo tiene la atribución de “presentar proyectos de ley sobre 






Sobre el particular, la doctrina ha explicado que la iniciativa en estudio busca que 
los principales órganos de los sistemas judicial, electoral y de control, que no son 
necesariamente los principales actores políticos tradicionales del Estado 
democrático (gobierno, parlamento y sociedad), puedan aportar su experiencia en 
la elaboración y modificación de la legislación referente al sector en el cual 
desarrollan sus funciones256. 
 
Con todo, debe tenerse en cuenta que la facultad que tienen los órganos estatales 
para presentar proyectos de ley sobre temas relacionados con sus funciones, no 
constituye una excepción a la cláusula general de competencia legislativa del 
Congreso de la República, ni limitan el poder de iniciativa que ostenta el gobierno o 
el pueblo257.  
 
Por otra parte, es necesario tener en cuenta que la participación de los referidos 
órganos estatales en el procedimiento legislativo no debe entenderse limitado a la 
posibilidad de presentar proyectos de ley, puesto que, al tenor del artículo 96 de la 
LORC, también están facultados para estar presentes e intervenir en los debates en 
los que se discutan iniciativas que tengan que ver con sus funciones.  
 
 
256 Cfr. Castillo Aguilar, María Carolina y Padrón Pardo, Floralba. La entidad constitucional del 
procedimiento legislativo y los vicios formales en la elaboración de la ley. Bogotá: Universidad 
Externado de Colombia, 2002, pág. 113. 
257 En este sentido, la Corte Constitución en la Sentencia C-393 de 2000 sostuvo que: “En cuanto a 
las leyes, en principio, ellas pueden tener origen en la propuesta que formule cualquiera de los 
miembros del Senado o de la Cámara, o en el Gobierno Nacional, o en la iniciativa popular, en los 
casos previstos por la Constitución. (…) El artículo 156 de la Constitución enuncia los órganos que 
también gozan de iniciativa en el proceso de formación de las leyes -Corte Constitucional, Consejo 
Superior de la Judicatura, Consejo de Estado, Consejo Nacional Electoral, Procurador General de la 
Nación, Contralor General de la República-, según facultad que, en los términos en que lo entiende 
esta Corporación, no tiene la amplitud propia de la iniciativa general en referencia, sino que está 
caracterizada por ser especial, en el sentido de que la Constitución la restringe a las materias 
relacionadas con las funciones del correspondiente organismo. Eso significa que ninguna de las 
corporaciones u órganos que la disposición constitucional indica pueden presentar proyectos de ley 
en cualquier tema, o -más directamente- que si la materia del proyecto es ajena a la actividad de la 
corporación u órgano, la presentación del proyecto por su parte carece de la necesaria virtualidad 






Ejemplos exitosos de iniciativas de los órganos de control 
El 8 de abril de 2019, el Defensor del Pueblo presentó ante el Senado de la República una 
iniciativa con el fin de modificar la Ley 43 de 1993 y establecer “un Régimen Especial y 
Excepcional para Adquirir la Nacionalidad Colombiana por Nacimiento, para hijos e hijas de 
Venezolanos en Situación de Migración Regular o Irregular, o de Solicitantes de Refugio, 
Nacidos en Territorio Colombiano, con el fin de Prevenir la Apátrida”. 
 
El trámite del proyecto ante las cámaras fue expedito y contó con el apoyo de todas las 
bancadas, así como del Gobierno Nacional. Al respecto, cabe resaltar que la iniciativa: 
 
(i) El 14 de mayo de 2019 fue aprobada por la Comisión Segunda Constitucional Permanente 
del Senado de la República.  
(ii) El 18 de junio de 2019 fue aprobada por la Plenaria del Senado de la República.  
(iii) El 6 de agosto de 2019 fue aprobada por la Comisión Segunda Constitucional 
Permanente de la Cámara de Representantes.  
(iv) El 20 de agosto de 2019 fue aprobada por la Plenaria de la Cámara de Representantes.  
(v) El 26 de agosto de 2019 fue objeto de conciliación por las cámaras.  
(vi) El 16 de septiembre de 2019 fue sancionada por el Presidente de la República, 
convirtiéndose en la Ley 1997 de 2019. 
 
Un ejemplo similar, puede advertirse en el proyecto de reforma constitucional 039 de 2019 
Senado y 355 de 2019 Cámara, el cual fue presentado el 27 de marzo por el Contralor 
General de la República, surtió de manera expedita los ocho debates requeridos y, en 
menos de seis meses, se convirtió en el Acto Legislativo 04 del 18 de septiembre de 2019, 
por medio del que se modificaron las disposiciones superiores referentes al régimen de 
control fiscal.  
 
Finalmente, debe advertirse que en el Acto Legislativo 01 de 2017, el Constituyente 
derivado le otorgó una especie de iniciativa legislativa transitoria e indirecta los 
miembros de la Jurisdicción Especial para la Paz, toda vez que determinó que “los 
magistrados que integran la JEP estarán facultados para elaborar las normas 
procesales que regirán esta jurisdicción (…), incluido el régimen disciplinario 





presentadas por el Gobierno Nacional al Congreso de la República” para su 
aprobación mediante ley de la República258.  
 
5.4. Presentación del proyecto  
 
Una vez elaborado el proyecto de ley bajo los parámetros reseñados, los sujetos 
con iniciativa pueden presentarlo ante cualquiera de: (i) las secretarías generales 
de alguna de las cámaras, o de (ii) las plenarias de las mismas (art. 139 LORC). 
Para el efecto, los interesados deben allegar el original de la iniciativa junto con dos 
copias, una de las cuales será enviada para su publicación en la Gaceta del 
Congreso (arts. 154 CP, y 144 LORC). Sobre el particular, cabe resaltar que, como 
práctica parlamentaria, para agilizar dicha divulgación se acostumbra a anexar 
también copia en medio magnético del proyecto.  
 
No obstante lo anterior, las iniciativas que versen sobre el presupuesto de rentas y 
gastos o se refieren a tributos deben iniciar ante la Cámara de Representantes, y 
los referentes a las relaciones internacionales ante el Senado de la República (art. 
154 CP y 143 LORC). Al respecto, se ha indicado que dicha regla encuentra 
sustento en la forma de elección de los parlamentarios de las cámaras, comoquiera 
que:  
 
(i) Los representantes son elegidos por circunscripciones territoriales y, por ello, se 
presume que se encuentran en una mejor posición para mediar en la tensión 
existente en materia tributaria entre la Nación y las entidades territoriales; y 
 
 
258 Cfr. Artículo 12 transitorio del título transitorio de la Constitución, incorporado por el Acto legislativo 





(ii) Los senadores son elegidos por circunscripción nacional, con lo cual se presume 
que tienen una mejor perspectiva global del impacto que generan los compromisos 
internacionales adquiridos por el Estado en la totalidad del país259. 
 
Ahora bien, la Corte Constitucional ha llamado la atención de que el 
desconocimiento de dicha regla en torno a la cámara de origen que deben tener los 
proyectos relacionados con materias tributarias y relaciones internacionales puede 
derivar en la inconstitucionalidad de los preceptos correspondientes, incluso si las 
normas inicialmente no se referían a dichas temáticas y las mismas fueron incluidas 
por las plenarias260.  
 
Con todo, el Tribunal Constitucional ha flexibilizado la aplicación de la regla en 
mención cuando:  
 
(i) Se presenta un mensaje de urgencia del Presidente de la República dando lugar 
a que las comisiones constitucionales permanentes de una y otra cámara sesionen 
de forma conjunta;  
 
(ii) El Congreso convierte en legislación permanente preceptos adoptados durante 
los estados de excepción;  
 
(iii) Las disposiciones de naturaleza tributaria hacen parte de un código cuya 
finalidad es regular de manera exhaustiva y sistemática otras materias; y  
 
(iv) Si bien en el precepto en examen se hace referencia a una disposición tributaria, 
no se crea, modifica o suprime alguna de la misma clase261.  
 
 
259 Cfr. Sentencia C-678 de 2013. 
260 Cfr. Sentencias C-065 de 1998, C-712 de 2013 y C-015 de 2016. 





Inexequibilidad por error en la radicación del proyecto en la cámara incorrecta 
En el artículo 9 de la Ley 366 de 1997, el Congreso de la República dispuso: “establézcanse 
los impuestos por la explotación de los siguientes recursos naturales no renovables que no 
constituyen propiedad nacional y sobre los que no se aplican las regalías previstas en la Ley 
141 del 28 de junio de 1994, los cuales se liquidarán sobre el precio internacional que 
certifique en moneda legal el Banco de la República: Oro y plata 4%, Platino 5%, y Oro de 
aluvión 6%. Las regalías mínimas por la explotación de recursos naturales no renovables de 
propiedad nacional, continuarán rigiéndose por lo previsto en la Ley 141 del 28 de junio de 
1994”. 
 
Una ciudadana presentó acción pública de inconstitucionalidad en contra de dicha 
disposición, argumentando, entre otros cargos, que era “contraria al inciso cuarto del artículo 
154 de la Carta Política, porque al tratarse de una norma relativa a tributos, ha debido 
debatirse inicialmente en la Cámara de Representantes”. 
 
Mediante Sentencia C-065 de 1998, la Corte Constitucional consideró acertada la 
argumentación de la demanda y declaró la inexequibilidad de la norma acusada, al considerar 
que “los proyectos de ley relativos a los tributos iniciarán su trámite en la Cámara de 
Representantes y los que se refieren a relaciones internacionales, en el Senado, resultando 
así, patente, que el artículo 9 de la Ley 366 de 1997, al establecer un impuesto, ha debido 
debatirse inicialmente en la Cámara de Representantes y no en el Senado de la República 
como efectivamente ocurrió, pues con ello se violó el estatuto superior”. En efecto, con la 
simple lectura del artículo 9 de la Ley 366 de 1997 se tornaba evidente que “posee un carácter 
o aspecto tributario que no puede desconocerse, por lo tanto, su origen está viciado de 
inconstitucionalidad por violación del artículo 154 inc. 4 superior”. 
 
En cuanto el número de proyectos que pueden llegar a ser presentados en un 
período constitucional, la siguiente tabla muestra un consolidado de iniciativas 










Cámara de origen de los proyectos (período: 2014-2018) 
Cámara de origen Número de proyectos Porcentaje 
Senado de la República 782 45.95% 
Cámara de Representantes  920 54.05% 
Total  1702 100% 
Fuente: Elaboración del autor con datos del Congreso de la República. 
 
Al respecto, debe tenerse en cuenta que muchos proyectos sólo llegan a ser 
conocidos por una de las cámaras, pues no alcanzan a surtir los primeros dos 
debates en la corporación de origen y, en consecuencia, no son remitidos a la 
colegiatura de cierre, salvo los eventos de comisiones constitucionales conjuntas. 
Para ilustrar, de los 1702 proyectos que fueron radicados ante el Congreso de la 
República en el período constitucional 2014-2018, únicamente 901 fueron radicados 
ante el Senado, con lo cual como 782 iniciativas fueron presentadas ante este para 
primer debate, puede inferirse que solo 119 fueron trasladadas de la Cámara de 
Representantes.  
 
Por lo demás, cabe resaltar que los proyectos de ley presentados pueden ser 
retirados por su autor sin que sea necesaria la aceptación de la comisión o plenaria 
respectiva siempre que no se haya radicado ponencia para primer debate, porque 
en caso contrario para el efecto deberá obtenerse la aceptación de la mayoría de 






CAPÍTULO 6: ETAPA PARLAMENTARIA DEL PROCEDIMIENTO 
LEGISLATIVO ORDINARIO 
 
El artículo 157 de la Constitución estipula que un proyecto debe tener cuatro 
debates para que pueda convertirse en ley, los cuales deben surtirse ante una 
comisión constitucional permanente y la plenaria del Senado, así como ante la 
comisión homologa de la Cámara de Representantes y su pleno. Para el efecto, se 
deben afrontar distintas etapas que para su estudio se denominarán de la siguiente 
manera262: 
 
(i) Fase preliminar, que va desde la radicación de la iniciativa hasta su reparto a la 
comisión.  
 
(ii) Fase pre-deliberativa, que inicia con la designación del ponente del proyecto 
hasta su inclusión en el orden del día.  
 
(iii) Fase deliberativa, que comienza con la puesta del proyecto a consideración de 
la célula legislativa hasta la finalización del debate. 
 
(iv) Fase decisoria, que se centra en la votación de la iniciativa.  
 
(v) Fase de armonización, que ocurre cuando existen discrepancias de los textos 
aprobados por las cámaras.  
 
Al respecto, cabe resaltar que dichas fases se replican en gran medida tanto en las 
comisiones como en las plenarias de cada una de las cámaras, por lo que al 
 
262 Una metodología similar de estudio se siguió en: Lacheros Gámez, Juan Carlos; Mantilla 
Calderón, María José; Pulido, Fabio; Rincón Montaño, Rocío; Suárez Osma, Ingrid. Trámite 
Legislativo Ordinario y Especial. Bogotá: Derecho Justo – Konrad Adenauer Stiftung, 2013, pàgs. 33 





desarrollar cada una de las referidas etapas se hará mención de las diferencias 
existentes (arts. 183 y 185 LORC).  
 
6.1. Fase preliminar 
 
Efectuada la presentación del proyecto conforme se explicó páginas atrás, el mismo 
es recibido por el secretario general de la cámara de origen, quien debe encargarse 
de radicarlo y clasificarlo por materia, autor, clase y comisión que debe tramitarlo 
(art. 144 LORC). Para el efecto, se ha optado por un sistema de numeración 
consecutivo anual más el nombre de la corporación, quedando identificada una 
iniciativa así:  
 
(i) Proyecto de Ley 017/2019 Cámara (PL 017/19C). 
 
(ii) Proyecto de Ley 090/2019 Senado (PL 090/19S). 
 
Luego, el secretario debe ordenar la publicación del proyecto en la Gaceta del 
Congreso (arts. 157 CP y 144 LORC), y remitirle el expediente legislativo al 
presidente de la cámara, informándole si la iniciativa puede ser objeto de 
acumulación con otra radicada previamente y frente al cual no se haya radicado 
ponencia para primer debate (art. 152 LORC).  
 
Recibido el plenario legislativo, el presidente de la cámara de origen debe revisar el 
proyecto para decidir si lo admite siempre que cumpla con los requisitos formales 
de contar con un título, encabezamiento, parte dispositiva y exposición de motivos, 
ya que en caso de no acreditarse tales requerimientos, debe devolver la iniciativa 






Superada dicha revisión, el presidente de la cámara debe repartir el proyecto a la 
comisión permanente respectiva, atendiendo al tema de que trate la iniciativa y el 
procedimiento que deba surtirse (art. 144 LORC).  
 
Ahora bien, los anteriores pasos de la fase preliminar se repiten parcialmente en la 
cámara de cierre. En concreto, luego de que el proyecto es recibido con ocasión de 
la remisión efectuada por la corporación de origen después de haber surtido los dos 
primeros debates, se procede a su radicación bajo el mismo sistema mencionado, 
para luego ser repartido a la comisión respectiva y seguir el trámite legislativo.  
 
6.2. Fase pre-deliberativa  
 
Una vez el proyecto es remitido por el presidente de la Cámara a la comisión 
constitucional permanente que debe estudiarlo, el secretario de la misma debe 
proceder a recibirlo con el propósito de radicarlo y clasificarlo internamente, también 
atendiendo a la materia, el autor y la clase de iniciativa presentada (art. 149 LORC).  
 
Acto seguido, el presidente de la comisión debe examinar el contenido de la 
iniciativa con el fin de rechazar aquellas disposiciones que no guarden relación con 
la materia central de la misma, pudiendo en todo caso ser apelada dicha 
determinación ante el pleno de la célula legislativa263. 
 
A instancia de la mesa directiva de la comisión se procede a designar a los ponentes 
del proyecto, es decir, a los congresistas encargados de estudiar la iniciativa y 
realizar una recomendación de aprobación o de archivo de la misma a los demás 
miembros de la célula legislativa.  
 
263 Cfr. Artículo 148 de la LORC. En este mismo momento, según el tenor del artículo 152 de la 
LORC, el presidente de la comisión si advierte que la iniciativa puede acumularse a otra que ya tenga 
ponentes sin que se haya presentado el informe respectivo, puede de manera motivada disponer 
que se proceda de conformidad. Con todo, esta opción sólo puede ejercerse en relación con los 






Para el efecto, en el artículo 150 la LORC, modificado por la Ley 974 de 2005, se 
consagran las siguientes directrices:  
 
(i) Cada proyecto debe tener como mínimo un ponente, pudiéndose designar más 
si la conveniencia lo aconseja, como ocurre con los proyectos de ley 
correspondientes a temas presupuestales, estatutarios, codificadores y orgánicos.  
 
(ii) Cuando se disponga que un proyecto sea asignado a varios ponentes, se debe 
procurar que exista representación de todas las bancadas, así como nombrar un 
coordinador, que además de organizar el trabajo y buscar el consenso, debe ayudar 
al presidente con el trámite de la iniciativa. 
 
(iii) Si el proyecto es presentado por una bancada, la misma tiene el derecho a 
designar el ponente y, en tratándose de una ponencia colectiva, al menos a uno de 
ellos.  
 
Para ilustrar la asignación de ponentes, un examen del trámite legislativo de las 
últimas 10 leyes, permite evidenciar que en el Senado de la República sólo en dos 
iniciativas fueron delegados varios ponentes, pues en las ocho restantes las 
ponencias fueron asignadas a un solo congresista tanto en comisiones como en la 
plenaria. En cambio, dicha cifra aumenta al estudiar la labor de la Cámara de 
Representantes, en donde seis proyectos contaron con varios ponentes, en 
especial, para adelantar el debate ante el pleno264.  
 
En las comisiones constitucionales permanentes, para presentar la respectiva 
ponencia, los congresistas designados cuentan con el término que el presidente les 
 
264 Cfr. Análisis de los antecedentes legislativos de las leyes 1988 a 1997 de 2019. Al respecto, cabe 
advierte que las cámaras tienden a asignar varios ponentes cuando se trata de iniciativas 
gubernamentales y, en cambio, a delegar un único ponente cuando la iniciativa es parlamentaria, 





conceda teniendo en cuenta la urgencia del proyecto y la carga de trabajo, 
pudiéndose otorgar incluso prórroga del mismo (art. 153 LORC). En este sentido, 
debe resaltarse que en la práctica parlamentaria se ha tenido como parámetro para 
fijar el plazo lo dispuesto en el artículo 174 de la LORC, el cual estipula que las 
ponencias que deban rendirse ante las plenarias deben radicarse entre 5 a 15 días 
después de repartida la iniciativa265.  
 
Sin embargo, si el parlamentario designado incumple su deber de presentar la 
ponencia, se debe proceder a su reemplazo y a dejar constancia de la situación en 
la Gaceta del Congreso. En tratándose de ponencias colectivas, basta que el 
coordinador presente el escrito respectivo, sin que sea necesaria la firma de todos 
los congresistas, quienes en cualquier caso pueden dejar constancias de su disenso 
frente a la misma o incluso presentar una ponencia alternativa266.  
 
Durante el término concedido, los parlamentarios y sus unidades de trabajo 
legislativo tienen que estudiar la iniciativa y elaborar un informe de ponencia, el cual 
debe contener (arts. 154, 160 y 174 LORC):  
 
(i) Un análisis del contenido del proyecto, en el que se indiquen, además, sus 
antecedentes y trámite legislativo.  
 
(ii) Una proposición acerca de dar debate o no al proyecto, es decir, si se 
recomienda deliberar sobre el mismo (ponencia positiva) o proceder a su rechazo 
(ponencia negativa). En el primer supuesto, se debe incorporar el texto propuesto 
para debate, resaltándose, en caso de existir, los cambios que se incorporaron al 
articulado en un acápite denominado pliego de modificaciones.  
 
265 Cfr. Palacios Torres, Alfonso. Aspectos constitucionales del procedimiento legislativo ordinario en 
el ordenamiento jurídico colombiano. En: Correa Henao, Magdalena; Osuna Patiño, Néstor Iván; 
Ramírez Cleves, Gonzalo Andrés. Lecciones de Derecho Constitucional (Tomo II). Bogotá: 
Universidad Externado de Colombia, 2018, págs. 282 y ss.  






Elaborada la ponencia, debe ser presentada por escrito, en original y dos copias, al 
secretario de la comisión permanente, quien deberá disponer su publicación en la 
Gaceta del Congreso dentro de los tres días siguientes y, en conjunto con la mesa 
directiva, ordenarán su inclusión en el orden del día. Con todo, para agilizar el 
trámite, el presidente puede ordenar la reproducción del documento por cualquier 
medio mecánico, para distribuirlo entre los parlamentarios de la célula legislativa y 
proceder con la citación del debate, sin perjuicio de la posterior publicación (art. 156 
LORC). 
 
Sobre el particular, la Corte Constitucional ha explicado que siempre que los 
miembros de la comisión hayan tenido acceso previo a la ponencia, el debate que 
se adelante sin a publicación previa de la ponencia, resulta válido. Empero, si no se 
acredita tal situación y que la ponencia finalmente fue publicada, la iniciativa queda 
viciada de manera insubsanable267.  
 
Ahora bien, esta etapa pre-deliberativa tiene una réplica ante la plenaria de la 
cámara de origen, con las siguientes particularidades:  
 
(i) En principio, los ponentes del proyecto ante la plenaria serán los mismos de la 
comisión, quienes deben elaborar el informe correspondiente, en el que, además 
del contenido ya referido, tienen que dar cuenta de lo sucedido en la célula de 
origen. Dicho informe debe ser suscrito por sus autores, así como autorizado con 
las firmas del presidente y secretario de la comisión268. No obstante lo anterior, la 
mesa directiva de la plenaria puede disponer que se nombren otros ponentes o se 
 
267 Cfr. Sentencias C-953 de 2001, C-057 de 2002, C-579 de 2002, C-034 de 2009, C-313 de 2014 
y C-481 de 2019. 
268 Cfr. Artículo 165 de la LORC. Debe mencionarse que, de conformidad con la referida disposición, 
el presidente de la comisión puede disponer que el informe para la plenaria no sea elaborado por el 





incluyan otros adicionales, por ejemplo, para dar cabida a colectividades que no 
tenían representación en la comisión (arts. 150, 165 y 174 LORC).  
 
(ii) El plazo para la presentación de la ponencia debe ser fijado por la mesa directiva 
de la plenaria, el cual puede oscilar entre 5 a 15 días en razón de la significación y 
volumen normativo de la iniciativa, así como de la categoría de la ley. En caso de 
que no se rinda el informe dentro de dicho plazo, la mesa directiva procederá a 
nombrar a un reemplazo y a informar la situación a la plenaria (art. 174 LORC).  
 
(iii) La consideración del proyecto por la plenaria está supeditada a que los ponentes 
incluyan en su informe la totalidad de propuestas que fueron consideradas por la 
comisión, resaltando las razones por la cuales fueron rechazadas. En caso de 
evidenciarse que se omitió dicha información, el informe se devuelve para que se 
corrija (art. 175 LORC).  
 
El irrespeto del término para presentar el informe de ponencia, en principio, no 
origina la inexequibilidad de la ley 
Mediante la Sentencia C-360 de 2016, la Corte Constitucional estudió una acción pública 
de inconstitucionalidad, en la cual, entre otros cargos, se alegaba que la Ley 1762 de 2015269 
era inexequible, ya que “los ponentes designados en el Senado no cumplieron con el término 
establecido para rendir el informe para segundo debate, es decir, quince días y la mesa 
directiva omitió su deber de removerlos (…), tal como lo señala el artículo 174 del Reglamento 
del Congreso”.  
 
En relación con el referido cargo de la demanda, la Corte consideró que el mismo no estaba 
llamado a prosperar, porque:  
 
(i) “Aunque la Constitución y el Reglamento del Congreso son los ordenamientos llamados a 
regular el proceso de formación de las leyes no toda vulneración de una regla sobre la 
formación de las leyes en ellos contenida, acarrea la invalidez de la ley y su declaración de 
 
269 “Por medio de la cual se adoptan instrumentos para prevenir, controlar y sancionar el contrabando, 





inconstitucionalidad. En estos eventos, es necesario acudir al principio de instrumentalidad 
de las formas, en virtud del cual las formas procesales no tienen un valor en sí mismo y deben 
interpretarse teleológicamente al servicio de un fin sustantivo”. 
  
(ii) “El informe de ponencia además de garantizar el principio de publicidad, sirve para 
presentar de forma analítica el contenido del proyecto de ley o de reforma constitucional, 
permitiendo que el proceso legislativo se desarrolle con un mínimo de racionalidad 
deliberativa y decisoria, de manera que bajo ninguna circunstancia, puede entenderse que la 
presentación tardía de la ponencia afecta automáticamente la legalidad de su publicación, 
discusión y aprobación, pues es con posterioridad a su publicación que cumple la exigencia 
de dar a conocer el contenido del proyecto a los integrantes del parlamento”. 
 
(iii) La presentación tardía del informe de ponencia “no constituye un vicio de procedimiento 
por implicar una infracción de carácter menor, en la medida que no vulnera ningún principio 
ni valor constitucional, y en especial no afecta el proceso de formación de la voluntad 
democrática en las cámaras, ni desconoce el contenido básico institucional diseñado por la 
Carta”. En efecto, “la presentación tardía del informe comporta una infracción de la 
correspondiente disposición reglamentaria, pero en la medida en que la disposición tiene 
como finalidad agilizar el proceso legislativo y evitar dilaciones, si finalmente el proceso se 
cumplió, esa entrega tardía se torna irrelevante desde la perspectiva de la validez de la 
actuación legislativa”. 
 
(iv) Si bien en el trámite de expedición de la Ley 1762 de 2015 se presentó de forma tardía el 
informe de ponencia elaborado para el segundo debate en la Plenaria de Senado, el mismo 
“se adecuó en su integridad al fin previsto en la exigencia del artículo 160 Superior, esto es, 
servir como instrumento de publicidad para que todos los congresistas pudieran conocer con 
la debida antelación el contenido normativo de la propuesta de una manera seria, crítica y 
objetiva”. 
 
(v) “La desatención señalada no constituye un ‘vicio de carácter sustancial’, 
pues (a) no vulneró un principio o valor constitucional; (b) no afectó el proceso de formación 
de la voluntad democrática en las cámaras, pues como se señaló los miembros de la Plenaria 
del Senado tuvieron conocimiento del contenido del proyecto previo a su debate¸ y (c) no 






Por último, es necesario llamar la atención de que esta fase pre-deliberativa es igual 
ante la cámara de cierre, debiendo los ponentes respectivos dar cuenta en sus 
ponencias del trámite ya surtido previamente en la otra corporación.  
 
6.3. Fase deliberativa  
 
El debate en el artículo 94 de la LORC es definido como “el sometimiento a discusión 
de cualquier proposición o proyecto sobre cuya adopción deba resolver la respectiva 
Corporación”, el cual “empieza al abrirlo el Presidente y termina con la votación 
general”.  
 
Así pues, por una parte, el debate es un requisito sine qua non para poder proseguir 
con la toma de decisiones dentro de las cámaras y, por otra, tiene la finalidad de 
“asegurar a todos los miembros del Congreso, en especial a los que integran los 
grupos minoritarios, su derecho a intervenir activamente en el proceso de 
expedición de la ley o actos legislativos y a expresar sus opiniones libremente”270.  
 
Del último punto, surge la necesidad de cualificar los debates, no solo como 
instancias obligatorias y pasos inexcusables en la formación de la voluntad del 
legislador, sino para proteger la democracia, el pluralismo y la participación de las 
minorías, que se manifiestan como los axiomas sustanciales que pueden hallarse 
detrás de deliberación que sucede en las cámaras. 
 
En consecuencia, debe tenerse en cuenta que las reglas de procedimiento para la 
producción normativa están encaminadas, entre otros aspectos: (i) “a proteger el 
carácter público y transparente del debate como base del control ciudadano, 
instrumento de responsabilidad parlamentaria y presupuesto de legitimación 
 





democrática”, así como (ii) a “propiciar escenarios de negociación política y de 
generación de consenso a través de la persuasión racional, por supuesto dentro los 
límites que la Constitución y la ley imponen”271.  
 
En razón de lo expuesto, puede afirmarse que existe un verdadero debate 
parlamentario cuando se constata “la exposición de ideas, conceptos diversos e 
incluso contradictorios, la confrontación seria y respetuosa de argumentos, el 
examen de las diferentes alternativas y la consideración colectiva, razonada y 
fundada, acerca de las repercusiones de una decisión”, por lo cual puede 
sostenerse que “el derecho a debatir se entiende satisfecho cuando los órganos 
directivos de las células legislativas, en acatamiento a las normas que regulan el 
proceso legislativo, mantienen abiertos los espacios de participación con plenas 
garantías democráticas, es decir, cuando brindan a los congresistas la oportunidad 
de intervenir en las deliberaciones de los proyectos de ley o de actos legislativos 
sometidos a la consideración del legislador” 272. 
 
En el marco reseñado, hay que tener en cuenta que: (i) una vez el proyecto de ley 
es publicado, (ii) incluido en el orden del día, y (iii) se ha instalado la sesión 
correspondiente en la que está programado su estudio, luego de haberse verificado 
la existencia del quórum requerido según las reglas explicadas en el capítulo 3, 
inicia la fase denominada deliberativa. Esta etapa se compone de dos momentos, a 
saber: (i) la discusión de la proposición sugerida en la ponencia, y (ii) el debate en 
estricto sentido del proyecto.  
 
En torno a la discusión del informe y de la proposición que sugiere la ponencia, el 
artículo 157 de la LORC establece que se debe proceder de la siguiente forma: 
 
 
271 Cfr. Sentencia C-740 de 2013.  





(i) El congresista designado debe efectuar una presentación de los asuntos 
fundamentales y generales de la ponencia, así como resolver las dudas que se 
formulen sobre la misma. No es necesario que se lea la ponencia en su integridad, 
salvo que la célula legislativa así lo disponga.  
 
(ii) Finalizada la presentación de la ponencia, se abre la discusión sobre la 
conveniencia o no de proceder con el estudio de fondo del proyecto, siendo 
necesario que, luego de dicha deliberación, se vote de manera favorable o negativa 
la proposición que trae la ponencia273. 
 
(iii) La votación de la proposición se efectúa de manera ordinaria, requiriéndose 
mayoría simple, siempre que exista quórum decisorio.  
 
(iv) Si el resultado de la votación de la proposición de la ponencia conlleva al archivo 
del proyecto, se da por terminado su trámite, sin necesidad de debatir su articulado. 
Sin embargo, tal determinación puede ser apelada ante la plenaria de la cámara 
(art. 159 CP y 166 LORC). En caso contrario, se procede con el análisis de fondo 
de la iniciativa.  
 
En el evento de determinarse procedente la deliberación de contenido del proyecto, 
la iniciativa se puede discutir por la comisión de diferentes maneras dependiendo 
su complejidad y las posiciones de las fuerzas políticas. En consecuencia, luego de 
la lectura del articulado y la introducción del ponente, por ejemplo, se puede 
deliberar de forma global sobre sus aspectos fundamentales, o de manera 
específica por grupos de disposiciones, por materias, por artículos individualmente 
considerados o incluso por incisos.  
 
 
273 En caso de existir varias ponencias positivas, se le da prelación a la que fue presentada en primer 





En efecto, para el desarrollo del debate existe un amplio margen de libertad de 
organización274, la cual debe ser establecida por el presidente, quien en todo caso 
al tenor de los artículos 96 y 158 de la LORC debe garantizar que:  
 
(i) Los congresistas de la comisión puedan participar, en especial, asegurando que 
los voceros de las bancadas tengan la palabra, así como los oradores inscritos275.  
 
(ii) El ponente de la iniciativa pueda intervenir para aclarar los temas debatidos276. 
 
(iii) Las demás personas con derecho a voz, como los parlamentarios que no hacen 
parte de la comisión, los ministros del despacho, los representantes de los órganos 
de otras ramas del Poder Público y los voceros de iniciativas populares, tengan la 
oportunidad de comunicar sus posiciones sobre la iniciativa277.  
  
A pesar de la referida libertad sobre la dinámica para el desarrollo de los debates, 
los artículos 97 a 110 de la LORC, establecen las siguientes directrices para 
mantener el orden durante su realización:  
 
274 Al respecto, cabe resaltar que en la Sentencia C-816 de 2004, la Corte Constitucional explicó que, 
en principio, en virtud de la independencia y autonomía del Congreso, las Mesas Directivas gozan 
de cierta discrecionalidad para dirigir el debate. Sin embargo, dicho margen no es absoluto en tanto 
no puede afectar a las minorías. De manera similar, en la Sentencia T-983A de 2004, se indicó que 
la discrecionalidad de las Mesas Directivas no puede implicar una limitación o restricción de los 
derechos fundamentales de participación y de acceso y desempeño de funciones y cargos públicos 
en condiciones de igualdad. 
275 En el artículo 97 de la LORC se estipula que “todos los oradores deben inscribirse ante la 
Secretaría hasta cinco minutos antes de la hora fijada para el inicio de la sesión. Harán uso de la 
palabra por una sola vez en la discusión de un tema (…). Los voceros podrán intervenir sin el 
requisito de inscripción previa”. 
276 El artículo 97 de la LORC expresa que “(…) en el trámite de las leyes y reformas constitucionales, 
sus autores y ponentes podrán intervenir cuantas veces sea necesario (…)”. 
277 El artículo 97 de la LORC estipula que “el uso de la palabra se concederá de la siguiente manera: 
1. Al (los) ponente(s) para que sustente(n) su informe, con la proposición o razón de la citación. 2. A 
los voceros y los miembros de las bancadas, hasta por veinte minutos por grupo. Cuando la bancada 
represente al menos el veinte por ciento de las curules de la Cámara correspondiente, el tiempo de 
intervención podrá ampliarse hasta por diez minutos más. 3. A los oradores en el orden en que se 
hubieren inscrito ante la Secretaría. Ninguna intervención individual, en esta instancia, podrá durar 
más de 10 minutos. 4. Los servidores públicos que tengan derecho a intervenir. 5. Los voceros de 






(i) Para hacer uso de la palabra se requiere autorización previa de la presidencia, 
quien junto con la mesa directiva fija los tiempos de las intervenciones. 
 
(ii) Los intervinientes deben circunscribirse en sus participaciones al tema frente al 
cual fueron autorizados para hablar, así como respetar el tiempo concedido, so pena 
de ser amonestados o perder su derecho a continuar con la palabra.  
 
(iii) Los oradores sólo pueden ser interpelados cuando se trate de la formulación de 
preguntas o en tratándose de solicitudes de aclaración sobre un aspecto de su 
intervención.  
 
(iv) Durante el debate, los parlamentarios pueden pedir mociones de orden, para 
que la discusión se centre en el tema a tratar, la cual debe ser decidida de manera 
inmediata por el presidente278.  
 
(v) El presidente puede conceder el uso de la palabra al interviniente que haya sido 
aludido en el debate, cuando ello haya implicado un juicio de valor o la calificación 
de una de sus conductas o las de su bancada, para que ejerza su derecho de 
defensa sobre el particular.  
 
(vi) Los dignatarios de las células legislativas que deseen tomar parte de la 
discusión, tienen que abandonar su lugar en la mesa directiva y sólo pueden volver 
al mismo una vez finalice el debate.  
 
278 A modo de reglas especiales frente al número de intervenciones en los artículos 103 y 104 de la 
LORC, se contempla que en la discusión de una proposición o su modificación, con excepción del 
autor de la misma o del proyecto o el vocero de las bancadas, los parlamentarios sólo podrán 
intervenir dos veces. Empero, solo se podrá participar por una vez cuando se trate de asuntos 
relacionados con el orden del día, cuestiones de orden, apelaciones de lo resuelto por la presidencia 
o proposiciones para que un proyecto regrese a primer debate. Adicionalmente, no hay lugar a 
debate en torno a cuestiones propuestas por el presidente al finalizar cada debate, solicitudes para 






(vii) Las intervenciones no pueden consistir en la lectura de discursos escritos, sin 
perjuicio de las notas de apoyo o de las presentaciones o informe que se anexen a 
los proyectos por los autores.  
 
(viii) El interviniente que en medio de un debate haya sido contradicho en sus 
argumentos por otro orador, tiene derecho por una vez a replicar o rectificar, 
contando para el efecto de un tiempo de cinco minutos que puede ser modificado 
por el presidente ateniendo a la importancia del tema deliberado.  
 
En el desarrollo del debate del proyecto, en virtud del principio de deliberación, todo 
congresista puede presentar enmiendas de adición, modificación o supresión al 
mismo, así no haga parte de la comisión respectiva. Con tal propósito, el 
parlamentario debe radicar una proposición escrita ante la presidencia de la célula 
legislativa antes del cierre de la discusión de la iniciativa.  
 
En este sentido, cabe resaltar que las enmiendas propuestas pueden ser totales o 
parciales al articulado, pero hay que llamar la atención de que al proponerse las 
mismas deben respetarse los principios de unidad de materia, identidad flexible y 
consecutividad, por lo que salvo que se realice en primer debate, no habría lugar a 
una enmienda sustitutiva de todo el proyecto (arts. 155, 161 y 162 LORC). 
 
Ahora bien, es importante recordar que también los congresistas pueden plantear 
proposiciones de aplazamiento de una deliberación en curso, las cuales la célula 
legislativa respectiva, luego de analizar la conveniencia de la petición, puede 
aceptar y disponer la reprogramación del debate (art. 107 LORC). De manera 
similar, sin necesidad de discusión, por petición de un parlamentario, el debate 
puede suspenderse o levantarse cuando se ponga de presente una moción de duelo 
o una circunstancia de fuerza mayor, así como cuando se compruebe que se 






En relación con el cierre del debate se destaca que ello ocurre cuando se termina 
la discusión del articulado, es decir, en el instante en que los parlamentarios 
inscritos ya han expresado su opinión y los miembros de la respectiva célula 
legislativa aprueban la proposición elevada en tal sentido por el presidente. En 
consecuencia, para proceder con el cierre del debate debe contarse con quórum 
decisorio, comoquiera que el mismo es necesario para aprobar la proposición de 
cierre de la deliberación del proyecto279.  
 
Con todo, es pertinente llamar la atención de que el cierre del debate se puede 
forzar mediante una proposición de suficiente ilustración, la cual puede ser 
presentada por cualquier congresista, en los siguientes dos eventos: 
 
(i) Cuando un mismo artículo ha sido discutido en dos sesiones, evento en el cual 
la comisión podrá aceptar la solicitud del parlamentario y proceder a la votación del 
mismo sin más debate (art. 164 LORC). 
 
(ii) Cuando a pesar de que todavía haya oradores inscritos, el debate se haya 
extendido por más de tres horas, caso en el que el presidente de la célula legislativa, 
previa consulta de los miembros de la mesa directiva, podrá aceptar o negar la 
proposición, siendo apelable su decisión (art. 108 LORC).  
 
Sobre el particular, la posibilidad de proponer la suficiente ilustración busca impedir 
que los debates se prolonguen de manera irrazonable, evitando así prácticas 
dilatorias (filibusterismo), y permitiendo que las mayorías dispongan que se proceda 
a la votación de una iniciativa debatida largamente a pesar del bloqueo de la misma 
por parte de algunos parlamentarios280. 
 
279 Cfr. Sentencias C-055 de 1995, C-473 de 2004, C-740 de 2013, C-298 de 2016, C-044 de 2017 
y C-112 de 2019. 
280 Con el mismo sentido, el artículo 110 de la LORC establece que “con excepción de la moción de 






En relación con la fase deliberativa que se surte a instancias de la plenaria, cabe 
resaltar que, en general, la misma se desarrolla bajo similares parámetros a los 
establecidos para las comisiones, así como que esta etapa es igual cuando se surte 
en la cámara de cierre (arts. 183 y 185 LORC).  
 
Con todo, es imperioso tomar nota de que en la plenaria se pueden presentar 
enmiendas que no hayan sido consideradas en primer debate, siempre que tengan 
como objetivo subsanar errores técnicos, terminológicos o gramaticales. Empero, 
en principio, no pueden ser debatidas enmiendas negadas por la comisión, salvo 
que se surta el procedimiento de apelación, que se estudiará más adelante (art. 180 
LORC). Sobre este último punto, la Corte Constitucional ha flexibilizado la 
rigurosidad de dicha regla, indicando que si se vuelve a discutir una modificación 
previamente negada en comisión y se aprueba, debe aceptarse la decisión de la 
plenaria en razón del principio de mayorías281. 
 
El control constitucional del debate parlamentario 
En la Sentencia C-473 de 2004, la Corte Constitucional estudió una demanda en contra de 
la Ley 812 de 2003, “por la cual se aprueba el Plan Nacional de Desarrollo 2003-2006, hacia 
un Estado comunitario”, en la cual, entre otros cargos, se reprochaba que no fue objeto de 
discusión ni debate por las comisiones de asuntos económicos de ambas cámaras, 
comoquiera que “el análisis de las actas determina que en su seno (…) no se dio una discusión 
sino que se presentaron únicamente inquietudes de los parlamentarios frente a lo planteado 
por el Gobierno”. 
 
Con el propósito de atender dicho reproche, la Corte recordó que “el control constitucional 
sobre las características del debate de ninguna manera comprende la calidad ni la suficiencia 
del mismo ni mucho menos de los argumentos esgrimidos por los miembros del Congreso. El 
 
Levantamiento o prórroga de la sesión. 3. Aplazamiento del debate sobre el tema que se discute. 4. 
Cierre del debate por suficiente ilustración”, así como el artículo 111 de la misma contempla que “el 
autor de una moción o propuesta podrá retirarla en cualquier momento, pero antes de ser sometida 
a votación o ser objeto de modificaciones”. 





respeto al principio del pluralismo así como el principio de autonomía del Congreso de la 
República impiden que el juez constitucional juzgue tales aspectos del debate”, por lo que “el 
alcance del control constitucional se circunscribe a que se hayan cumplido las etapas que 
permiten debatir en las comisiones y en las plenarias un proyecto de ley y a que se reúnan los 
requisitos que propenden por asegurar un espacio de deliberación democrática”. 
 
En este orden de ideas, la Corte resaltó que aun cuando el debate de la Ley 812 de 2003 “no 
fue extenso, sí cumplió con los requisitos constitucionales y orgánicos del debate 
parlamentario”, toda vez que “el mismo fue abierto por el Presidente en la sesión del 19 de 
marzo y continuó el día 20 de marzo de 2003. Durante tales sesiones hubo oportunidad 
suficiente para que las minorías intervinieran y expusieran sus observaciones y críticas. 
Igualmente, las propuestas presentadas por los congresistas fueron objeto de consideración 
tanto por el gobierno como por las comisiones; algunas fueron avaladas por el gobierno, otras 
no. Finalmente, se respetó la decisión de la mayoría sobre suficiente ilustración para poder 
votar la proposición del informe de la ponencia”. 
 
Desde sus inicios la Corte Constitucional solamente ha llegado a cuestionar la validez de las 
decisiones que se adoptan en el seno de las cámaras por falta de debate cuando ha 
evidenciado que no se brindaron las condiciones para que el mismo tuviera lugar, declarado 
en dichos eventos la inexequibilidad de las leyes correspondientes (Sentencia C-751 de 
2013), por ejemplo, dicho Tribunal ha declarado inconstitucionales leyes que:  
 
(i) Fueron aprobados desconociendo las reglas sobre sobre quórum y mayorías, con lo cual el 
debate y la votación no fue adelantado por el número suficiente de parlamentarios requeridos 
para que se entienda configurada la voluntad del legislador (Sentencias C-008 de 1995 y C-
047 de 2017).  
 
(ii) Fueron debatidas y votadas por la respectiva célula legislativa sin que los parlamentarios 
tuvieran previamente la posibilidad efectiva y real de conocer la ponencia respectiva, 
comoquiera que la misma constituye un presupuesto mínimo para deliberar y decidir, en tanto 
que en ella se contempla el proyecto y las proporciones que serán objeto del debate 







6.4. Fase decisoria 
 
La conclusión de debate permite proceder a la votación de la iniciativa, si se ha 
efectuado su anuncio previo y realizado la citación correspondiente. Al respecto, la 
votación se ha entendido como el asentimiento o no de una célula legislativa a un 
proyecto o proposición, cuya validez depende del respeto de las reglas de quórum, 
tanto deliberatorio como decisorio, y la obtención de las mayorías requeridas según 
los parámetros constitucionales explicados en el capítulo 3282.  
 
En este sentido, el artículo 122 de la LORC dispone que la votación “es un acto 
colectivo por medio del cual las cámaras y sus comisiones declaran su voluntad 
acerca de una iniciativa”. Sobre el particular, en los artículos 123 y siguientes del 
estatuto en mención se contemplan las reglas que deben seguirse para el desarrollo 
de las votaciones, estableciéndose que:  
 
(i) Sólo los congresistas tienen derecho al voto, y le corresponde a cada 
parlamentario emitir uno, el cual es personal, intransferible e indelegable. 
 
(ii) En las comisiones permanentes sólo pueden votar los congresistas que la 
conforman, quienes están en la obligación de hacerlo y tienen que elegir entre votar 
afirmativa o negativamente, pues no hay puntos intermedios (art. 127 LORC), sin 
perjuicio de las constancias que sobre el alcance de su voto hagan en el debate o 
se pasen por escrito para que consten en el acta y en el informe del ponente (arts. 
133 y 167 LORC).  
 
(iii) El número de votos, en toda votación, debe ser igual al número de 
parlamentarios presentes con derecho a votar y, en caso de no coincidir, el 
presidente deberá ordenar que se repita la misma. 
 






(iv) Por regla general, todas las proposiciones deben debatirse y leerse antes de 
votarse (art. 125 LORC). 
 
(v) En el acto de votación debe estar presente el secretario.  
 
(vi) Los congresistas pueden excusarse de votar cuando estén inmersos en 
conflictos de intereses, debidamente manifestados y verificados (art. 124 LORC). 
 
(vii) Ningún congresista deberá retirarse del recinto legislativo cuando se hubiere 
cerrado la discusión y se vaya a proceder a la votación.  
 
(viii) Una vez se ha iniciado la votación, no puede interrumpirse, salvo que algún 
congresista proponga una moción de orden sobre la forma en la que se está 
adelantando la misma (art. 132 LORC).  
 
(ix) En caso de empate en la votación, se debe realizar una segunda votación, la 
cual puede efectuarse, según lo estime la presidencia, en la misma sesión o de 
manera posterior, siempre dejando la respectiva constancia en el orden del día. En 
el evento de que la igualdad se mantenga en la segunda votación, se entenderá 
negada la propuesta (art. 135 LORC).  
 
(x) Antes de que se cierre la votación, los congresistas pueden cambiar su voto si 
se equivocaron oprimiendo el botón incorrecto al momento de expresar su 
voluntad283.  
 
Adicionalmente, en el artículo 134 de la LORC se señala que por decisión de la 
mesa directiva, a petición de los interesados, las votaciones de los proyectos podrán 
 





realizarse artículo por artículo, en bloque o ateniendo a las enmiendas o 
proporciones, según se considere lo más conveniente para la labor legislativa284.  
 
En esta línea argumentativa, en la Sentencia C-044 de 2015, la Corte Constitucional 
explicó que:  
 
“(…) los contenidos que conforman un proyecto de ley pueden ser sometidos a votación 
de manera separada o en bloque. Mientras esta última modalidad de votación favorece la 
celeridad de los procedimientos legislativos (art. 2º Ley 5ª 1992), con la primera se asegura 
mayor precisión sobre los contenidos que están siendo votados en cada momento, a fin de 
evitar errores en la formación de la voluntad legislativa, y a la vez se permite a los 
congresistas individualizar el sentido de su voto en relación con cada uno de los contenidos 
normativos que integran el proyecto sometido a aprobación, a fin de expresar su acuerdo 
con algunos de ellos y su desaprobación respecto de los demás”. 
 
Con todo, en dicha providencia, la Corte Constitucional también expresó que la 
facultad de la mesa directiva de determinar la forma como se debe votar tiene que 
ser ejercida sin arbitrariedades, pues de lo contrario podría afectarse la 
constitucionalidad del procedimiento legislativo, lo cual ocurre, por ejemplo285: (i) 
cuando no se garantiza que “previo a la decisión adoptada por la mesa directiva se 
haya abierto espacio para exponer los argumentos a favor o en contra de acoger la 
propuesta de votación por partes”, o cuando (ii) “del contexto del debate se infiera 
que con la votación en bloque del articulado se sacrifican las finalidades sustantivas 
que se aseguran con la votación por partes”286. 
 
284 Al respecto, la Corte Constitucional ha explicado que la “votación en bloque de un proyecto de ley 
no implica una vulneración del principio democrático, por cuanto: ‘lo que se pretende garantizar en 
el debate parlamentario, es la discusión libre de ideas, conceptos, criterios, antes de procederse a 
la votación del respectivo proyecto de ley’” (Sentencia C-044 de 2015). 
285 En igual sentido, se puede consultar la Sentencia C-1709 de 2000. 
286 No se sacrifican las finalidades sustantivas que se aseguran con la votación por partes cuando, 
por ejemplo: “ni el autor de la propuesta ni los demás participantes en el debate han identificado 
aquellos contenidos normativos sobre los que tengan una posición diferente a la que sostienen en 
relación con el resto del articulado, de modo tal que requieran de la votación por partes a fin de 
expresar su aprobación respecto de unos contenidos y su desaprobación respecto de los demás; o 






De otro lado, es necesario resaltar que el artículo 133 de la Constitución establece 
que, por regla general, el voto de los congresistas será nominal y público, salvo que 
la ley establezca lo contrario. Al respecto, los artículos 128 a 131 de la LORC 
desarrollan la materia, estipulando que las votaciones podrán ser: (a) nominales, (b) 
ordinarias, o (c) secretas, así como precisando los eventos en los cuales se utilizan, 
conforme pasa a reseñarse.  
 
La votación nominal y pública se aplica en todos los casos, salvo norma legal en 
contrario, y se realiza por medio de mecanismos electrónicos que dan cuenta del 
sentido del voto de cada congresista. En caso de no estar disponibles los medios 
tecnológicos, se procederá al llamado de lista y el congresista que sea nombrado 
debe indicar si apoya o no el texto objeto de votación (art. 130 LORC).  
 
Esta clase de votación tiene como finalidad que el Congreso de la República 
recupere su legitimidad, puesto que a través de ella se busca generar: (i) 
trasparencia en la adopción de las decisiones parlamentarias, así como (ii) facilitar 
que la ciudadanía pueda ejercer el control de sus representantes.  
 
En cuanto a la ritualidad de la votación nominal, al tenor del artículo 115 de la LORC, 
se debe indicar que el presidente de la célula respectiva debe preguntar:  
 
(i) En tratándose de la votación de una proposición, artículo, bloque de artículos o 
proyecto: “¿Adopta la Comisión el (los) artículo(s) propuesto(s)?”; y refiriéndose a 
una enmienda: “¿Adopta la Comisión la modificación propuesta?”.  
 
 
o supresivas durante el curso del debate, que ameriten someterlos a votación de manera separada” 





(ii) En respuesta a dichas preguntas los congresistas deben manifestar su respuesta 
a través del sistema electrónico o lo pueden hacer de manera manual ante la mesa 
directiva, debiéndose dejar las constancias respectivas.  
 
En todo caso, el resultado de la votación tiene que incluirse en el acta de la sesión, 
sin perjuicio del sistema electrónico con el que debe contar el Congreso de la 
República para el efecto y que debe permitir la trasmisión pública de datos en tiempo 
real por internet (art. 2 Ley 1431/11).  
 
En relación con la votación ordinaria cabe resaltar que se efectúa dando los 
congresistas con la mano un golpe sobre el pupitre, debiendo el secretario informar 
el resultado de la votación y, si no se pide la verificación, se entiende por exacto el 
informe. En caso de pedirse la verificación por cualquier congresista se procede a 
efectuar la votación por medios electrónicos que permitan saber el sentido del voto 
de cada parlamentario, debiendo dejarse la constancia respectiva en el acta, es 
decir, siguiendo el mismo procedimiento de las votaciones nominales y públicas.  
 
La procedencia de la votación ordinaria está limitada a los eventos taxativamente 
establecidos en la ley, los cuales a voces del artículo 129 de la LORC son los 
siguientes:  
 
(i) Consideración y aprobación de: (a) el orden del día, incluyendo propuestas de 
cambios, modificaciones o alteraciones del mismo, (b) las actas de las sesiones, así 
como (c) la corrección de vicios subsanables de procedimiento en el trámite de 
proyectos de ley. 
 
(ii) Suspensión o prórroga de la sesión, declaratoria de la sesión permanente, 
reservada o informal, o levantamiento de la sesión por moción de duelo o 






(iii) Declaración de suficiente ilustración. 
 
(vi) Resolución de las apelaciones sobre las decisiones del presidente o la mesa 
directiva de la corporación o de las comisiones. 
 
(vii) Adopción o aprobación de textos rehechos o integrados por declaratoria parcial 
de inconstitucionalidad. 
 
(viii) Decisiones sobre apelación de un proyecto negado o archivado en comisión. 
 
(ix) Cuando en el trámite de un proyecto de ley exista unanimidad por parte de la 
respectiva comisión o plenaria para aprobar o negar todo o parte de su articulado, 
a menos que un congresista solicite que la votación sea nominal y publica287.  
 
(x) El título de los proyectos siempre que no tenga propuesta de modificación. 
 
(xi) La pregunta sobre si la cámara respectiva quiere que un proyecto sea ley de la 
República o reforme la Constitución. 
 
(xii) Los asuntos de mero trámite, entendidos como aquellos que, haciendo o no 
parte de la función constituyente o legislativa, no corresponden al debate y votación 
de los textos, así como los no prescritos que puedan considerarse de similar 
naturaleza288. 
 
287 Si la unanimidad no abarca la totalidad del articulado se deben someter a votación nominal y 
pública las diferentes proposiciones sobre los artículos respecto de los cuales existan discrepancias. 
288 La votación ordinaria también, según el artículo 129 de la LORC, puede realizarse para: (i) 
mociones o expresiones de duelo, de reconocimiento o de rechazo o repudio, así como saludos y 
demás asuntos de orden protocolario; (ii) proposiciones de cambio o traslado de comisiones, de 
citaciones de control político, o de información o para la realización de foros o audiencias públicas; 
(iii) decisión sobre excusas presentadas por servidores públicos citados por las comisiones o por las 
cámaras legislativas; (iv) adopción de los informes de las Comisiones de Ética sobre suspensión de 
la condición congresional; y (v) la pregunta sobre si declara válida una elección hecha por el 






Frente a la votación secreta, cabe resaltar que se caracteriza por no permitir 
identificar el sentido de la decisión de cada congresista, así como por la necesidad 
de rectificación de los votos cuando su número no coincida con los parlamentarios 
presentes con poder de decisión. De conformidad con el artículo 131 de la LORC, 
esta clase de votación secreta procede: 
 
(i) Cuando se debe hacer una elección289. 
 
(ii) Para decidir sobre proposiciones de amnistías o indultos, evento en el cual se 
repartirán papeletas con las opciones “si” o “no” y los respectivos espacios para que 
los parlamentarios realicen la escogencia de su preferencia, quienes una vez lo 
hagan deben depositar el tarjetón en la urna correspondiente al llamado del 
secretario. Posteriormente, la comisión escrutadora designada por el presidente de 
la célula prosigue a verificar el resultado.  
 
Inconstitucionalidad por no realizarse la votación nominal y pública 
A través de la Sentencia C-585 de 2014, la Corte Constitucional efectuó el control de 
constitucionalidad automático de la Ley 1688 de 2013, “por medio de la cual se aprueba el 
Tratado sobre traslado de personas condenadas para la ejecución de sentencias penales 
entre la República de Colombia y los Estados Unidos Mexicanos”, encontrando que en el 
trámite legislativo de la misma, el Congreso de la República incurrió en un vicio formal de 
carácter insubsanable, concerniente en la omisión de efectuar la votación nominal y pública 
de la iniciativa en el debate a instancias de plenaria del Senado, pues no estaban dadas las 
condiciones para aplicar las excepciones previstas a dicha regla general contenidas en el 
numeral 16 del artículo 1 de la Ley 1431 de 2011. Específicamente, dicho Tribunal 
fundamentó su decisión así:  
 
 
289 La forma de adelantar las votaciones de las elecciones y su regulación especial puede consultarse 





(i) De conformidad con el artículo 133 de la Constitución, la votación nominal y pública es la 
regla general para proceder a aprobar o negar un proyecto, salvo excepción legal.  
 
(ii) Según el artículo 1 de la Ley 1431 de 2011, el cual modificó el artículo 129 de la LORC, 
procederá la votación ordinaria y no “se requerirá votación nominal y pública cuando en el 
trámite de un proyecto de ley exista unanimidad por parte de la respectiva comisión o plenaria 
para aprobar o negar todo o parte del articulado de un proyecto, a menos que esa forma de 
votación sea solicitada por alguno de sus miembros. Si la unanimidad no abarca la totalidad 
del articulado se someterán a votación nominal y pública las diferentes proposiciones sobre 
los artículos respecto de los cuales existan discrepancias”. 
 
(iii) “En el segundo debate para la aprobación y votación del proyecto en el Senado (...) no 
existió la requerida unanimidad para que la votación pudiera llevarse a cabo de manera 
ordinaria”, porque “se manifestó expresamente y con antelación desde el informe de 
ponencia, una discrepancia por parte de la Senadora Gilma Jiménez Gómez, quien dejó 
constancia desde el inicio del debate de su voto negativo frente al informe de ponencia del 
proyecto en cuestión”, lo cual “puso de presente la clara inexistencia de la unanimidad 
requerida, desde el comienzo de la discusión de aprobación del proyecto de ley en la Plenaria 
del Senado” y, en consecuencia, debió “aplicarse obligatoriamente la regla general de 
votación nominal y pública contenida en el artículo 133 CP y 2 de la ley 1431 de 2011, y 
excluirse de entrada por tanto en el momento de la votación la posibilidad de aplicar la 
excepción prevista por el numeral 16 del artículo 1º de la Ley 1431 de 2011, por la existencia 
de una constancia de voto negativo al informe de ponencia para segundo debate, tal y como 
consta en Acta No. 30 del 14 de noviembre de 2012 publicada en Gaceta No.44 de 2013”.  
 
Ahora, una vez se realice la votación del articulado siguiendo la modalidad exigida 
(nominal, ordinaria o secreta), el destino del proyecto dependerá de la decisión 
adoptada, así:  
 
(i) En el evento de ser favorable el resultado de la votación, el presidente de la 
comisión debe ordenarle al secretario que lea el título de la iniciativa y, acto seguido, 





siguiente fórmula sacramental: “¿Aprueban los miembros de la Comisión el título 
leído?” 
 
Si la respuesta es afirmativa, el presidente debe insistir en la voluntad de la comisión 
sobre la intención de aprobar el texto de la iniciativa, con la siguiente pregunta: 
“¿Quieren los senadores (o representantes) presentes que el proyecto aprobado 
sea ley de la República?” (Art. 115 LORC). 
 
Contestada afirmativamente dicha cuestión, se entiende finalizada la fase decisoria 
ante la comisión, y el proyecto es enviado a la plenaria de la cámara respectiva para 
que se continúe con el inter legislativo.  
 
(ii) En caso de ser desfavorable el resultado de la votación del articulado, se 
procederá con el archivo de la iniciativa, sin perjuicio de la posibilidad que tienen los 
congresistas de apelar tal determinación ante la plenaria. 
 
Sobre este último punto, es pertinente resaltar que la apelación puede ser 
presentada por cualquier miembro de la comisión, el Gobierno Nacional o el vocero 
de los proponentes en los casos de iniciativa popular, debiéndose seguir para su 
tramitación el siguiente procedimiento (art. 166 LORC):  
 
(i) La plenaria debe designar una comisión accidental que se encargue de elaborar 
un informe en el que se recomiende si resulta procedente o no la apelación, así 
como se proponga si la misma se debe resolver de manera favorable o negativa. 
 
(ii) La plenaria decide si aprueba o no el informe de la comisión accidental.  
 
(iii) En el evento en que la plenaria resuelva acceder a la apelación, el presidente 
debe remitir el proyecto a otra comisión permanente diferente a la que adoptó la 






(iv) En caso de que la apelación sea declarada improcedente o negada, el proyecto 
se entiende archivado.  
 
Al respecto, debe llamarse la atención de que la apelación no es procedente cuando 
se niegan proposiciones o se suprimen artículos pero no se rechaza la totalidad del 
proyecto, comoquiera que la iniciativa aprobada parcialmente por la comisión pasa 
a la plenaria, la cual puede decidir válidamente incorporar nuevamente el texto 
descartado290.  
 
Por demás, en torno a la etapa decisoria ante la plenaria de la cámara de origen, 
debe resaltarse que es similar a la surtida ante la comisión, con las siguientes 
particularidades:  
 
(i) Cuando se aprueban enmiendas al proyecto aprobado por la comisión en la 
plenaria, el ponente debe elaborar un informe en el que ponga de presente las 
modificaciones realizadas al texto original de la iniciativa, así como las explicaciones 
que sobre el particular estime pertinentes. Dicho texto debe elaborarse en el término 
de cinco días contado a partir de la finalización del debate y tiene como destinatario 
la corporación de cierre291.  
 
(ii) Si un proyecto de ley es votado de manera negativa en alguna de las plenarias 
se entiende rechazado y se procede a su archivo, pues no procede la figura de 
apelación (art. 184 LORC).  
 
 
290 Cfr. Sentencia C-370 de 2006. 
291 La validez del informe depende de la correspondiente suscripción por el ponente, el presidente y 
el secretario del pleno. Cfr. Artículo 182 de la LORC. En torno a la interpretación de este artículo, a 
partir de las sentencias C-809 de 2001 y C-473 de 2004, la Corte Constitucional empezó a considerar 
que el informe no es obligatorio cuando las comisiones constitucionales permanentes sesionan de 





En dicho contexto, cabe resaltar que cuando en el debate ante la plenaria de la 
cámara de origen se aprueba una enmienda a un artículo sin que se modifique 
sustancialmente el proyecto de ley, es decir una modificación parcial, la iniciativa 
sigue su trámite normal. No obstante lo anterior, si la enmienda aprobada por el 
pleno es total, el proyecto debe ser remitido a la comisión respectiva para que sea 
acogido en primer debate. En caso de ser rechazado el nuevo texto, se archiva el 
proyecto (arts. 160 CP y 177 a 180 LORC).  
 
En los eventos en los que los textos aprobados por la comisión y por la plenaria 
sean discrepantes o, en caso de no serlo, pero se estime conveniente, puede 
regresarse el proyecto a la comisión para que sea reexaminado, y esta última puede 
reconsiderar su posición inicial alineándose con lo dispuesto por la plenaria o insistir 
en la versión que aprobó del proyecto, caso último en el que la plenaria tomará la 
decisión final. Al respecto, debe tenerse en cuenta que las discrepancias que se 
puedan presentar entre la plenaria y la comisión deben consistir en modificaciones, 
supresiones o adicionales al texto inicialmente aprobado en primer debate, pero no 
deben corresponder a asuntos no discutidos por la comisión, en tanto ello daría 
evidencia del desconocimiento del principio de consecutividad (art. 178 LORC).  
 
En el artículo 181 de la LORC se establece que la presidencia de la plenaria, de 
oficio o a petición de los parlamentarios, puede establecer una comisión accidental 
de armonización, cuya función es eliminar cualquier confusión o incongruencia 
producto de los diversos textos aprobados durante los debates, para lo cual tiene 
cinco días, luego de los cuales la versión final pasa para votación por parte del pleno 
de la corporación respectiva.  
 
Aprobada la totalidad del proyecto por la plenaria de la cámara de origen, el 
presidente de la misma debe remitir el expediente legislativo al presidente de la 





explicado a lo largo de este capítulo, en el que las pautas sobre el debate y la 
votación son las mismas (arts. 183 y 185 LORC).  
 
6.5. Otros aspectos: lapso entre los debates, trámite de urgencia e insistencia 
 
Para el desarrollo de las fases expuestas de la etapa parlamentaria del trámite 
legislativo, cabe resaltar que existen algunas reglas específicas que determinan los 
lapsos que se deben esperar entre cada uno de los debates y votaciones, así como 
un instrumento al servicio del Gobierno Nacional que permiten reducir tales tiempos, 
como lo es la solicitud de trámite de urgencia que puede derivar incluso en sesiones 
conjuntas de las comisiones constitucionales permanentes y ser insistido generando 
implicaciones en el orden del día de las cámaras292. A continuación, se estudiarán 
dichas temáticas.  
 
Así pues, para empezar, es pertinente mencionar que de conformidad con los 
artículos 160 de la Constitución, así como 168 y 183 de la LORC, entre el final del 
debate en la comisión y el inicio de la deliberación en plenaria debe mediar un plazo 
de ocho días. Además, entre el final del debate en la plenaria de una cámara y el 
inicio de la deliberación en la comisión de la otra corporación, debe trascurrir un 
término de 15 días. 
 
Sobre el particular, desde sus inicios, la Corte Constitucional ha resaltado la 
importancia de respetar los mencionados plazos, comoquiera que buscan garantizar 
la publicidad de trámite legislativo, permitir la reflexión de los congresistas sobre los 
proyectos y facilitar la participación de los ciudadanos en torno a la iniciativa. 
Igualmente, dicho Tribunal ha considerado que el irrespeto de dichos lapsos deriva 
en un vicio de inconstitucionalidad, el cual puede ser saneado en caso de que el 
 
292 Cfr. Palacios Torres, Alfonso. Aspectos constitucionales del procedimiento legislativo ordinario en 
el ordenamiento jurídico colombiano. En: Correa Henao, Magdalena; Osuna Patiño, Néstor Iván; 
Ramírez Cleves, Gonzalo Andrés. Lecciones de Derecho Constitucional (Tomo II). Bogotá: 





término irrespetado sea el correspondiente al que debe trascurrir entre la comisión 
y la plenaria de la cámara de cierre, procediendo en dicho evento la repetición del 
último debate293. 
 
Inconstitucionalidad por desconocimiento del lapso entre los debates 
A través de la Ley 1077 de 2006, “se aprobó el convenio sobre la marcación de explosivos 
plásticos para fines de detección”, y al efectuar el control automático de constitucionalidad, la 
Corte Constitucional, en el Auto 118 de 2007, advirtió que su trámite legislativo “se había 
ajustado a la Constitución, salvo en el trámite ante la Plenaria de la Cámara de 
Representantes, en tanto que se había incumplido con el requisito señalado en el artículo 160 
Superior, inciso primero, sobre el lapso no inferior a ocho días que debe mediar entre el primero 
y el segundo debate”. 
 
En concreto, la Corte evidencio que la iniciativa “surtió el primer debate en la Cámara de 
Representantes el 30 de mayo de 2006, día en el que fue aprobado en la Comisión Segunda 
Constitucional, mientras que el segundo debate se surtió el 7 de junio de 2006, sesión en la 
que fue aprobado por la Plenaria de la Cámara de Representantes. Es decir que 
evidentemente el término de reflexión aludido, en este caso, sólo fue de 7 días, plazo éste 
inferior a lo dispuesto en el artículo 160 superior”. En consecuencia, dicho Tribunal resolvió 
devolver la actuación legislativa a la mencionada corporación para que en el término de 30 
días subsanara el vicio encontrado, lo cual se efectuó en debida forma como se dejó 
constancia posteriormente en la Sentencia C-121 de 2008. 
 
Ahora bien, en tratándose de proyectos en los que el primer y tercer debate se 
surtan de manera conjunta se deben seguir las siguientes reglas:  
 
(i) Entre la sesión conjunta de las comisiones y el inicio del debate de alguna de las 
plenarias deben transcurrir los ocho días exigidos por la Constitución y la ley.  
 
 
293 Cfr. Frente al incumplimiento de los plazos pueden consultarse las providencias C-203 de 1995, 
C-120 de 2004, A-118 de 2007, así como en torno al cumplimiento pueden verse los fallos C-121 de 





(ii) Se puede aprobar el proyecto en la plenaria de una cámara y a continuación 
seguir con el debate en el otro pleno sin esperar 15 días, pues incluso las plenarias 
de ambas corporaciones pueden debatir de manera simultánea294.  
 
En relación con los días, debe tenerse en cuenta que son días calendario, puesto 
que las cámaras pueden sesionar en cualquier momento incluso los feriados. Con 
todo, hay que mencionar que para efectos del conteo de dichos lapsos no se deben 
tener en cuenta el día que finaliza el debate, ni el día en el que se puede dar inicio 
a la siguiente deliberación.  
 
Frente al término máximo que tienen las cámaras para aprobar un proyecto, debe 
resaltarse que las iniciativas que en una legislatura no hayan completado su trámite 
pero si hayan sido aprobadas al menos en primer debate, continúan su curso en la 
siguiente legislatura en el estado en el que se encuentren. Con todo, ningún 
proyecto puede ser considerado en más de dos legislaturas, y los referentes a leyes 
estatutarias deben ser debatidos en una sola (arts. 190 y 208 LORC).  
 
Sobre el particular, debe mencionarse que la mayoría de los proyectos radicados 
son archivados debido a que no cursan su trámite parlamentario en el marco de dos 
legislaturas. En efecto, una revisión de las iniciativas radicadas en los períodos 
constitucionales 2010-2014 y 2014-2018, permite evidenciar que el 67.3% de las 
mismas fueron archivadas con base en los criterios denominados “tránsito de 
legislatura” y “vencimiento de términos”.  
 
Por otra parte, es pertinente señalar que los artículos 163 de la Carta Política y 191 
de la LORC facultan al Presidente de la República para solicitarle a las diferentes 
células legislativas que conocen de un proyecto que lo tramiten de manera 
prioritaria. En efecto, el Jefe de Estado puede enviar un mensaje de urgencia frente 
 





a una iniciativa, lo cual implica para la cámara correspondiente que debe resolver 
sobre su aprobación o no en el término de 30 días. 
 
Sobre el particular, cabe resaltar que cuando el Presidente de la República envía el 
mensaje de urgencia y el proyecto se encuentra en primer debate, puede requerir 
que el mismo sea analizado en sesión conjunta por las comisiones constitucionales 
permanentes respectivas de Senado y Cámara de Representantes, debiéndose 
seguir para el efecto los parámetros explicados en el capítulo 3 al estudiar dicha 
tipología de sesiones. 
 
Una vez es presentado el mensaje de urgencia, el Presidente de la República puede 
radicar adicionalmente una solicitud de insistencia, la cual genera que el proyecto 
sobre el que versa la misma tenga prelación en el orden del día e inhabilite a la 
célula legislativa a decidir sobre otro asunto hasta que adopte una determinación en 
torno a la iniciativa que el Jefe de Estado consideró de suma importancia.  
 
Al respecto, debe mencionarse que es obligación de los congresistas atender los 
mensajes de urgencia e insistencia, so pena de posibles responsabilidades 
disciplinarias. Con todo, si el proyecto es aprobado infringiendo las mencionadas 
normas no se genera vicio alguno de constitucionalidad, como ocurre por ejemplo 
cuando la iniciativa es aprobada después de 30 días o no fue examinada de manera 
prioritaria con ocasión del estudio del orden del día.  
 
Finalmente, es necesario tener en cuenta que los mensajes de urgencia y de 
insistencia pueden ser presentados por el Presidente de la República en todas las 




295 Cfr. Sentencias C-072 de 1995, C-374 de 1997, C-872 de 2002, C-784 de 2014, C-637 de 2015, 





Reglas jurisprudenciales del trámite de urgencia 
La Corte Constitucional ha estudiado la constitucionalidad de varios procedimientos 
legislativos donde fue utilizado el trámite de urgencia a solicitud del Gobierno Nacional, 
estableciéndose las reglas que se sintetizan en seguida. 
 
(i) El mensaje de urgencia es una potestad del Presidente de la República, pero no una 
obligación, por lo que tiene la facultad de presentarlo, insistirlo o retirarlo (Sentencias C-872 
de 2002 y C-637 de 2015). 
 
(ii) Atendido el mensaje de urgencia y con la realización de las comisiones conjuntas 
respectivas, se excepcionan las reglas referentes a los cuatro debates y a los plazos que 
median entre los mismos (Sentencias C-510 de 1996 y C-184 de 2016). 
 
(iii) El plazo de 30 días para decidir sobre la iniciativa objeto del mensaje de urgencia “no 
tiene naturaleza preclusiva, sino que opera como un mandato de mayor celeridad hacia el 
Congreso, quien en ningún momento pierde su competencia para discutir y aprobar el 
proyecto de ley correspondiente”, por lo que el desconocimiento de dicho término no 
constituye un vicio de inconstitucionalidad (Sentencia C-446 de 2009 y C-379 de 2016).  
 
(iv) El desconocimiento del mensaje de urgencia o de sus consecuencias no genera una 
irregularidad que afecte “el trámite de proyectos distintos, pues cada procedimiento legislativo 
es autónomo e independiente, y por lo mismo, no pueden comunicarse entre ellos las 
irregularidades que se presentan en su desarrollo” (Sentencias C-1040 de 2005 y C-637 de 
2015).  
 
(v) Teniendo en cuenta que la Constitución señala que el mensaje de urgencia puede 
presentarse frente a cualquier proyecto de ley, su aplicación es procedente incluso en el 
trámite de leyes estatutarias y aprobatorias de tratados internacionales296 (Sentencia C-225 
 
296 Al respecto, en la Sentencia C-369 de 2002, la Corte Constitucional aclaró que “la exigencia 
constitucional que determina la prevalencia de una de las cámaras sobre la otra, circunscribe su 
alcance al concepto de iniciación del trámite, y no a que éste sea integralmente terminado. (…) De 
ahí que, es claro que la Constitución únicamente ordena que el trámite de los proyectos de leyes 
aprobatorias de tratados o convenios internacionales debe iniciar por el Senado, lo que no excluye 
que a partir de la existencia de un mensaje de urgencia, el proyecto sea debatido y aprobado de 





de 2014). Empero, no es procedente en tratándose de iniciativas correspondientes a actos 
legislativos (Sentencia C-551 de 2003).  
 
(vi) No es necesaria la publicación del mensaje de urgencia en la Gaceta del Congreso, 
porque ni la Constitución ni la LORC lo disponen como requisito en el trámite de formación 
de la ley (Sentencia C-637 de 2015). 
 
(vii) El Presidente de la República no está obligado a motivar el mensaje de urgencia, pues 
ello no es requerido por la Constitución o la LORC (Sentencia C-637 de 2015). 
 
6.6. Fase de armonización  
 
Al tenor del artículo 161 de la Constitución, cuando al finalizar la etapa decisoria en 
ambas plenarias se advierta que los textos aprobados por cada una de las cámaras 
son discrepantes, las mesas directivas procederán a conformar una comisión 
accidental de conciliación, cuyo trabajo es tratar de convenir un articulado 
consensuado dentro del término concedido por los presidentes de las corporaciones 
para que el mismo sea aprobado nuevamente por las plenarias. Lo anterior sin 
perjuicio de que ante la falta de acuerdo de los comisionados deba acudirse a la 
votación mayoritaria para adoptar el texto definitivo (art. 186 LORC).  
 
Sobre el particular, cabe resaltar que se consideran discrepancias las aprobaciones 
distintas del articulado por parte de las cámaras, incluyendo las nuevas 
disposiciones. Empero, debe tenerse en cuenta que las diferencias deben ser 
relevantes o verdaderos desacuerdos, con lo cual no habrá lugar a conformar una 
comisión accidental de conciliación cuando se trate de meros problemas de 
trascripción o gramaticales, pues debe privilegiarse el principio democrático sobre 
tecnicismos formales297.  
 
 
297 Cfr. Sentencias C-371 de 2000, C-292 de 2003, C-033 de 2009, C-674 de 2017, C-076 de 2018 





La comisión de conciliación es está conformada por igual número de senadores y 
representantes, quienes son designados por el presidente de cada cámara teniendo 
en cuenta que (art. 187 LORC):  
 
(i) Se deben preferir parlamentarios que hagan parte de las comisiones 
permanentes constitucionales que conocieron de la iniciativa, así como los 
congresistas que fueron autores, ponentes o formularon reparos, observaciones o 
propuestas en las plenarias.  
 
(ii) Las diferentes bancadas deben tener participación, incluidas las de oposición.  
 
En cuanto el alcance de la labor de conciliación, es pertinente resaltar que los 
miembros de la comisión accidental pueden hacer las modificaciones que 
consideren necesarias para superar las discrepancias, siempre que se respeten los 
principios de consecutividad e identidad flexible298.  
 
En esta línea argumentativa, en la Sentencia C-674 de 2017, la Corte Constitucional 
expresó que las comisiones de conciliación tienen como finalidad:  
 
(i) “Superar las discrepancias que se hayan suscitado respecto de un proyecto, para cual 
se ha entendido que el límite material de su competencia se deriva de lo previsto en el 
artículo 158 de la Constitución, por virtud del cual se exige que toda iniciativa deberá 
referirse a una misma temática y que serán inadmisibles las disposiciones o modificaciones 
que no se relacionen con ella”;  
 
(ii) “Unificar los textos divergentes, esto es, todos los artículos que hayan sido aprobados 
de manera distinta, en cuya labor no sólo están autorizadas para modificar su contenido, 
sino incluso para crear textos nuevos si de esta forma logran superar las diferencias, 
siempre que esa actuación se realice dentro del ámbito de la misma materia o contenido 
temático de la iniciativa que se está discutiendo”. 
 






Una vez acordado el articulado definitivo, se debe elaborar un informe en el que se 
dé cuenta de los cambios y publicarse en la Gaceta del Congreso. Al día siguiente, 
de que sea efectué la publicación y siempre que medie el anuncio previo respectivo, 
las plenarias de las cámaras están facultadas para debatir y aprobar el texto 
conciliado (art. 188 LORC)299.  
 
En caso de que finalizada la repetición del segundo debate persistan las diferencias 
entre los textos de las cámaras, el proyecto se entiende denegado. Con todo, si las 
discrepancias son puntuales sobre ciertas disposiciones que no afecten la esencia 
de la iniciativa, se debe optar por expedir la ley sin los artículos controversiales (art. 
189 LORC).  
 
Las extralimitaciones de las comisiones de conciliación pueden derivar en la 
invalidez de las normas 
La labor que cumplen las comisiones accidentales de conciliación es de suma importancia 
para la producción legislativa, pues un trabajo defectuoso de su parte puede derivar en la 
afectación de la validez de las iniciativas respectivas, como se evidencia en los siguientes 
ejemplos.  
 
En la Sentencia C-702 de 1999, la Corte Constitucional declaró la inexequibilidad del 
artículo 120 de la Ley 489 de 1998, al advertir que la comisión accidental de conciliación había 
desbordado su competencia, ya que introdujo un tema nuevo que no había sido discutido por 
alguna de las cámaras, como lo era una delegación legislativa en favor del Presidente de la 
República para modificar la estructura de las entidades del orden nacional.  
 
 
299 En este sentido, en la Sentencia C-093 de 2018, la Corte Constitucional sintetizó los requisitos 
para la conformación de las comisiones de conciliación así: “(i) Simetría: la comisión debe estar 
compuesta por igual número de senadores y representantes. (ii) Calidades de sus miembros: se 
refiere a que sus integrantes hagan parte de las Comisiones que realizaron el primer debate, sean 
los autores o ponentes del proyecto, o hayan formulado reparos, observaciones o propuestas en las 






De igual manera, en la Sentencia C-797 de 2004, la Corte Constitucional declaró 
inexequible el artículo 14 de la Ley 797 de 2003, al evidenciar que la comisión de conciliación 
se extralimitó en su competencia al suprimir apartes de la referida disposición a pesar de que 
había sido aprobada de forma idéntica por ambas cámaras, modificando con ello 
arbitrariamente su alcance original. En concreto, dicho Tribunal advirtió que la frase “a partir 
de 2018 la edad [de jubilación] se aumentará a 62 años para las mujeres y 65 para los 
hombres”, que había sido avalada por las dos colegiaturas del Congreso en los debates 
respetivos, fue excluida de manera caprichosa por la mencionada comisión accidental, 
alterando seriamente el entendimiento y el efecto de todo el artículo en el que se encontraba 
contenida. 
 
Otro caso paradigmático, ocurrió con el trámite ante el Congreso de la República de un 
proyecto de acto legislativo 143 de 2011 Cámara y 007 de 2011 Senado (acumulado), a 
través del que se pretendía reformar la organización de la justicia, el cual, luego de surtir 
todos los debates y ser conciliado, no entró en vigencia al ser archivado por las cámaras en 
razón de la presentación de una serie de objeciones gubernamentales referentes, entre otros 
reproches, a las extralimitaciones en las que había incurrido la comisión accidental de 
conciliación, la cual llegó a incluir aspectos que nunca fueron debatidos por las cámaras como 
la creación de un fuero constitucional para los secretarios generales de las plenarias del 
parlamento.  
 
En este sentido, frente a las actuaciones desplegadas en torno a dicho proyecto de reforma 
constitucional cabe llamar la atención de que:  
 
(i) Si bien en la jurisprudencia constitucional se ha señalado de manera reiterada que los 
actos legislativos no pueden ser objetados por el Gobierno Nacional, lo cierto es que en 
aquella oportunidad tal actuación del Ejecutivo fue motivada con el fin de responder al 
claro desbordamiento de las competencias por parte de las comisiones de conciliación 
del Congreso de la República. 
 
(ii) A través de la Sentencia C-474 de 2013, la Corte Constitucional, por razones de 
conveniencia como se desprende de los salvamentos de voto a dicha providencia, 
terminó avalando tácitamente la actuación del Gobierno Nacional al declararse inhibida 





lo ocurrido, bajo el argumento de que el proyecto de reforma fue archivado por las 
cámaras, con lo cual nunca llegó a ser incorporado al ordenamiento jurídico y, por ello, 







CAPÍTULO 7: ETAPA POST-PARLAMENTARIA DEL PROCEDIMIENTO 
LEGISLATIVO ORDINARIO 
 
Una vez la iniciativa legislativa es aprobada por ambas cámaras, la misma es 
remitida al Presidente de la República para su sanción y, posterior, promulgación, 
sin perjuicio de la facultad del Gobierno para objetarla por inconveniencia o 
inconstitucionalidad, así como de la eventual intervención de la Corte Constitucional 
cuando no exista acuerdo entre el legislador y el ejecutivo sobre la conformidad del 
proyecto de ley con la Carta Política. En este sentido, debido a que el impulso del 
iter legislativo en esta etapa le corresponde principalmente al Gobierno y, por lo 
mismo, el Congreso de la República adopta una posición pasiva, se denomina esta 
fase del trámite legislativo como post-parlamentaria300.  
 
7.1. Sanción presidencial 
 
Luego de que un proyecto de ley es aprobado por las cámaras en los cuatro debates 
exigidos por la Carta Política, el Presidente del Congreso debe remitírselo al 
Presidente de la República para que, como Jefe de Estado, proceda a su sanción 
(art. 196 LORC), es decir, para que lo firme y con ello dé fe de su existencia y 
autenticidad.  
 
Sobre el particular, la Corte Constitucional ha resaltado que la iniciativa legislativa 
al ser sancionada se convierte en ley de la República, pues “este acto (…) pone fin 
al proceso formativo de la ley, tal como lo prescribe el artículo 157 numeral 4 de la 
Constitución, que dice: ningún proyecto será ley sin los requisitos siguientes: (…) 
haber obtenido la sanción del Gobierno”301. 
 
300 Una descripción similar de esta etapa del procedimiento legislativo se siguió en: Lacheros Gámez, 
Juan Carlos; Mantilla Calderón, María José; Pulido, Fabio; Rincón Montaño, Rocío; Suárez Osma, 
Ingrid. Trámite Legislativo Ordinario y Especial. Bogotá: Derecho Justo – Konrad Adenauer Stiftung, 
2013, págs. 77 a 92.  






En cuanto a los plazos con los que cuenta el Presidente de la República para 
sancionar los proyectos de ley, los artículos 166 de la Constitución y 198 de la 
LORC, establecen los siguientes términos perentorios, los cuales son 
proporcionales a la extensión del articulado de la iniciativa, a saber: 
 
Extensión del proyecto Término 
Hasta 20 artículos 6 días hábiles 
Hasta 50 artículos 10 días hábiles 
Más de 50 artículos 20 días hábiles 
 
Los referidos términos se cuentan a partir del día siguiente aquél en el que el 
proyecto es recibido por el Gobierno Nacional. En caso de que el Presidente de la 
República no sancione el proyecto de ley dentro de dichos plazos, ni formule 
objeciones frente al mismo, los artículos 168 superior y 201 de la LORC autorizan 
al Presidente del Congreso para sancionarlo.  
 
En relación con el modelo de sanción reseñado, debe mencionarse que ha impedido 
que el Presidente de la República se sustraiga del deber de firmar las iniciativas con 
el fin de entorpecer la producción normativa, generando, al menos en este punto, 
un respeto por el trabajo del Congreso de la República y, con ello, un reconocimiento 
a la legitimidad democrática de su labor.  
 
En efecto, en vigencia de la Constitución de 1991 han sido sancionadas por el 
Presidente de la República más de 2.000 leyes, y sólo en los siguientes casos 
excepcionales tal actuación ha sido ejecutada por el Presidente del Congreso.  
 
Leyes sancionadas por parte del Presidente del Congreso 
(i) En la Sentencia C-927 de 2005, la Corte Constitucional estudió una acción pública de 





vez que fue sancionada de manera parcial por el Presidente de la República, pues firmó un 
texto que no contemplaba la totalidad del articulado aprobado por el Congreso de la 
República.  
 
Al respecto, la Corte puso de presente que “en la Constitución Colombiana no se autoriza al 
Ejecutivo para impartir sanción parcial a los proyectos de ley”, por lo que “si se suprime (…) 
parcialmente una parte del texto del proyecto de ley aprobado por el Legislador, desde el 
punto de vista jurídico, en realidad no se ha impartido sanción al proyecto para convertirlo en 
ley”.  
 
En este sentido, al evidenciar que el texto sancionado por el Presidente de la República y 
promulgado como la “Ley 918 de 2004”, no correspondía con la iniciativa aprobada por el 
Congreso de la República, ya que se suprimieron algunos de sus apartes, la Corte concluyó 
que en realidad el proyecto de ley 030 de 2001 (acumulado) Cámara y 278 de 2002 Senado 
no había sido sancionado y, por lo tanto, procedió a: 
 
(a) Declarar la configuración de un vicio en la sanción de la iniciativa, el cual conllevó la 
inexequibilidad de la Ley 918 de 2004; y 
 
(b) Ordenar al Presidente del Congreso de la República que procediera a sancionar el 
proyecto de ley, de conformidad con el artículo 168 de la Constitución, pues el plazo que 
para el efecto tenía el Presidente de la República ya había fenecido. 
 
En cumplimiento del fallo de la Corte, el Presidente del Congreso sancionó la Ley 1016 de 
2006, la cual incluyó los apartes excluidos en el texto sancionado inicialmente por el 
Presidente de la República.  
 
(ii) El 30 de mayo de 2007, el proyecto de ley 199 de 2007 Senado y 201 de 2007 Cámara 
fue remitido al Presidente de la República, quien presentó objeciones al articulado el 29 de 
junio de 2007, las cuales fueron publicadas en la Gaceta del Congreso del 3 de julio siguiente.  
 
Una vez la iniciativa fue remitida al Congreso para el trámite de las objeciones, los presidentes 
de las cámaras decidieron no estudiarlas y devolver el proyecto al Presidente de la República, 





que el pazo para que las mismas fueran formuladas y publicadas vencía el 29 de junio de 
2007.  
 
El Secretario Jurídico de la Presidencia de la República devolvió nuevamente el proyecto a 
los presidentes del Senado y de la Cámara indicando que “el Gobierno Nacional sólo podrá 
sancionar el proyecto tras el cumplimiento del trámite correspondiente a las objeciones”, ya 
que las mismas fueron formuladas en tiempo, esto es, el 29 de junio de 2007, y que si bien 
sólo fueron publicadas en el Diario Oficial 3 de julio de la misma anualidad, ello era una 
contingencia administrativa que no podía imputársele al Jefe de Estado.  
 
Al considerar que se encontraban “establecidos los presupuestos del artículo 166 de la 
Constitución Política y de las normas concordantes”, la Presidenta del Congreso de la 
República, Senadora Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda, sancionó al proyecto de ley 199 
de 2007 Senado y 201 de 2007 Cámara, el cual fue numerado como Ley 1151 de 2007. 
 
Posteriormente, la Ley 1151 de 2007 fue demandada ante la Corte Constitucional, 
argumentándose que su procedimiento fue viciado debido a la negativa de las cámaras de 
tramitar las objeciones presentadas por el Gobierno Nacional. Empero, en la Sentencia C-
714 de 2008, dicho Tribunal estimó que los plazos con los que cuenta el Presidente de la 
República para objetar un proyecto de ley incluyen el deber de publicar los respectivos 
reproches en la Gaceta del Congreso, con lo cual la actuación de la Presidenta del Senado 
de sancionar la iniciativa fue válida, en tanto que se enmarcó en el presupuesto contemplado 
en el artículo 168 superior.  
 
(iii) El proyecto de ley 221 de 2015 Cámara y 178 de 2016 Senado, por el cual “la Nación 
rinde honores a la memoria del periodista Enrique Santos Castillo”, fue aprobado por el 
Congreso de la República y remitido al Jefe de Estado, Juan Manuel Santos Calderón, para 
su sanción.  
 
Sin embargo, el Presidente de la República se abstuvo de sancionar dicho proyecto al poner 
de presente que se encontraba impedido para el efecto, puesto que se trataba de una 
iniciativa que honraba a su ascendiente paterno. En consecuencia, el Jefe de Estado devolvió 






Ante tal argumentación y teniendo en cuenta que se había vencido el plazo constitucional que 
tenía el Presidente de la República para sancionar la iniciativa, el Presidente del Congreso 
procedió de conformidad, numerándose el proyecto como la Ley 1808 de 2016.  
 
Adicionalmente, cabe llamar la atención de que se han presentado ocasiones en las 
que se han vencido los plazos para efectuar la sanción, pero que ante la amenaza 
del Presidente del Congreso de proceder según lo dispuesto en el artículo 168 
superior, el Presidente de la República ha procedido a cumplir con su deber de 
manera extemporánea, como sucedió con las leyes 745 de 2002 (tipificación como 
contravención del consumo de estupefacientes) y 1751 de 2015 (estatutaria de 
salud), lo cual no ha sido reprochado por la Corte Constitucional, quien ha estimado 
que no se configura un vicio ante la ocurrencia de dicha mora302. 
 
7.2. Objeciones gubernamentales  
 
En los plazos referidos en el acápite anterior, el Gobierno puede optar por no 
sancionar el proyecto de ley y, en cambio, objetarlo por razones de conveniencia o 
inconstitucionalidad (art. 165 CP y 196 LORC). Dichas objeciones pueden ser 
totales, si recaen sobre toda la iniciativa, o parciales, si son en torno a alguno de 
sus ingredientes normativos (inciso, literal, numeral, artículo, capítulo, sección, título 
o libro) (art. 167 CP). Sobre la naturaleza de las objeciones gubernamentales, la 
Corte Constitucional ha llamado la atención de que:  
 
“Se conciben como una expresión del principio de colaboración armónica entre las 
diferentes Ramas del Poder Público (CP art. 113) y no como un poder de veto. De esta 
manera, agotado el trámite inicial de aprobación de una ley, el ejecutivo puede advertir a 
las cámaras sobre los riesgos económicos, culturales, ambientales o sociales que 
subyacen en la sanción y promulgación de una iniciativa, o sobre la transgresión que se 
podría presentar respecto de los mandatos previstos en la Constitución, en caso de que la 
misma entre en vigencia. Tal advertencia implica la necesidad de establecer un espacio 
 





adicional de reflexión en el Congreso de la República, con miras a enriquecer las 
discusiones y el producto final de la labor congresional”303. 
 
En este sentido, cabe llamar la atención de que las objeciones gubernamentales 
son un instrumento de escape de las tensiones que pueden generarse dentro del 
Estado Constitucional y, por ello, no debería reprocharse que el Gobierno Nacional 
decida acudir a las mismas o que el Congreso de la República no acepte acogerlas, 
en tanto que tales actuaciones son manifestaciones de la diversidad de 
concepciones ideológicas y políticas que pueden existir en una sociedad moderna 
y cuyos puntos de desacuerdo buscan ser solucionados siguiendo la vía 
democrática plasmada en la Constitución.  
 
En efecto, las objeciones por inconveniencia a una iniciativa se traducen en una 
forma de advertencia a la labor legislativa, pues por medio de ellas se pretende que 
frente a un proyecto de ley exista más deliberación sin que ello impida que las 
cámaras puedan insistir en su posición y aprobarlo y, por lo tanto, pueda llegarse a 
afirmar que con su formulación se desconoce su autonomía.  
 
Igualmente, las objeciones por inconstitucionalidad son un medio de garantía de los 
mandatos superiores que pueden tener el potencial de derivar en un 
pronunciamiento de la Corte Constitucional para garantizar que una norma que 
podría llegar a tener problemas de conformidad con las disposiciones de la Carta 
Política no entre en vigencia, sino sea excluida de manera previa, lo cual constituye 
una herramienta valiosa en escenarios de populismo legislativo y movimientos que 
buscan atacar a las minorías por medio de las mayorías del parlamento.  
 
Ahora, frente al trámite que debe llevarse a cabo para la formulación de las 
objeciones gubernamentales, cabe resaltar que el texto en el que se presenten las 
mismas debe remitirse a la cámara en la que tuvo origen el proyecto de ley 
 





respectivo dentro del término de 6, 10 o 20 días según la extensión del articulado 
de conformidad con las reglas mencionadas líneas atrás. En caso de que el 
Congreso de la República este en receso, el ejecutivo dentro de los mismos plazos 
deberá publicar en el Diario Oficial la iniciativa aprobada por el legislativo y las 
objeciones correspondientes (arts. 165 a 166 CP y 197 a 198 LORC).  
 
En relación con la suscripción de las objeciones, la Corte Constitucional ha 
sostenido que bajo la concepción de las mismas introducida por el constituyente de 
1991, estas son un acto de Gobierno y no unilateral del Presidente de la República, 
por lo cual se requiere que el documento donde se planteen las inconformidades 
esté firmado tanto por el Jefe de Estado como por el ministro del ramo 
correspondiente a la materia del proyecto de ley (art. 208 CP).  
 
La competencia para presentar objeciones a un proyecto de ley es del Gobierno 
Nacional 
En la Sentencia C-196 de 2009, al dirimir la controversia suscitada entre el Congreso de la 
República y el ejecutivo, vía objeciones por inconstitucionalidad, en torno a la conformidad 
con el derecho al debido proceso consagrado en el artículo 29 de la Carta Política de unos 
artículos de un proyecto de ley que contemplaban la inversión de la carga de la prueba en los 
procedimientos ambientales, la Corte Constitucional se inhibió para conocer el fondo de las 
objeciones por no haber sido presentadas por los funcionarios competentes, porque:  
 
(i) La competencia para presentar objeciones a una iniciativa legislativa es del Gobierno 
Nacional, es decir, en conjunto el Presidente y el ministro del ramo correspondiente, el cual 
se determina en cada caso teniendo en cuenta: “(1) la materia general del proyecto de ley 
objetado; (2) el asunto específico respecto del cual se hace la objeción; (3) el impacto que 
pueda tener la norma objetada en los asuntos a cargo de un ministerio particular; y (4) la 
competencia específica del ministerio”304. 
 
304 En dicha providencia, la Corte expresó que: “(…) la figura de las objeciones presidenciales en 
Colombia ha evolucionado a lo largo del tiempo, limitando su carácter ‘contra-mayoritario’ y 
haciéndola más democrática. Al respecto cabe resaltar los siguientes aspectos. (…) Se pasó de una 
competencia que residía en cabeza del Presidente, a una competencia que reside, claramente, en 






(ii) En el caso en estudio, las objeciones fueron presentadas por el Presidente de la República 
y el Ministro de Minas y Energía, el cual no era el titular de la cartera respectiva debido a que: 
“(1) el proyecto objetado se ocupa de establecer el procedimiento sancionatorio ambiental; 
(2) las normas específicas objetadas no se refieren a la minería o la energía; y (3) los 
argumentos presentados en contra de dichas normas eran de carácter general, no referidos 
al área de la minería o la energía”.  
 
Una vez son recibidas las objeciones por el legislativo y publicadas las mismas (art. 
130 LORC), se debe integrar una comisión especial para su estudio con el fin de 
que se rinda un informe ante las plenarias de cada una de las cámaras (arts. 160 
CP y 186 a 187 LORC)305, las que discutirán y determinarán si insisten en la 
iniciativa aprobándola nuevamente o acceden a la solicitud del gobierno 
suprimiendo el ingrediente normativo respectivo o modificándolo para superar la 
inconformidad, disponiendo para el efecto de un plazo de dos legislaturas306, y 
debiendo respetar las formalidades vinculadas con el desarrollo de los debates en 
plenarias de los proyectos de ley. En concreto, se debe atender a la necesidad de 
que se realice el anuncio previo de la votación y que la misma se efectúe en la fecha 
comunicada, así como que se tenga en cuenta el quórum y las mayorías 
correspondientes, para lo cual se impone que sea haga de forma nominal y pública 
(arts. 133, 145, 160 y 167 CP). 
 
En tratándose de objeciones presentadas por razones de conveniencia, si ambas 
cámaras insisten en la aprobación del proyecto a través de votación favorable 
superior a la mitad más uno de los congresistas respectivos, le corresponde al 
Presidente de la República sancionar el proyecto sin que le sea posible plantear 
 
Por tanto, en estricto sentido, la Constitución de 1991 ya no contempla la institución de objeciones 
presidenciales a los proyectos de ley aprobados por el Congreso, consagra la figura de objeciones 
gubernamentales”. 
305 Al respecto, es pertinente mencionar que el informe de las objeciones debe ser debidamente 
publicado y que en su texto se debe adoptar una posición sobre las mismas.  
306 Cfr. Artículo 162 de la CP. En el caso de las leyes estatutarias el término se reduce a una 





nuevas inconformidades. Con todo, si se presentan discrepancias entre las 
plenarias, por ejemplo si en el Senado se rechazan las objeciones pero en la 
Cámara de Representantes se declaran fundadas, la iniciativa se entenderá 
archivada. Sin embargo, si las objeciones son parciales, el Congreso puede suprimir 
los apartes objetados y aprobar el resto del proyecto, requiriendo para el efecto 
únicamente la mayoría propia que exige la iniciativa (arts. 167 CP y 199 LORC). 
 
De otra parte, en torno al trámite de las objeciones por inconstitucionalidad, debe 
resaltarse que es similar al explicado para las inconformidades de conveniencia, 
pero difiere en que no se exige mayoría absoluta para que las cámaras insistan en 
el proyecto, pues sólo basta con la aprobación del mismo nuevamente con las 
mayorías propias exigidas para la clase de iniciativa en trámite. No obstante, dado 
el fundamento del reproche del Gobierno, es la Corte Constitucional quien dirime la 
controversia307.  
 
En efecto, surtidos por segunda vez los debates de las plenarias, el Presidente del 
Congreso debe enviar a la Corte el proyecto de ley, junto con un escrito en el que 
indique las razones por las cuales las cámaras insistieron en la iniciativa y en el cual 
se desvirtúen las afirmaciones del ejecutivo308. Recibidos los documentos 
respectivos, el Tribunal Constitucional tendrá seis días para decidir sobre el 
particular, pudiendo, luego de un análisis sustancial y procedimental309:  
 
(i) Declarar inexequible el proyecto, con lo cual se entenderá archivado;  
 
307 Cfr. Palacios Torres, Alfonso. Aspectos constitucionales del procedimiento legislativo ordinario en 
el ordenamiento jurídico colombiano. En: Correa Henao, Magdalena; Osuna Patiño, Néstor Iván; 
Ramírez Cleves, Gonzalo Andrés. Lecciones de Derecho Constitucional (Tomo II). Bogotá: 
Universidad Externado de Colombia, 2018, págs. 293 y ss. 
308 Al respecto, cabe llamar la atención de que “la Corte ha señalado que debe proferir una decisión 
inhibitoria siempre que el gobierno objete por inconstitucionalidad un proyecto de ley, pero no 
presente el sustento necesario para que se entienda planteado un problema de constitucionalidad, 
es decir, si éste no presenta argumentos mínimos que soporten la acusación de inconstitucionalidad”. 
(Cfr. Sentencia C-398 de 2010). 
309 Las normas que regulan el procedimiento en mención son los artículos 167 y 241.8 de la CP, 199 






(ii) Declararlo exequible, caso en el cual el Presidente de la República deberá 
sancionarlo y promulgarlo; o  
 
(iii) Declararlo parcialmente inexequible, evento en el que, de ser pertinente, se 
devolverá la iniciativa a la cámara de origen, para que luego de oído el ministro del 
ramo, la plenaria modifique las disposiciones para que sean conformes a la Carta 
Política. Acto seguido, deberá surtirse el debate y aprobación del texto enmendado 
en la plenaria de la otra cámara. Adelantado dichos trámites, nuevamente se 
remitirá el proyecto a la Corte para su decisión definitiva.  
 
Alcance de la intervención de la Corte Constitucional en el trámite de las objeciones 
gubernamentales 
Desde sus inicios, la Corte Constitucional ha considerado que su competencia para resolver 
sobre las objeciones gubernamentales a los proyectos de ley en los que el Congreso de la 
República haya decidido insistir en los términos del artículo 167 de la Constitución, “no se 
restringe al análisis material de las objeciones presentadas por el Ejecutivo sino que también 
se extiende al procedimiento impartido a dichas objeciones, respecto de las normas 
constitucionales y legales que lo regulan” (Sentencia C-1249 de 2001).  
 
En este sentido, la Corte ha entendido que no se habilita su competencia para resolver de 
fondo sobre la fundamentación constitucional de las objeciones cuando el trámite impartido a 
las mismas, a instancias del Congreso de la República, se siguió con violación de las normas 
superiores, por lo que en tales eventos, dependiendo de la entidad del vicio, se ha optado 
por:  
 
(i) Devolver el expediente legislativo al parlamento para que se subsanen las irregularidades, 
como se dispuso en el Auto 505 de 2018, en el cual se resolvió remitir el plenario a la Cámara 
de Representantes para que enmendara el vicio de trámite consistente en la omisión del 






(ii) Declarar la inexequibilidad de proyecto de ley, como sucedió en la Sentencia C-082 de 
2019, al advertir que la insistencia del Congreso de la República en torno a la aprobación del 
proyecto objetado se efectuó de manera extemporánea, comoquiera que no se produjo dentro 
de las dos legislaturas siguientes a la presentación de los reparos del ejecutivo.  
 
Por lo demás, cabe resaltar que al tratarse de proyectos que tienen control de 
constitucionalidad previo, como sucede con las iniciativas de leyes estatutarias, el 
Presidente de la República únicamente está facultado para presentar objeciones 
por conveniencia, debido a que la decisión de la Corte sobre la conformidad de los 
contenidos normativos con la Carta Política es integral y hace tránsito a cosa 
juzgada constitucional310.  
 
Asimismo, es necesario llamar la atención de que frente a los proyectos de actos 
legislativos no procede ningún tipo de objeciones, toda vez que:  
 
“(…) la facultad de objetar una reforma constitucional es incompatible con la concepción 
que del poder de revisión o reforma de la Constitución hizo el Constituyente de 1991, como 
poder constituido de carácter superior, razón por la cual su decisión no puede quedar 
subordinada a otros poderes constituidos, verbigracia, el Ejecutivo. En la Constitución de 
1991 las atribuciones de decisión y adopción de la reforma únicamente fueron conferidas 
al Congreso, a la Asamblea Constituyente y al pueblo, mediante referendo. Según el 
procedimiento de reforma constitucional mediante Acto Legislativo previsto en el artículo 
375 Constitucional el gobierno puede participar de la iniciativa y además, tomar parte activa 
en los debates. En modo alguno objetarlo o sancionarlo. Como se señaló con anterioridad, 
la posibilidad del Presidente de objetar un acto legislativo aprobado por el Congreso 
implicaría hacerlo partícipe del Poder Constituyente Derivado, no solo mediante la 
iniciativa, sino en la etapa de adopción de la decisión, lo cual no fue lo que dispuso el 
Constituyente de 1991”311.  
 
310 Cfr. Sentencia C-634 de 2015, en la cual se explicó que “los términos de sanción de las leyes 
estatutarias se cuentan desde el momento en el que expediente legislativo es recibido en la 
Presidencia de la República, y se prolongan en los términos señalados en el artículo 166 de la 
Constitución considerando que las leyes estatutarias pueden ser objetados por inconveniencia”. 
311 Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sentencia del 16 de septiembre 






7.3. Promulgación y publicación de la ley 
 
Una vez se realiza la sanción del proyecto, éste se convierte en ley y finaliza el 
procedimiento legislativo propiamente dicho y, de conformidad con los artículos 165 
y 189.10 de la Constitución, así como 196 de la LORC, se debe continuar con una 
operación administrativa denominada promulgación, la cual se encuentra en cabeza 
del Presidente de la República a quien le corresponde, como “Jefe de Estado, Jefe 
de Gobierno y Suprema Autoridad Administrativa”, adelantar las actuaciones 
respectivas para garantizar que el texto legislativo sea insertado y publicado en el 
Diario Oficial312, con el propósito de que sus mandatos sean puestos en 
conocimiento de los destinatarios y tengan la vocación de regular sus 
actuaciones313. 
 
Sobre el particular, la Corte Constitucional ha señalado que la promulgación de un 
contenido normativo expedido por el Congreso de la República es una operación 
administrativa, pues se trata de un conjunto de acciones del ejecutivo que inician 
con el acto administrativo emanado de la Presidencia de la República en el que se 
ordena la inserción del texto legislativo en el Diario Oficial314, y una serie de hechos 
administrativos desplegados por la Imprenta Nacional315 para ejecutar tal 
determinación, consistentes en la edición e impresión de la publicación, así como 
 
312 Cfr. Artículos 52 del Código de Régimen Político y Municipal (Ley 4 de 1913) y 119 de la Ley 489 
de 1998. 
313 Cfr. Sentencia C-634 de 2015 y C-704 de 2017. 
314 De conformidad con el artículo 27.7. del Decreto 672 de 2017, le corresponde a la Secretaria 
Jurídica del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República “numerar las leyes 
sancionadas y remitirlas para su publicación en el Diario Oficial”. Para el efecto, dicha dependencia 
debe tener en cuenta que el artículo 194 de la LOCR señala que las leyes guardarán secuencia 
numérica indefinida y no por año. 
315 Según la Ley 109 de 1994, la Imprenta Nacional de Colombia es una empresa industrial y 
comercial del Estado, vinculada al Ministerio de Justicia (artículo 1), y dentro de sus funciones se 
encuentra “dirigir, divulgar e imprimir el Diario Oficial, publicando las normas y actos administrativos 





de su puesta en conocimiento a la ciudadanía a través de la distribución versiones 
impresas y virtuales. 
 
En este sentido, la Corte Constitucional ha explicado que no es competente para 
controlar los vicios que se presenten en el operativo material de promulgación de la 
ley, por no conformar una etapa del trámite legislativo y, en cambio, constituir una 
actuación de la administración cuya verificación de constitucionalidad se encuentra 
a cargo de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo316.  
 
Ahora bien, a pesar de que el Tribunal Constitucional considera que la promulgación 
es un paso posterior al momento de la existencia de la ley, no puede desconocerse 
su importancia para la eficacia de la función legislativa, toda vez que, además de 
ser un instrumento dirigido a la optimización del principio de publicidad que subyace 
al ordenamiento jurídico, tiene una relación directa con la vigencia de las normas 
legales, pues su ausencia impide la oponibilidad de los mandatos del Congreso de 
la República, ya que el artículo 52 del Código de Régimen Político y Municipal indica 
que “la ley no obliga sino en virtud de su promulgación”. 
 
Adicionalmente, cabe resaltar que el artículo 54 de la referida codificación establece 
un término para adelantar la promulgación de la ley en el Diario Oficial, el cual fue 
fijado por el legislador en diez días contados a partir del momento en el que la misma 
fue sancionada, sin perjuicio de que al presentarse algún inconveniente insuperable, 
pueda insertarse posteriormente a la mayor brevedad luego de haber cesado el 
mismo. 
 
Inexequibilidad de la expresión “rige a partir de su sanción”. 
En la Sentencia C-932 de 2006, la Corte Constitucional declaró la inexequibilidad de la 
expresión “rige a partir de su sanción” comprendida en el artículo 25 de la Ley 33 de 1985 
referente a la vigencia de su contenido normativo, al considerar que al establecer como fecha 
 





de entrada en vigor del referido estatuto un momento anterior a su promulgación se 
desconocía el principio de publicidad de la ley.  
 
Al respecto, dicho Tribunal llamó la atención de que después de la sanación de la ley debe 
efectuarse su promulgación, la cual es una actuación posterior que puede retardar por 
algunos días la entrada en vigencia de la misma, pues está supeditada al tiempo requerido 
para la elaboración, impresión y divulgación del Diario Oficial.  
 
En efecto, en el caso en estudio se constató que la ley en examen fue sancionada el 29 de 
enero de 1985 por el Presidente de la República, pero sólo fue publicada en el Diario Oficial 
el 13 de febrero siguiente. 
 
Por lo demás, debe advertirse que el artículo 158 superior contempla que la ley que 
sea objeto de reforma parcial se debe publicar en un solo texto que incorpore las 
modificaciones aprobadas, lo cual se constituye en un procedimiento adicional317 a 
la publicación referida líneas atrás que se realiza en razón de la operación 
administrativa que conlleva la promulgación y que, en todo caso, debe adelantarse 
también con las leyes que reforman otras. 
 
Así pues, la no realización de dicho trámite adicional no influye en la obligatoriedad 
de la normatividad, pues se trata de una actuación complementaria dirigida a la 
compilación normativa para facilitar el acceso a la legislación, pero no pretende 
garantizar su divulgación inicial, la cual se surte con el procedimiento de 
promulgación318. 
 
Presunción de veracidad de la información contenida en el Diario Oficial 
En la Sentencia C-076 de 2012, la Corte Constitucional estudió una acción pública de 
inconstitucionalidad presentada en contra del parágrafo 3 del artículo 1 de la Ley 1430 de 
 
317 El artículo 195 de la LORC establece que dicha publicación estará a cargo de los servicios 
técnicos y profesionales de las cámaras.  
318 Cfr. Castillo Aguilar, María Carolina y Padrón Pardo, Floralba. La entidad constitucional del 
procedimiento legislativo y los vicios formales en la elaboración de la ley. Bogotá: Universidad 





2010, el cual estipula que a partir del año gravable 2011, ningún contribuyente del impuesto 
sobre la renta y complementarios podrá hacer uso de la deducción especial por inversión en 
activos fijos reales productivos, por desconocer el artículo 338 de la Carta Política que señala 
que “las leyes (…) que regulen contribuciones en las que la base sea el resultado de hechos 
ocurridos durante un período determinado, no pueden aplicarse sino a partir del período que 
comience después de iniciar la vigencia de la respectiva ley”. 
 
En concreto, el fundamento de la demanda consistió en que a pesar de que la referida 
disposición legal fue incorporada en el Diario Oficial 47.937 del 29 de diciembre de 2010, en 
atención a que el mismo presuntamente sólo fue publicado en la página web de la Imprenta 
Nacional el 4 de enero de 2011 y en físico al día siguiente (5 de enero), según las 
certificaciones expedidas por el subgerente de producción de dicha empresa, resultaba 
inconstitucional que eliminara la deducción especial por inversión en activos fijos reales 
productivos para hechos con incidencia tributaria ocurridos en el año 2011. 
 
Al respecto, la Sala Plena de Corte consideró que el mencionado cargo de 
inconstitucionalidad no estaba llamado a prosperar, porque:  
 
(i) El Diario Oficial, en tanto publicación de carácter público, cuenta con una presunción de 
veracidad respecto de su contenido, sin perjuicio de que la misma pueda ser desvirtuada 
mediante medios probatorios que aporten un mayor grado de certeza o precisión sobre alguno 
de los hechos de los que da cuenta.  
 
(ii) Ante la incertidumbre en torno a la fecha de publicación de una ley, en aplicación del 
principio in dubio pro legislatoris, se debe optar por la opción que más beneficie el 
mantenimiento del orden jurídico vigente.  
 
(iii) La disposición demandada según el texto del Diario Oficial 47.937 fue publicada el 29 de 
diciembre de 2010. 
 
(iv) La certificación del subgerente de producción de la Imprenta Nacional en la que se indica 
que la fecha real de publicación del referido Diario Oficial no fue la indicada en su texto (29 
de diciembre de 2010), sino el 4 de enero siguiente cuando fue subido el archivo respectivo 





voluntad del órgano legislativo, según dieron cuenta los informes del Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público allegados al proceso de constitucionalidad.  
 
(v) Ante la incertidumbre en torno a la veracidad del contenido de la referida certificación, no 
podía otorgársele el valor suficiente para desvirtuar la presunción de veracidad del Diario 
Oficial, por lo que en atención del principio in dubio pro legislatoris debía tenerse como fecha 
de publicación de la Ley 1430 el 29 de diciembre de 2010 y, por ello, descartarse la infracción 
del artículo 338 de la Constitución. 
 
Sobre el particular, estimo que el trámite de promulgación de las leyes y su puesta 
en conocimiento de la ciudadanía debería modernizarse, pues ante el surgimiento 
de nuevas tecnologías, no es razonable que el Diario Oficial tarde algunos días en 
incorporar las normas expedidas y que con ello se permita la ocurrencia de 
escenarios dirigidos a manipular la entrada en vigencia de una disposición, como 
se pretendió con las modificaciones tributarias introducidas por la Ley 1430 de 2010 
y fue puesto de presente por la Corte Constitucional en la referida Sentencia C-076 
de 2012. En este sentido, es imperiosa la utilización medios modernos de 
comunicación como la internet, así como la convalidación de los efectos jurídicos 
de su uso, otorgándole el mismo valor que la impresión en papel.  
 
7.4. Vigencia de la ley 
 
En principio, la vigencia de la ley, es decir, los efectos vinculantes de sus mandatos, 
inicia dos meses después de su promulgación, según lo establece el artículo 52 del 
Código de Régimen Político y Municipal. Sin embargo, dicha regla general tiene dos 
excepciones de conformidad con el artículo 53 del mismo estatuto, a saber, cuando:  
 
(i) El Congreso de la República en la misma ley fija un día específico en el cual 
empieza su vigencia o autoriza al Gobierno Nacional para que determine la fecha 






(ii) Se presente una interrupción de las comunicaciones entre la capital de la 
República y los municipios por guerra u otra causa inevitable, eventos en los cuales 
el término de dos meses se contará desde que cesen los hechos que dieron origen 
a dicha suspensión.  
 
El lapso de tiempo que trascurre entre el momento de la promulgación de la ley y el 
instante en que entra en vigencia, ha sido denominado como vacatio legis. Al 
respecto, debe tenerse en cuenta la importancia de dicho término para la seguridad 
jurídica, comoquiera que si se concede un plazo temporal razonable se permite la 
socialización de la nueva normatividad y se facilita la adopción de las medidas 
necesarias para su aplicación sin que los ciudadanos sean sorprendidos por 
cambios normativos abruptos319. 
 
No obstante lo anterior, es pertinente mencionar que el Congreso de la República 
ha adoptado como fórmula habitual de vigencia la siguiente: “la presente ley rige a 
partir de la fecha de su promulgación”, con lo cual sin que se derive un vicio de 
inconstitucionalidad, en muchos casos, se genera la imposibilidad de que los 
habitantes del territorio nacional tengan conocimiento del texto legal aunque el 
mismo se encuentra produciendo efectos sobre sus actuaciones.  
 
Con todo, debe mencionarse que si bien el legislador tiene una amplia libertad de 
configuración para determinar el momento en el que deberá entrar en vigencia una 
ley, dicha prerrogativa está limitada por el instante de su publicación en el Diario 
Oficial, con lo cual el Congreso de la República no puede fijar como fecha de 
iniciación de los efectos de una norma legal un momento anterior a la promulgación, 
pues con ello desconoce el principio constitucional de publicidad de las actuaciones 
de los poderes públicos, así como la intención del Constituyente, plasmada en los 
 





artículos 165 y 166 superiores, de que los actos del legislador debían ser 
promulgados para poder tener efectos320. 
 
Por último, es necesario recordar que la vigencia de una ley depende de lo que 
establezca el propio legislador en el texto normativo o estipule la Constitución321, 
siendo la práctica general que no se señale un término específico y sus efectos se 
extiendan en el tiempo hasta que: (i) se agoten sus mandatos (carencia de objeto), 
(ii) sean derogadas expresa, orgánica o tácitamente sus disposiciones por 
posteriores normas con igual o superior rango, o (iii) sean expulsadas del 
ordenamiento jurídico por parte de la Corte Constitucional322. 
  
En relación con la vigencia de algunas leyes, el escenario político colombiano ha 
permitido que se presenten casos paradigmáticos, como los que se sintetizan en el 
siguiente cuadro:  
 
Casos paradigmáticos de vigencia de leyes 
(i) La Ley 418 de 1997323, conocida como la “ley de orden público”, fue ideada como un 
estatuto temporal con una vigencia inicial de dos años, según lo indicaba el artículo 131 
original de la misma, pero dada su utilidad como hoja de ruta para el mantenimiento del orden 
público a nivel nacional y la construcción de la paz en el marco de violencia que existe en el 
país, ha sido prorrogada sucesivamente, con algunas modificaciones, por iniciativa de los 
diferentes gobiernos a través de las leyes 548 de 1999, 782 de 2002, 1106 de 2006, 1421 de 
2010, 1738 de 2014 y 1941 de 2018. En el artículo 1 de esta última, se estipuló que continuará 
rigiendo por cuatro años más, es decir, hasta el año 2022.  
 
 
320 Cfr. Sentencia C-084 de 1996 y C-704 de 2017.  
321 Por ejemplo, las leyes anuales de presupuesto por su naturaleza, en principio, tienen una vigencia 
de un año al tenor del artículo 346 de la Carta Política.  
322 Cfr. Velásquez Velásquez, Fernando. Derecho Penal – Parte General. Medellín: Comlibros, 2009, 
págs. 291 y ss.  
323 “Por la cual se consagran unos instrumentos para la búsqueda de la convivencia, la eficacia de la 





(ii) El proyecto que dio origen a la Ley 1952 de 2019, por medio de la que se expidió el Código 
General Disciplinario, contemplaba inicialmente que una serie de sus artículos entrarían en 
vigencia el 1 de enero de 2017, pero en razón de la presentación y trámite de una serie de 
objeciones gubernamentales por inconstitucionalidad, el procedimiento legislativo ante las 
cámaras se extendió más allá de dicha fecha, por lo que la Corte Constitucional al 
pronunciarse en torno a la controversia surgida entre el Legislativo y el Ejecutivo, al estimar 
exequibles las normas cuestionadas, consideró pertinente declarar que el referido conjunto 
de disposiciones entraría en vigencia 18 meses después de su expedición, siguiendo la 
intención primaria del Congreso de la República324. 
 
Sin embargo, posteriormente, la vigencia de la Ley 1952 de 2019 fue diferida nuevamente 
hasta el 1 de julio de 2021 por el artículo 140 de la Ley 1955 de 2019, contentiva del Plan 
Nacional de Desarrollo 2018-2022.  
 
(iii) El Congreso de la República al expedir la Ley 1448 de 2011, conocida como la “ley de 
víctimas”, contempló que tendría una vigencia de 10 años que empezarían a partir de su 
promulgación, esto es, entre el 10 de junio de 2011 y el 10 de junio de 2021. Empero, debido 
a la necesidad de mantener los beneficios en favor de las personas damnificadas por el 
conflicto armado por un tiempo mayor según los lineamientos del Acuerdo de Paz suscrito en 
el año 2016, se interpuso una demanda de inconstitucionalidad en contra de dicha 
disposición, señalándose que desconocía lo dispuesto en los actos legislativos del 
implementación del referido acuerdo.  
 
Al respecto, en la Sentencia C-588 de 2019, la Corte Constitucional declaró que el término 
de vigencia de 10 años de la Ley 1448 de 2011, sin contar con un régimen de transición para 
asegurar las prerrogativas de las víctimas no indemnizadas a la fecha, desconocía los 
deberes constitucionales del Estado de garantizar la reparación integral de los afectados por 
el conflicto armado, por lo que decidió declarar inconstitucional dicho plazo.  
 
Con todo, la Corte exhortó al Congreso para que establezca un nuevo término de vigencia 
antes del 10 de junio de 2021 y cree un sistema de transición con el fin de garantizar los 
derechos de las víctimas de la violencia. Sin embargo, dicho Tribunal también estipuló que 
 





en caso de que las cámaras no expidan las normas respectivas, el término de vigencia de la 
Ley 1448 de 2011 se entenderá como mínimo extendido hasta el 7 de agosto de 2030.  
 





CAPÍTULO 8: PROCEDIMIENTOS LEGISLATIVOS ESPECIALES 
 
Las reglas generales de procedimiento expuestas en los capítulos anteriores son 
aplicadas para la tramitación de la mayoría de proyectos de ley puestos a 
consideración de las cámaras. Sin embargo, el constituyente estableció que ciertas 
iniciativas para ser aprobadas deben seguir directrices especiales. 
 
Sobre el particular, cabe resaltar que dichas reglas extraordinarias pueden ser de 
carácter permanente, como ocurre con las disposiciones para la expedición de las 
leyes estatutarias u orgánicas, o de naturaleza transitoria, como sucedió con el 
procedimiento legislativo especial para la paz cuya vigencia fue de un año. A 
continuación, se estudiarán brevemente tales directrices especiales, aclarando que 
no se examinará el procedimiento para la expedición de actos legislativos, pues los 
mismos son producto del ejercicio de la función constituyente mas no de la función 
legislativa a la que se circunscribe el presente trabajo.  
 
8.1. Procedimientos legislativos especiales permanentes  
 
La Constitución a lo largo de su articulado, sin perjuicio del procedimiento legislativo 
ordinario, establece que la expedición de algunas leyes estará sujeta a 
determinadas reglas especiales dada su importancia para el ordenamiento del 
Estado y los derechos de los ciudadanos. En este sentido, cabe señalar, por 
ejemplo, que en algunos casos se exigen mayorías calificadas, se le asigna la 
iniciativa sobre ciertos temas a determinados sujetos específicos o se reducen el 
número de debates. 
 
Así pues, a continuación, se estudiarán los procedimientos especiales para la 
expedición de las leyes estatutarias, orgánicas, referentes a los planes nacionales 
de desarrollo y de presupuesto, así como aprobatorias de tratados internacionales, 





son regulados de manera separada en los artículos 204 y siguientes de la LORC. 
Lo anterior no desconoce que existen otras leyes con particularidades en su trámite, 
pero lo cierto es que las mismas ya fueron reseñadas al estudiarse el 
funcionamiento de las cámaras y las distintas fases del procedimiento legislativo. 
 
- Leyes estatutarias 
 
Los artículos 112, 152 y 214 de la Constitución establecen que el Congreso de la 
República debe regular las siguientes materias mediante las leyes estatutarias325: 
(i) los derechos y deberes fundamentales de las personas, así como los 
procedimientos y recursos para su protección; (ii) la administración de justicia; (iii) 
la organización y régimen de los partidos y movimientos políticos; (iv) el estatuto de 
la oposición y las funciones electorales relativas a la reglamentación de la 
participación de las minorías; (v) las instituciones y mecanismos de participación 
ciudadana; (vi) los estados de excepción, incluyendo las facultades que de ellos se 
derivan; y (viii) la Igualdad electoral entre los candidatos a la Presidencia de la 
República.  
 
En torno a dichas temáticas se evidencia que se tratan de asuntos de gran 
relevancia para el sistema democrático y la vigencia de los derechos humanos. En 
efecto, la Corte Constitucional ha expresado que mediante las leyes estatutarias se 
regulan aspectos esenciales “para la estructura y funcionamiento del Estado Social 
de Derecho” y, por ello, resulta razonable que tengan una jerarquía especial, así 
como que existan unos criterios para su diferenciación326.  
 
325 Desde 1991 hasta la fecha se han expedido, entre otras, la siguientes leyes estatutarias 130 de 
1994, 131 de 1994, 133 de 1994, 134 de 1994, 137 de 1994, 163 de 1994, 270 de 1996, 616 de 
2000, 585 de 2000, 581 de 2000, 649 de 2001, 741 de 2002, 743 de 2002, 771 de 2002, 850 de 
2003, 892 de 2004, 971 de 2005, 996 de 2005, 1070 de 2006, 1095 de 2006, 1157 de 2007, 1266 
de 2008, 1285 de 2009, 1475 de 2011, 1581 de 2012, 1618 de 2013, 1621 de 2013, 1622 de 2013, 
1712 de 2014, 1729 de 2014, 1745 de 2014, 1751 de 2015, 1755 de 2015, 1757 de 2015, 1781 de 
2016, 1806 de 2016, 1885 de 2018, 1909 de 2018 y 1957 de 2019. 






En relación con la especial jerarquía de las leyes estatutarias, la misma se 
manifiesta en la posibilidad de que algunas se entiendan como parte del bloque de 
constitucionalidad en sentido amplio o lato y, en consecuencia, que sirvan como 
parámetro de control de las leyes ordinarias. Sobre el particular debe tenerse en 
cuenta que ello depende de la existencia de un mandato “expreso del Constituyente 
de 1991 que apunte hacia esa dirección”327. Así por ejemplo, la Corte Constitucional 
ha considerado que:  
 
(i) La Ley 137 de 1994, referente a los estados de excepción, hace parte del bloque 
de constitucionalidad, comoquiera que a partir de su contenido es posible 
determinar la constitucionalidad o no de los decretos legislativos que expide el 
Presidente de la República bajo su amparo328.  
 
(ii) La Ley 270 de 1996, relativa a la administración de justicia, no conforma el bloque 
de constitucionalidad, comoquiera que de ninguna disposición de la Carta Política 
puede inferirse de manera clara que el Constituyente hubiera querido reconocerle 
valor de parámetro de control de constitucionalidad a su contenido329.  
 
(iii) La Ley 134 de 1994, modificada parcialmente por la Ley 1757 de 2015, referente 
a los mecanismos de participación ciudadana, conforma el bloque de 
condicionalidad, en tanto sirve de parámetro para controlar las leyes que convocan 
a referendos330.  
 
De otro lado, frente a las especificidades del procedimiento legislativo de las leyes 
estatutarias, cabe resaltar que de acuerdo con el artículo 153 de la Carta Política, 
la aprobación, modificación o derogación de las mismas exige: (i) la mayoría 
 
327 Cfr. Sentencias C-708 de 1999, C-148 de 2005 y C-053 de 2019. 
328 Cfr. Sentencia C-224 de 2009 y C-274 de 2011. 
329 Cfr. Sentencias C-708 de 1999 y C-713 de 2008. 





absoluta de los miembros de cada una de las cámaras, así como que (ii) el trámite 
se surta en una sola legislatura. Además, debe tenerse en cuenta que al tenor del 
artículo 150.10 superior (iii) no puede delegarse al Presidente de la República su 
expedición por medio de facultades extraordinarias.  
 
A la par, según lo disponen los artículos 153 y 241.8 de la Carta Política, le 
corresponde a la Corte Constitucional decidir definitivamente sobre la 
constitucionalidad de los proyectos de leyes estatutarias, tanto por su contenido 
material como por vicios de procedimiento en su formación.  
 
Características del control de constitucionalidad de los proyectos de leyes 
estatutarias 
La Corte Constitucional ha explicado que el control que efectúa sobre los proyectos de leyes 
estatutarias se caracteriza por ser331:  
 
(i) Jurisdiccional, pues está vedado para el Tribunal estudiar la conveniencia u oportunidad 
del proyecto de ley, toda vez que sus fallos son en derecho;  
 
(ii) Automático, por cuanto no se requiere para su inicio la presentación de una acción 
pública de inconstitucionalidad;  
 
(iii) Integral, porque se debe examinar el proyecto tanto en su contenido formal como 
material, confrontando su texto con la totalidad de las disposiciones de la Constitución;  
 
(iv) Definitivo, en tanto que le corresponde a la Corte decidir definitivamente sobre el 
proyecto de ley, el cual una vez efectuado hace tránsito a cosa juzgada constitucional;  
 
(v) Participativo, ya que cualquier ciudadano está facultado para intervenir en el proceso de 
constitucionalidad para respaldar o impugnar el proyecto de ley; y  
 
 





(vi) Previo, toda vez que la revisión sobre la exequibilidad o no del proyecto por parte de la 
Corte se efectúa antes de su sanción presidencial.  
 
Ahora bien, la exigencia de que las materias reseñadas en el artículo 152 de la 
Constitución sean regulados únicamente por el Congreso de la República mediante 
leyes estatutarias, permite inferir que existe una “reserva de ley estatutaria”, la cual 
implica que las normas que pretendan desarrollar el objeto central de los derechos 
fundamentales o sus mecanismos de protección, la participación ciudadana, la 
administración de justicia, la organización de los partidos o movimientos políticos o 
los estados de excepción, así como normar dichas materias de manera integral, 
deben tramitarse bajo las exigencias especiales explicadas líneas atrás.  
 
Con todo, la Corte Constitucional ha indicado que no toda regulación de dichos 
temas debe hacerse a través de leyes estatutarias, en tanto que su fin no es regular 
de manera exhaustiva las materias que constituyen su objeto, sino su núcleo 
principal, pues de lo contrario se vaciaría la competencia del legislador ordinario y 
se desconocería que las reservas de ley se caracterizan por ser restrictivas. En 
efecto, dicha Corporación ha sostenido que “las leyes estatutarias están encargadas 
de desarrollar los textos constitucionales que reconocen y garantizan los derechos 
fundamentales. No fueron creadas dentro del ordenamiento con el fin de regular en 
forma exhaustiva y casuística todo evento ligado a los derechos fundamentales”332. 
  
Asimismo, la Corte Constitucional ha indicado que las leyes estatutarias pueden 
incluir normas de rango ordinario. Específicamente, dicho Tribunal ha explicado 
que: “el legislador, en ejercicio de su margen de configuración legislativa, puede 
optar por incluir dentro del proyecto de ley estatutaria normas que no correspondan 
estrictamente a la materia propia de este tipo de leyes, con el fin de adoptar un 
estatuto integral que regule el mecanismo creado”333. 
 
332 Sentencia C-013 de 1993, reiterada en los fallos C-877 de 2005 y C-007 de 2017. 






Inexequibilidad por desconocimiento de la reserva de ley estatutaria 
A través de la Ley 1437 de 2011, el Congreso de la República expidió el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y, concretamente, en los 
artículos 13 a 33 reguló diferentes aspectos del derecho fundamental de petición contemplado 
en el artículo 13 de la Constitución.  
 
Las referidas disposiciones fueron demandadas al considerarse inconstitucionales, bajo el 
argumento de que tal regulación del derecho de petición, por estar contenida en una ley 
ordinaria, desconocía la reserva de ley estatutaria consagrada en el artículo 153 de la Carta 
Política exigida para la regulación integral de las prerrogativas fundamentales.  
 
Mediante la Sentencia C-818 de 2011, la Corte Constitucional declaró inexequible los 
artículos demandados, argumentando que:  
 
(i) El artículo 153 de la Constitución establece que la regulación de las prerrogativas 
fundamentales, como lo es el derecho de petición, debe efectuarse por medio leyes 
estatutarias.  
 
(ii) La reserva de ley estatutaria en tratándose de derechos fundamentales debe aplicarse de 
manera restringida, pues en estricto sentido cualquier temática podría llegar a afectar 
prerrogativas de dicha naturaleza. En consecuencia, la reserva especial solo es exigible 
cuando se trate de: (a) “regulaciones integrales de los derechos fundamentales” o (b) 
“elementos estructurales esenciales de los mismos”. 
 
(iii) Los artículos 13 a 33 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo al regular las modalidades de ejercicio del derecho de petición y su alcance, 
(a) “se refieren a contenidos muy cercanos a los elementos estructurales esenciales del 
derecho de petición”, y (b) “contienen un desarrollo integral y sistemático del derecho 
fundamental de petición, y por tanto, todas las materias tratadas, sea cual fuere su contenido 
específico, han debido ser objeto de una ley estatutaria”. 
 
Sin embargo, con el fin de evitar una afectación grave del ejercicio del derecho de petición 





hasta el 31 de diciembre de 2014, otorgándole así un tiempo al Congreso de la República 
para que adoptara las normas de reemplazo pertinentes.  
 
Ante la inexistencia de una nueva ley que regulara el derecho de petición al 1 de enero de 
2015, siguiendo el concepto 2243 del 28 de enero del referido año proferido por la Sala de 
Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, se entendió que la ordenación relacionada 
con dicha prerrogativa fundamental contenida en el Decreto Ley 01 de 1984, correspondiente 
al antiguo Código Contencioso Administrativo, debía aplicarse de manera supletoria mientras 
se superaba la falta de regulación.  
 
Lo anterior operó hasta el 30 de junio de 2015, fecha en la cual fue expedida la Ley Estatutaria 
del Derecho de Petición 1755, la cual fue encontrada previamente conforme a la Carta Política 
por la Corte Constitucional en la Sentencia C-951 de 2014. 
 
Por último, debe precisarse que la distinción entre una ley estatutaria y una ordinaria 
no depende de la denominación dada a la misma por el legislador, pues para 
determinar si en verdad una norma ostenta dicha jerarquía superior se deben tener 
en cuenta los siguientes parámetros334:  
 
(i) Criterio orgánico, según el cual las leyes estatutarias sólo pueden ser expedidas 
por el Congreso de la República, en tanto tal atribución no puede ser delegada, ni 
aún en los estados de excepción. 
 
(ii) Criterio material, a partir del cual las leyes estatutarias sólo pueden referirse a 
las materias establecidas en el artículo 152 de la Constitución. 
 
(iii) Criterio procedimental, bajo el cual se entiende que las leyes estatutarias deben 
contar con una mayoría absoluta de respaldo, ser tramitadas en una sola legislatura 
y tener control de constitucionalidad automático y previo335.  
 
334 Cfr. Sentencias C-247 de 1995, C-877 de 2005 y C-147 de 2018. 
335 En esta línea argumentativa, la Corte ha explicado, por ejemplo, que “la sola utilización de la 






- Leyes orgánicas 
 
El artículo 151 de la Carta Política establece que el Congreso de la República expide 
leyes orgánicas para reglamentar el ejercicio de la actividad legislativa. A su vez, el 
artículo 206 de la LORC indica que deben regularse a través de dicha tipología de 
leyes las siguientes materias336:  
 
(i) Los reglamentos del Congreso y de las cámaras; (ii) las normas sobre la preparación, 
aprobación y ejecución del presupuesto de rentas y apropiaciones; (iii) las normas sobre 
la preparación, aprobación y ejecución del plan general de desarrollo; (iv) la regulación 
referente a la programación, aprobación, modificación, ejecución de los presupuestos de 
las entidades territoriales y de los entes descentralizados de cualquier nivel administrativo, 
y su coordinación con el Plan Nacional de Desarrollo; (v) la asignación de competencias a 
las entidades territoriales, y entre éstas y la Nación; (vi) las atribuciones, los órganos de 
administración, los recursos de las regiones y su participación en el manejo de los ingresos 
provenientes del Fondo Nacional de Regalías; (vii) la definición de los principios para la 
adopción del estatuto especial de cada región; (viii) las condiciones, previo concepto de la 
Comisión de Ordenamiento Territorial, para solicitar la conversión de la región en entidad 
territorial, y posterior referendo de los ciudadanos de los departamentos interesados; (ix) 
los requisitos para que el Congreso Nacional pueda decretar la formación de nuevos 
departamentos; (x) la regulación sobre la capacidad de los organismos y entidades 
estatales para contratar; y (xi) el ordenamiento territorial. 
 
A partir del desarrollo que han tenido dichas temáticas, la Corte Constitucional ha 
explicado que las leyes orgánicas tienen como finalidad: (i) complementar y precisar 
 
se está en presencia de una ley estatutaria o de algo que debiera tramitarse como tal” (Sentencia C-
663 de 1996, reiterada en el fallo C-439 de 2016). 
336 Desde 1991 hasta la fecha se han expedido, entre otras, las siguientes leyes orgánicas: 3 de 
1992, 5 de 1992, 60 de 1993, 128 de 1994, 152 de 1994, 179 de 1994, 186 de 1995, 225 de 1995, 
273 de 1996, 290 de 1996, 475 de 1998, 617 de 2000, 715 de 2001, 754 de 2002, 819 de 2003, 974 
de 2005, 1127 de 2007, 1147 de 2007, 1176 de 2007, 1202 de 2008, 1294 de 2009, 1319 de 2009, 
1431 de 2011, 1454 de 2011, 1483 de 2011, 1508 de 2012, 1530 de 2012, 1625 de 2013, 1828 de 





determinados contenidos de la Constitución, (ii) crear criterios para establecer 
límites a la potestad reglamentaria del Ejecutivo, y (iii) ser normas instrumentales 
de procedimiento legislativo337. Igualmente, dicha Corporación ha entendido que las 
disposiciones orgánicas tienen una vocación de permanencia, así como una 
jerarquía superior en comparación con las normas contenidas en leyes ordinarias338.  
 
En torno a este último punto, se ha explicado que las leyes orgánicas hacen parte 
del bloque de constitucionalidad en sentido lato, por lo cual pueden ser tenidas en 
cuenta como parámetro de control de las leyes ordinarias339. Al respecto, la Corte 
Constitucional indicó que:  
 
“(…) las leyes orgánicas, dada su propia naturaleza, tienen un rango superior frente a las 
demás leyes, por consiguiente, imponen sujeción a la actividad ordinaria del Congreso. Sin 
embargo, no alcanzan la categoría de normas constitucionales (CP art. 151), comoquiera 
que se orientan a organizar aquello que previamente ha sido constituido en la Carta 
Fundamental. Su importancia, entonces, está reflejada en la posibilidad de condicionar la 
expedición de otras leyes al cumplimiento de ciertos fines y principios”, en tanto que “si una 
norma desconoce los procedimientos y principios de una ley orgánica, tal desconocimiento 
puede acarrear su inconstitucionalidad”340. 
 
En cuanto al trámite de las leyes orgánicas debe mencionarse que en su gran 
mayoría es igual al ordinario, salvo por la regla contemplada en el artículo 151 de la 
Carta Política, la cual señala que para su aprobación, modificación, adición o 
derogación se requiere de la mayoría absoluta de los votos de los miembros de una 
y otra cámara.  
 
Adicionalmente, en respeto de los principios democrático y de publicidad, la Corte 
Constitucional ha determinado que para la expedición de leyes orgánicas debe 
 
337 Cfr. Sentencias C-1042 de 2007, C-979 de 2010, C-617 de 2015 y C-204 de 2016. 
338 Cfr. Sentencias C-701 de 2010 y C-439 de 2016. 
339 Cfr. Sentencias C-305 de 2004, C-052 de 2015 y C-273 de 2016. 





mediar por parte del Congreso de la República la “intención manifiesta y positiva de 
que se surte un procedimiento legislativo directamente encaminado a la adopción o 
reforma de una de tales leyes”341. 
 
A la par, ha de tenerse en cuenta que debido a que las leyes orgánicas solo pueden 
referirse a unas materias específicas señaladas en el artículo 151, no pueden iniciar 
su trámite legislativo en cualquier comisión permanente constitucional, sino que 
deben hacerlo en las siguientes:  
 
Tema Comisión Ejemplo 
Leyes orgánicas de Reglamento 
del Congreso. 
Primera Ley 5 de 1992. “Por la cual se expide 
el Reglamento del Congreso; el 
Senado y la Cámara de 
Representantes”. 
Leyes orgánicas de 
ordenamiento territorial.  
Primera Ley 1454 de 2011, “por la cual se 
dictan normas orgánicas sobre 
ordenamiento territorial y se modifican 
otras disposiciones”. 
Leyes orgánicas del 
presupuesto nacional.  
Cuarta Ley 225 de 1995, “por la cual se 
modifica la Ley Orgánica de 
Presupuesto”. 
Leyes orgánicas del plan 
nacional de desarrollo. 
Tercera  Ley 152 de 1994, “por la cual se 
establece la Ley Orgánica del Plan de 
Desarrollo”. 
Leyes orgánicas sobre la 
capacidad de los organismos y 
entidades estatales para 
contratar. 
Primera Ley 1865 de 2017, “por medio de la 
cual se exceptúa a la Unidad Nacional 
de Protección de lo Dispuesto en el 
artículo 92 de la Ley 617 de 2000”. 
  
Ahora bien, debe llamarse la atención de que la regulación del núcleo esencial del 
reglamento de las cámaras, de las normas referentes a la preparación, aprobación 
 





y ejecución del presupuesto anual de la nación y del plan nacional de desarrollo, así 
como las disposiciones que asignan competencias a las entidades territoriales, sólo 
puede efectuarse mediante una ley de rango orgánico, so pena de que el acto 
correspondiente quede viciado.  
 
En efecto, la Corte Constitucional ha explicado que “la violación de la reserva de ley 
orgánica no configura entonces un vicio de forma sino una falta de competencia, 
puesto que el Congreso no puede tramitar y aprobar por medio del procedimiento y 
la forma de la ley ordinaria ciertas materias que la Constitución ha reservado al 
trámite y a la forma más exigentes de la ley orgánica”342. Por lo anterior, la acción 
pública de constitucionalidad ante el desconocimiento de la reserva de ley orgánica 
no tiene caducidad.  
 
Con todo, para un correcto planteamiento de un cargo por tal vicio debe tenerse en 
cuenta que343: 
 
(i) Las leyes ordinarias pueden referirse a leyes orgánicas, pero no regular materias 
reservadas a este último tipo.  
 
(ii) Las leyes orgánicas pueden referirse a temas ordinarios, por conexidad, sin 
convertirse en leyes ordinarias. No obstante, tienen prohibido regular materias que 
no correspondan a aquellas que contempla el artículo 151 de la Constitución.  
 
(iii) La duda de si una determinada materia tiene reserva de ley orgánica debe 
resolverse en favor del legislador ordinario, en razón de su titularidad de la cláusula 
general de competencia y a la naturaleza restrictiva de las reservas de ley 
especiales entendidas como límites al proceso democrático.  
 
342 Sentencia C-018 de 2018. 
343 Cfr. Sentencias C-894 de 1999, C-540 de 2001, C-1042 de 2007, C-701 de 2010, C-289 de 2014, 






Inexequibilidad por desconocer la reserva de ley orgánica 
En la Sentencia C-273 de 2016, la Corte Constitucional estudió una demanda en la que, 
por estar contenida en una ley ordinaria y no en una ley orgánica, se cuestionaba la 
prohibición a las autoridades locales de “establecer zonas del territorio que queden 
permanente o transitoriamente excluidas de la minería”, estipulada en el artículo 37 de la Ley 
685 de 2001(Código de Minas). 
 
Al respecto, la Corte consideró que “en efecto, la prohibición establecida en el artículo 37 del 
Código de Minas desconoció la reserva de ley orgánica, por tratarse de una norma contenida 
en una ley ordinaria, que se refiere a la distribución de competencias entre la Nación y las 
entidades territoriales (art. 288 CP), en este caso, de la reglamentación del uso del suelo, ya 
que se les prohíbe a las autoridades locales establecer zonas excluidas de la explotación 
minera, competencia que se radica en las autoridades nacionales”. 
 
- Leyes del plan nacional de desarrollo 
 
Una de las manifestaciones de la dirección de la economía por parte del Estado 
colombiano es el plan nacional de desarrollo, pues por medio del mismo se busca 
estructurar una política económica razonada y armónica para un período de cuatro 
años, teniendo como bases: (i) el programa de gobierno presentado por el 
Presidente de la República para ser electo, (ii) los conceptos de consejos técnicos 
y especializados en la materia, así como (iii) las propuestas del sector 
descentralizado territorialmente y de los representantes del pueblo con asiento en 
el Congreso de la República344.  
 
Concretamente, el artículo 150.3 de la Carta Política indica que le corresponde al 
Congreso por medio de una ley aprobar el plan nacional de desarrollo y de 
inversiones públicas que haya de emprenderse, señalando los recursos y 
apropiaciones que se autorizan para su ejecución, así como las medidas necesarias 
 





para impulsar su implementación. Para el efecto, los artículos 339 a 342 de la 
Constitución y la Ley Orgánica del Plan Nacional de Desarrollo 152 de 1994 
establecen el siguiente procedimiento especial.  
 
En primer lugar, debe mencionarse que la elaboración del proyecto de plan nacional 
de desarrollo le corresponde principalmente al Gobierno de turno, lo cual tiene 
fundamento en que a través del mismo se busca implementar las propuestas que 
planteó para ser electo el Presidente de la República. Sin embargo, en dicha labor 
el ejecutivo debe contar con la participación activa de las entidades territoriales y 
del Consejo Superior de la Judicatura, así como obtener los conceptos del Consejo 
Nacional de Política Económica y Social (Conpes), del Consejo Superior de Política 
Fiscal (Confis) y del Consejo Nacional de Planeación.  
 
El texto del proyecto de plan nacional de desarrollo adecuado con los conceptos de 
dichos organismos, debe ser redactado en su versión final por el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público y el Departamento Nacional de Planeación, debiendo 
contener al tenor del artículo 339 de la Constitución:  
 
(i) Una parte general, en la que se debe indicar “los propósitos y objetivos nacionales 
de largo plazo, las metas y prioridades de la acción estatal a mediano plazo y las 
estrategias y orientaciones generales de la política económica, social y ambiental 
que serán adoptadas por el Gobierno”. 
 
(ii) Un plan de inversiones públicas, el cual debe introducir “los presupuestos 
plurianuales de los principales programas y proyectos de inversión pública nacional 
y la especificación de los recursos financieros requeridos para su ejecución, dentro 
de un marco que garantice la sostenibilidad fiscal”. 
 
Al respecto, cabe advertir que el proyecto de ley del plan nacional de desarrollo 





Ministerio de Hacienda y Crédito Público al Congreso de la República dentro de los 
seis meses siguientes a la iniciación del respectivo período presidencial, esto es, 
antes del 7 de febrero siguiente a la posesión del Jefe de Estado. En este sentido, 
resulta evidente que para su tramitación, dados los períodos legislativos que 
conforman una legislatura, siempre tendrá que convocarse a sesiones 
extraordinarias (arts. 341 CP y 19 Ley 152/94). 
 
En segundo lugar, una vez el proyecto es radicado ante el Congreso, se sigue el 
siguiente procedimiento al tenor de los artículos 20 a 25 de la Ley 152 de 1994:  
 
(i) La iniciativa se tramita conjuntamente por las comisiones de asuntos económicos 
de las cámaras, es decir, las comisiones terceras y cuartas constitucionales 
permanentes, quienes deben aprobarlo en un término de 45 días345.  
 
(ii) Con base en el informe rendido en el primer debate, cada una de las plenarias 
de las cámaras discute y decide sobre el proyecto, lo cual deben hacer en un término 
de 45 días. 
 
(iii) El Congreso puede introducirle modificaciones al plan de inversiones públicas, 
siempre que se mantenga el equilibrio financiero y se obtenga la aprobación por 
escrito del Gobierno Nacional por conducto del Ministro de Hacienda y Crédito 
Público. 
 
(iv) Las enmiendas al proyecto que se produzcan en desarrollo de las sesiones 
plenarias, no implican que el proyecto retorne a las comisiones, pero sí se requiere 
que las mismas sean aprobadas por los plenos de las dos cámaras.  
 
345 El artículo 24 de la Ley 152 de 1994 establece que “el Director del Departamento Nacional de 
Planeación asesorará al Congreso en el análisis del proyecto del Plan Nacional de Desarrollo y 
llevará la vocería del Gobierno ante la comisión de asuntos económicos, cuando el Presidente así lo 
encomiende. Para tal fin asistirá a las Comisiones Constitucionales con el objeto de suministrar los 






(v) En cualquier momento durante el trámite legislativo, el Gobierno Nacional puede 
introducirle modificaciones al proyecto.  
 
(vi) En caso de que el Congreso de la República no apruebe el proyecto del plan 
nacional de inversiones públicas en el término de tres meses señalado por ministerio 
de la Constitución, el Gobierno puede ponerlo en vigencia, mediante decreto con 
fuerza de ley. 
 
Sobre el procedimiento especial que surte la ley del plan nacional de desarrollo, la 
Corte Constitucional ha llamado la atención de que:  
 
“(…) como producto final de un proceso participativo de planeación, la Ley del Plan es el 
resultado de la concertación de la propuesta gubernamental –la cual a su vez antes de ser 
presentada al Congreso ha debido pasar por el foro de discusión del Consejo Nacional de 
Planeación- con las modificaciones propuestas por los congresistas durante su trámite, de 
manera tal que no recoge una visión unívoca sobre la metas de desarrollo económico a 
conseguir dentro del cuatrienio presidencial, sino que por el contrario, cristaliza distintas 
visiones y perspectivas sobre cuáles deben ser las políticas y estrategias que han de 
adelantarse durante este período, aunque en todo caso el Gobierno desempeña el rol 
principal en su proceso de gestación”346. 
 
Ahora bien, ha de tenerse en cuenta que en el artículo 341 de la Constitución se 
determinó que la ley del plan nacional de desarrollo tiene prelación sobre las demás 
leyes, por lo cual la Corte Constitucional ha llegado a estimar que “una norma que 
desarrolle materias contenidas en la Ley del Plan Nacional de Desarrollo, no podrá 
contener disposiciones contrarias a la misma, aunque se trate de disposiciones 
legales equivalentes, pues de manera expresa la Constitución le ha otorgado 
prevalencia a Ley del Plan Nacional de Desarrollo”, e incluso dicho Tribunal ha 
 





advertido que “una ley que contenga disposiciones contrarias a las contenidas en el 
Plan Nacional, será una norma contraria a la Constitución”347. 
 
No obstante lo anterior, debido a las diversas contingencias económicas y 
financieras que pueden presentarse durante el cuatrienio constitucional, en el 
artículo 341 de Carta Política se aclaró que “en las leyes anuales de presupuesto 
se podrán aumentar o disminuir las partidas y recursos aprobados en la ley del plan”. 
 
Adicionalmente, es importante dejar constancia de que las leyes del plan nacional 
de desarrollo tienen una particular eficacia normativa, en tanto que la Constitución 
contempla que sus mandatos “constituyen mecanismos idóneos para su ejecución 
-reemplazando los existentes- sin que se requiera, en consecuencia, la aprobación 
de leyes diferentes para su implementación. Conforme a ello, la aplicación de 
normas contenidas en dicho Plan no demanda una nueva intervención del Congreso 
para su puesta en práctica. Si no fuera así, la prevalencia reconocida a dicha ley 
podría ser fácilmente desconocida, subordinando su eficacia a la expedición 
subsiguiente de otras normas”348. 
 
Por lo demás, en torno al respeto del principio de unidad de materia con ocasión de 
la expedición de la ley del plan nacional de desarrollo, la Corte Constitucional ha 
expresado que el mismo se satisface cuando se acata el criterio de coherencia 
contemplado en el artículo 3 de la Ley Orgánica 152 de 1992, el cual consiste en 
que “los programas y proyectos del plan de desarrollo deben tener una relación 
efectiva con las estrategias y objetivos establecidos en éste”.  
 
En concreto, dicho Tribunal Constitucional ha manifestado sobre la unidad de 
materia de las leyes aprobatorias de los planes nacionales de desarrollo que “se 
debe guardar coherencia y congruencia con la temática general de la ley, y que en 
 
347 Sentencia C-334 de 2012, reiterada en el fallo C-016 de 2016. 





atención al carácter multitemático y heterogéneo de este tipo de leyes, el control de 
constitucionalidad debe ser más estricto, es decir que se debe comprobar la 
conexidad directa e inmediata entre las normas generales de planificación y las 
normas instrumentales de ejecución, para verificar que no se están introduciendo 
normas inconexas que no tengan ninguna relación causal con los objetivos y metas 
de la función de planificación en donde se compruebe que no se esté utilizando este 
tipo de leyes para llenar vacíos e inconsistencias de las leyes precedentes”349. 
 
Violación del principio de unidad de materia en ley del plan nacional de desarrollo 
En los artículos 25 y 26 de la Ley 1753 de 2015, “por medio de la cual se expide el Plan 
Nacional de Desarrollo 2014-2018 - Todos por un nuevo país”, el Congreso de la República 
dispuso: (i) una serie de medidas e instrumentos concretos para regular las sanciones 
aplicables en casos de distribución irregular de combustibles líquidos y biocombustibles, así 
como (ii) actualizó los montos de las multas en el sector de hidrocarburos que se establecen 
en el artículo 67 del Decreto 1056 de 1953. 
 
Un ciudadano presentó una acción pública de inconstitucionalidad en contra de dichas 
disposiciones al considerar que vulneraban el principio de unidad de materia, comoquiera que 
las normas acusadas de carácter instrumental no guardan conexidad directa e inmediata con 
las disposiciones generales de plan nacional de desarrollo, pues de las mismas “no se genera 
de manera inequívoca el cumplimiento de los objetivos trazados por el gobierno en materia 
de hidrocarburos”. 
 
Mediante la Sentencia C-008 de 2018, la Corte Constitucional declaró inexequibles las 
disposiciones demandadas al considerar que desconocían el principio de unidad de materia, 
toda vez que:  
 
(i) “En este caso el control que debe realizar la Corte para verificar si se cumple con el principio 
de unidad de materia contenido en el artículo 158 de la CP., debe ser estricto y establecer si 
se puede verificar una conexidad directa e inmediata y no conjetural o mediata entre los 
 





objetivos generales del Plan y las normas instrumentales, más en tratándose de normas de 
carácter sancionatorio que por su naturaleza, en principio, tienen reserva de ley ordinaria”. 
 
(ii) “Con relación a la conexidad directa e inmediata evidencia la Corte que no se cumple en 
este caso con los presupuestos básicos de la unidad de materia. En efecto, la Sala no 
comprueba que las sanciones previstas en el artículo 25 y la actualización de las multas 
contenidas en el artículo 26 de la Ley 1753 de 2015 cumplan con los presupuestos de relación 
directa e inmediata con los objetivos y metas del PND; su conjunción es apenas temática con 
algunas principios transversales del PND, pero sin un vínculo directo y verificable, estrecho e 
inmediato”. 
 
(iii) “Aunque se podría aducir que lo que se pretende con las multas y demás sanciones 
establecidas en los artículos 25 y 26 es que el servicio público de distribución de combustibles 
líquidos y biocombustibles, se preste de una manera eficiente y se eviten malas prácticas 
como el contrabando, ninguno de los pilares básicos del PND 2014 – 2018 se relaciona de 
manera directa e inmediata con estas sanciones de carácter administrativo. En efecto, las 
normas demandadas (…) no guardan relación directa y próxima con los objetivos generales 
y metas del PND, sino que su nexo es meramente esporádico conjetural, hipotético e 
indirecto, en temas como la infraestructura y competitividad, el eje transversal verde y algunas 
políticas públicas referenciadas en las Bases del PND”. 
 
Finalmente, la Corte estimó que la inexequibilidad inmediata de las normas demandadas 
podría afectar el control y vigilancia de la prestación del servicio público de distribución de 
combustibles líquidos y biocombustibles. En consecuencia, dicho Tribunal optó por diferir los 
efectos de su decisión por un año para permitirle al Congreso que expidiera las normas que 
estimara pertinentes para evitar tal contingencia.  
 
- Leyes anuales de presupuesto 
 
El trámite para la expedición de las leyes anuales de presupuesto se encuentra 
establecido en los artículos 346 a 351 de la Constitución, 209 a 215 de la LORC, y 





de 1989, 179 de 1994 y 225 de 1995 con el fin de crear un texto único denominado 
“Estatuto Orgánico del Presupuesto”.  
 
En efecto, en dichas disposiciones se estipula que le corresponde al Gobierno 
preparar anualmente el proyecto de presupuesto general de la nación, para lo cual 
debe tener en cuenta: (i) la disponibilidad de recursos y los principios 
presupuestales para la determinación de los gastos que se pretendan incluir 
(sostenibilidad fiscal), (ii) la correspondencia con el plan nacional de desarrollo, (iii) 
los anteproyectos de presupuesto de los órganos y entidades beneficiarias de la 
iniciativa, y (iv) los conceptos de órganos técnicos como el Consejo Nacional de 
Política Económica y Social (Conpes) y el Consejo Superior de Política Fiscal 
(Confis). 
 
Al respecto, cabe señalar que al tenor del artículo 11 del Decreto 111 de 1996 el 
presupuesto general de la nación se compone de las siguientes partes350: 
 
(i) El presupuesto de rentas, que contiene la estimación de los ingresos corrientes 
de la nación, de las contribuciones parafiscales cuando sean administradas por un 
órgano que haga parte del presupuesto, de los fondos especiales, de los recursos 
de capital y de los ingresos de los establecimientos públicos del orden nacional. 
 
(ii) El presupuesto de gastos o “ley de apropiaciones”, que incluye las apropiaciones 
para la Rama Judicial, la Rama Legislativa, la Fiscalía General de la Nación, la 
Procuraduría General de la Nación, la Defensoría del Pueblo, la Contraloría General 
de la República, la Registraduría Nacional del Estado Civil, el Consejo Nacional 
Electoral, la Jurisdicción Especial para la Paz, los ministerios, los departamentos 
administrativos, los establecimientos públicos y la Policía Nacional, distinguiendo 
entre gastos de funcionamiento, servicio de la deuda pública y gastos de inversión. 
 






(iii) Disposiciones generales, las cuales corresponden a las normas tendientes a 
asegurar la correcta ejecución del presupuesto general de la nación y que se 
caracterizan por regir únicamente para el año fiscal para el cual se expidan. 
 
En este sentido, en el artículo 210 de la LORC se indica que el proyecto de 
presupuesto “contiene las rentas e ingresos calculados en la vigencia fiscal, así 
como los gastos y egresos”, y en los artículos 346 y 347 de la Constitución se 
estipula que “el proyecto de ley de apropiaciones deberá contener la totalidad de los 
gastos que el Estado pretenda realizar durante la vigencia fiscal respectiva”, y que 
en el mismo “no podrá incluirse partida alguna que no corresponda a un crédito 
judicialmente reconocido, o a un gasto decretado conforme a ley anterior, o a uno 
propuesto por el Gobierno para atender debidamente el funcionamiento de las 
ramas del poder público, o al servicio de la deuda, o destinado a dar cumplimiento 
al Plan Nacional de Desarrollo”. 
 
Adicionalmente, en el artículo 350 superior se precisa que: (i) la ley de apropiaciones 
debe tener un componente que agrupe todas las partidas referentes al gasto 
social351, el cual tiene prioridad sobre cualquier otra asignación, excepto en tiempos 
de guerra o por razones de seguridad nacional; y que (ii) el presupuesto de inversión 
“no se podrá disminuir porcentualmente con relación al año anterior respecto del 
gasto total de la correspondiente ley de apropiaciones”352.  
 
Al respecto, la Corte Constitucional ha resaltado que la expedición de la ley anual 
de presupuesto tiene un profundo significado político, en tanto que “es aplicación 
directa del principio democrático, pues quiere la Constitución Política que, así como 
no puede existir impuesto sin representación, tampoco el cálculo de las rentas 
 
351 Según el artículo 350 superior “en la distribución territorial del gasto público social se tendrá en 
cuenta el número de personas con necesidades básicas insatisfechas, la población, y la eficiencia 
fiscal y administrativa”. 





nacionales ni la autorización de los gastos del Estado se lleven a cabo por las 
autoridades sin la participación de quienes representan legítimamente al pueblo en 
el Congreso de la República”353. 
 
En punto a la naturaleza de las leyes anuales de presupuesto, el Tribunal 
Constitucional ha explicado que “se erigen en auténticas autorizaciones para 
efectos de decretar gastos, además de constituirse, en virtud de su fuerza restrictiva, 
en verdaderas prohibiciones al Gobierno, en el sentido de que éste no puede 
superar los límites de gastos aprobados por el legislador, todo ello como 
consecuencia del principio de legalidad del gasto”354. En otro modo, “si es propio de 
las leyes en sentido material el ordenar, prohibir, o autorizar, y la normas del 
presupuesto anual que decretan gastos son de un lado autorizaciones de gasto y 
de otro, en virtud de su fuerza restrictiva, prohibiciones de superar los límites de 
gastos en ellas señaladas, es obvio que de un lado autorizan y de otro prohíben, 
por lo cual su contenido normativo es indiscutible”355. 
 
Ahora bien, en cuanto al trámite de las iniciativas de ley en examen356, cabe resaltar 
que el Gobierno Nacional debe presentar a las comisiones económicas del 
 
353 Sentencia C-022 de 2004.  
354 Sentencia C-652 de 2015. 
355 Sentencia C-177 de 2002. 
356 A este respecto, en la Sentencia C-652 de 2015, se explicó que el procedimiento legislativo 
especial para la expedición de leyes anuales de presupuesto está sometido a los siguientes axiomas 
de conformidad con los artículos 365 y siguientes de la Constitución: (i) el principio de unidad 
presupuestal: “hace referencia a la obligación que le asiste a todas las instituciones del sector 
público, de que sus presupuestos sean elaborados y ejecutados, en cuanto a su contenido, métodos 
y expresión, con estricto acatamiento de la política presupuestaria única, definida y adoptada por la 
autoridad competente de conformidad con la ley”; (ii) el principio de universalidad: “impone que en el 
respectivo proyecto de ley de apropiaciones que presente el Gobierno al Congreso, estén contenidos 
la totalidad de los gastos del Estado a realizar durante la respectiva vigencia fiscal, resultando 
inadmisible la presentación por separado, en diferentes proyectos de presupuesto, de los gastos 
correspondientes a los diversos órganos del Estado”; (iii) el principio de especialización: “le prohíbe 
al Gobierno, y a los demás ordenadores del gasto utilizar partidas del gasto aprobadas por el 
Congreso para una finalidad diferente a aquélla para la cual ésta fue apropiada”; y (iv) el principio de 
anualidad: “significa que el presupuesto tiene un alcance temporal y, en consecuencia, su vida 
jurídica se encuentra limitada a la vigencia fiscal respectiva que comienza a contarse el 1º de enero 





Congreso de la República, cada año, durante la primera semana del mes de abril, 
un anteproyecto del presupuesto anual de rentas y gastos, el cual tiene que radicar 
de forma definitiva ante la Cámara de Representantes dentro de los 10 primeros 
días de la legislatura, so pena de que, por ministerio de la Constitución entre a regir 
el del año anterior (art. 209 LORC)357.  
 
Una vez es presentado el proyecto de presupuesto por el Gobierno Nacional, las 
comisiones de asuntos económicos del Senado y de la Cámara de 
Representantes358 se reunirán de manera conjunta para discutirlo, pero de manera 
separada para votarlo. Durante la deliberación, dichas células (arts. 53 a 66 Dto. 
111/96):  
 
(i) Deben oír al Banco de la República para conocer su opinión sobre el impacto 
macroeconómico y sectorial del déficit, así como el nivel de gasto propuesto. 
 
(ii) Tienen a su disposición al Director General del Presupuesto del Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, quien los debe asesorar en el estudio del proyecto de 
presupuesto, por lo tanto, asistirá a las comisiones con el objeto de suministrar datos 
e informaciones, de orientar la formación de los proyectos de reforma que se 
propongan y de coordinar las labores de la administración y de la rama legislativa 
sobre la materia.  
 
Antes del 15 de agosto, las comisiones pueden resolver que el proyecto no se ajusta 
a la reglamentación vigente y, en consecuencia, decidir devolverle la iniciativa al 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público para que la presente de nuevo al Congreso 
antes del 30 de agosto con las enmiendas correspondientes. 
 
357 El artículo 348 de la Constitución establece que si dentro de los 10 primeros días de la legislatura 
no se presenta el proyecto de ley anual de presupuesto “regirá el del año anterior, pero el Gobierno 
podrá reducir gastos, y, en consecuencia, suprimir o refundir empleos, cuando así lo aconsejen los 
cálculos de rentas del nuevo ejercicio”. 






Con todo, antes del 15 de septiembre las comisiones deben decidir sobre el monto 
definitivo del presupuesto de gastos, y la aprobación del proyecto se debe realizar 
antes del 25 de septiembre, comoquiera que las plenarias tienen que iniciar la 
discusión de la iniciativa a más tardar el 1 de octubre de cada año359. 
 
Hasta la media noche del 20 de octubre del año respectivo, las plenarias tienen 
plazo de expedir el presupuesto general de la nación, pues en caso de no hacerlo 
regirá el proyecto presentado por el Gobierno, incluyendo las modificaciones que 
hayan sido aprobadas en el primer debate (art. 348 CP). 
 
A diferencia del procedimiento ordinario, en tratándose del proyecto de la ley anual 
de presupuesto las enmiendas están restringidas, debiéndose seguir las siguientes 
reglas al tenor de los 349 y 351 de la CP, así como 211 y 212 de la LORC:  
 
(i) Los cómputos y partidas del presupuesto presentado por el Gobierno con arreglo 
a la normatividad, no pueden ser aumentados por los congresistas sin el concepto 
previo y favorable del Gobierno, expresado en un mensaje suscrito por el Ministro 
de Hacienda y Crédito Público360.  
 
(ii) El Congreso podrá eliminar o reducir las partidas de gastos propuestas por el 
Gobierno, con excepción de las que se necesitan para el servicio de la deuda 
pública, las demás obligaciones contractuales del Estado, la atención completa de 
 
359 Según el artículo 58 del Decreto 111 de 1996 “una vez cerrado el primer debate, se designarán 
los ponentes para su revisión e informe en segundo debate, tanto en la Cámara como en el Senado. 
El segundo debate podrá hacerse en sesiones plenarias simultáneas e inmediato”. 
360 El artículo 60 del Decreto 111 de 1996 dice que “el órgano de comunicación del Gobierno con el 
Congreso en materias presupuestales es el Ministro de Hacienda y Crédito Público. En 
consecuencia, sólo este funcionario podrá solicitar a nombre del Gobierno la creación de nuevas 
rentas u otros ingresos; el cambio de las tarifas de las rentas; la modificación o el traslado de las 
partidas para los gastos incluidos con el Gobierno en el proyecto de presupuesto; la consideración 





los servicios ordinarios de la administración, y las autorizadas en los planes 
operativo anual de inversiones y nacional de desarrollo.  
 
De otra parte, debe tenerse en cuenta que si los ingresos legalmente autorizados 
no son suficientes para atender los gastos proyectados, el Gobierno por conducto 
del Ministerio de Hacienda, mediante un proyecto de ley puede proponer que los 
mecanismos para la obtención de nuevas rentas o la modificación de las existentes 
que financien el monto de los gastos contemplados361. Sin embargo, si el 
presupuesto es aprobado sin que se hubiere expedido el proyecto de ley sobre los 
recursos adicionales, el Gobierno tiene que suspender mediante decreto las 
apropiaciones que no cuenten con financiación, hasta tanto se produzca una 
decisión final del Congreso (arts. 347 CP y 212 LORC). 
 
Finalmente, cabe recordar que dado que el presupuesto debe formularse 
anualmente, la ley contentiva del mismo tiene un alcance temporal y, en 
consecuencia, su vida jurídica se encuentra limitada a la vigencia fiscal respectiva 
que comienza a contarse el 1 de enero y termina el 31 de diciembre de cada año, 
por lo que resultan extrañas a su naturaleza disposiciones de carácter permanente 
o que no versen sobre el gasto público, con lo cual su inclusión vulnera el principio 
de unidad de materia362.  
 
Violación del principio de unidad de materia en ley anual de presupuesto 
La jurisdicción de Cormacarena fue contemplada inicialmente en el inciso 2 del artículo 38 de 
la Ley 99 de 1993, en los siguientes términos: el “territorio del Área de Manejo Especial La 
Macarena, delimitado en el Decreto 1989 de 1989, con excepción de las incluidas en la 
jurisdicción de la Corporación para el Desarrollo Sostenible del Oriente Amazónico, CDA y 
Corporinoquia”.  
 
361 Cfr. Artículo 54 del Decreto 111 de 1996, en el cual también se estipula que “en dicho proyecto 
se harán los ajustes al proyecto de presupuesto de rentas hasta por el monto de los gastos 
desfinanciados”.  






La referida disposición fue modificada por el artículo 120 de la Ley 812 de 2003, Plan Nacional 
de Desarrollo 2003-2006, en el cual se estableció que la jurisdicción abarcaría “todo el 
territorio del Departamento del Meta, incluido el Área de Manejo Especial de La Macarena”. 
Sin embargo, esta última disposición fue derogada expresamente por medio de la Ley 1450 
de 2011, Plan Nacional de Desarrollo 2011-2014. En consecuencia, la jurisdicción de dicha 
entidad retornó a la establecida en la ley original.  
 
A través del artículo 103 de la Ley 1737 de 2014, Ley Anual de Presupuesto, se consagró 
nuevamente el contenido sustancial del artículo 120 de la Ley 812 de 2003, dado que se 
modificó el inciso 2 del artículo 38 de la Ley 99 de 1993 vigente, ampliando la jurisdicción de 
Cormacarena a todo el territorio del Departamento del Meta y, además, precisando que esta 
jurisdicción no comprende el “territorio en litigio con Caquetá y Guaviare”.  
 
Un ciudadano demandó el artículo 103 de la Ley 1737 de 2014 por considerar que vulneraba 
el principio de unidad de materia y no tenía correspondencia con el Plan Nacional de 
Desarrollo, ya que el Congreso no tenía la potestad para: (i) modificar el inciso 2 del artículo 
38 de la Ley 99 de 1993, norma de contenido sustantivo y con vocación de permanencia, (ii) 
ni para incorporar al ordenamiento jurídico una norma expresamente derogada por la Ley del 
Plan en la que debía fundamentarse. 
 
Mediante la Sentencia C-047 de 2018, la Corte Constitucional estimó que se impone la 
expulsión del ordenamiento jurídico de la norma demandada debido a que:  
 
(i) Se presentó una “mala práctica legislativa, en la que venía incurriendo el Congreso en las 
Leyes Anuales de Presupuesto 2011-2014, en las que reguló la jurisdicción de una 
Corporación Autónoma Regional sin tener competencia para ello en atención a la naturaleza 
de tales leyes”, comoquiera que “al Congreso le está vedado en las leyes anuales de 
presupuesto y, con mayor énfasis, en las disposiciones generales de estas, incorporar o 
modificar normas de contenido sustantivo o con vocación de permanencia, tal y como sucedió 
con la modificación del inciso 2º del artículo 38 de la Ley 99 de 1993”. 
 
(ii) “Este reiterativo proceder por parte del Congreso constituye no solo la violación a la 





constitucional, sino también un indebido ejercicio de sus funciones que conducen a que, tal y 
como sucedió en la norma bajo análisis, se genere (a) la ausencia de coherencia normativa 
sistemática al interior de la Ley y, por ende, con el resto del ordenamiento jurídico; (b) la 
inclusión de normas extrañas, aisladas e inconexas al objeto de la ley anual de presupuesto; 
(c) lo que a su vez conlleva, como en el presente caso, al desconocimiento del principio de 
seguridad jurídica, pues se entorpeció la determinación y el cumplimiento del marco jurídico 
que define la jurisdicción de Cormacarena”.  
 
(iii) El legislador “debe abstenerse de incluir, por medio de las disposiciones generales de las 
leyes anuales de presupuesto, normas tendientes a modificar o derogar disposiciones de 
contenido sustantivo u orgánico, ajenas a la correcta ejecución del presupuesto y con 
vocación de permanencia”, en tanto que de “requerir adicionar, modificar o derogar una 
disposición permanente o de carácter sustantivo u orgánico, deberá expedir una norma con 
el correspondiente debate legislativo, respetuoso de la voluntad democrática”.  
 
- Leyes aprobatorias de tratados internacionales 
 
En Colombia, por lo disposición de los artículos 150.16 y 189.2 de la Constitución, 
los tratados internacionales363, en principio, para tener validez en el ordenamiento 
interno deben ser incorporados al mismo mediante la expedición de una ley 
aprobatoria, cuyo procedimiento tiene las particularidades que se explican en 
seguida.  
 
En primer lugar, la etapa pre-parlamentaria, referente a la elaboración del proyecto, 
en esta tipología de ley está conformada por la negociación y firma del tratado 
internacional por parte del Presidente de la República y el Ministro de Relaciones 
 
363 En la introducción de la Convención de Viena de 1969 se define un tratado internacional como 
“un acuerdo internacional celebrado por escrito entre Estados y regido por el derecho internacional, 






Exteriores364. En esta fase, se deben respetar las formas propias del Derecho 
Internacional Público365.  
 
En cuanto al trámite ante las cámaras es el mismo que el correspondiente a una ley 
ordinaria, salvo en lo relacionado con la presentación del proyecto, la cual 
únicamente puede realizarse a instancias de la comisión segunda constitucional 
permanente del Senado de la República a iniciativa del Gobierno Nacional, pues si 
se presenta ante la Cámara de Representantes se incurre en un vicio de 
procedimiento.  
 
Sobre el particular, debe tenerse en cuenta que los proyectos de ley aprobatorios 
de tratados internacionales se componen, por lo general, de un articulado corto en 
el que se indica que se aprueban los textos del instrumento supranacional, así como 
que se incorporan los mismos al ordenamiento interno. Adicionalmente, en la 
iniciativa se deben señalar las reservas con las que se firmó el convenio respectivo.  
 
De otra parte, es pertinente recordar que según los artículos 192 y 216 de la LORC 
los proyectos de ley aprobatorias de tratados internacionales referentes a derechos 
humanos tienen prelación sobre los demás asuntos, con lo cual una vez son puestos 
a consideración de las cámaras “no se dará curso a otras iniciativas hasta tanto no 
se haya decidido sobre ellos”.  
 
En cuanto al alcance de las competencias del Congreso de la República frente al 
contenido del tratado internacional, el artículo 217 de la LORC estipula que el texto 
de los tratados no puede ser objeto de enmienda. Empero, pueden presentarse 
propuestas de no aprobación del tratado, de aplazamiento de su entrada en vigencia 
 
364 El artículo 189 de la CP señala que “corresponde al Presidente de la República como Jefe de 
Estado, Jefe del Gobierno y Suprema Autoridad Administrativa: (…) 2. Dirigir las relaciones 
internacionales. Nombrar a los agentes diplomáticos y consulares, recibir a los agentes respectivos 
y celebrar con otros Estados y entidades de derecho internacional tratados o convenios que se 
someterán a la aprobación del Congreso”. 





o de reservas al mismo, en caso de que sean procedentes dada la naturaleza del 
convenio366.  
 
En relación con el alcance del artículo en mención, la Corte Constitucional ha 
señalado que:  
 
“Si el Congreso puede aprobar o improbar todo un tratado, y puede, además, aplazar su 
vigencia. Bien podría, por ejemplo, determinar que la ley aprobatoria sólo comience a regir 
pasado cierto tiempo, es decir, a partir de una determinada fecha. (…) En este punto es 
necesario hacer una distinción. Es cierto que en el ámbito internacional sólo el Presidente 
de la República puede formular "reservas" a los tratados, precisamente en cumplimiento 
de su función constitucional de "dirigir las relaciones internacionales". Pero, en el campo 
interno, entendiendo, como es lógico, las reservas como la no aprobación de alguna o 
algunas de las cláusulas de un tratado, es claro que bien puede el Congreso hacer estas 
reservas. Y que ellas quedarán plasmadas en la ley, obligatoria para el Gobierno si es 
declarada exequible”367. 
  
Ahora bien, el artículo 241.10 de la Carta Política expresa que las leyes aprobatorias 
de tratados internacionales tienen revisión automática de constitucionalidad 
después de su sanción presidencial368, la cual se caracteriza por369:  
 
(i) Ser una condición sine qua non para la ratificación del correspondiente tratado 
por parte del Ejecutivo.  
 
(ii) Tener fuerza de cosa juzgada constitucional y, en consecuencia, ser obligatoria 
para el Gobierno.  
 
366 Frente al trámite que deben seguir dichas propuestas, el artículo 217 de la LORC establece que 
se sigue el mismo procedimiento establecido para las enmiendas ordinarias. 
367 Sentencia C-227 de 1993, reiterada en los fallos C-750 de 2008 y C-269 de 2014. 
368 En torno al procedimiento interno que se surte a instancias de la Corte Constitucional, puede 
consultarse el Decreto 2067 de 1991. 
369 Cfr. Sentencias C-227 de 1993, C-468 de 1997, C-120 de 2004, C-538 de 2010, C-144 de 2018 






(iii) Cumplir una función preventiva, comoquiera que se garantiza tanto la 
supremacía de la Constitución como el cumplimiento de los compromisos 
internacionales del Estado.  
 
(iv) Ser integral, toda vez que la Corte debe estudiar la constitucionalidad tanto los 
aspectos formales como materiales de la ley y del tratado. 
 
(v) Ser automática, porque una vez sancionada la ley debe ser remitida por el 
Presidente de la República a la Corte dentro de los seis días siguientes, pues ante 
el incumplimiento de dicha obligación, la referida Corporación puede proceder de 
oficio a efectuar su revisión.  
 
Finalmente, cabe tomar nota de que la Corte Constitucional ha determinado que370:  
 
(i) Los protocolos o convenios que enmienden un tratado internacional deben ser 
incorporados al ordenamiento interno a través de una ley de la República. 
 
(ii) El Congreso no puede, por medio de una ley aprobatoria de tratado internacional, 
incorporar al ordenamiento interno instrumentos de Derecho Internacional que no 
tengan dicha calidad, como lo son, por ejemplo, las recomendaciones de ciertos 
organismos supranacionales.  
 
(iii) El parlamento no puede aprobar normas que den efectos jurídicos a 










Inexequibilidad de disposición legal que le otorga efectos jurídicos a normas de 
organismo internacional del que Colombia no era parte 
A través de la Ley 788 de 2002, el Congreso de la República modificó y adicionó una serie 
de normas tributarias, estipulando en el artículo 28 que para efectos de la regulación del 
sistema de precios de transferencia del Estatuto Tributario serían aplicables, por remisión, las 
“Guías sobre Precios de Transferencia para Empresas Multinacionales y Administraciones 
Fiscales” expedidas por la Organización de Cooperación y Desarrollo Económico –OCDE-.  
 
Un ciudadano demandó dicha disposición argumentando que la referida remisión resultaba 
contraria al principio de legalidad en materia tributaria, porque la aplicación de tales guías en 
Colombia podría dar lugar a que con base en ellas se modifiquen elementos esenciales de 
las obligaciones tributarias. 
 
Al respecto, mediante la Sentencia C-690 de 2003, la Corte Constitucional declaró 
inexequible la norma acusada al considerar que:  
 
(i) Conforme al principio de legalidad en materia tributaria, sólo la ley puede ser fuente de 
tributos y, en consecuencia, a ella le corresponde definir los elementos esenciales de la 
obligación, sin perjuicio de que ciertos aspectos de la misma puedan llegar a ser concretados 
mediante una regulación de carácter reglamentario. 
 
(ii) La norma demandada estipula que para efectos de lo dispuesto en el capítulo sobre 
precios de transferencia del Estatuto Tributario serán aplicables las guías de la OCDE, con lo 
cual las mismas tienen el carácter de normas interpretativas de las obligaciones tributarias, 
es decir, que permiten concretar el alcance de las mismas. 
 
(iii) Las guías de la OCDE “no constituyen norma válida en Colombia, para que pudiese 
admitirse que tiene capacidad para precisar, en la esfera reglamentaria, las 
indeterminaciones que, en los niveles que resulten constitucionalmente admisibles, estén 
presentes en la ley”. En efecto, “las Guías de la OCDE, no son normas jurídicas de un tratado 
internacional aprobado por Colombia, -en realidad son una especie de derecho derivado y 
programático en el seno de la propia OCDE- y no han sido incorporadas al ordenamiento 
interno colombiano, por tal razón no pueden tener fuerza vinculante, ni la ley puede dársela 






8.2. Procedimiento legislativo transitorio especial para la paz  
 
En el año 2016 el Gobierno Nacional y el grupo guerrillero Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia – Ejército del Pueblo (FARC-EP) suscribieron el 
Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz 
Estable y Duradera, el cual además de contemplar las condiciones para la dejación 
de las armas y el sometimiento a la justicia de los combatientes, estipuló la 
obligación del Estado realizar un conjunto de reformas al ordenamiento jurídico con 
el fin de superar algunas de las causas estructurales de la violencia. 
 
En tal contexto, el Gobierno Nacional estimó que era necesario crear un 
procedimiento legislativo especial para agilizar la adopción de dichas reformas, 
pues revisadas las experiencias de otros países en donde se habían seguido 
procesos de paz similares se advertía que en aquellos en los que se implementó de 
manera eficaz lo acordado se logró la superación del exitosa de los conflictos 
armados (casos de Bosnia, El Salvador e Irlanda del Norte), lo cual no ocurrió en 
las naciones en las que sucedió lo contario (casos de Angola y Sudáfrica).  
 
Por lo anterior, el Gobierno impulsó una enmienda constitucional que se finalizó con 
la expedición del Acto Legislativo 01 de 2016371, a través del cual se creó un 
procedimiento legislativo especial temporal dirigido a facilitar la implementación de 
lo dispuesto en el referido Acuerdo de Paz, el cual fue conocido como “fast track” y 
se caracterizó por ser372:  
 
371 “Por medio del cual se establecen instrumentos jurídicos para facilitar y asegurar la 
implementación y el desarrollo normativo del acuerdo final para la terminación del conflicto y la 
construcción de una paz estable y duradera”. En este Acto Legislativo también se estableció que: (i) 
se facultaba por 6 meses “al Presidente de la República para expedir los decretos con fuerza de ley 
cuyo contenido tendrá por objeto facilitar y asegurar la implementación y desarrollo normativo del 
Acuerdo Final” (artículo 2), y que (ii) “el Gobierno Nacional durante los próximos veinte años incluirá 
en el Plan Plurianual de Inversiones del Plan Nacional de Desarrollo, un componente específico para 
la paz” (artículo 3). 






(i) Especial, en la medida en que se modificaron los requisitos procedimentales del 
debate legislativo ordinario con el fin de hacer más breve y sumario el paso de los 
proyectos de ley por las cámaras.  
 
(ii) Excepcional, pues sólo fue aplicable para tramitar asuntos relacionados con la 
implementación del Acuerdo de Paz. En este sentido, la validez de los actos 
legislativos y de las leyes que fueron expedidas bajo las reglas extraordinarias 
dependía de que su contenido tuviera una conexidad teleológica y material con el 
mencionado Acuerdo.  
 
(iii) Transitorio, ya que tuvo una vigencia de un año, la cual inició el 1 de diciembre 
de 2016 con ocasión de la refrendación popular del Acto Legislativo 01 de 2016373 
llevada a cabo por el Congreso de la República374. Al respecto, cabe resaltar que 
trámite extraordinario, en principio, estaba proyectado para que durara sólo seis 
meses, pero con la posibilidad de que fuera renovado por igual término a petición 
del Gobierno Nacional, lo cual en efecto sucedió375.  
 
En torno a las reglas especiales de procedimiento legislativo para darle trámite a las 
iniciativas que implementaban lo dispuesto en el Acuerdo de Paz, en el artículo 1 
del Acto Legislativo 01 de 2016 se estableció que: 
 
 
373 El artículo 5 del Acto Legislativo 0 de 2016 señalaba: “Vigencia. El presente acto legislativo rige 
a partir de la refrendación popular del Acuerdo Final para la terminación del conflicto y la construcción 
de una paz estable y duradera”. 
374 En la Sentencia C-699 de 2016 se explicó que: “la refrendación popular designa un (i) proceso, 
(ii) en el cual haya participación ciudadana directa, (iii) cuyos resultados deben ser respetados, 
interpretados y desarrollados de buena fe, en un escenario de búsqueda de mayores consensos, (iv) 
proceso que puede concluir en virtud de una expresión libre y deliberativa de una autoridad revestida 
de legitimidad democrática, (v) sin perjuicio de eventuales espacios posibles de participación 
ciudadana para la revisión específica de aspectos concretos ulteriores”. 
375 En concreto, en el artículo 1 del Acto Legislativo 01 de 2016 se disponía que “este procedimiento 
podrá ser prorrogado por un período adicional de hasta seis meses mediante comunicación formal 





(i) Los proyectos de ley y de acto legislativo serían de iniciativa exclusiva del 
Gobierno Nacional, y su contenido debía tener por objeto único facilitar y asegurar 
la implementación y desarrollo normativo del Acuerdo Final. 
 
(ii) Los proyectos de ley y de acto legislativo tenían trámite preferencial, por lo que 
eran merecedores de absoluta prelación en el orden del día sobre cualquier otro 
asunto, hasta tanto la respectiva cámara o comisión decidiera sobre ellos. 
 
(iii) El título de las leyes y de los actos legislativos debía corresponder a su 
contenido, así como a su texto tenía que proceder esta fórmula: “El Congreso de 
Colombia, en virtud del Procedimiento Legislativo Especial para la Paz, DECRETA”. 
 
(iv) El primer debate de los proyectos de ley debía surtirse en sesión conjunta de 
las comisiones constitucionales permanentes respectivas, sin que mediara para ello 
solicitud del Gobierno Nacional, pero los segundos debates tenían que llevarse a 
cabo en las plenarias de cada una de las Cámaras376. 
 
(v) Los proyectos de ley, según su naturaleza, debían ser aprobados con las 
mayorías previstas en la Constitución y la ley377. 
 
(vi) Los proyectos de ley y de acto legislativo tramitados estaban sujetos al control 
automático y único de constitucionalidad, el cual era posterior a su entrada en 
vigencia. Empero, las Leyes Estatuarias mantuvieron su control previo378. Los 
términos de la revisión por parte de la Corte Constitucional fueron reducidos a la 
tercera parte de los ordinarios, sin que fuera posible su prorroga. 
 
 
376 Por su parte, los actos legislativos eran tramitados en una sola vuelta de cuatro debates. El 
tránsito del proyecto entre una y otra Cámara era de 8 días. 
377 A su vez, los proyectos de acto legislativo debían ser aprobados por mayoría absoluta y podían 
tramitarse en sesiones extraordinarias. 
378 El control de constitucionalidad de los actos legislativos se contempló sólo por vicios de 





(vii) En los debates de los proyectos de ley y de actos legislativo podía participar 
con voz, pero sin voto, tres voceros del partido político de las FARC-EP379.  
 
(viii) Ante los vacíos normativos en este procedimiento especial, se aplicaba de 
manera supletoria el reglamento del Congreso de la República. 
 
Sobre el particular, cabe resaltar que el Acto Legislativo 01 de 2016 también 
establecía como reglas del procedimiento especial para la paz que: (i) los proyectos 
de ley y de acto legislativo sólo podían tener modificaciones que se ajustaran al 
Acuerdo Final y contaran con el aval previo del Gobierno Nacional, así como que (ii) 
debían ser decididos en cada instancia legislativa en una sola votación, es decir, en 
bloque. Sin embargo, dichas reglas fueron declaradas inexequibles por la Corte 
Constitucional en la Sentencia C-332 de 2017, al considerar que “sustituían la 
Constitución Política, por desvirtuar las competencias de deliberación y de eficacia 
del voto de los congresistas, las cuales conforman el núcleo esencial de la función 
legislativa, al introducir un desbalance en el equilibrio e independencia entre los 
poderes públicos, a favor del ejecutivo y en desmedro de las prerrogativas propias 
del Congreso en una democracia constitucional”380.  
 
En relación con el alcance del procedimiento legislativo especial para la paz, es 
pertinente llamar la atención de que dio origen a seis leyes, cuya constitucionalidad 
fue controlada por la Corte Constitucional, la cual no evidenció que se hubieran 
vulnerado las reglas de procedimiento legislativo en su expedición, aunque sí 
encontró que algunas de sus disposiciones eran inexequibles por razones 
materiales.  
 
379 Cfr. Artículo 1 de la Ley 1830 de 2017. En la misma disposición también se determinó que el 
Presidente de la Mesa Nacional de Participación Efectiva de las Víctimas, establecida en la Ley 1448 
de 2011, debía ser invitado a todas las sesiones en las que se discutieran proyectos relacionados 
con los derechos de las víctimas y que fueran tramitados mediante el Procedimiento Legislativo 
Especial para la Paz con el fin de que fuera escuchado en el marco de la sesión informal. 
380 Cfr. Sentencia C-674 de 2017. Una descripción más detallada del fallo C-322 de 2017 puede 






Ejemplo del control automático de constitucionalidad de las leyes expedidas a través 
del procedimiento legislativo especial para la paz 
En aplicación del procedimiento legislativo especial para la paz, el Congreso de la República 
expidió la Ley 1865 de 2017 “Por medio de la cual se exceptúa a la Unidad Nacional de 
Protección de los dispuesto en el artículo 92 de la Ley 617 de 2000”, compuesta por dos 
artículos en los que se dispuso:  
 
“Artículo 1. Exceptúese a la Unidad Nacional de Protección durante la presente vigencia 
fiscal y la del año 2018, de la aplicación de las restricciones previstas en el artículo 92 
de la Ley 617 de 2000 en el crecimiento de los gastos de personal relativos a la 
modificación de su estructura y planta de personal, para la implementación inmediata de 
medidas materiales de protección de que trate el punto 3.4.7.4. del Acuerdo Final para 
la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera, dentro 
del Sistema Integral de Seguridad para el Ejercicio de la Política. 
 
Artículo 2. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga todas las 
disposiciones que le sea contrarias”. 
 
El control automático de constitucionalidad de las referidas disposiciones legales fue 
realizado por la Corte Constitucional, mediante la Sentencia C-026 de 2018, en la cual se 
declaró su exequibilidad, bajo la siguiente argumentación:  
 
Para empezar, se indicó que al tratarse de una ley expedida bajo el procedimiento legislativo 
especial para la paz sujeta a control automático, correspondía verificar:  
 
(a) Que las disposiciones adoptadas tuvieran una conexidad material y teleológica con 
el Acuerdo Final de Paz, así como que (b) hubieran sido expedidas respetando los límites 
temporales y competenciales establecidos en el Acto Legislativo 01 de 2016, es decir, 
que hubieran sido tramitadas dentro de la vigencia de dicha reforma a iniciativa del 






(b) La ausencia de vicios en la formación procedimental de la ley, teniendo como 
parámetro principal las reglas del Acto Legislativo 01 de 2016 y, de manera supletoria, 
lo dispuesto en las disposiciones generales de la Constitución y la LORC. 
 
(c) La constitucionalidad material de las disposiciones expedidas por las cámaras.  
 
En este sentido, en primer lugar, se estableció que la Ley 1865 de 2017 tenía una conexidad 
material y teleológica con el Acuerdo Final de Paz, porque siguiendo lo dispuesto en el punto 
3.4.7.4. del mismo, a través de la normatividad adoptada se buscó exceptuar a la Unidad 
Nacional de Protección, durante las vigencias fiscales de los años 2017 y 2018, de la 
aplicación de las restricciones de crecimiento de planta de personal previstas en el artículo 
92 de la Ley 617 de 2000, con el objeto de hacer frente a las obligaciones de protección de 
los miembros del partido político de las FARC-EP. 
 
En segundo lugar, se dejó constancia de que la Ley 1865 de 2017 respetó los límites 
temporales y competenciales, comoquiera que: (i) fue expedida dentro de la vigencia del Acto 
Legislativo 01 de 2016, y (ii) tuvo su origen en la iniciativa del Gobierno Nacional.  
 
En tercer lugar, a efectos de realizar el control procedimental de la Ley 1865 de 2017, se 
resaltó que se trataba de una normatividad de naturaleza orgánica, y acto seguido se 
comprobó el respeto de las exigencias formales de trámite parlamentario, verificando que: (i) 
se realizaron las publicaciones del proyecto y de las ponencias oportunamente, (ii) antes de 
la consideración del proyecto se efectuaron los anuncios respectivos, (iii) los ponentes 
presentaron las informes correspondientes, (iv) la iniciativa fue incluida en los órdenes del 
día, (v) las sesiones, tanto la conjunta para primer debate como las de las plenarias, contaron 
con el quórum requerido, (vi) el proyecto fue debatido, aprobado y votado por las mayorías 
absolutas exigidas, (vii) se respetaron los términos entre los debates, y (viii) ante la 
inexistencia de divergencias en los textos aprobados no se requirió comisión accidental de 
conciliación y, en consecuencia, el proyecto fue remitido para su sanción respectiva.  
 
Adicionalmente, se constató que el proyecto de ley satisfacía los principios identidad flexible 
y consecutividad, puesto que el articulado solo tuvo un cambio a lo largo del trámite legislativo 
referente a los años de las vigencias en las que se exceptuaba a la Unidad Nacional de 





por ambas plenarias y se entendió abordado por la comisión conjunta al analizar el tema de 
las vigencias, así como que (ii) tuvo una conexión clara con la materia de la iniciativa. 
 
A la par, se descartó la necesidad de que el proyecto hubiera requerido de: (i) contar con un 
concepto sobre su análisis de impacto fiscal (artículo 7º de la Ley 819 de 2003, porque su 
contenido no lleva una orden de gasto, así como de (ii) necesitar surtir el trámite de consulta 
previa, ya que el articulado no incide directamente en los pueblos étnicos del país.  
 
Finalmente, se efectuó el control material de la ley, concluyéndose que su contenido era 
constitucional, en tanto que las disposiciones adoptadas se enmarcar en la libertad de 
configuración del Congreso de la República. En efecto, “el legislador, en este caso orgánico, 
cuenta con un amplio margen de competencia para establecer límites en el crecimiento de 
gastos, así como para excepcionar de dichos límites a ciertas entidades con el objeto de 
garantizar los derechos fundamentales, en especial para garantizar el derecho a la vida e 
integridad personal de los ex combatientes de las FARC”.  
 
Al respecto, debe resaltarse que fueron escasas las leyes que se sancionaron 
mediante el procedimiento legislativo especial para la paz si se comparan con los 
35 de decretos con fuerza de ley que fueron expedidos en virtud la delegación 
legislativa también contemplada en el Acto Legislativo 01 de 2016381. Lo anterior 
puede entenderse en punto de que era políticamente menos costoso para el 
Gobierno hacer uso de sus facultades extraordinarias que agotar un trámite muy 
similar al ordinario ante las cámaras, a las cuales asistió en cinco, de las seis 
oportunidades, para tramitar proyectos de ley que no se encontraba en la capacidad 
de expedir directamente por corresponder a normas de contenido orgánico, 
estatutario o referente a amnistías e indultos382. 
 
 
381 Debe resaltarse que se expidieron 5 actos legislativos vía “fast track”. 
382 En el artículo 2 del Acto Legislativo 01 de 2016 el Constituyente le otorgó facultades 
extraordinarias al Presidente de la República por 6 meses “para expedir los decretos con fuerza de 
ley” necesarios para “facilitar y asegurar la implementación y desarrollo normativo del Acuerdo Final”, 
aclarando que las mismas no podían “ser utilizadas para expedir actos legislativos, leyes estatutarias, 
leyes orgánicas, leyes códigos, leyes que necesitan mayorías calificada o absoluta para su 





Leyes expedidas a través del procedimiento legislativo especial para la paz 
No. Título Control de constitucionalidad 
1 Ley 1820 de 2016, “Por medio de la cual se dictan 
disposiciones sobre amnistía, indulto y 
tratamientos penales especiales y otras 
disposiciones”. 
Sentencia C-007 de 2017. 
2 Ley Orgánica 1830 de 2017, “Por medio de la cual 
se adiciona un artículo transitorio a la Ley 5 de 
1992”. 
Sentencia C-408 de 2017. 
3 Ley Orgánica 1865 de 2017, “Por medio de la cual 
se exceptúa a la Unidad Nacional de Protección de 
lo Dispuesto en el artículo 92 de la Ley 617 de 
2000”.  
Sentencia C-026 de 2018. 
4 Ley 1876 de 2017, “Por medio de la cual se crea el 
Sistema Nacional de Innovación Agropecuaria y se 
dictan otras disposiciones”. 
Sentencia C-094 de 2018. 
5 Ley Estatutaria 1909 de 2018, “Por medio de la 
cual se adoptan el Estatuto de la Oposición Política 
y algunos derechos a las organizaciones políticas 
independientes”. 
Sentencia C-018 de 2018. 
6 Ley Estatutaria 1957 de 2019, “Por medio de la 
cual se expide la Ley Estatutaria de la 
Administración de Justicia en la Jurisdicción 
Especial para la Paz”. 








En la introducción del presente trabajo se propuso como objeto de la investigación 
el análisis de las etapas que conforman el procedimiento legislativo en Colombia en 
el marco de las mutaciones del sistema normativo dentro del Estado Constitucional, 
con la finalidad de determinar cuáles son las exigencias formales que deben 
cumplirse para expedir válidamente las leyes.  
 
Asimismo, se planteó como tesis que el entendimiento de las disposiciones 
constitucionales y orgánicas que contemplan las exigencias para adelantar 
válidamente el trámite legislativo se ha tecnificado, debido a que la Corte 
Constitucional ha analizado su alcance estableciendo interpretaciones complejas de 
las mismas.  
 
A partir del contenido desarrollado en los ocho capítulos formulados, se extraen las 
siguientes conclusiones:  
 
- La función legislativa es la facultad que tiene el Estado para expedir las normas 
jurídicas imperativas y permanentes que regulen los temas más importantes de la 
vida en sociedad de los habitantes de su territorio, por medio de actos denominados 
“leyes”, que deben someterse a lo dispuesto en la Constitución.  
 
- En la Constitución de 1991, se consagra la cláusula general de competencia 
legislativa en favor del Congreso de la República, el cual cuenta con un amplio 
margen de configuración normativa para establecer las reglas que rigen el orden 
jurídico en Colombia. En efecto, las cámaras están facultadas para expedir leyes 
que desarrollen la Carta Política de forma amplia y flexible, pero también para 






- El alcance de la libertad absoluta de configuración normativa que en algún 
momento se predicaba en favor del Congreso de la República ha mutado, pues en 
la actualidad encuentra límites de carácter competencial, sustantivo, práctico y 
procedimental. En efecto, la potestad legislativa de las cámaras:  
 
(i) Está supeditada al respeto de las competencias de otros órganos constitucionales 
facultados para expedir normas generales, en la imposibilidad de regular ciertas 
materias de manera detallada debido a su deber de ordenación por leyes marco o 
generales, y la autonomía reglamentaria de las entidades territoriales. 
 
(ii) Se encuentra limitada por el respeto de mandatos sustantivos contemplados en 
el texto de la Carta Política y los componentes del bloque de constitucionalidad, así 
como por los contenidos materiales derivados de tratados internacionales, normas 
comunitarias y directrices de planeación.  
 
(iii) Tiene barreras prácticas para la ordenación de algunos temas especializados, 
debiendo adoptar estándares internaciones comunes, o limitarse a regular las 
generalidades y deslegalizar el detalle en favor de organismos técnicos.  
 
(iv) Para su ejercicio valido, depende del respeto de las formas contempladas para 
el efecto en la Carta Política y en el Reglamento del Congreso de la República.  
 
- El procedimiento legislativo es la secuencia de etapas que se debe seguir para la 
elaboración de las leyes a instancias de las cámaras, las cuales están determinadas 
por los principios y reglas fijadas en la Constitución y en la Ley Orgánica 05 de 1992, 
contentiva del Reglamento del Congreso. En efecto, en dichas cuerpos normativos 
se establecen un conjunto de exigencias de carácter subjetivo, objetivo y orgánico, 






(i) Algunas reglas del procedimiento exigen que ciertas actuaciones sean 
adelantadas por sujetos con una cualificación definida. Por ejemplo, se contemplan 
disposiciones que: solo le permiten a ciertas personas presentar proyectos de ley, 
restringen el voto de los congresistas a determinadas células legislativas, o exigen 
la concurrencia del Presidente de la República y del ministro del ramo 
correspondiente para objetar una iniciativa.  
 
(ii) Otras reglas del trámite buscan garantizar que las decisiones que se adopten 
sean el resultado de una deliberación libre e informada, así como que correspondan 
a la voluntad de la mayoría de los representantes del pueblo. Para ilustrar, se 
consagran normas que estipulan la necesidad de que los proyectos de ley sean 
publicados, las iniciativas sean debatidas en sesiones previamente establecidas, se 
atiendan ciertas mayorías, o se adelanten las votaciones de una forma particular.  
 
(iii) Un gran número de disposiciones se centran en los aspectos organizacionales 
requeridos para facilitar el desarrollo del trámite legislativo, tales como las normas 
referentes a la instalación y clausura de las sesiones, las funciones de los 
dignatarios, la distribución del trabajo entre comisiones, o los tiempos y espacios en 
los que las cámaras deben reunirse de ordinario.  
 
- El procedimiento legislativo ordinario consagrado en las normas constitucionales 
y orgánicas puede sintetizarse de manera lineal en las siguientes etapas generales: 
(i) presentación del proyecto por un sujeto con iniciativa legislativa, (ii) publicación 
del proyecto en la Gaceta del Congreso, (iii) estudio y aprobación de la iniciativa por 
la comisión permanente de la cámara de origen y por la plenaria de la misma, (iv) 
examen y votación del proyecto por la comisión y el pleno de la colegiatura de cierre, 






- Las reglas de procedimiento deben entenderse como un medio para facilitar la 
función legislativa y no como un fin en sí mismas, y tienen que interpretarse en clave 
con los siguientes axiomas superiores que las irradian:  
 
(i) Principio democrático, con base en el cual el trámite legislativo debe propender 
por garantizar que todos los representantes del pueblo, sin importar su ideología 
política, tengan la posibilidad de deliberar sobre los proyectos de ley y participar en 
la gestión legislativa, así como que las decisiones sobre los mismos se adopten bajo 
la regla de mayorías, sin interferencias de otros poderes o sectores de la sociedad.  
 
(ii) Principio de publicidad, a partir del cual las actuaciones de las cámaras, por regla 
general, deben ser públicas con el fin de que puedan ser conocidas y controladas 
por cualquier parlamentario y, en general, por la ciudadanía. 
 
(iii) Principio de consecutividad, el cual establece que los proyectos deben ser 
tramitados en cuatro debates, con el fin de que la función legislativa esté basada en 
la concertación del contenido del proyecto, mediante el examen y discusión de los 
temas propuestos por ambas cámaras, siguiendo el siguiente modelo: comisión 
cámara 1 – plenaria cámara 1 – comisión cámara 2 – plenaria cámara 2. 
 
(iv) Principio de identidad flexible, el cual estipula que durante el trámite legislativo 
las comisiones y plenarias pueden incorporar enmiendas a las iniciativas siempre 
que exista una conexidad entre la modificación, adición o supresión y lo debatido 
previamente. 
 
(v) Principio de unidad de materia, el cual exige que todo proyecto de ley debe 
referirse a la misma materia, pues resultan inadmisibles las disposiciones que no se 






(vi) Principio de instrumentalidad de las formas, el cual establece que solamente 
pueden llegarse a configurar vicios en el procedimiento legislativo cuando las 
irregularidades verificadas tengan el potencial de afectar la materialización de los 
elementos esenciales de la democracia, comoquiera que las formas no tienen un 
valor por sí mismas, sino que lo adquieren por la finalidad sustantiva que persiguen. 
 
- El control de constitucionalidad de trámite legislativo efectuado por la Corte 
Constitucional parte del presupuesto de que no todo desacato de las reglas 
procedimentales que rigen la producción normativa deriva en un vicio de 
inconstitucionalidad de la ley, ya que su configuración depende del nivel de 
gravedad de la infracción, el cual se determina en función del grado de afectación 
de alguno de los referidos axiomas superiores.  
 
- Un estudio de la jurisprudencia de la Corte Constitucional permite enlistar los 
siguientes vicios de inconstitucionalidad relacionados con el trámite legislativo:  
 
(i) La pretermisión de un acto preparatorio exigido por el ordenamiento superior (Ej. 
Consulta previa). 
 
(ii) La infracción del mandato de que los asuntos relativos a impuestos deben iniciar 
su trámite legislativo ante la Cámara de Representantes y que los referentes a 
relaciones internacionales ante el Senado.  
 
(iii) El desconocimiento de la iniciativa legislativa privativa y exclusiva del Gobierno 
Nacional (Ej. Las cámaras a voluntad propia expiden una ley que crea un ministerio, 
sin que el Gobierno haya radicado el proyecto o le haya dado su aval).  
  
(iv) La ausencia de publicación en su totalidad del proyecto de ley en la Gaceta del 






(v) El reparto arbitrario de un proyecto de ley a una comisión constitucional 
permanente desconociendo su especialidad (Ej. Un tratado internacional sobre 
exportación de níquel que es asignado a la comisión séptima cuya especialidad son 
los asuntos laborales y relacionados con la protección social).  
 
(vi) Las actuaciones arbitrarias de las mesas directivas que afecten sustancialmente 
el procedimiento legislativo, por ejemplo, en la designación de los ponentes, en la 
concesión de oportunidades para intervenir a las bancadas o a los congresistas en 
el debate, o en el trámite impartido a las proporciones presentadas por los 
parlamentarios.  
 
(vii) La deliberación de un proyecto de ley en comisiones conjuntas sin que estèn 
dadas las condiciones constitucionales para el efecto (Ej. Inexistencia de solicitud 
de comisiones conjuntas por parte de Gobierno Nacional en el marco del trámite de 
urgencia).  
 
(viii) La ausencia de publicación en la Gaceta del Congreso de los informes de 
ponencia de los proyectos antes de su deliberación, salvo que se demuestre que 
los mismos fueron distribuidos a través de otro medio a los congresistas de la célula 
respectiva.  
 
(ix) La pretermisión del debate, ya sea por su no realización, o por la inexistencia de 
condiciones para su realización (Ej. No se abrieron los espacios necesarios para 
que los parlamentarios pudieran pronunciarse antes de proceder a la votación de la 
iniciativa). 
 
(x) La discusión y aprobación de un proyecto de ley sin que en la sesión 







(xi) La discusión y aprobación de un proyecto de ley en una sesión en la cual no 
había sido incluido en el orden del día.  
 
(xii) El desconocimiento de las reglas que determinan los quórum o las mayorías 
(Ej. Se considera el proyecto sin quórum deliberatorio).  
 
(xiii) La aprobación de enmiendas a proyectos de ley propuestas en la misma sesión 
sin proceder a su lectura antes de su votación.  
 
(xiv) El desconocimiento los lapsos que deben trascurrir entre los debates de la 
comisión y de la plenaria de la misma cámara (8 días), o entre el tránsito de la 
plenaria de la corporación de origen a la comisión de la colegiatura de cierre (15 
días).  
 
(xv) La votación mediante una modalidad equivocada (Ej. Votación ordinaria cuando 
se requiere nominal y pública).  
 
(xvi) La suspensión de la votación del proyecto de ley una vez iniciada sin una 
justificación imperiosa.  
 
(xvii) La aprobación de disposiciones que no guarden conexidad con la temática 
principal del proyecto (unidad de materia). 
 
(xviii) La aprobación de disposiciones que no hayan sido consideradas en los cuatro 
debates exigidos por la Constitución (consecutividad).  
 
(xix) La introducción de enmiendas al proyecto que no guarden relación con los 






(xx) El desconocimiento de la reserva de ley orgánica o estatutaria (Ej. Aprobación 
de disposiciones de naturaleza orgánica a través del procedimiento ordinario).  
 
(xxi) La aprobación de un proyecto de ley sin las mayorías respectivas al 
descontarse los votos de los congresistas que no atendieron las directrices de sus 
bancadas.  
 
(xxii) La discusión y aprobación de un proyecto de ley por una comisión 
constitucional permanente que se encuentra en sesión de manera simultánea al 
desarrollo de otra sesión de la plenaria de la misma corporación, o viceversa. 
 
(xxiii) La consideración de un proyecto de ley en más de dos legislaturas, o en más 
de una en caso de tratarse de una iniciativa de ley estatutaria.  
 
(xiv) La deliberación y aprobación de un proyecto de ley por fuera de las sesiones 
ordinarias, sin que el Gobierno Nacional haya dispuesto la realización de sesiones 
extraordinarias para el estudio del mismo. 
 
(xxv) El ejercicio desbordado de las competencias por parte de las comisiones de 
conciliación debido a la inclusión de temas no debatidos por las comisiones 
constitucionales permanentes o las plenarias.  
 
(xxvi) El envío de un proyecto de ley para su sanción sin surtir el trámite de 
conciliación a pesar de que los textos aprobados por las cámaras tenían 
discrepancias relevantes. 
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